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Introducción

			El resultado de la elección federal de 2018 en México produjo una reconfiguración en los espacios de poder político que se vio reflejado en la titularidad del Poder Ejecutivo, en los órganos de representación política y en el sistema de partidos. La voluntad ciudadana expresada el 1 de julio manifestó con claridad el rechazo a los partidos políticos tradicionales y, en cambio, optó por una nueva alternativa. En el caso de la elección presidencial, se produjo la tercera alternancia, en donde un partido político de reciente creación obtuvo el triunfo bajo la candidatura de Andrés Manuel López Obrador con la coalición «Juntos Haremos Historia», encabezada por Morena, la cual obtuvo el 53% de los votos. También se renovó la totalidad de las dos cámaras del Poder Legislativo, en donde este partido logró la mayoría en ambos recintos. A escala subnacional obtuvo cinco gubernaturas de nueve en disputa. Mientras que en el caso de los congresos locales alcanzó la mayoría en veinte. Este resultado puede considerarse atípico, pues con ello se estableció un pluralismo de partidos en México; ninguna organización política había controlado tales espacios de poder. 

			Para esta elección, Andrés Manuel López Obrador compitió por tercera ocasión consecutiva como candidato presidencial (en las dos anteriores lo hizo bajo el Partido de la Revolución Democrática). A diferencia de los comicios de 2006 y 2012, en esta ocasión el candidato presidencial conformó un amplio bloque desde la oposición mostrando mayor apertura hacia otros sectores y liderazgos políticos y sociales, no necesariamente afines a los valores e ideales que durante varios años promovió frente a sus bases sociales. Esto le permitió finalmente alcanzar la Presidencia de la República. Una vez que Morena ganó simultáneamente la titularidad del Ejecutivo y las dos cámaras del Poder Legislativo, en contraparte, la oposición partidista sufrió un fuerte revés reduciendo de manera considerable el alcance de su representación política. La derrota de los partidos políticos tradicionales tendrá que motivar en su interior una refundación organizativa e ideológica, pues de lo contrario su presencia frente al gobierno podría resultar testimonial en el siguiente sexenio.

			Los resultados de la elección de 2018 requieren una explicación multifactorial. Para entender un triunfo tan abultado como el que obtuvo Andrés Manuel López Obrador, debe considerarse que en el gobierno de Enrique Peña Nieto fue generándose gradualmente un desgaste en la imagen de su gobierno afectando de manera considerable su legitimidad. El exmandatario enfrentó una serie de acontecimientos como la desaparición de los normalistas de Ayotzinapa, los escándalos mediáticos relacionados con sus propiedades y los procesos penales en contra de gobernadores y exgobernadores (en su mayoría, del Partido Revolucionario Institucional) por actos de corrupción, entre otros. Hay una serie de temas que desde hace algunos años propicia un malestar entre la sociedad mexicana con los anteriores gobiernos. En primer lugar, están la corrupción y la impunidad; en segundo, la violencia y la inseguridad, y en tercero la pobreza y la desigualdad. Estos problemas, lejos de atenderse integralmente por las administraciones anteriores, terminaron por agravarse, por lo que se constituyeron en factores determinantes para que en los comicios de 2018 la mayoría del electorado orientara su voto hacia un partido de oposición, el cual ofreció en su campaña una narrativa distinta para atenderlos.

			La concentración de un buen número de espacios de poder en manos de Morena podría tener como resultado un cambio en las formas de hacer política en nuestro país. Basta recordar que desde hace varias décadas México ha pasado por un proceso de reformas político-electorales que dieron paso a un sistema electoral que ofreció mejores condiciones de competencia y a un sistema de partidos más plural. De igual manera, en los últimos años se presentó una desconcentración de algunas funciones por el presidente de la República, a la vez que el Poder Legislativo asumió en momentos funciones de supervisión y de control; asimismo, se crearon órganos constitucionales autónomos que posibilitaron la ampliación de los contrapesos al gobierno. Esta configuración institucional establecida en los años recientes podría revertirse después del resultado de la elección de 2018. El multipartidismo surgido desde hace más de dos décadas podría hoy desembocar en un sistema de partido dominante encabezado por Morena y el Ejecutivo podrá ampliar su influencia para crear leyes e implementar políticas a partir de la mayoría que obtuvo su partido en el Congreso. Además, no puede descartarse una posible influencia del titular de la Presidencia de la República en los nombramientos de los órganos constitucionales autónomos. 

			Después de que Morena ganó la Presidencia de la República y obtuvo la mayoría en el Congreso, se ha configurado un gobierno unificado, por lo que la relación entre estos dos poderes podría adquirir una nueva lógica. Una de las ventajas de ello es que Andrés Manuel López Obrador tendrá las condiciones necesarias para que en los primeros tres años de su mandato haya gobernabilidad y pueda tomar decisiones que le permitan resolver los diferentes retos, así como ejecutar su proyecto de gobierno. No obstante, una de las desventajas de esta nueva configuración es que puede posibilitar la anulación de contrapesos hacia el gobierno. La aplicación de los controles políticos, la supervisión y la fiscalización por el Congreso hacia el Ejecutivo podría relajarse. 

			Como ha sucedido en los recientes procesos electorales en México, en 2018 hubo grupos de interés que mantuvieron un protagonismo y un activismo durante las campañas políticas. Primero, el sector empresarial tuvo encuentros y desencuentros con el entonces candidato Andrés Manuel López Obrador, debido a diferencias sustanciales en la orientación de la política económica. Segundo, otro actor que intervino fue el crimen organizado; su interferencia provocó renuncias y asesinatos de candidatos, de dirigentes partidistas y de funcionarios poniendo en riesgo la gobernanza y la integridad de las elecciones. De igual manera, las redes sociales y los medios de comunicación tradicionales volvieron a tener relevancia, especialmente en la elección presidencial; estas plataformas fueron el espacio desde donde se generó una buena parte del debate público con su inevitable efecto polarizador. 

			Visto desde el contexto internacional, el triunfo de Andrés Manuel López Obrador fue considerado como parte de un fenómeno global que se ha extendido en años recientes en algunos países. Frente al hartazgo y rechazo de una buena parte de la ciudadanía a los partidos políticos y sus figuras, el electorado ha orientado el sentido de su voto hacia algunos líderes que se caracterizan por discursos y propuestas más radicales ubicándose fuera del prototipo del político tradicional. México no quedó al margen de este fenómeno. En la elección de 2018 se combinaron el desgaste y el descrédito hacia los partidos políticos tradicionales, el malestar social y el liderazgo de un político que tiende a desafiar el statu quo. 

			Para dar cuenta del proceso electoral de 2018, este libro contiene un análisis desagregado en contextos, actores, reglas e instituciones. El propósito consiste en aportar algunos elementos con el objetivo de dar cuenta de unos comicios que resultaron complejos e inéditos. Para ello, se indaga cuáles fueron los distintos factores que contribuyeron al triunfo de Andrés Manuel López Obrador y su partido Morena. La estructura del libro es la siguiente. En el primer capítulo, Alberto Escamilla y Ricardo Romano muestran una numeralia del proceso en su conjunto, además de considerar las consecuencias del regreso de un gobierno apoyado por mayorías. En el trabajo de José Antonio Carrera y Daniela Castillo se analiza el desempeño del Movimiento de Regeneración Nacional y la formación de la coalición «Juntos Haremos Historia», ofreciendo algunas claves que le permitieron ganar la elección. El trabajo de Edwin Cuitláhuac aborda la coalición «Por México al Frente», encabezada por el Partido Acción Nacional, el Partido de la Revolución Democrática y Movimiento Ciudadano, destacando algunos elementos que propiciaron su derrota. El capítulo de Ricardo Espinoza y Javier Rosiles aborda el caso del Partido Revolucionario Institucional teniendo como eje el progresivo desgaste del gobierno de Enrique Peña Nieto y la ineficacia de la campaña presidencial de este partido. El capítulo de Omar de la Cruz trata sobre la actuación del Instituto Nacional Electoral, en donde se analizan los retos y la forma en que condujo las etapas del proceso electoral. El trabajo de Luis Medina y Edwin Cuitláhuac revisa el papel que jugó el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para calificar y validar las elecciones en su conjunto. El trabajo de Francisco Reveles y Sol Cárdenas analiza las plataformas electorales, los programas de gobierno y las propuestas de campaña de los cuatro candidatos que compitieron para la Presidencia de la República. El capítulo de Laura Valencia aborda los resultados y la composición del Poder Legislativo de cara a la lxiv Legislatura, en donde se produjo una nueva correlación de fuerzas. El trabajo de Laura del Alizal y María Eugenia Valdés analiza el alcance de la participación de las mujeres candidatas considerando la distribución de espacios de poder, especialmente en la integración del Congreso. El capítulo de Enrique Cuna trata sobre los candidatos independientes, en donde se aportan algunas explicaciones sobre su decreciente desempeño. El trabajo de Pablo Javier Becerra aborda la transformación que sufrió el sistema de partidos en México después de la elección, analizando la nueva distribución de espacios de poder político. El capítulo de María Eugenia Valdés aborda el modelo de comunicación política, el debate público y el papel que jugaron las redes sociales en las campañas. El trabajo de Magdalena Aguilar documenta la participación y las acciones del empresariado frente a la candidatura de Andrés Manuel López Obrador, una vez que se presentaron divergencias respecto a algunas de las políticas económicas propuestas por el entonces candidato. El trabajo de Gerardo Hernández analiza el fenómeno de la violencia en las diferentes etapas del proceso electoral, abordando la responsabilidad de los gobernadores frente a los problemas de inseguridad. Por último, el capítulo de Laura del Alizal aborda la elección presidencial desde el contexto internacional, en donde se destacan las tensiones en las relaciones bilaterales entre México y Estados Unidos bajo la Presidencia de Donald Trump. 

			Los trabajos presentados en este libro ofrecen interpretaciones sobre un proceso electoral que resultó complejo e inédito en sus resultados. Aún estamos por comprender los alcances del resultado de la elección, pues falta vislumbrar la nueva dinámica que delineará las relaciones entre Ejecutivo y Legislativo, la forma de impartir y procurar justicia, el cambio en el sistema de partidos, el contenido de las políticas públicas, la actuación de organizaciones sociales, el activismo de algunos grupos de interés, el rol de los órganos constitucionales autónomos y la comunicación política desplegada por el gobierno, entre otros. La elección de 2018 tuvo un significado relevante, pues produjo una reconfiguración en los espacios de poder político. Quizá no solo se trate de un cambio de partido político en el gobierno. Es probable que en el mandato de Andrés Manuel López Obrador (denominada Cuarta Transformación) haya una forma distinta de conducir el gobierno. 

 

			Alberto Escamilla Cadena

			Laura del Alizal Arriaga


La elección federal de 2018 en México: el regreso de un gobierno con mayoría

			Alberto Escamilla Cadena1

			Ricardo Romano Castro2

			Introducción

			El proceso electoral federal de 2018 en México produjo la tercera alternancia en la Presidencia de la República. Por primera ocasión, un partido político orientado hacia la izquierda y de reciente creación ganó la titularidad del Poder Ejecutivo. El resultado de la elección arrojó una reconfiguración de los espacios de poder político que quedó expresada tanto en los órganos de representación política como en el sistema de partidos. Esta redistribución modificó el formato de la democracia mexicana al pasar de un modelo consensual y pluralista a uno de tipo mayoritario.3 El triunfo que obtuvo Andrés Manuel López Obrador y su partido, Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), con un amplio margen de votos, le ha conferido una legitimidad indiscutible. Una vez que la titularidad del Ejecutivo y las dos cámaras del Poder Legislativo han quedado bajo el control de la misma organización política, se ha configurado un gobierno unificado. 

			Tal y como ha sucedido en otras elecciones presidenciales, los comicios de 2018 propiciaron la movilización de un conjunto de actores tanto políticos como sociales. Primero, se presentó una polarización de opiniones tanto en la clase política como en el electorado; este debate tuvo como espacio de discusión principalmente las redes sociales y los medios de comunicación tradicionales. Segundo, durante el periodo de campañas nuevamente se produjeron actos de violencia que derivaron en amenazas y asesinatos hacia algunos candidatos, poniendo en riesgo la integridad del proceso electoral. Tercero, desde el gobierno de Enrique Peña Nieto se utilizaron algunas instituciones, como la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Electorales (fepade) y la entonces Procuraduría General de la República (pgr), con la finalidad de debilitar a uno de los candidatos de la oposición. Cuarto, durante las campañas tuvo lugar una confrontación entre el candidato Andrés Manuel López Obrador con algunas organizaciones empresariales debido a diferencias sustanciales en las propuestas de la política económica. Estos elementos, si bien no resultaron novedosos, cabe mencionar que temas como el uso faccioso de algunas instituciones por el gobierno y la interferencia de algunos grupos de interés volvieron a hacerse presentes en una elección presidencial. 

			El presente capítulo ofrece una numeralia sobre algunos de los procedimientos de las instituciones que tuvieron participación en las elecciones. La intención es contextualizar el proceso en sus diferentes etapas, a partir de la actuación de actores como los partidos políticos, las autoridades electorales y algunos grupos de interés. También se exponen los resultados de la elección federal considerando las implicaciones que podría tener para el régimen político mexicano el regreso a un gobierno apoyado por mayorías congresionales. En la primera parte se describe el marco legal e institucional con el que se procesó las elecciones de 2018, así como sus resultados. En el segundo apartado se aborda la definición de las candidaturas y las coaliciones que formalizaron los partidos políticos. El tercero expone la intervención de algunos grupos de interés en los comicios. Por último, se consideran algunas consecuencias que pueden desprenderse para el régimen político mexicano, a partir de la conformación de un gobierno con mayoría.

			La elección federal de 2018: reglas y procedimientos institucionales

			En la actualidad, el sistema electoral mexicano cuenta con reglas más inclusivas e igualitarias para los partidos políticos y los candidatos. La legislación con que se desarrollaron las elecciones federales del 1 de julio de 2018 tiene su antecedente en la reforma político-electoral procesada en 2014. En este marco legal se introdujeron algunos elementos novedosos, como la figura de las candidaturas independientes para todos los cargos de elección pública y la paridad de género en las postulaciones de los partidos políticos. Otros cambios importantes tuvieron que ver con las instituciones electorales; tanto el Instituto Nacional Electoral (ine) como los Organismos Públicos Electorales Locales (Ople’s) y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) modificaron parte de su estructura orgánica y sus competencias. En el caso de los dos primeros, también cambió el método para nombrar a sus titulares. Un elemento adicional fue la introducción de la figura de mecanismos de democracia directa como las consultas populares a escala nacional. Algunos de estos cambios se pusieron en práctica en los comicios federales de 2015, aunque en 2018 se aplicaron por primera ocasión para una elección presidencial. 

			Actualmente, el marco legal e institucional del sistema electoral mexicano se compone de cinco leyes: la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (legipe); esta legislación delimita la forma en que se organizan y administran los comicios en sus diferentes etapas. También hay un marco normativo que define los derechos y las obligaciones de las agrupaciones políticas plasmado en la Ley General de Partidos Políticos. En materia de justicia electoral están la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, además de la Ley General en Materia de Delitos Electorales. Estas normas delimitan la composición, las funciones de las autoridades electorales, los derechos y obligaciones de los partidos políticos, así como los derechos políticos de los ciudadanos. 

			Para los comicios del 1 de julio de 2018 se eligieron 18 229 cargos. En el ámbito federal fueron electos presidente de la República, 500 diputados y 128 senadores. A escala subnacional se renovaron 8 gubernaturas (Chiapas, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Puebla, Tabasco, Veracruz y Yucatán), además de la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México. También fueron electos 1596 presidentes municipales en 24 estados, 16 alcaldías en la capital del país, 1237 concejales, 1664 sindicaturas, 12 013 regidurías, 19 regidores étnicos, mientras que en el caso de las juntas municipales se eligieron 24 presidentes, 24 síndicos y 96 regidurías, además de 972 diputados locales en 27 entidades federativas. En total, se eligieron 629 cargos federales y 17 670 puestos a escala local, (INE, 2018).

			En esta elección compitieron para la Presidencia de la República tres coaliciones partidistas y un candidato independiente. La primera se denominó «Todos por México», compuesta por el Partido Revolucionario Institucional (pri), el Partido Verde Ecologista de México (pvem) y el Partido Nueva Alianza (na); su candidato fue José Antonio Meade. La segunda fue la «Coalición por México al Frente» y la conformaron el Partido Acción Nacional (pan), el Partido de la Revolución Democrática (prd) y Movimiento Ciudadano (mc); esta alianza fue encabezada por el panista Ricardo Anaya. La tercera se denominó «Juntos Haremos Historia», integrada por el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), el Partido del Trabajo (pt) y el Partido Encuentro Social (pes); este bloque contó con el liderazgo de Andrés Manuel López Obrador, quien compitió por tercera ocasión consecutiva para este cargo. Inicialmente, el proceso arrancó con dos candidatos independientes; uno fue Jaime Rodríguez Calderón, El Bronco (gobernador del estado de Nuevo León), y la otra fue Margarita Zavala (esposa del expresidente Felipe Calderón), quien el 16 de mayo de 2018 renunció a su postulación. El proceso comenzó formalmente el 8 de septiembre de 2017; las precampañas comenzaron el 14 de diciembre de ese mismo año y concluyeron el 11 de febrero de 2018, mientras que las campañas presidenciales comenzaron el 30 de marzo y terminaron el 27 de junio. El ine organizó tres debates en donde participaron todos los candidatos presidenciales; el primero se llevó a cabo el 22 de abril en la Ciudad de México, el segundo el 20 de mayo en Tijuana y el tercero el 12 de junio en Mérida.

			En cuanto a las autoridades electorales, en lo que se refiere al ine, para esta elección su Consejo General estuvo compuesto por Lorenzo Córdova Vianello (Consejero Presidente), además de Enrique Andrade González, Marco Antonio Baños Martínez, Adriana Margarita Favela Herrera, Ciro Murayama Rendón, Benito Nacif Hernández, Dania Paola Ravel Cuevas, Jaime Rivera Velázquez, José Roberto Ruiz Saldaña, Beatriz Claudia Zavala Pérez y Alejandra Pamela San Martín.4 La Lista Nominal de Electores se compuso de 89 millones 123 mil 355 ciudadanos; además, la lista de electores residentes en el extranjero fue de 181 256 votantes. El Instituto Nacional Electoral capacitó a 6277 supervisores electorales y a 38 767 capacitadores. Se instalaron en todo el territorio nacional 156 807 casillas5 y participaron 908 301 funcionarios. El porcentaje de participación ciudadana fue de 63.4% (aproximadamente 56 millones de votos); a diferencia de las últimas dos elecciones presidenciales (2006 y 2012), en esta ocasión se redujo el porcentaje de abstencionismo. En el caso del voto extraterritorial, el ine recibió 98 470 votos para la elección presidencial y 93 425 para las elecciones del Senado. Cabe destacar que los países en donde más votos se emitieron fueron Estados Unidos, seguido de Canadá, España, Alemania, Reino Unido y Francia. (INE, 2018).

			Dos de las funciones más importantes que lleva a cabo el ine son el financiamiento y la fiscalización a los partidos políticos (Woldenberg, 2003, p.17). La Ley General de Partidos Políticos especifica que estas organizaciones no pueden recibir aportaciones de militantes por un monto superior al 2% anual del total de dinero que recibieron; en el caso de las donaciones de los simpatizantes, el máximo es de 10% del tope de gastos fijado para las campañas presidenciales. De igual forma, está prohibido que los partidos políticos reciban donaciones provenientes del gobierno, de los poderes Legislativo y Judicial, de los órganos constitucionales autónomos, de los organismos internacionales, de personas que residan en el extranjero, así como de empresas o asociaciones. (Ley General de Partidos Políticos, Título Quinto, capítulos I, II y III). Para la elección federal de 2018, al Instituto Nacional Electoral se le asignaron 17 426 millones de pesos, mientras que al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación se destinaron 3893.2 millones de pesos. Los partidos políticos recibieron 6788 millones de pesos (en los comicios de 2012 el financiamiento fue de 5142 millones de pesos). En cuanto al presupuesto asignado a los partidos para campañas políticas (sin incluir financiamiento privado y no reportado), la coalición conformada por pri-pvem-panal recibió 863.96 millones de pesos; en el caso de la coalición de pan-prd-mc, 832.5 millones de pesos, y en cuanto a Morena-pes-pt, el monto fue de 451.36 millones de pesos, (Animal Político, 2018). A los candidatos independientes que compitieron para los diversos cargos a escala federal se les asignó un total de 42 963 millones de pesos. 

			Otra función relevante del Instituto Nacional Electoral es la distribución de tiempos en radio y televisión para los partidos políticos. El actual modelo de comunicación política busca no solo asignar de la manera más equitativa los spots de los competidores, sino también regular los contenidos de los mensajes (Cuna, 2015, p.78). Para la elección federal de 2018 hubo 3111 emisoras que se encargaron de promocionar los spots tanto de los partidos políticos como de las autoridades electorales. Al pri se le asignaron 9 millones 388 998 promocionales; al pan 7 millones 267 296; al prd 4 millones 629 168; a Morena 3 millones 982 080; al pt 2 millones 566 575; al pvem 3 millones 611 871; a Movimiento Ciudadano 3 millones 400 323; a Nueva Alianza 2 millones 787 456, mientras que el Partido Encuentro Social contó con 2 millones 678 571. A los candidatos independientes se les concedió un total de 690 642 spots. Para la promoción de los órganos electorales se asignaron 18 728. El total de promocionales durante las campañas electorales fue de 59 millones 731 200 (INE, 2018).

			De acuerdo con la ley electoral, durante las precampañas los aspirantes a la Presidencia de la República no podían promover su oferta política. En esta fase del proceso, los spots únicamente debían utilizarse para que los precandidatos se promovieran para ganar su postulación a partir de elecciones internas en sus respectivos partidos políticos. Sin embargo, esto no ocurrió debido a que ninguna de las tres coaliciones que compitieron llevó a cabo una elección primaria. Tanto Andrés Manuel López Obrador, como Ricardo Anaya y José Antonio Meade, se erigieron como candidatos únicos; en ninguno de los partidos políticos o coaliciones se llevó a cabo un ejercicio de democracia interna. Con ello, el objetivo de las precampañas no se cumplió. Prácticamente, fungieron como campañas en donde los candidatos se dedicaron a promover su imagen y sus propuestas; no hubo la posibilidad de un ejercicio democrático en el interior de las agrupaciones políticas que encabezaron. 

			En materia de justicia electoral, con la reforma político-electoral de 2014 se rediseñó la estructura interna del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (Medina, 2016, p.72); hoy funciona con una Sala Superior, siete Salas Regionales (eran cinco) y una Sala Regional Especializada destinada a resolver las quejas de carácter urgente que presenten los partidos políticos. Otro aspecto importante plasmado en la reforma es que se agregaron nuevas causales de nulidad, tales como rebasar el tope máximo de gastos de campaña, usar recursos de procedencia ilícita y desviar recursos públicos. La Ley General de Sistema de Medios de Impugnación establece que estas irregularidades serán determinantes siempre y cuando la diferencia de votos obtenida entre el candidato ganador y el segundo lugar sea menor al 5% de los votos. (Ley General de Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, Título Sexto, capítulos II, III y IV).

			En el caso de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Electorales, para la elección federal de 2018 estuvo encabezada por Héctor Díaz, nombrado en diciembre de 2017. El problema con esta instancia es que pertenece a la estructura de la entonces Procuraduría General de la República que, a su vez, está bajo el control del titular del Poder Ejecutivo, lo que impide que este órgano funcione con verdadera autonomía (Fix-Zamudio, 2004, p.43). Este diseño dista mucho de ser el adecuado para garantizar una auténtica imparcialidad del órgano encargado de procesar los delitos electorales. Durante la jornada electoral del 1 de julio la fiscalía recibió 1034 denuncias: 640 del fuero común y 394 del fuero federal. Los delitos más denunciados consistieron en portar ilegalmente credenciales para votar y por compra de votos. Las entidades federativas con mayor número de denuncias fueron Puebla con 122, la Ciudad de México con 39 y el Estado de México con 38. 

			Un problema que tiende a vulnerar la equidad y la legalidad de los comicios es el uso faccioso que los gobiernos hacen sobre algunas de estas instituciones con la finalidad de manipular las elecciones (Schedler, 2016, p.15). Una de las funciones más importantes de las autoridades electorales es otorgar certeza jurídica; no obstante, en esta elección se presentaron tres casos que mostraron una clara injerencia del gobierno con el fin de incidir en el resultado de la elección. En principio, en octubre de 2017 fue destituido el titular de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Electorales, Santiago Nieto; este fiscal era un personaje incómodo para el gobierno de Enrique Peña Nieto, pues investigaba posibles actos de corrupción de la empresa Odebrecht que involucraban directamente al director de Pemex, Emilio Lozoya, personaje cercano al entonces presidente. El argumento del encargado de despacho de la Procuraduría General de la República para separar del cargo a Santiago Nieto fue que «hizo públicos documentos clasificados como reservados, violó el debido proceso y transgredió los códigos de conducta de la Procuraduría», (García, D. et al., 2017). En diciembre de ese mismo año fue nombrado Héctor Díaz como nuevo fiscal de este órgano. 

			El segundo acontecimiento tuvo lugar en febrero de 2018; cuando apenas habían concluido las precampañas, el abogado Adrián Xamán McGregor acusó al candidato presidencial de la «Coalición por México al Frente», al panista Ricardo Anaya, por lavado de dinero asegurando que realizó operaciones financieras mediante empresas fantasma. Este supuesto delito motivó la intervención y movilización de la Procuraduría General de la República y el Sistema de Administración Tributaria (sat) por la compra-venta irregular de un inmueble. Frente a esta denuncia, Ricardo Anaya afirmó sobre la pgr que las acusaciones en su contra eran «la prueba de que esta institución se había convertido en la oficina de guerra sucia del pri en contra de sus opositores. Es denigrante ver a este órgano convertido en una oficina de propaganda política». (Alcántara, 2018). Esta acusación fue una estrategia ejecutada desde el gobierno y estuvo destinada a desprestigiar la imagen de este candidato con el objetivo de debilitar su campaña.

			El tercer caso lo protagonizó el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Hacia finales de marzo de 2018, el Instituto Nacional Electoral decidió negar el registro de la candidatura presidencial del independiente Jaime Rodríguez, bajo el argumento de que aproximadamente la mitad de las firmas no eran válidas, una vez que se falsificaron credenciales y se presentaron fotocopias de identificaciones no oficiales. Después de esta decisión, el aspirante presidencial presentó un recurso legal ante la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para reclamar lo que consideró una limitación a sus derechos políticos. Hacia abril de ese mismo año, el órgano judicial emitió un fallo que terminó avalando su candidatura. Los argumentos de los magistrados que votaron a favor fueron que se había adoptado un principio garantista a favor del quejoso, pues el ine «había violado su derecho de audiencia y su garantía al debido proceso». Esta decisión del máximo órgano electoral fue severamente criticada por especialistas y por un sector de la opinión pública. Al respecto, el constitucionalista Diego Valadés sostuvo que este candidato «tendría que estar sentenciado y en la cárcel y no en la boleta electoral» (Jiménez y Gutiérrez, 2018), mientras que Janine Otálora, presidenta del Tribunal Electoral, quien votó en contra de esta postulación, también cuestionó la falta de ética del aspirante independiente. Estos tres acontecimientos mostraron problemas en las instituciones encargadas de garantizar principios como la imparcialidad, la certeza jurídica y la equidad electoral. De aquí que no puede omitirse la indebida injerencia del Ejecutivo a través de la entonces Procuraduría General de la República y la poca certeza que ofreció en algunos momentos el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

			En lo que se refiere a los resultados de la elección presidencial, se presentó un desenlace inédito para un partido de reciente creación. Andrés Manuel López Obrador, candidato de Morena, ganó la Presidencia de la República con el 53.1% de los votos; el segundo lugar fue para el panista Ricardo Anaya con el 22.2% de los sufragios; el tercer sitio lo ocupó el priista José Antonio Meade con el 16.4% de las preferencias, mientras que el independiente Jaime Rodríguez obtuvo apenas el 5.2 por ciento. Este resultado llama la atención debido a que hubo 31 puntos porcentuales de diferencia entre el primero y el segundo lugar. Esto indica que prácticamente no hubo competitividad en la elección presidencial; además, el candidato impulsado desde el gobierno quedó relegado a un lejano tercer lugar. En el caso del Poder Legislativo, en el Senado, Morena tendrá 59 escaños, el pt 6 y el pes 5; por su parte, el pan tendrá 24, el prd 5 y mc 7; a su vez, el pri tendrá 15 y el pvem 6, además de un senador sin partido. (Senado de la República, LXIV Legislatura)6 En la Cámara de Diputados, para el caso de la lxiv Legislatura, Morena tendrá 255 legisladores, el pt 28 y el pes 30; por su parte, el pan tendrá 79, el prd 20 y mc 28, mientras que el pri tendrá 47 y el pvem 11, además de dos diputados sin partido (Cámara de Diputados, LXIV Legislatura)7. Debe considerarse que la representación del entonces partido en el gobierno (el pri) quedó bastante disminuida en ambos recintos legislativos, a la vez que el partido ganador amplió de forma considerable su número de asientos. Con ello, se modificó la composición en las dos cámaras del Poder Legislativo; de una representación fragmentada se dio paso a la construcción de una mayoría legislativa. En el caso de las nueve elecciones en las entidades federativas en donde se renovaron ejecutivos locales, Morena obtuvo cinco: la Ciudad de México, Chiapas, Tabasco, Morelos y Veracruz. Por su parte, la coalición encabezada por el pan, el prd y Movimiento Ciudadano, ganó tres: Guanajuato, Puebla y Yucatán, mientras que Movimiento Ciudadano obtuvo Jalisco. También debe considerarse que Morena obtuvo una mayoría en 20 congresos locales. Esta redistribución de los espacios de poder político reafirma a la coalición encabezada por Andrés Manuel López Obrador como vencedora indiscutible del proceso electoral de 2018.

			Tabla 1

			Resultados de la elección presidencial en México (2018)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Candidato

						
							
							Nombre y composición de la coalición

						
							
							Votos

						
							
							Porcentaje

						
					

					
							
							Andrés Manuel López Obrador

						
							
							«Juntos Haremos Historia» (Morena, pt y pes)

						
							
							30’ 113 483

						
							
							53.1

						
					

					
							
							Ricardo Anaya Cortés

						
							
							«Por México al Frente» 

							(pan, prd y mc)

						
							
							12’ 610 120

						
							
							22.2

						
					

					
							
							José Antonio Meade Kuribreña

						
							
							«Todos por México»

							(pri, pvem y na)

						
							
							9’ 289 853

						
							
							16.4

						
					

					
							
							Jaime Rodríguez Calderón

						
							
							Candidato independiente

						
							
							2’ 961 732

						
							
							5.2

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral. <https://computos2018.ine.mx/#/presidencia/nacional/1/1/1/1>. 

			Tabla 2

			Resultados de la elección 2018 en la Cámara de Diputados

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido

						
							
							Votos

						
							
							% de votos

						
							
							Número de asientos

						
							
							Porcentaje

						
					

				
				
					
							
							Morena

						
							
							20’ 790 623

						
							
							37.16 

						
							
							255

						
							
							51

						
					

					
							
							pan

						
							
							10’ 033 157

						
							
							17.93 

						
							
							79

						
							
							15.8

						
					

					
							
							pri

						
							
							9’ 271 950

						
							
							16.57 

						
							
							47

						
							
							9.4

						
					

					
							
							pes

						
							
							1’ 347 540

						
							
							2.41 

						
							
							30

						
							
							6

						
					

					
							
							pt

						
							
							2’ 201 192

						
							
							3.93

						
							
							28

						
							
							5.6

						
					

					
							
							mc

						
							
							2’ 473 056

						
							
							4.42 

						
							
							28

						
							
							5.6

						
					

					
							
							prd

						
							
							2’ 959 800

						
							
							5.29 

						
							
							20

						
							
							4

						
					

					
							
							pvem

						
							
							2’ 685 677

						
							
							4.80 

						
							
							11

						
							
							2.2

						
					

					
							
							na

						
							
							1’ 385 421

						
							
							2.48 

						
							
							0

						
							
							0

						
					

					
							
							Diputados sin partido

						
							
							538 964

						
							
							0.96 

						
							
							2

						
							
							0.4

						
					

					
							
							Votos nulos/candidatos no registrados

						
							
							2’ 259 392

						
							
							4.04 

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							Total

						
							
							55’ 946 772

						
							
							100 

						
							
							500

						
							
							100

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral. <https://www.ine.mx/wp-content/uploads/2018/09/Tabla-DIPUTADOS-para-entregar-a-DEPPP-2018-08-20.xlsx>.

			Tabla 3

			Resultados de la elección 2018 en el Senado de la República 

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido

						
							
							Votos 

						
							
							% de Votos

						
							
							Número de asientos

						
							
							Porcentaje

						
					

				
				
					
							
							Morena

						
							
							21’ 256 238

						
							
							37.51

						
							
							59

						
							
							46.1

						
					

					
							
							pan

						
							
							9’ 969 069

						
							
							17.59

						
							
							24

						
							
							18.75

						
					

					
							
							pri

						
							
							9’ 011 312

						
							
							15.90

						
							
							15

						
							
							11.72

						
					

					
							
							mc

						
							
							2’ 654 085

						
							
							4.68

						
							
							7

						
							
							5.5

						
					

					
							
							pvem

						
							
							2’ 527 710

						
							
							4.46

						
							
							6

						
							
							4.7

						
					

					
							
							pt

						
							
							2’ 164 088

						
							
							3.82

						
							
							6

						
							
							4.7

						
					

					
							
							prd

						
							
							2’ 982 826

						
							
							5.26

						
							
							5

						
							
							3.9

						
					

					
							
							pes

						
							
							1’ 320 283

						
							
							2.33

						
							
							5

						
							
							3.9

						
					

					
							
							na

						
							
							1’ 306 792

						
							
							2.31

						
							
							0

						
							
							0

						
					

					
							
							Senadores sin partido

						
							
							1’ 105 624

						
							
							1.95

						
							
							1

						
							
							0.8

						
					

					
							
							Votos nulos/ Candidatos no registrados

						
							
							2’ 375 754

						
							
							4.19

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							Total

						
							
							56’ 673 781

						
							
							100

						
							
							128

						
							
							100%

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral. <https://www.ine.mx/wp-content/uploads/2018/09/Tabla-SENADORES-para-entregar-a-DEPPP-2018-08-20.xlsx>.



			Después de la elección, el pleno de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación resolvió 286 medios de impugnación interpuestos para el caso de la elección presidencial. De acuerdo con el criterio de esta instancia, todos los juicios y los recursos resultaron improcedentes o infundados, por lo que los resultados consignados en las actas de cómputo distrital no sufrieron modificaciones. (García y Zavala, 2018) El 8 de agosto el candidato ganador, Andrés Manuel López Obrador, recibió su constancia como presidente electo por el tepjf. 

			Competencia partidista, candidaturas y coaliciones

			Para la elección federal de 2018 participaron las tres coaliciones mencionadas y un candidato independiente. En el caso de las organizaciones partidistas que compitieron para los comicios presidenciales ninguna llevó a cabo un proceso de democracia interna para seleccionar a sus candidatos. En el caso del pri, la nominación vino desde la Presidencia de la República; el candidato elegido fue el entonces secretario de Hacienda, José Antonio Meade. Otros precandidatos que también intentaron obtener la postulación fueron el exsecretario de Salud, José Narro; el extitular de la Secretaría de Educación Pública, Aurelio Nuño; el exsecretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong; además del entonces secretario de Turismo, Enrique de la Madrid. A pesar de las aspiraciones de estos personajes, la designación fue una decisión tomada por el entonces titular del Ejecutivo, Enrique Peña Nieto. Con ello, el pri regresó a la práctica de la designación vertical del candidato presidencial. 

			En el caso de la alianza que conformaron el pan, el prd y Movimiento Ciudadano, si bien los dos primeros ya habían formalizado coaliciones para competir en algunas gubernaturas, para estos comicios sus dirigencias decidieron llevar a cabo una alianza para la elección presidencial; a pesar de ser partidos con diferencias programáticas e ideológicas sustanciales, decidieron competir como aliados para esta elección. Para definir la candidatura de esta coalición, el panista Ricardo Anaya, desde su posición como dirigente de Acción Nacional, creó las condiciones necesarias para formar la alianza y erigirse como su postulante. Otros personajes que también manifestaron su intención de competir fueron Rafael Moreno Valle (exgobernador del estado de Puebla), Margarita Zavala (quien después de 33 años de militancia panista renunció al partido en octubre de 2017 para competir como candidata independiente), así como el exjefe de Gobierno de la Ciudad de México, Miguel Ángel Mancera. Estos aspirantes propusieron que realizara una elección primaria para elegir al candidato. A pesar de ello, Ricardo Anaya impidió cualquier intento por llevar a cabo este proceso, por lo que se autonombró candidato presidencial. El problema fue que al haber sido dirigente del pan pudo maniobrar políticamente para alcanzar su postulación; esto generó divisiones y rupturas entre los correligionarios de su partido, pues fungió como juez y parte.

			En lo que se refiere a la coalición que encabezó Morena, nunca hubo duda respecto de quién sería su candidato presidencial. Se trató de la tercera ocasión consecutiva en la que Andrés Manuel López Obrador participó en una contienda presidencial (en las elecciones de 2006 y 2012 se postuló con el Partido de la Revolución Democrática). El liderazgo que había consolidado desde hacía algunos años propició que la nominación fuera automática; no fue necesario realizar un proceso de elección interna. Primero, cuando formó su organización política se erigió como su dirigente y, posteriormente, se convirtió en candidato presidencial. La fuerza que fue tomando progresivamente Morena durante las campañas motivó que un buen número de militantes y algunas corrientes del Partido de la Revolución Democrática se unieran a la postulación de López Obrador (Bolívar Meza, 2017, p.107). 

			La designación del candidato presidencial por Enrique Peña Nieto (en el caso del pri) y las autodesignaciones de Ricardo Anaya y de Andrés Manuel López Obrador en sus respectivas coaliciones no dieron espacio para que los partidos políticos llevaran a cabo procesos de democracia interna, práctica que en alguna medida los partidos políticos ejercieron en los recientes procesos electorales. Se trató de una selección dirigida de candidatos, ya fuera por el titular del Ejecutivo o por los propios dirigentes partidistas. De aquí que en la elección de 2018 ningún partido instrumentó una elección interna para el caso de las candidaturas presidenciales. 

			Un cambio significativo que arrojaron estos comicios tuvo lugar en el sistema de partidos. Desde 1988, en México se configuró un multipartidismo encabezado por el pri, el pan, el prd y un conjunto de partidos menores (Alarcón y Reyes del Campillo, 2016, p.41). Esta tendencia se mantuvo hasta la elección de 2018, en donde Morena irrumpió como un partido capaz de consolidar mayorías en los diferentes órganos de representación política tanto a escala nacional como subnacional (Reveles, 2016, p.35). En caso de que esta organización mantenga en el futuro el rendimiento electoral que mostró en estos comicios, la tendencia podría orientarse hacia la conformación de un sistema de partido dominante, pues la misma fuerza política controla al Poder Ejecutivo, tiene una mayoría en las dos cámaras del Poder Legislativo, además del control de 20 congresos locales. 

			Después de esta elección, el sistema de partidos mantuvo una fragmentación moderada. En total, participaron nueve partidos, aunque dos de ellos –Nueva Alianza y el Partido Encuentro Social– perdieron su registro, una vez que no alcanzaron el umbral de votación requerido (3%). Un aspecto para resaltar es que, a diferencia de las últimas tres elecciones presidenciales, en esta ocasión prácticamente no hubo competitividad, debido a que la diferencia entre el candidato ganador y el segundo lugar fue de 31 puntos porcentuales. Si se considera el desempeño electoral de los partidos políticos derrotados, en el caso del pri tuvo el peor rendimiento de su historia al obtener apenas el 16.4% para la elección presidencial, mientras que en la Cámara de Diputados será la quinta fuerza política y en el Senado la tercera; además, tampoco ganó ninguna de las nueve gubernaturas que estuvieron en juego. Estos resultados limitarán considerablemente su margen de maniobra e influencia como fuerza opositora. En el caso del pan, se mantuvo como la segunda fuerza política nacional, mientras que a escala subnacional obtuvo tres gubernaturas. Por su parte, el prd pasó a convertirse en un partido minoritario; además, perdió por primera vez la Ciudad de México, entidad que gobernó desde hace más de dos décadas. En cuanto a Morena, el partido ganador, al tratarse de una agrupación relativamente nueva, consiguió posicionarse como un partido capaz de formar mayorías tanto a escala nacional como subnacional. Este movimiento capitalizó de forma eficaz el arrastre que generó el liderazgo y la popularidad de Andrés Manuel López Obrador. El triunfo en la Presidencia de la República, la mayoría que obtuvo en la Cámara de Diputados y en el Senado, además del control de cuatro gubernaturas y la Ciudad de México, le otorgan al próximo mandatario y a su partido amplios márgenes de maniobra para gobernar, tomar decisiones e implementar las políticas públicas de su preferencia, mientras que la oposición partidista verá disminuida considerablemente su influencia. Su presencia frente al gobierno podría resultar testimonial. El problema para los partidos políticos de oposición no se limita al reducido número de legisladores que consiguieron, sino que después de la elección de 2018, tanto el pri, el pan como el prd, sufrieron divisiones y, en algunos casos, rupturas. 

			La elección federal de 2018 fue la primera en donde se postularon candidatos independientes para el cargo de presidente de la República. Un tema que motivó un debate durante las campañas fueron los requisitos que debían cumplir para obtener su registro. Los aspirantes contaron con 120 días para conseguir las firmas de al menos 1% de la lista nominal de electores en 17 entidades federativas. En el caso de los aspirantes a senadores, dispusieron de 90 días para conseguir las firmas de al menos 2% del electorado. En cuanto a los postulantes a diputados, contaron con 60 días para conseguir las firmas de al menos 2% de ciudadanos en el distrito en donde fueron postulados (Lagunes, 2018, pp.194-195). De igual manera, los candidatos independientes tuvieron acceso a financiamiento público y a espacios en medios de comunicación, aunque de forma restringida, por lo que no pudieron competir en igualdad de condiciones en relación con los partidos políticos. El ine destinó 42.9 millones de pesos a los independientes, distribuidos de la siguiente forma: 14.3 millones de pesos para el postulante a la Presidencia de la República, 14.3 millones para los siete candidatos al Senado y 14.3 millones para los 40 aspirantes que compitieron para la Cámara de Diputados. 

			Otra prerrogativa de los candidatos independientes fue el derecho de acceder a tiempos en radio y televisión, aunque tuvieron mucho menos espacios que los candidatos postulados por los partidos políticos. También contaron con representantes ante el Consejo General del ine, así como en los órganos distritales y en las mesas directivas de casilla. (Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, LEGIPE, Libro Séptimo, Título Segundo, capítulos I, II, III, IV y V.) Sus gastos de campaña también fueron fiscalizados por el Instituto Nacional Electoral. Inicialmente, se registraron ante el ine 48 candidaturas para competir por la Presidencia de la República y únicamente dos de ellos obtuvieron su registro (Jaime Rodríguez y Margarita Zavala). En cuanto a los candidatos independientes que se postularon para el Senado, solo siete obtuvieron su registro, mientras que para la Cámara de Diputados lo hicieron cuarenta. En esta elección, ninguno de estos candidatos ganó algún cargo; tampoco aquellos que compitieron para las gubernaturas de Chiapas, Morelos, Tabasco yla Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México (INE, 2018). Parece que el efecto de arrastre que generó la candidatura de Andrés Manuel López Obrador motivó que el electorado no optará por otorgarle su voto a los independientes. 

			En lo que se refiere a las candidaturas partidistas de las mujeres, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales estableció con la reforma electoral de 2014 la paridad de género al obligar a los partidos políticos a postular una proporción de 50% hombres y 50% de mujeres para el total de cargos electivos (LEGIPE, Libro Quinto, Capítulo III). De acuerdo con los resultados de las dos cámaras del Poder Legislativo, la composición de la nueva legislatura federal será prácticamente equitativa; México se convertirá en uno de los pocos países en donde la representación política de las mujeres en el Congreso será igualitaria. En el Senado habrá 63 mujeres por 65 hombres, mientras que en la Cámara de Diputados habrá 241 legisladoras por 259 legisladores. Estos resultados pueden considerarse un avance en la materia. 

			Oposición, grupos de interés y violencia política

			Uno de los acontecimientos que contribuyeron a la polarización en las campañas fue el enfrentamiento discursivo que protagonizaron el candidato Andrés Manuel López Obrador y algunas organizaciones empresariales. Las divergencias entre ambos actores tuvo como uno de los temas centrales el papel del Estado y del mercado en el desarrollo económico. Mientras que para el sector privado la continuidad del modelo se constituyó en una prioridad, para Andrés Manuel López Obrador su proyecto se basaba en una mayor intervención del Estado. El empresariado fijó su postura a través de varios desplegados en distintos periódicos de circulación nacional con el fin proteger sus intereses. Los principales temas que propiciaron el debate fueron la posible cancelación del nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México en Texcoco para trasladarlo a Santa Lucía, así como la inversión en el sector energético. No es la primera vez que Andrés Manuel López Obrador y el empresariado se han enfrentado en las campañas presidenciales. Para esta elección, personajes como Carlos Slim (propietario del grupo carso) o Germán Larrea (dueño del Grupo México) fueron parte activa del debate. Su posición frente a las propuestas del entonces candidato presidencial la expresaron por la vía del Consejo Mexicano de Negocios. 

			En lo que se refiere a los desencuentros con la clase política, algunos temas que dividieron y produjeron enfrentamientos entre Andrés Manuel López Obrador y el gobierno de Enrique Peña Nieto fueron las políticas en materia educativa y energética que se implementaron como parte del llamado Pacto por México. El entonces candidato manifestó en su campaña la intención de erradicarlas. En el caso de la reforma educativa, el punto central del debate se ubicó en la desaparición de la evaluación docente promovida por el gobierno del pri, mientras que en el caso de la reforma energética la discusión se orientó en la inversión (pública y privada) en este sector. De igual forma, Andrés Manuel López Obrador ofreció un conjunto de medidas que, si bien eran simbólicas, resultaban efectistas para muchos electores. Propuso cambiar la residencia del Ejecutivo trasladándose de Los Pinos a Palacio Nacional, convirtiendo al primero en un museo. También sostuvo que desaparecería el Estado Mayor Presidencial, aparato encargado de su seguridad; anunció que vendería el avión presidencial para trasladarse a los diferentes puntos del país en vuelos comerciales, además de que eliminó las pensiones a los expresidentes y se redujo su sueldo mensual. Estas medidas fueron aprobadas por un amplio sector de la sociedad.

			Otro de los acontecimientos que afectaron tanto las elecciones federales como las locales fue la violencia política, una vez que hubo un elevado número de amenazas y homicidios provenientes del crimen organizado hacia candidatos, dirigentes partidistas y funcionarios. Desde hace algunos años, la inseguridad en algunas regiones se ha convertido en un fenómeno recurrente que ha venido afectando las elecciones. Desde que comenzó el proceso electoral en septiembre de 2017 y hasta el día de la jornada electoral del 1 de julio, fueron asesinados 152 políticos y 371 funcionarios gubernamentales. Los estados con más homicidios fueron Oaxaca y Guerrero, seguidos de Puebla, Veracruz y Michoacán. El partido con el mayor número de candidatos asesinados fue el pri con 12, seguido del prd con 10, Morena con siete, el pan con seis, mc con cinco, el pt y el pes con uno, respectivamente, además de tres candidatos independientes. Cabe aclarar que de los 152 homicidios, 48 estuvieron relacionados con candidatos o precandidatos; el resto fueron líderes de partidos y alcaldes (Etellekt Consultores, 2018).

			En cuanto a las renuncias de los candidatos, a escala local 5259 optaron por abandonar la contienda, mientras que a escala federal lo hicieron 444 (Briseño, P. et al., 2018). Las causas fueron principalmente por temor a la ola de violencia, por amenazas del crimen organizado y por razones personales. Los estados que concentraron el mayor número de renuncias fueron Oaxaca con 1660, el Estado de México con 1225, Michoacán con 736, Jalisco con 674, Guerrero con 477, Querétaro con 176, Chihuahua con 84, Hidalgo y Yucatán con 70, Tamaulipas con 51, Veracruz con 19, Baja California Sur con 12 y Tlaxcala con cinco. Como puede verse, se trata de un número muy elevado de candidatos que desistieron participar en el proceso electoral. Este fenómeno se ha constituido en uno de los principales desafíos de las elecciones y de la democracia mexicana. La intervención del crimen organizado ha crecido exponencialmente en los últimos comicios tanto federales como locales, este es, sin duda, uno de los aspectos que vulneran y amenazan la integridad y la gobernanza de las elecciones en México.

			El regreso a los gobiernos con mayorías 

			Respecto al régimen político, la llegada de Andrés Manuel López Obrador a la titularidad del Ejecutivo podría generar cambios que no necesariamente van a estar en la misma sintonía en relación con los implementados por gobiernos anteriores. El entramado institucional que se construyó en las últimas décadas en México modificó algunos procedimientos que gradualmente se fueron consolidando. En principio, el presidencialismo de corte autoritario vio limitados algunos de sus poderes con la emergencia y el protagonismo de nuevos actores políticos, económicos y sociales. En el caso del Poder Legislativo, pasó de una representación controlada por un partido político a una más plural posibilitando una mayor vigilancia hacia el gobierno. En cuanto al Poder Judicial, sus decisiones y su actuación comenzaron a mostrar signos de autonomía respecto a los otros dos poderes. En el caso del sistema electoral, las reformas en esta materia suprimieron algunas reglas restrictivas y transitaron hacia elecciones mucho más competitivas y democráticas. Por último, el sistema de partidos cambió de un partido hegemónico a un multipartidismo. Este conjunto de transformaciones fue parte sustancial de lo que se denominó «transición hacia la democracia». Sin embargo, después de la elección de 2018 es probable que haya un viraje en las reglas y las instituciones del régimen político mexicano.

			Una vez que la titularidad del Ejecutivo y la mayoría del Congreso han quedado bajo el control del mismo partido político (al menos durante el primer trienio en el caso de la Cámara de Diputados), se ha conformado un gobierno unificado. La coalición electoral que encabezó Morena, junto con el pt y el pes, se mantuvo unida y pasó a conformar un bloque en el Congreso para la lxiv Legislatura; a esta alianza se sumó también el pvem. Este aspecto no resulta menor, dado que implica el regreso a un gobierno compuesto por una coalición mayoritaria frente a una oposición partidista que ha quedado en condición de minoría, poco cohesionada y sin liderazgos. Esto podría propiciar que el próximo mandatario delimite y despeje su agenda sin muchas dificultades, pueda crear nuevas normas, llevar a cabo reformas a la Constitución y sancionar leyes secundarias. Este formato de un gobierno compuesto por mayorías congresionales ha generado posiciones divergentes. Para algunos es positivo, debido a que el presidente contará con las condiciones necesarias para que durante su mandato haya gobernabilidad, pueda tomar decisiones e implemente su proyecto de país. Para otros es negativo, pues tiende a anular los contrapesos legislativos que supervisan, controlan y fiscalizan al Poder Ejecutivo. Esto puede propiciar que el próximo presidente y la administración pública que va a dirigir queden blindadas por la legislatura. 

			De esta forma, si consideramos los modelos de democracia desarrollados por Arend Lijphart (Lijphart, 2000, p.15), después de 2018 México habría transitado de una democracia pluralista y de consenso que prevaleció durante más de 20 años, a una de tipo mayoritaria después de 2018. El establecimiento de un gobierno apoyado por mayorías también sugiere que Andrés Manuel López Obrador podrá ampliar el alcance de sus poderes de nombramiento, ya que contará con el suficiente margen de maniobra para influir en la designación de cargos, como los jueces del Poder Judicial o los titulares de los órganos constitucionales autónomos. De ser así, el presidente podría tener una mayor participación en la integración de estas instancias, lo que vulneraría su independencia. En la medida en que disminuya la influencia de actores como la oposición partidista, el Congreso, los órganos autónomos o el Poder Judicial, crecerá como consecuencia el poder presidencial. Una de las consecuencias del regreso a un gobierno con mayorías congresionales es que puede derivar en el regreso de un hiperpresidencialismo.

			Otro de los aspectos que debe considerarse es la dirección y el rumbo que pueden tomar las diferentes áreas del Estado mexicano en cuanto a sus objetivos, funcionamiento y renovación de su personal. Desde hace algunos años, Andrés Manuel López Obrador ha sostenido una narrativa que enfatiza en la necesidad de transformar elementos como el modelo económico, el régimen político, el sistema de impartición de justicia, la administración pública federal, la seguridad pública y el federalismo. Con la conformación de un gobierno unificado tendrá mayores posibilidades de ejecutar su proyecto de gobierno; esto deberá concretarse con la elaboración de nuevas leyes y con la implementación de un conjunto de políticas públicas que impriman su propio sello. De esta forma, podrá usar de manera más discrecional sus poderes para legislar y gobernar. 

			En el caso de Morena, una vez que ha pasado a ocupar el gobierno, uno de los dilemas que va a enfrentar tendrá que ver con un posible cambio organizacional. Para ello, podrá optar por dos vías. Por un lado, puede mantenerse como un movimiento compuesto por diversas corrientes políticas sin adoptar las reglas de un partido institucionalizado. Mientras que la segunda alternativa sería optar precisamente por organizarse y funcionar como un partido político. Es probable que Morena juegue en las dos pistas. También puede esperarse que la figura de Andrés Manuel López Obrador se constituya en el eje que cohesione a las diferentes facciones que integran su fuerza política. Para ello, podrá usar sus poderes partidistas para nombrar a su dirigencia nacional y podrá seleccionar a los candidatos que compitan a puestos de elección pública. De igual forma, está por verse si los militantes y las corrientes se van a comportar de manera disciplinada y cohesionada en torno a la línea de su líder. No puede descartarse la posibilidad de una división o una ruptura interna en su partido, pues es probable que se presenten enfrentamientos y divergencias entre los diferentes grupos. Una organización cohesionada podía empoderar aún más al próximo presidente, mientras que un partido dividido podría limitar el alcance de sus poderes partidistas.

			En suma, los resultados de las elecciones federales dieron paso a la conformación de una democracia mayoritaria con la configuración de un gobierno unificado. Esto puede alterar las relaciones entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, en donde el primero pase a controlar al segundo. También estará latente la posibilidad de que Morena se consolide como partido dominante en caso de mantener el rendimiento electoral que tuvo en 2018. En el caso de los partidos políticos derrotados, deberán enfrentar un reto inaplazable: requieren de una estrategia de adaptación y reorganización en el corto plazo; de lo contrario, corren el riesgo de debilitarse aún más, al grado de que su presencia frente al gobierno podría resultar testimonial. 

			Conclusiones 

			El resultado de la elección presidencial de 2018 le confirió a Andrés Manuel López Obrador una legitimidad indiscutible de origen. Como candidato, tuvo la capacidad de aprovechar una serie de circunstancias que jugaron a su favor. A diferencia de los candidatos de los otros partidos políticos, desde hace algunos años su figura era ampliamente conocida por la mayoría del electorado, mientras que el resto de los aspirantes eran personajes que no lograron desplegar una imagen propositiva, ni tampoco pudieron articular propuestas atractivas. El candidato de Morena fue el único personaje que desde la oposición se constituyó como una alternativa frente al gobierno, al ofrecer una narrativa distinta para enfrentar los problemas del país. 

			El triunfo de Morena en la Presidencia de la República, en las dos cámaras del Poder Legislativo y la formación de mayorías en 20 congresos locales, reconfiguró los espacios de poder político. En los años recientes, la democracia mexicana se caracterizó por la presencia de un pluralismo de partidos; no obstante, después de 2018 se ha establecido una de tipo mayoritaria después de que una sola organización política consiguió buen número de espacios de poder. En el caso de los partidos políticos derrotados, han terminado en condición de minoría, divididos y sin liderazgos. Esta combinación puede propiciar que el próximo presidente y su partido tengan la última palabra en la toma de decisiones, a partir de la conformación de un gobierno unificado. Además, si Morena mantiene el rendimiento electoral que tuvo en 2018 podría erigirse en el futuro como un partido dominante. Adicionalmente, el apoyo del Congreso hacia el presidente también podría reflejarse en una mayor influencia en los nombramientos y la integración de instancias como el Poder Judicial o los órganos constitucionales autónomos. El establecimiento de un gobierno apoyado por mayorías congresionales ha generado dos posturas que se contraponen; el tema ha sido valorado desde perspectivas diferentes. Para algunos, un gobierno mayoritario resulta favorable porque propicia las condiciones para que haya gobernabilidad y se puedan tomar las decisiones que el Ejecutivo considere necesarias. Para otros, este formato es propenso a anular los contrapesos al decrecer la influencia de la oposición, lo que puede propiciar un mayor empoderamiento del presidente de la República y un debilitamiento considerable del resto de los partidos. No obstante, actores como los empresarios, la sociedad civil organizada o un sector de la prensa, podrían ser las figuras que ejerzan los contrapesos. 

			Uno de los aspectos que llamó la atención del proceso electoral de 2018 fueron los disminuidos resultados que obtuvieron los partidos políticos perdedores, la derrota de todos los candidatos independientes que participaron, así como un bajo nivel de abstencionismo. Un factor que puede explicarlo está relacionado con la popularidad y el carisma de Andrés Manuel López Obrador. Su candidatura generó un efecto de arrastre en el voto del electorado que fue eficazmente capitalizado por Morena, no solo para ganar la elección presidencial, sino también para alcanzar una mayoría en las dos cámaras del Poder Legislativo, el triunfo en cuatro gubernaturas y la Ciudad de México, además del control de 20 congresos locales. La renovación de un buen número de cargos electos de forma simultánea en una misma jornada propició este efecto de arrastre. 

			Una vez que Andrés Manuel López Obrador obtuvo una legitimidad incuestionable, derivada del resultado de la elección presidencial, ahora deberá afrontar un conjunto de retos que tienen un alto grado de complejidad. Se trata de problemas que si bien ha heredado de gobiernos anteriores, ahora será su responsabilidad atenderlos. El próximo mandatario deberá atender temas como la inseguridad, la corrupción, el bajo crecimiento económico y la distribución de la riqueza, por mencionar algunos. Una verdadera transformación pasaría por la atención integral de estos problemas. Su llegada al poder ha generado altas expectativas en una buena parte de la población; hoy serán los resultados de su gestión los que marquen el derrotero de su gobierno.
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De la fragmentación a la unificación y escenarios legislativos de cooperación en el Congreso mexicano 

			Laura Valencia Escamilla1

			Introducción

			La pluralidad política que ha caracterizado al sistema político mexicano en los últimos treinta años ha tenido diversos efectos en la conformación del esquema electoral y legislativo de los diferentes gobiernos en nuestro país. Se puede decir que durante la primera década se conformó y consolidó un sistema de partidos competitivos que logró disputar la mayoría al partido hegemónico (pri), pero no lo suficiente como para alcanzar la alternancia en la generalidad de los cargos de representación. La hegemonía del Revolucionario Institucional transitó hacia el dominio electoral donde la disputa por los cargos de representación y la conformación de mayorías en el Congreso continuaba privilegiando al pri.

			En la segunda década de transformación, y como consecuencia de la pluralidad, se inaugura la etapa de gobiernos divididos a escala estatal y federal, situación que derivó en la alternancia política desde el cargo presidencial, pasando por las gubernaturas, los congresos y hasta las alcaldías municipales. En este sentido, parecía que la democracia mexicana caminaba hacia su propia consolidación. Sin embargo, este periodo se distinguió por su alta fragmentación, por lapsos de parálisis legislativa y dificultades en la gobernabilidad del país.

			El partido dominante (pri), lejos de perder adeptos, se mantuvo e impuso agenda a lo largo de los gobiernos de la alternancia, de tal manera que la fragmentación política y social fue benéfica para el regreso del Partido Revolucionario Institucional casi de manera contundente, donde si bien es cierto no mantuvo la mayoría, conservó la capacidad de impulsar la agenda legislativa durante los gobiernos liderados por el Partido Acción Nacional, el cual no tuvo la posibilidad de integrar su agenda durante sus 12 años de gobierno, dado que la carencia de mayorías del partido gobernante, la ausencia de acuerdos permanentes de coalición entre los actores políticos y el partido de centro derecha, limitó las posibilidades de este para continuar en el gobierno.

			En este esquema, el reingreso del Partido Revolucionario Institucional en 2012 al gobierno federal, en coalición con el Partido Verde Ecologista de México (pvem), ayudó a integrar un contingente mayoritario de que dominó la agenda legislativa a la que se adhirieron las diferentes corrientes dentro de los partidos opositores. Esta situación provocó la división interna de la izquierda y la derecha al punto que los llevó a la disolución de amplios grupos en el interior de sus organizaciones políticas. Tanto el pan como el prd perdieron adeptos y militantes, lo que provocó la salida de prominentes líderes de ambos partidos y que, en consecuencia, coadyuvaron a la pérdida de fuerza electoral en el momento más crítico para el pri a partir de escandalosas denuncias de corrupción en contra de diversos integrantes y gobernantes de este partido, además de la crisis de seguridad en la que se ha mantenido inmerso el país durante muchos años y que en los albores de las elecciones de 2018 se acrecentó de manera alarmante.

			Tales desavenencias han causado en el electorado, desencanto, descrédito y hasta ilegitimidad con la institucionalidad y sus gobiernos. Dicho ambiente favoreció el resurgimiento del liderazgo de Andrés Manuel López Obrador, proveniente de la izquierda nacionalista y de movimientos sociales y de protesta que de alguna manera sintetizan el malestar frente a los problemas que limitan la consolidación democrática.

			Las elecciones de 2018 enfrentaron no solo la competencia por la representación política, sino además el desafío de la fragmentación y la división social derivada de las dificultades de eficiencia de la democracia mexicana para resolver los conflictos de seguridad, pobreza, desigualdad y corrupción, entre los principales.

			De ahí surgen dudas sobre cuál es el reto que enfrenta el sistema presidencial mexicano y la nueva configuración de fuerzas. En este contexto, ¿hacia dónde se reorienta la relación entre poderes y cuál es el papel de los partidos políticos bajo este nuevo equilibrio?

			Para algunos, esta situación ha amenazado la endeble democracia mexicana, debido a la «parálisis» gubernamental, producto de las diferencias generadas entre poderes, la baja tasa de eficiencia legislativa y con ello la incapacidad de los actores para cooperar y consolidar los cambios institucionales del nuevo régimen democrático.

			Para otros, se trata del tipo de sistema presidencial mayoritario que ha prevalecido en nuestro país desde sus orígenes, y que en combinación con la evolución hacia un sistema de partidos fragmentado –sin peso real– produjo gobiernos divididos, carentes de incentivos de cooperación. 

			En México, la lógica mayoritaria de nuestro sistema presidencial ha impactado con la lógica multipartidista del sistema electoral actual y ha provocado diversos resultados que ocasionaron conflicto, fricciones e incluso nuevas alianzas que difuminan las líneas divisorias de las ideologías partidistas. 

			En este trabajo se intenta demostrar que la alta fragmentación en que estuvieron inmersos los partidos en México desde 1997 originó carencias en la cooperación política en términos formales, ya que la presencia de la fuerza política dominante encabezada por el pri bloqueó los sistemas de cooperación entre fuerzas políticas, debilitando los arreglos institucionales de control democrático: sistemas de rendición de cuentas y de transparencia, y efectiva participación ciudadana. 

			Bajo el enfoque de la formación de coaliciones, el trabajo presenta una serie de resultados estadísticos a partir de la idea de que la cooperación no es posible si hay desequilibrio entre las fuerzas partidistas que integran el Congreso; para ello, se usaron diversos índices que arrojan resultados sobre la fragmentación en la composición del Congreso, el peso del partido del gobierno, así como el peso de la oposición en términos de dominio. Posteriormente, con estos datos es posible identificar los escenarios de cooperación legislativa en función de la formación de posibles coaliciones parlamentarias, según la integración de las cámaras en las elecciones de 2018. 

			Gobiernos no mayoritarios, divididos y fragmentados

			Hoy los gobiernos no mayoritarios son las formas más comunes de organización política. La mayoría de países democráticos se encuentran en alguna modalidad de división. Se puede decir que un gobierno dividido es aquel donde partidos políticos diferentes controlan la Presidencia y el Congreso; en contrapartida, los gobiernos, donde un mismo partido político ocupa el Ejecutivo y controla –solo o en coalición– simultáneamente, el Legislativo se denominan gobiernos unificados.

			El primer componente de los gobiernos divididos es el partidista; por tanto, su origen es electoral. (Casillas, 2001, p.82) afirma que la formación de este tipo de gobiernos en sistemas presidenciales depende del número de partidos y del sistema electoral que lo conforman. El modelo básico es el norteamericano con un sistema bipartidista y Mayoría Relativa, modelo que se caracteriza por tener un presidente que pertenece a un partido y un Poder Legislativo con mayoría distinta al partido del presidente. El segundo modelo es el constituido por los sistemas multipartidistas, cuyo grado de fragmentación da como resultado tres escenarios potenciales (tabla 1): gobiernos unipartidarios, con una mayoría parlamentaria contraria al partido del presidente, o gobiernos con fuerzas políticas desiguales en tamaño, a favor de una de ellas; en este modelo se incrementa el riesgo de bloqueo y conflicto; gobiernos minoritarios, donde ningún partido ostenta la mayoría; en este caso, la negociación de acuerdos parlamentarios es puntual y provisional y supeditada a la proximidad de los partidos en las políticas concretas, y gobiernos de coalición, con fuerzas políticas similares en tamaño donde la negociación y el acuerdo es estable, cuya duración depende de la celebración de las siguientes elecciones (Reniu, 2008, p.12).

			Tabla 1 

			Formación de gobiernos divididos en sistemas presidenciales

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Sistema de partidos

						
							
							Sistema electoral

						
							
							Tipo de gobierno dividido

						
							
							Efecto

						
					

					
							
							Bipartidista

						
							
							Mayoría Relativa (mr)

						
							
							Unipartidario (mayoría parlamentaria contraria al partido del presidente, o predominio de uno de los partidos)

						
							
							Incrementa el bloqueo presidencial

						
					

					
							
							Multipartidista

							polarizado

						
							
							Sistemas mixtos (mr y Representación Proporcional)

						
							
							Gobierno minoritario (ningún partido ostenta la mayoría)

						
							
							Negociación de acuerdos puntuales y provisionales. Condiciona la cooperación a las temáticas puntuales

						
					

					
							
							Multipartidismo

							moderado

						
							
							
							Gobierno de coalición (fuerzas políticas similares en tamaño)

						
							
							Negociación de acuerdos estables. Incentiva la cooperación con el presidente

						
					

					
							
							Fuente: Elaboración propia, con base en Reniu (2008, p.12).

						
					

				
			

			En esta clasificación se toma en cuenta el nivel de fragmentación de los sistemas de partidos, así como el predominio partidista. Respecto a la fragmentación, la clasificación de Sartori (1999) en sistemas hegemónicos, bipartidistas y multipartidistas (moderados o polarizados), pondera el número efectivo de partidos2 para cada nivel de fragmentación; por ejemplo, un sistema de partido hegemónico se encuentra entre 1 y 1.7, mientras que un sistema multipartidista polarizado se identifica a partir de una ponderación de 4.0, para el caso de los gobiernos divididos. 

			Sin embargo, para el caso de estudio es necesario adicionar a la fragmentación el peso real o predominio partidista de la mayoría que respalda al presidente. Molinar (1991) contribuye con un índice que revalora en un sistema multipartidista al partido ganador y su peso real respecto a los pequeños partidos; es decir, se trata de captar la capacidad negociadora de los mismos, que se reduce o incrementa en la medida en que el partido dominante revela la distribución real de las mayorías en el Congreso.

			El índice de Molinar (Molinar, 1991, p.1387) para medir esta mayoría es el siguiente:

 

			NP=1+N2∑n1=2pi2

 

			Donde el número de partidos NP es igual a uno más el producto de la multiplicación de N (Número efectivo de partidos) al cuadrado por la sumatoria de los porcentajes de votos o escaños al cuadrado a partir del segundo partido más votado. Este método integra la fragmentación y el peso real del partido dominante del que podemos elaborar la siguiente clasificación.

			Clasificación de la formación o carencia de mayorías en gobiernos divididos

			
				
					
					
				
				
					
							
							Sistema multipartidista

						
							
							Formación o carencia de mayorías

						
					

					
							
							Con partido dominante contrario al partido del presidente

							Sin partido dominante

						
							
							Gobierno unipartidario ‹ 1.7

							Gobierno bipartidista ‹ 2.4

							Gobierno de coalición › 2.5 ‹ 3.9

							Gobierno minoritario ≥ 4.0

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en adaptación de Jiménez (2006) Molinar (1991) y Reniu (2008).




			Los gobiernos divididos permiten la integración de fuerzas políticas desiguales en tamaño, lo que produce multipartidismos que incentivan o no la formación de coaliciones. Cuando un sistema multipartidista cuenta con un partido dominante, suficientemente mayoritario, contrario al partido del presidente, fomenta el bloqueo de las decisiones gubernamentales, al tiempo que controla la agenda legislativa, evitando con ello la formación de coaliciones afines al partido del presidente (unitario o bipartidista).

			Cuando un sistema multipartidista carece de un partido dominante y está altamente fragmentado, con más de cuatro partidos, es posible que la similitud del tamaño de las fuerzas sea similar y, por tanto, los acuerdos serán más puntuales y condicionados a temáticas específicas y a concesiones gubernamentales.

			Por último, cuando un sistema multipartidista moderadamente fragmentado, es decir, cuenta con más de dos y menos de cuatro partidos, es posible el consenso y la cooperación entre poderes.

			Fragmentación de los gobiernos en México

			Se puede afirmar que en México la formación de gobiernos sin mayoría se inaugura a partir de 1997, causado por un sistema electoral multipartidista, mixto y competitivo, donde el Ejecutivo ha pertenecido a un partido y los poderes legislativos han estado fragmentados entre las distintas fuerzas ganadoras. Sin embargo, es posible que pese al número de partidos, la fragmentación sea limitada, ya que las fuerzas opositoras no son similares en tamaño y, por tanto, la capacidad negociadora de la oposición se reduce a un partido dominante, y dos partidos con pesos relativos.

			Tabla 2

			 Contracción y dispersión del poder en gobiernos 

			mayoritarios y sin mayoría (1988-2018)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Composición de las legislaturas

						
							
							% de diputados del partido del presidente

						
							
							% de diputados del partido opositor mayoritario (pp)

						
							
							% de senadores del partido del presidente*

						
							
							% de senadores del partido opositor mayoritario (pp)

						
					

					
							
							Gobiernos Mayoritarios

						
					

					
							
							1988-1991

						
							
							52 (pri)

						
							
							20.2 (pan)

						
							
							93 (pri)

						
							
							6.25 (pms)

						
					

					
							
							1991-1994

						
							
							64 (pri)

						
							
							17.8 (pan)

						
							
							97 (pri)

						
							
							3.1 (pms)

						
					

					
							
							1994-1997

						
							
							60 (pri)

						
							
							23.8 (pan)

						
							
							74 (pri)

						
							
							19.5 (pan)

						
					

					
							
							Gobiernos sin Mayoría

						
					

					
							
							1997-2000

						
							
							48 (pri)

						
							
							24.2 (pan)

						
							
							60 (pri)

						
							
							25.7 (pan)

						
					

					
							
							2000-2003

						
							
							41 (pan)

						
							
							42 (pri)

						
							
							36 (pan)

						
							
							47 (pri)

						
					

					
							
							2003-2006

						
							
							30 (pan)

						
							
							45 (pri)

						
							
							36 (pan)

						
							
							47 (pri)

						
					

					
							
							2006-2009

						
							
							41 (pan)

						
							
							31.4 (prd)

						
							
							40 (pan)

						
							
							30 (pri)

						
					

					
							
							2009-2012

						
							
							28.6 (pan)

						
							
							48 (pri)

						
							
							40 (pan)

						
							
							30 (pri)

						
					

					
							
							2012-2015

						
							
							48.2 (pri-pvem)

						
							
							22.8 (pan)

						
							
							47.6 (pri)

						
							
							29.7 (pan)

						
					

					
							
							2015-2018

						
							
							49 (pri-pvem)

						
							
							21.8 (pan)

						
							
							47.6 (pri)

						
							
							29.7 (pan)

						
					

					
							
							Gobiernos Mayoritarios

						
					

					
							
							2018-

						
							
							62.6 (Morena, pes, pt)

						
							
							25.4 (pan, prd, mc)

						
							
							54.6 (Morena, pes, pt)

						
							
							28 (pan, prd, mc)

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en datos en línea de la Cámara de Diputados (http://www.diputados.gob.mx/sistema_legislativo) y de la Cámara de Senadores (http://infosen.senado.gob.mx/infosen64/index.php).

			Sin PP: partido predominante opositor. 

			* De 1988 a 1994, el total de senadores era de 64; de 1994 en adelante, la cs se integra por 128 legisladores.




			Como se observa en la tabla 2, la contracción y dispersión del poder en México ha mantenido una lógica unipartidista, bipartidista y en ocasiones tripartidista. La lógica depende del dominio de un solo partido, como se muestra en los porcentajes remarcados. La hegemonía del pri en gobiernos mayoritarios le restó peso a los partidos de oposición, lo que ocasionó un sistema unipartidario con una o dos fuerzas opositoras sin peso en la agenda legislativa. En gobiernos sin mayoría, la tendencia ha sido bipartidista en la etapa de la alternancia, y tripartidista, con dominio del pri de 2009 hasta 2018. De 1997 a 2000, el prd y el pan componían la fuerza opositora y en conjunto integraron el 49% de la composición de la Cámara de Diputados; entre 2006 y 2009, el pri y el prd agruparon el 47% del total de curules en la Cámara de Diputados. En el Senado, el pri y el prd concentraron el 51.5% de las bancadas que componen la legislatura en 2006. En 2012, el pan y el prd agrupaban el 43.6% de los asientos en la cámara baja y el 46.86% en la cámara alta. En el siguiente trienio (2015), el prd se dividió y de la escisión de este surgió el partido Movimiento de Regeneración Nacional, situación que fragmentó el voto de la izquierda, y de la suma del porcentaje de asientos legislativos del pan, prd y Morena, en conjunto obtuvieron 41.8%; sin embargo, la oposición, lejos de mantenerse unida, conservó un comportamiento no cooperativo, evidenciando la fragmentación, lo que permitió al pri ostentar un dominio entre una oposición dividida.

			Para la recientemente celebrada elección federal de 2018, la contundencia del voto favoreció a la coalición de Morena, pt y pes, dando al conjunto no solo el triunfo presidencial, sino una mayoría que no se presentaba hasta antes de 1997. La coalición de izquierda obtuvo el 62% de los asientos en la Cámara de Diputados y el 54% en la de Senadores; en ambas ostenta la mayoría para aprobar legislación secundaria, pero aún no ostenta la mayoría calificada para la aprobación de legislación constitucional. 

			Por su parte, la oposición más representativa al gobierno de Andrés Manuel López Obrador es la compuesta por el pan, el prd y mc, que en conjunto obtuvo el 25% en la cámara baja y el 28% en la cámara alta. La derrota del pri es contundente en términos de que su coalición con el pvem los deja en tercer lugar. 

			Como puede observar el lector en la tabla 2, el pri en el gobierno o en la oposición había ostentado hasta 2018 la primera fuerza política del Congreso en ambas cámaras –salvo en 2006 en la cámara baja, el prd por primera y única vez fue la segunda fuerza–. Es decir, el pri en gobiernos no mayoritarios se mantuvo como el partido predominante, debido a que había sido la primera fuerza legislativa al obtener en promedio 48% de curules, solo o en coalición, en ambas cámaras. Esto significa que el Revolucionario Institucional controló la agenda aun estando en la oposición.

			El regreso del gobierno mayoritario con la coalición de los grupos de izquierda, a diferencia de los gobiernos mayoritarios durante la etapa priista, tiene una composición de mayoría compuesta por tres partidos: Morena, pt y pes, un amplio contingente en el que se deberá observar el comportamiento de los grupos integrantes de la coalición en términos de la agenda común, la dirección del voto, la disciplina de sus integrantes en el momento de apoyar o no la agenda del gobierno en turno, entre otros.

			De ahí la importancia de medir el peso del partido o grupo dominante, en función de la fragmentación electoral, por un lado, el tamaño del dominio legislativo y el peso de la oposición, por otro.

			Al aplicar el índice descrito de Molinar (1991), se puede observar en la tabla 3 que si bien es cierto el número efectivo de partidos electoralmente hablando ha oscilado entre 2.5 y 3.3, cuando aplicamos el índice del partido o grupo dominante, la fragmentación en el Congreso se reduce de un sistema tripartidista a uno bipartidista por el peso del grupo dominante. Como se puede apreciar en la tabla 3, la tendencia ha sido la disminución de la fragmentación por el dominio de uno de los partidos y la propensión a gobiernos unificados. El pri fue dominante en la oposición, pero sobre todo su dominio se incrementó a la victoria de Enrique Peña Nieto y su partido en 2012 y 2015, donde, de acuerdo con el índice de oposición, esta se contrae considerablemente. La predisposición al gobierno unificado se confirma aún más con el triunfo en 2018 de Andrés Manuel López Obrador y su partido Morena, el cual, en compañía de su coalición política, reduce el número de partidos y el dominio se halla claramente a favor del grupo ganador, pero al mismo tiempo es posible observar el incremento del número efectivo de partidos a casi cuatro en la Cámara de Senadores y 3.3 en la de Diputados. Sin embargo, cuando se aplica el índice de partido o grupo dominante, este se reduce a menos de dos partidos. Esto se refleja aún más en el índice de oposición que arroja los resultados más drásticos para los grupos opositores al registrar .11 en la cámara baja y .20 en la de Senadores como los más bajos en la historia reciente del país. 

			Tabla 3

			Fragmentación y dominio partidista

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Legislaturas, Cámara de Diputados

						
							
							Número Efectivo de Partidos (nep)

						
							
							Número de partidos contando el peso del partido dominante (np) (ver nota 1)

						
							
							Índice de Oposición Efectiva (ioe) 3

						
					

				
				
					
							
							1997-2000

						
							
							2.93

						
							
							2.03

						
							
							0.42

						
					

					
							
							2000-2003

						
							
							2.81

						
							
							2.41

						
							
							1.02 (pri)

						
					

					
							
							2003-2006

						
							
							3.05

						
							
							2.18

						
							
							1.46 (pri)

						
					

					
							
							2006-2009

						
							
							3.60

						
							
							2.91

						
							
							0.74 (prd)

						
					

					
							
							2009-2012

						
							
							3.01

						
							
							1.91

						
							
							1.88 (pri)

						
					

					
							
							2012-2015

						
							
							3.16

						
							
							1.82

						
							
							0.38

						
					

					
							
							2015-2018

						
							
							3.26

						
							
							1.7

						
							
							0.40

						
					

					
							
							2018-

						
							
							3.3

						
							
							1.4

						
							
							0.11

						
					

					
							
							Legislaturas, Cámara de Senadores

						
					

					
							
							1997-2000

						
							
							2.3

						
							
							1.16

						
							
							0.40

						
					

					
							
							2000-2006

						
							
							2.72

						
							
							2.07

						
							
							1.39 (pri)

						
					

					
							
							2006-2012

						
							
							3.33

						
							
							2.46

						
							
							0.75 (pri)

						
					

					
							
							2012-2015

						
							
							3.1

						
							
							1.27

						
							
							0.37

						
					

					
							
							2015-2018

						
							
							3.3

						
							
							1.21

						
							
							0.25

						
					

					
							
							2018-

						
							
							3.9

						
							
							1.7

						
							
							0.20

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en Jiménez (2006) y Molinar (1991).

			nep: Número Efectivo de Partidos.

			np: Índice de partido dominante.

			ioe: Índice de Oposición Efectiva.

			spd: Sin Partido Dominante en la oposición.




			Al observar la importancia de la oposición en ambas cámaras, a partir del índice de oposición efectiva4 –adoptado por Jiménez (2006), a su vez retomado de Altman y Pérez-Liñán (2001)–, nos podemos percatar que el dominio de la oposición varía según el grupo que la compone. Cuando el pri ocupó la oposición en ambas cámaras se elevó el peso del índice; el tamaño del partido y la cohesión del mismo logran que el dominio sobre la agenda sea mayor. 

			Hoy día, la tendencia hacia la unificación del gobierno por la coalición de las izquierdas «Juntos Haremos Historia» ha reducido significativamente la importancia de los grupos opositores, de tal manera que las recientes elecciones de 2018 revelan los índice más bajos desde 1997 para los grupos opositores, en particular para la coalición por México al Frente, integrado por el pan, prd y mc, por un lado, y al pri, por el otro, el cual regresa a ocupar la oposición, pero ahora sin el dominio que solía acaparar, a causa de la derrota histórica de ese partido. 

			La variabilidad del peso de las fuerzas políticas ha significado la identificación de diversos comportamientos. Respecto al Partido Acción Nacional, llama la atención que, salvo 2006, el pan siempre se ha mantenido como segunda fuerza –independientemente si está o no en el poder–; esto ha ocasionado dos compartimientos en el partido. Cuando era oposición, trató de influir en la agenda legislativa cooperando o apoyando los proyectos gubernamentales del Partido Revolucionario Institucional (situación que le ha venido provocado conflictos y divisiones internas).5

			En cambio, cuando Acción Nacional ocupó la Presidencia, su capacidad para formar alianzas fue limitada, ya que el pri –como partido opositor y al mismo tiempo partido dominante–, lejos de ser cooperativo, complicó la posibilidad de conciliar una agenda entre ambos grupos. Esta situación devino un bipartidismo polarizado durante la Presidencia de Vicente Fox Quezada en su segundo trienio y en la administración de Felipe Calderón Hinojosa en la segunda parte de su mandato. 

			Por su parte, la izquierda ha tenido un peso tan reducido que solo en 2006, y gracias a la fuerza de su candidato presidencial –Andrés Manuel López Obrador–, logra ocupar la segunda fuerza en la cámara baja, no así en la de Senadores, donde el pri se mantuvo como segunda fuerza legislativa. Es decir, la presencia de la izquierda como oposición había sido limitada debido al reducido peso electoral, situación que condujo a los integrantes del grupo parlamentario a mantener un comportamiento no cooperativo y carente de cohesión interna por el peso de las facciones y los objetivos particulares de estas.6 Sin embargo, esta postura de no cooperación los ha segregado de la mayor parte de las decisiones públicas. 

			Al respecto, el debate interno del prd viró de la no colaboración a las alianzas electorales para la formación de coaliciones con el partido de centro derecha Acción Nacional. Esta discusión interna les acarreó rupturas entre las diferentes facciones internas: la salida de importantes dirigentes, como es de su fundador y líder moral Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano, así como su líder carismático Andrés Manuel López Obrador. Ambas disoluciones, sobre todo la última en 2014, los llevó a una profunda crisis y posible desaparición si no mantenían una postura abierta al diálogo y alianzas con otros partidos, principalmente con Acción Nacional; no obstante los acuerdos entre pan y prd, se mantuvieron a nivel electoral sin llegar a profundizar una coalición en estricto sentido.

			El regreso del pri en compañía de su coalición electoral (pvem) en 2012 al gobierno le dio la ventaja no solo en la elección presidencial; 48% de las bancadas del Congreso fueron ocupadas por miembros de dicha alianza electoral –porcentajes que no se obtenían desde 1997–, lo que colocaba al partido del presidente y a su coalición como la primera fuerza política. Dicha situación ofreció un escenario de oportunidad no solo para imponer una agenda de gobierno, sino negociar la misma con las limitadas fuerzas opositoras, integrándolos en el denominado Pacto por México. Para algunos autores, el convenio entre las fuerzas políticas significó el inicio de un proceso de coalición parlamentaria destinada a negociar una agenda de temas compartidos, donde se acordaron los contenidos, los tiempos de debate y las reformas constitucionales a aprobar (Escamilla, 2015). Si bien es cierto que el pacto fomentó la cooperación parlamentaria con el gobierno en turno, se debe mencionar que dado el desequilibrio de las fuerzas políticas, la negociación no fue proporcionada. 

			Es decir, de acuerdo con el contexto en que se han desenvuelto los actores políticos mencionados, tenemos que en el Congreso mexicano es posible identificar dos situaciones en curso: parálisis gubernamental, cuando el partido dominante se encuentra en la oposición, y el partido en el gobierno es segunda fuerza; esta la podemos localizar en los segundos trienios de los gobiernos panistas; disfuncionalidad legislativa (ya que las alianzas no son estables ni duraderas), cuando la oposición no mantiene el dominio, pero tampoco el partido en el gobierno, situación que le impide tomar decisiones gubernamentales a largo plazo o lo limita a cuestiones particulares, como en los primeros trienios de los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón, así como el segundo de Enrique Peña Nieto. Finalmente, la cooperación desequilibrada se presenta cuando el partido en el gobierno dominante tiene la capacidad de impulsar su agenda convenida con los grupos opositores, pero sin acuerdos permanentes, debido a que los grupos pactados no logran incluir gran parte de sus propuestas.

			En 2018 nos enfrentamos con escenarios diferentes. El arrastre electoral de Andrés Manuel López Obrador, el malestar social con los dos partidos gobernantes de los últimos veinte años: pan y pri; las tensiones sociales ocasionadas por la inseguridad y la desigualdad social, entre los principales, derivan en el cambio de un gobierno dividido al regreso de la unificación. En la prospectiva del nuevo gobierno, se espera la centralización del poder sin el manejo absoluto de la figura presidencial, en tanto que las coaliciones de apoyo al nuevo gobierno resultarán de diferentes acuerdos, como en el Pacto por México, por lo que dichas alianzas estarán en constante negociación entre los actores políticos convergentes.

			Nuevos incentivos institucionales para la conformación de coaliciones

			Más de una docena de países en América Latina han aprobado nuevas constituciones o introducido reformas profundas a sus constituciones, de tal manera que los cambios propuestos intentan racionalizar las relaciones entre poderes, favoreciendo al mismo tiempo los mecanismos de control y cooperación en la búsqueda de un nuevo equilibrio. 

			Las reformas han roto la lógica mayoritaria a favor de sistemas plurales que facilitan la formación de gobiernos de coalición. Los sistemas de segunda vuelta con umbrales de mayoría absoluta (Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Perú, República Dominicana y Uruguay) estimulan alianzas electorales que se transforman en gobiernos de coalición; los sistemas electorales que requieren mayorías especiales (3/5 en Uruguay) o el sistema binomial chileno generan bloques políticos; el control de la selección de candidatos por los líderes partidistas produce partidos que funcionan como actores centrales y unitarios, situación que incentiva la disciplina; la doble responsabilidad ministerial o el jefe de gabinete condicionado a la censura parlamentaria (Argentina, Uruguay, Perú, Guatemala, Costa Rica, Panamá, Venezuela) (Valadés, 2005), todos ellos instrumentos que estimulan el acuerdo entre partidos, la solidez y el compromiso duradero sobre la base de temas comunes y congruentes (Reniu, 2008; Chasquetti, 2001). 7

			Por su parte, el sistema electoral mexicano ha introducido cambios institucionales un tanto contradictorios para la formación de coaliciones, ya que al mismo tiempo fomenta e incentiva el multipartidismo, e incluso las coaliciones electorales; estas no han contribuido con la cooperación en la medida en que hasta la reforma política de 2014, la misma ley impide la conformación de coaliciones posterior a la elección:

			


Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones de senadores y diputados, terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidatos en cuyo caso los candidatos [de la] coalición que resultasen electos quedarán comprendidos en el partido político o en el grupo parlamentario que se haya señalado en el convenio de coalición (numeral 8 del artículo 95 del cofipe).8

 

			En la reforma de 2014, a través de la Ley General de Partidos Políticos, se contempla la formación de diferentes tipos de coaliciones electorales: flexibles, para postular al menos 25% de las candidaturas de diputaciones o senadurías y la presidencial bajo una misma plataforma; coaliciones parciales, que postulan al menos 50% de las candidaturas comunes de diputados o senadores y la presidencial, y coaliciones totales, donde los partidos postulan en la totalidad de senadurías, diputados y la Presidencia bajo una misma plataforma (art. 88 de la lgpp). Al igual que la Ley precedente, la norma actual menciona que a la conclusión de los resultados y la validez de las elecciones, la coalición termina automáticamente y los candidatos ganadores pasan a formar parte de grupos parlamentarios independientes. No obstante la preponderancia por las coaliciones electorales, la Ley introduce la posibilidad de un gobierno de coalición si el presidente no cuenta con mayoría; puede optar por esta modalidad, para lo cual deberá firmar un convenio con los partidos políticos y obtener la aprobación del mismo de parte del Senado, además de ratificar a los secretarios de Estado que el mandatario denomine y los que se integran a la coalición (artículos 89 y 76 de la Constitución). 

			En este sentido, se puede decir que el multipartidismo en México dio como resultado un gobierno dividido que amplió el número de actores con capacidad de intervención en las decisiones de políticas públicas. Recientemente, las soluciones admitidas para este fenómeno han sido la introducción del mecanismos de cooperación mediante coaliciones que no son del todo obligatorios; la flexibilidad, la parcialidad y el atributo personal que tiene el presidente para formar coaliciones no es garantía de cooperación entre los actores políticos. Más bien, se trata de una reforma que aún mantiene el corto plazo, la satisfacción de preferencias según los resultados electorales y no de acuerdos previamente conciliados, firmados y de largo alcance.

			La formación de coaliciones y la aprobación de la agenda legislativa 

			Los resultados de las elecciones legislativas desde 1997 han inauguraron una etapa hasta entonces desconocida en la historia reciente de México. Por primera vez, el partido del presidente en turno requería del acuerdo con las distintas fuerzas políticas a fin de asegurar la viabilidad gubernamental. En este contexto, las principales formaciones políticas representadas en las cámaras (pan, pri y prd) ocuparon un lugar central en el proceso de negociación.

			Las secuelas de este proceso no fue la formación de una coalición de gobierno en sentido estricto,9 sino la adopción de pactos y acuerdos entre dos o más partidos como mecanismos de colaboración, vía alianzas, más que de coalición; es decir, los acuerdos generados por los grupos partidistas fueron continuamente negociados y orientados a incorporar apoyos circunstanciales. Esta nueva etapa de la naciente democracia mexicana ha enfrentado el reto de consolidar una práctica coalicional, hasta hoy desconocida, sin que ello implique crispación de la vida política. 

			La necesidad de construir coaliciones no es un fenómeno nuevo. A raíz de la mayor pluralidad y la pérdida del monopolio político que por décadas ejerció el pri, inició la etapa de construcción de consensos y alianzas con otras fuerzas políticas. En principio, las alianzas mantuvieron un sentido estrictamente electoral hasta antes de la reforma de 2014, debido a la rigidez de la norma que solicitaba «el término automático de la coalición...» a la conclusión de la elección (numeral 8 del artículo 95 del cofipe), entorno que impedía la conformación de pactos políticos duraderos y sujetos a compromisos programáticos sólidos y una plataforma legislativa compartida.

			La reforma de 2014 abrió la pauta para convenir coaliciones gubernamentales, de tal suerte que al reformar el artículo 89 constitucional, la Carta Magna en nuestro país le otorga la facultad al presidente de la República de optar por un gobierno de coalición que surgiría posteriormente a la celebración de la elección con el fin de integrar un gabinete presidencial con los miembros de los partidos aliados y con base en un convenio ratificado por mayoría en el Senado. Hasta el momento, la carencia de un reglamento para establecer dicha coalición, deja sin efecto el compromiso de los posibles partidos coaligados para apoyar iniciativas del gobierno (Castellanos, 2016).

			Esta nueva modalidad entraría en vigor hasta diciembre de 2018, por lo que en caso de ponerla en práctica las elecciones federales en 2018 permitirían, por un lado, reducir la volatilidad de la participación electoral de los partidos con escaso peso legislativo, al mismo tiempo que los compromete a tomar acciones conjuntas y asumir el riesgo de la responsabilidad en las decisiones tomadas por los actores en el Legislativo, por otro. Además, se debe destacar que a partir de la coalición gubernamental es posible ampliar el espectro de ganancia electoral que redunde en el control de la agenda legislativa.

			Se debe mencionar que las uniones electorales han sido frecuentes en nuestro país, pues desde 1988, como se muestra en la tabla 5, han gestado alianza como el Frente Democrático Nacional y la unión de las izquierdas a favor de la candidatura común de Cuauhtémoc Cárdenas. Posterior a esta, el cofipe desde 1990 ofrece a los grupos políticos la oportunidad de integrar alianzas solventes electoralmente hablando y la posibilidad de pactar una plataforma común con uniones predeterminadas y agendas comunes mediante acuerdos de coaliciones electorales. La mayoría de estas coaliciones se han gestado alrededor de los candidatos presidenciales, como se aprecia en la tabla siguiente. Sin embargo, la fragmentación del sistema de partidos produjo la celebración cada vez más concurrente de convenios de coalición electoral.

			Tabla 4

			Convenios de coalición electoral 2000-2018

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Coalición electoral

						
							
							Año

						
							
							Flexible

						
							
							Parcial

						
							
							Total

						
					

				
				
					
							
							«Alianza por el Cambio» (pan-pvem) 

						
							
							2000

							Postulación de Vicente Fox

						
							
							
							
							100% de candidaturas de coalición

						
					

					
							
							«Alianza por México» 

							(prd, pt, pas, psn, cd)

						
							
							2000

							Postulación de Cuauhtémoc Cárdenas

						
							
							
							
							100% de candidaturas de coalición

						
					

					
							
							«Alianza para Todos» 

							(pri-pvem)

						
							
							2003

							Elecciones intermedias

						
							
							
							32% de candidaturas en coalición

						
							
					

					
							
							«Por el Bien de Todos»

							(prd, pt, conv) 

						
							
							2006

							Postulación de Andrés Manuel López Obrador

						
							
							
							
							100% de candidaturas de coalición

						
					

					
							
							«Alianza por México» 

							(pri-pvem)

						
							
							2006

							Postulación de Roberto Madrazo Pintado

						
							
							
							
							100% de candidaturas de coalición

						
					

					
							
							«Salvemos a México» 

							(pt-conv)

						
							
							2009

							Elecciones intermedias

						
							
							
							
							100% de candidaturas de coalición

						
					

					
							
							«Primero México»

							(pri-pvem)

						
							
							2009

							Elecciones intermedias

						
							
							21% de candidaturas en coalición

						
							
							
					

					
							
							«Movimiento Progresista» (prd, pt, mc)

						
							
							2012 

							Postulación de Andrés Manuel López Obrador

						
							
							
							
							100% de candidaturas de coalición

						
					

					
							
							«Compromiso por México»

							 (pri, pvem, na)

						
							
							2012

							Postulación de Enrique Peña Nieto

						
							
							
							63.3% de candidaturas en coalición

						
							
					

					
							
							Izquierda Progresista 

							(prd, pt)

						
							
							2015

							Elecciones intermedias

						
							
							
							33% de candidaturas en coalición

						
							
					

					
							
							«Convenio de Coalición Parcial» 

							(pri-pvem)

						
							
							2015

							Elecciones intermedias

						
							
							
							83% de candidaturas en coalición

						
							
					

					
							
							«Coalición por México al Frente»

							(pan, prd, mc)

						
							
							2018

							Postulación de Ricardo Anaya

						
							
							
							89.9% de candidaturas en coalición

						
							
					

					
							
							«Juntos Haremos Historia» (Morena, pt, pes)

						
							
							2018

							Postulación de Andrés Manuel López Obrador

						
							
							
							97.3% de candidaturas en coalición

						
							
					

					
							
							«Todos por México»

							(pri, pvem, na)

						
							
							2018 

							Postulación de José Antonio Meade

						
							
							
							45.5% de candidaturas en coalición

						
							
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en datos del INE.




			De acuerdo con la tabla 4, los grupos de izquierda han mantenido una lógica de coalición a través de convenios electorales para el manejo de sus estrategias electorales y de conservación de los registros; salvo en 2003, siempre se han presentado en coalición con otros partidos a escala federal. En 2018 es la primera vez que un grupo del ala izquierda apoya a un candidato de derecha dada la crisis y división de las izquierdas a la salida de su líder Andrés Manuel López Obrador, quien celebra su propia coalición con el pt y el Partido Encuentro Social, este último con clara tendencia religiosa.

			Por su parte, el pri ha hecho lo propio a partir de 2006 El Revolucionario Institucional ha convenido con el Partido Verde alianzas electorales parciales y más recientemente con el partido gremial Nueva Alianza. En el caso del pan, si bien es cierto que el partido ha venido coalicionando con otras organizaciones políticas, lo ha llevado a cabo a escala estatal y local. Sin embargo, salvo el año 2000 y en la recientemente celebrada elección federal de 2018, el pan no suele celebrar convenios de coalición, pese a que, como se dijo, el partido se ha mantenido como segunda fuerza sin un peso en las decisiones legislativas.

			Si bien es cierto que los convenios de coalición electoral son el inicio de la formación de coaliciones parlamentarias y de gobierno, estas no han podido celebrarse, ya que, como se mencionó, hasta antes de 2014, la ley electoral y de organización de los partidos políticos no permitía mantener la unión de los mismos al solicitar la disolución de las coaliciones terminada la elección. Producto del Pacto por México, surge la reforma electoral en la que se introduce la figura de gobierno de coalición, que se integra por uno o más partidos representados en el Congreso de la Unión (art. 89 de la Constitución y art. 88 de la lgpp), mecanismo que entraría en vigor hasta diciembre de 2018, por lo que las coaliciones convenidas en las elecciones de ese año mantienen la estrategia electoral anterior, salvo la coalición «Por México al Frente», quienes abiertamente se inclinan por un gobierno de coalición si ganaran las elecciones, por lo que el acuerdo concluiría en caso de perderlas. En este contexto, lejos de fortalecer a los grupos como oposición influyente en la agenda del gobierno, disminuyen aún más el peso de la misma, pues la fragmentación debilita las posturas de sus integrantes.

			Sin embargo, y pese a las limitantes a la formación de coaliciones legislativas, es una realidad que sin la reunión de más de dos partidos la parálisis del trabajo legislativo sería eminente, en gobiernos divididos o aun en gobiernos con dominio partidista, con un sistema de mayorías como requisito para la aprobación de leyes secundarias o constitucionales.10 La composición de las cámaras hace pensar en posibles alianzas para sacar adelante iniciativas de reforma tanto secundaria como constitucional, sobre todo por la cantidad de proyectos e iniciativas ingresadas al Congreso para su dictamen y aprobación.

			Tabla 5

			Asientos de coaliciones electorales y dominio partidista (2000-2018)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Legislatura

						
							
							Coaliciones  y partidos

						
							
							cd

						
							
							cs

						
							
							Reforma 

							constitucional

						
							
							Ley secundaria

						
					

				
				
					
							
							2000-2003

							nep 2.81

							np 2.41

							ioe 1.02

						
							
							«Alianza por el Cambio» (pan-pvem) 

						
							
							224

						
							
							60

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							«Alianza por México» 

							(prd, pt, pas, psn, cd)

						
							
							65

						
							
							16

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							pri

						
							
							208

						
							
							51

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							2003-2006

							nep 3.05

							np 2.18

							ioe 1.46

						
							
							«Alianza para Todos» 

							(pri-pvem)

						
							
							241

						
							
							51

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							pan

						
							
							151

						
							
							60

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							prd

						
							
							97

						
							
							16

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							pt

						
							
							6

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							conv

						
							
							5

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							2006-2009

							nep 3.60

							np 2.91

							ioe 0.74

						
							
							«Por el Bien de Todos» (prd, pt, conv) 

						
							
							157

						
							
							36

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							«Alianza por México» 

							(pri-pvem)

						
							
							123

						
							
							39

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							pan

						
							
							206

						
							
							52

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							na

						
							
							9

						
							
							1

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							2009-2012

							nep 3.01

							np 1.91

							ioe 1.88

						
							
							«Salvemos a México» 

							(pt-conv)

						
							
							15

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							
							«Primero México»

							(pri-pvem)

						
							
							258

						
							
							39

						
							
							No

						
							
							Sí

						
					

					
							
							pan

						
							
							147

						
							
							52

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							
							prd

						
							
							72

						
							
							36

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							na

						
							
							8

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							2012-2015

							nep 3.1

							np 1.27

							Ioe 0.38

						
							
							«Movimiento Progresista»

							 (prd, pt, mc)

						
							
							135

						
							
							28

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							«Compromiso por México»

							 (pri, pvem, na)

						
							
							251

						
							
							62

						
							
							No

						
							
							Sí

						
					

					
							
							pan

						
							
							114

						
							
							38

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							2015-2018

							nep 3.3

							np 1.21

							ioe 0.40

						
							
							«Izquierda Progresista» (prd, pt)

						
							
							54

						
							
							28

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							«Convenio de Coalición Parcial» 

							(pri-pvem)

						
							
							245

						
							
							62

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							pan 

						
							
							109

						
							
							38

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							Morena

						
							
							46

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							mc

						
							
							21

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							Panal

						
							
							12

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							pes

						
							
							9

						
							
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							2018-

							nep 3.9

							np 1.7

							ioe 0.11

						
							
							«Coalición por México al Frente»

							 (pan, prd, mc)

						
							
							127

						
							
							37

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							«Juntos Haremos Historia» 

							(Morena, pt, pes)

						
							
							313

						
							
							70

						
							
							No

						
							
							Sí

						
					

					
							
							«Todos por México» 

							(pri, pvem)

						
							
							58

						
							
							19

						
							
							No

						
							
							No

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en Composición del Congreso, Cámara de Diputados. (<http://www.diputados.gob.mx/sistema_legislativo>) y de la Cámara de Senadores. (<http://infosen.senado.gob.mx/infosen64/index.php>).

			nep: Índice del número efectivo de partidos.

			np: Índice del número de partidos predominantes.

			ioe: Índice de oposición efectiva.




			Como se observa en la tabla 5, el tripartidismo del número efectivo de partidos no se refleja en los escenarios propuestos para las coaliciones mínimas ganadoras. Por el contrario, la fragmentación de los partidos permite identificar el dominio de dos grupos a partir de la alternancia en el año 2000: el pri en 2009 y 2012 y Morena en 2018. Sin embargo, se debe mencionar que aún con el dominio de uno de los grupos, el número de asientos para conformar coaliciones mínimas ganadoras no son suficientes para aprobar legislación constitucional, pero sí legislación secundaria. Es decir, fuera de estos periodos, ningún grupo político ha mantenido el número suficiente para aprobar leyes por sí mismos, lo cual significa que la mayoría de los dictámenes legislativos han sido debatidos, negociados y aprobados, incluidos los del Ejecutivo y su partido, así como las propuestas de todos los grupos parlamentarios que registraron dictámenes positivos como se muestra en la gráfica 1.




			Gráfica 1. Número de iniciativas aprobadas por legislatura y poder facultado.

			[image: ]

			*Iniciativas registradas de septiembre de 2018 a noviembre de 2019.

			Fuente: Elaboración propia, con base en el Sistema de Información Legislativa en Línea (<http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Numeralia/iniciativas>).

 

			Como se aprecia en la gráfica 1, los grupos parlamentarios han incrementado su producción legislativa, lo que ha ocasionado inflación en el número de propuestas, como una forma de obstruir el proceso legislativo e incrementar el rezago, o incluso como una forma de negociación de agendas legislativas. De acuerdo con los datos proporcionados por el Sistema Integral de Información y Documentación de la Cámara de Diputados, el número de propuestas legislativas presentadas por los grupos parlamentarios y los poderes facultados ha variado de 595 en el trienio de 1997 a 2000, a 7747 en el último trienio de 2015 a 2018, e índices de aprobación que van del 20% como el más exitoso de 2000 a 2003, al 5% en la última legislatura como la menos productiva. En lo que va del año de la actual legislatura (2018-2019), el número de iniciativas presentadas ha sido inusitado: 2624 en total, de las cuales 12% fueron sancionadas en ambas cámaras. 

			Cuando observamos los datos de las iniciativas aprobadas por grupo parlamentario y poder facultado mostrado en la gráfica 1, es posible identificar el papel de Morena y su grupo aliado –pt y pes– como impulsor de la agenda de gobierno de la actual administración de Andrés Manuel López Obrador. Estos tres partidos en conjunto han iniciado y aprobado 143 iniciativas (42%) de 334 proyectos de ley ratificados por el Congreso en el primer año del gobierno morenista. Asimismo, se debe hacer notar que la oposición no ha estado exenta de apoyo legislativo. El grupo parlamentario del pan logró la aprobación de 45 propuestas de ley, seguido del pri con 31 iniciativas, Movimiento Ciudadano con 26 y el prd con ocho. Es decir, las coaliciones han tenido un papel preponderante en la formación de acuerdos. A primera vista, con una mayoría sin parangón desde hace algunos años, parecía que la actual legislatura sería la excepción por el dominio del grupo mayoritario de izquierda, pero los datos demuestran que el juego de negociaciones es el que ha primado en el recuento legislativo. De hecho, podemos afirmar que prevalece la cooperación desequilibrada en donde el apoyo es puntual en iniciativas del gobierno y de los grupos opositores que requirieron de la cooperación de los grupos mayoritarios (incluidos los partidos pequeños) para hacer posible la aprobación de la agenda legislativa de todos los partidos.

			Conclusiones

			El trabajo demostró cómo el gobierno dividido ha variado y la tendencia hacia la unificación, si bien ha modificado el papel de los distintos actores políticos en la arena legislativa, la negociación en la aprobación de los dictámenes es lo que prevalece. De ahí que el equilibrio de poderes se mantiene por el peso del intercambio político que se ha convertido en la acción cotidiana que evita de alguna manera la ingobernabilidad y el obstruccionismo de las políticas. 

			La preponderancia del partido o grupo dominante recondujo el proceso legislativo; en principio, la formulación legislativa pasó de ser una tarea concentrada en la figura del presidente a una colegiada representada por las coaliciones partidistas.

			El partido o grupo dominante ha sido determinante en la conducción de la agenda y la aprobación de legislación relevante.

			La condición de los partidos de oposición para aprobar iniciativas del presidente y su grupo parlamentario ha sido la modificación de la propuesta original, lo que en un momento dado creó fricciones entre los poderes y los grupos políticos.

			El partido del presidente ha dejado de ser un sancionador de leyes formuladas por el Ejecutivo para convertirse él mismo en procreador de iniciativas.

			El partido en el gobierno, al carecer de la mayoría, se ha convertido en conciliador de las propuestas gubernamentales y de las suyas propias, pues la aprobación de cualquier iniciativa ha requerido de la formación de coaliciones, las cuales han sido posibles gracias a la cooperación de todos los partidos, pero sobre todo con el partido más afín, generando coaliciones sobredimensionadas en la mayoría de los casos.

			Las coaliciones formadas en torno a las propuestas generadas en el Congreso no fueron lo suficientemente amplias y homogéneas como para mantener el apoyo del conjunto de legisladores individuales. Así, aun cuando los legisladores se presentan como los agentes de las estrategias partidistas, amplían o reducen su apoyo en función de la capacidad de los actores para implantar sus propias agendas políticas.

			Los partidos grandes favorecieron con su voto la mayor parte de las iniciativas. La estrategia de estos ha respondido a acciones electorales, por lo que en algunos casos los grupos mayoritarios retiraron su apoyo a aquellas iniciativas que suponían costos electorales.

			La Cámara de Diputados ha representado en los últimos años la figura del antagonismo. Sin embargo, los datos demuestran que por lo menos cuantitativamente el acuerdo ha prevalecido. Habrá que analizar en el futuro cercano la calidad de esos acuerdos, así como el papel de cada uno de los actores en términos de la influencia que cada uno imprimió en la agenda y en la formulación de políticas.

			Finalmente, la transición del partido dominante pri por Morena supone la reconfiguración de las coaliciones, pero a diferencia del dominio del pri, hoy el peso de la oposición es sumamente limitado, lo que permite suponer la posibilidad del reingreso de un gobierno unificado y una oposición débil y fragmentada, que en realidad ha podido pactar parte de su agenda y ha soportado la del Ejecutivo y su partido.

			Referencias

			Altman, D. y Pérez-Liñan, A. (2001). Assessing the Quality of Democracy: Freedom, Competitiveness, and Participation in 18 Latin American Countries. Democratización, (92), 85-100.

			Casillas Ortega, C.E. (2001). Gobierno dividido en México: entre la pluralidad y la eficacia. Revista de Estudios Políticos (nueva época) (113), 75-100.

			Castellanos C.R. (2016). La reforma político electoral de 2014. Diagnóstico, primeros resultados y principales desafíos. México: Senado de la República, Instituto Belisario Domínguez, lxiii Legislatura.

			Chasquetti, D. (2001). Democracia, multipartidismo y coaliciones en América Latina: evaluando la difícil combinación. Recuperado de: <https://works.bepress.com/chasquetti/5/>.

			Escamilla C.A. (2015). Gobierno de coalición y ratificación del gabinete presidencial. En Miguel González y Alberto Escamilla (coords.), El nuevo sistema político electoral mexicano. México: uam-Iztapalapa.

			Jiménez B.M. (2006). La oposición parlamentaria en México. Su rendimiento en gobiernos de mayoría dividida. México: Miguel Ángel Porrúa.

			Molinar H.J. (1991). Counting the Number of Parties: an Alternative Index. American Political Science Review, 85(4), 1383-1391. 

			Reniu V.J.M. (2008). Los gobiernos de coalición en los sistemas presidenciales de Latinoamérica: elementos para el debate. En Documentos cidob, (25), 1-32.

			Sartori, G. (1999). Partidos y sistemas de partidos. Col. Ensayos. Alianza.

			Shugart, M.S. (2000). The Electoral Cycle and Institutional Sources of Divided Presidential Government. American Political Science Review, 82(2), 327-343.

			Ugalde, L.C. (2004). Los gobiernos reformistas y los puntos de veto en México. Una reflexión desde la ciencia política. Sociológica, (54), 39-54.

			Valadés, D. (2003). El gobierno de gabinete. Instituto de Investigaciones Jurídicas, unam.

			Valencia, E.L. (2008). Reforma del Estado para la gobernabilidad democrática en México. Política y Cultura, (29), 11-39.

			 _____ (2011). Representación, decisiones legislativas y ciudadanía. Revista Mexicana de Estudios Electorales, (10), 61-78.

			Documentos oficiales

			Gaceta Legislativa en línea. <http://gaceta.cddhcu.gob.mx/Gaceta/votaciones/>.

			Gaceta Parlamentaria en línea. <http://gaceta.diputados.gob.mx/>.

			Sistema Integral de Información y Documentación (siid), (2000). Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917-2010. Cámara de Diputados.

			

			
				
					1	Profesora Investigadora titular «C» del Departamento de Política y Cultura de la uam-Xochimilco. 

						Este artículo forma parte del proyecto apoyado por la uam: «La relación Ejecutivo Legislativo en la elaboración de políticas públicas. Marco jurídico y criterios de evaluación».

				

				
					2	La fórmula para medir el número efectivo de partidos es la siguiente: NEP=1/∑pi2, donde el índice es igual a la suma de la proporción de escaños Pi que tiene cada partido al cuadrado sobre uno.

				

				
					3	Para obtener el Índice de Oposición Efectiva (ioe) se pondera el promedio de la magnitud de los partidos de oposición (O) sobre el promedio partido en el gobierno.

							IEO= O/G, donde para obtener O se pondera el porcentaje de escaños a favor de los partidos opositores más grandes. La fórmula es: 

							O= ∑oi2/∑oi, donde oi es la proporción de escaños controlados por el partido en la oposición. El resultado del índice maneja valores entre 0 y 1, cuando el tamaño del partido de oposición no es sustantivo el valor es cercano a 0, y por el contrario, cuando el peso es sustantivo el valor es cercano o por encima de uno (Jiménez, 2006, pp. 150-151).

							Ahora bien, para medir la fuerza política del gobierno, se procede bajo el mismo formato y se calcula con la fórmula: 

							G=∑gi2/∑gi, donde G es igual al partido del presidente y gi es la proporción de bancas controladas por el partido presidencial; cuando los resultados obtenidos estén cercanos o igual a 0 significa que el presidente controla la legislatura, cuando el resultado es cercano o por encima de uno nos indica que la oposición tiene el mismo tamaño legislativo que el partido gobernante.

				

				
					4	No obstante que la autora concibe a la oposición en términos de su tamaño, fragmentación y poder que esta tiene para sancionar iniciativas, sin tomar en cuenta la cohesión y el peso real de la misma, el índice se retoma considerando la posición del partido opositor predominante y el número de partidos.

				

				
					5	Desde su fundación en 1939, el Partido Acción Nacional ha enfrentado al menos diez conflictos internos protagonizados por distintos dirigentes que aluden diferencias que van desde la estrategia electoral del partido, pasando por la defensa de los principios de la organización política entre posturas ideológicas o pragmáticas, la integración de nuevos miembros, principalmente los empresarios como actores activos e influyentes en las decisiones del partido, hasta conflictos generados por la carencia de cohesión en la designación de la candidatura presidencial o en las alianzas con otros partidos. En alguna de estas luchas internas, el resultado fue la exclusión o la autoexclusión de alguno de los miembros prominentes. Tal es el caso de la salida del fundador Efraín Gómez Morfín en 1978, Carlos Castillo Peraza (ideólogo del partido) en 1998, Manuel Espino (presidente nacional del partido) y Fauzi Hamdanm Amad en 2006, Margarita Zavala en 2017 y Ernesto Cordero (secretario de Estado en el periodo del expresidente Felipe Calderón) expulsado del partido en 2018.

							Las desavenencias en el partido han sido más comunes y profundas en la medida en que el partido es mucho más competitivo y con ello el ingreso de grupos influyentes, como los empresarios o algunos miembros de otros partidos, particularmente del pri. En 1982, el ingreso de los hombres de negocios del norte del país comandados por Manuel Clouthier y posteriormente la llegada de Vicente Fox a la candidatura y la Presidencia de México en el año 2000. Las luchas en el interior estuvieron protagonizadas por Luis H. Álvarez en 1988 y Diego Fernández de Cevallos al ascenso de Vicente Fox como candidato del pan en 2000. Posteriormente, la pugna se gesta entre el expresidente Vicente Fox y la administración del presidente entrante Felipe Calderón a lo largo de su sexenio (2006-2012) y concluye con la lucha entre el presidente del partido Gustavo Madero y el expresidente Felipe Calderón, y estos dos enfrentados al expresidente del partido y candidato Ricardo Anaya en 2017-2018.

							Por otro lado, el debate interno ocurre cuando el partido se plantea su papel en la construcción de la democracia del país. Las posturas en torno a la legitimidad o resistencia de Acción Nacional a avalar las elecciones de 1988. A partir de ese momento, se impone la primera, dando inicio a una etapa de partido opositor constructivo y cooperativo con los gobiernos del partido hegemónico. Esta circunstancia produjo los conflictos y divisiones internas más profundas entre los colaboracionistas y los opositores al pri, ganando la facción colaboracionista encabezada inicialmente por Diego Fernández de Cevallos de 1988 a 1997, posteriormente retomada por Felipe Calderón Hinojosa en el sexenio de Enrique Peña Nieto al apoyar el Pacto por México planteado por el pri en el inicio de su sexenio en 2012. Esta situación produjo la ruptura más reciente entre calderonistas, maderistas y anayistas, primero por el control del partido y segundo por la candidatura a la Presidencia en 2017 y la conformación de la coalición con el prd y Movimiento Ciudadano en las elecciones de 2018.

				

				
					6	La izquierda en México tiene una larga historia que proviene de diversas corrientes venidas desde el siglo xix y durante la primera mitad del siglo xx, como lo relata Carlos Illiades en su artículo «La izquierda populista mexicana». El autor identifica tres fusiones en las que agrupa a las dispersas fuerzas de la izquierda: los nacionalistas socialistas, los nacionalistas revolucionarios y los movimientos sociales que agrupan a los urbanos, los indígenas, los socialistas y a cardenistas. Esta dispersión logra agruparse en la formación de un prd que nace dividido por las corrientes en el interior del partido y en su estrategia político-electoral la pugna es entre «dialoguistas» y «confrontacionistas». Esta lucha interna los lleva a fragmentarse en 2006 con el surgimiento del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), que finalmente termina por fracturar nuevamente a la izquierda. 

							Este proceso de dispersión, división, fragmentación y fractura, ha impedido el crecimiento electoral de la izquierda de manera constante; este, más bien, ha sido irregular e intermitente. La baja institucionalidad del partido ha sido eclipsada por los liderazgos nacionales y locales. La militancia del partido se dispersa entre los distintos grupos que componen la izquierda y lejos de conformar una agrupación cohesionada entre sus seguidores, bajo la directriz de una agenda social y económica clara, se decantaron por el pragmatismo electoral impulsado por la personalidad del liderazgo. Un liderazgo extrainstitucional que se mueve cómodamente entre movimientos disruptivos y demandantes.

				

				
					7	De 1985 a 2000, países como Bolivia, Brasil, Uruguay, Chile y Argentina, todos con mecanismos que incentivan la cooperación, han conformado 15 gobiernos de coalición (Chasquetti, 2001, p.332).

				

				
					8	Se han presentado propuestas de reforma a la parcialidad de las coaliciones. En 2005, los integrantes del partido Convergencia elaboraron una iniciativa en la que se propone «normar las coaliciones como pactos políticos duraderos, que deben abarcar la totalidad de las candidaturas y estar sujetos a compromisos de carácter programático».

					«Proponemos que la ley defina como contenido esencial de una coalición el compromiso de los partidos políticos de encontrar las coincidencias de una plataforma de gobierno compartido que define objetivos, mecanismos y que incluye un convenio de configuración del Poder Ejecutivo, en el que se transparenta ante los electores las formas que tomará la responsabilidad compartida de gobierno».

					«En el caso de coaliciones para postular candidatos a legisladores, sean senadores y/o diputados, se propone como contenido esencial la elaboración de una plataforma legislativa común que será obligatoria de resultar electo como legislador de coalición». Gaceta Parlamentaria, número 1694-I, jueves 17 de febrero de 2005.

				

				
					9	Un gobierno de coalición se identifica por acuerdos sólidos y duraderos entre partidos sobre la base de una gama de temas congruentes. Los partidos que componen la coalición funcionan como actores unitarios corresponsables de la política gubernamental (Reniu, 2008).

				

				
					10	Para aprobar una ley secundaria, se requiere de la mitad más uno de los integrantes de cada una de las cámaras (251 en la cámara de Diputados y 64 en la de Senadores). Para aprobar leyes constitucionales, la mayoría requerida son las tres cuartas partes de los integrantes de cada una de las cámaras (375 en la cámara baja y 96 en el Senado), así como la aprobación del 50 + 1 de los congresos locales.
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			[…] la máxima participación de la mujer, en igualdad de condiciones 

			con el hombre, en todos los campos, 

			es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, 

			el bienestar del mundo y la causa de la paz.

			onu

			Introducción

			Después de décadas de lucha por lograr una representación política que correspondiera al peso que tienen en la población total del país, las ciudadanas en México ganaron ese derecho en 2014. La reforma constitucional de ese año estableció las reglas para garantizar la paridad entre los géneros en las candidaturas a legisladores federales y locales. Fomentar este principio pasó a formar parte de las tareas encomendadas a los partidos políticos, las cuales consisten en promover la participación popular en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público respetando, entre otros aspectos, las reglas para garantizar la paridad de género.

			Posteriormente, las adecuaciones a las leyes que estructuran el sistema electoral para la aplicación de la paridad entre mujeres y hombres fueron decisivas en la conformación del Congreso de la Unión resultante de las elecciones federales de 2018. Tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, las nuevas reglas propiciaron que el 1 de septiembre de ese año, mujeres y hombres en una proporción cercana al 50-50 integraran la lxiv Legislatura, cumpliendo la meta planteada en la legislación electoral.

			En este trabajo se adopta una perspectiva histórica para mostrar el camino recorrido en México para hacer efectivo el derecho de las mujeres a participar en condiciones de igualdad con los hombres en la vida política del país, y la forma como paulatinamente se introdujeron medidas para acelerar dicho proceso, en especial las cuotas. Se hace referencia a los compromisos adquiridos mediante la adhesión a convenios internacionales, a las sucesivas reformas constitucionales y a las leyes electorales, tan importantes para definir los objetivos como para alcanzar las metas, a la par de las instituciones que con sus acciones, debates y resoluciones, abrieron la vía a la paridad de género en la conformación del poder legislativo en el país. 

			Desde un punto de vista teórico, la desigualdad entre hombres y mujeres en el plano político tiene hondas raíces en todos los aspectos de la vida social, por lo cual la proposición empírica de la que se partió fue que la aplicación de la fórmula paritaria sería distinta en las entidades de la República y dependería del nivel de desarrollo de cada una: entre más alto el nivel de desarrollo, mayor la participación y representación política de las mujeres. Dado que el objetivo central de la investigación fue explicar los resultados de las elecciones legislativas federales de 2018 con perspectiva de género, se decidió que la manera más adecuada de clasificar a las entidades con ese fin era utilizar el Índice de Desarrollo Humano (idh).

			Este Índice, elaborado para el periodo 2008-2012 por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), se compone de los promedios obtenidos en las tres dimensiones fundamentales para el desarrollo humano (salud, educación e ingreso) en cada una de las entidades del país. El panorama multidimensional del desarrollo ofrecido por este Índice sirvió para clasificar las 32 entidades de la República y analizar de ese modo los resultados de las elecciones legislativas federales para integrar la Cámara de Diputados.

			Los hallazgos de la investigación empírica se presentan en la parte final del trabajo, y aun cuando algunos de ellos son contradictorios con los supuestos iniciales, ya que la participación de las mujeres en la integración final de la Cámara de Diputados no depende directamente del nivel de desarrollo humano de cada entidad de la República –lo que abre la posibilidad de estudios más desagregados al respecto–, la sistematización y análisis de los resultados electorales para la integración del Congreso de la Unión fueron reveladores. A partir de los datos obtenidos, es posible aquilatar los efectos producidos por la incorporación del criterio de la paridad en la presentación de candidaturas en ambas cámaras y en los resultados de las votaciones por los principios de Mayoría Relativa y de Representación Proporcional. 

			La trascendencia de la reforma en el sistema electoral es profunda porque significa que las mujeres y los hombres tendrán condiciones de igualdad por su representación numérica en el Congreso de la Unión y en los congresos de las 32 entidades federativas; es decir, una reforma que afecta la composición del Poder Legislativo en todo el país.

			Derecho al voto

			Hasta hace muy poco tiempo –en México, hasta 1953–, las mujeres no tenían representación política porque ni siquiera eran consideradas ciudadanas, lo que las excluía de cualquier tipo de participación en alguna de las instituciones del Estado porque no tenían derecho al voto y por tanto no podían elegir a los gobernantes y representantes políticos, mucho menos ser elegidas ellas mismas para esos cargos. Por ese motivo, la primera fase del proceso reivindicatorio de las mujeres para integrarse al sistema político en las democracias actuales consistió en igualar ambos sexos ante la ley para obtener la ciudadanía y ejercer el voto, mínimo derecho que se concede por ese simple hecho. 

			Los derechos y libertades civiles que tienen los ciudadanos en una sociedad democrática fueron difícilmente conseguidos por las mujeres y todo empezó con la lucha por el sufragio. Aunque se dude a veces sobre las fronteras de su ejercicio (quiénes y cuántos pueden votar) o las modalidades de su organización de tal forma que produzca una mejor representación, no se cuestiona que la igualdad frente a la urna electoral es la primera condición de la democracia y fundamento indiscutible del derecho. Que todos los individuos tengan el mismo, idéntico peso, en la posibilidad de decidir y legitimar a quienes darán vida a las instituciones estatales es una situación casi natural en las sociedades democráticas y un hecho evidente para cualquiera en la actualidad. Para Pierre Rosanvallon, quien ha documentado el desarrollo de la ciudadanía en Francia, que las mujeres puedan votar apenas hace unas décadas forma parte de una historia muy lejana y extraordinariamente distante que nos remite a una casi incomprensible especie de edad prehistórica de la sociedad moderna (Rosanvallon, 1999, p.9).

			No es incomprensible la tardía obtención de la ciudadanía por las mujeres si se considera que ellas estuvieron fuera del debate por la instauración del Estado democrático liberal.4 La consecuencia de esta exclusión provocó que los intereses y demandas de las mujeres no estuvieran presentes en el movimiento político y social que dio origen a las democracias modernas, y que la reivindicación de sus derechos tampoco formase parte del entramado ideológico del liberalismo clásico.5

			El origen de la exclusión de las mujeres en lo que constituiría el entramado institucional de las democracias donde el ciudadano es el centro de la vida política se explica por la categoría de género, entendida como «un elemento constitutivo de las relaciones sociales basadas en las diferencias que distinguen los sexos y [como] una forma primaria de relaciones significantes de poder» (Scott, 2003). Esta categoría se refiere a las relaciones entre hombres y mujeres basadas en una jerarquía de poder que provienen de representaciones simbólicas sobre la diferencia sexual y operan desde los procesos sociales más elementales. Situada en el nivel simbólico cultural, la categoría de género se define «a partir de relaciones de poder cuyo cambio o reproducción está sujeto a factores vinculados con la historicidad de las instituciones y la organización social de los espacios donde se desarrolla la experiencia de los individuos» (Tarrés, 2013, p.11).

			La referencia a la categoría de género alude al conjunto de significados que son asignados por la sociedad a mujeres y hombres a través de la diferenciación de los roles, actitudes, conductas y responsabilidades que se definen como «propias» de unas y otros teniendo como centro las relaciones sociales entre ambos (relaciones de género). De esta suerte, 



			las identidades masculinas y femeninas se encuentran determinadas por los procesos diferenciados de socialización, por lo que no son simples derivaciones de las diferencias biológicas, sino complejas construcciones sociales cargadas de significación que se proyectan y activan a través de las diversas estructuras regulatorias de la sociedad. (Medina, & Márquez, 2010, p.15).




			La subordinación y exclusión de las mujeres ahondaron la brecha de desigualdad entre los géneros, incluso cuando por fin alcanzaron el derecho al voto. En muchos sentidos, los ideales del liberalismo democrático son todavía vigentes en la actualidad porque, a pesar de que en la mayoría de los países occidentales se defiende teóricamente la democracia liberal y de que hay un avance efectivo en que mujeres y hombres gocen de los mismos derechos en términos formales, las mujeres continúan fuera de los centros de decisión política en prácticamente todo el mundo. 

			En la democracia, el papel jugado por los ciudadanos en la toma de las decisiones colectivas es ciertamente restringido ya se trate de hombres o de mujeres. Esto es, el acceso al poder y su ejercicio está limitado a unos cuantos que se dedican en forma profesional a la política; sin embargo, la desproporción entre la cantidad de mujeres y de hombres que forman parte de la llamada clase política indica una clara discriminación para las primeras. A pesar de la igualdad formal de las personas ante la ley mediante la cual las mujeres adquirieron los mismos derechos y obligaciones que los hombres, todavía es clara la desigualdad de género en el campo de la actividad política, dada la evidente disparidad de la participación de las mujeres en los principales cargos de gobierno –en el cual solo de manera excepcional se ocupan de labores ejecutivas–, en el ámbito judicial y en los puestos de representación política.

			De este modo, una vez conseguido el estatus de ciudadanas, las mujeres pasaron a una nueva etapa en su lucha por entrar al mundo de la política. Se ha tratado, en los hechos, de dos fases del proceso reivindicatorio de las mujeres para integrarse al sistema político en las democracias actuales; la primera consistente en igualar ambos sexos ante la ley para obtener la ciudadanía y ejercer el voto y la segunda fase, más reciente y centrada en conseguir que las mujeres tengan un respaldo legal que les permita acceder a los cargos donde se decide el futuro de las sociedades en la misma proporción que los hombres. De forma paradójica, en esta última fase las mujeres han luchado por la igualdad política resaltando su condición desigual en la sociedad. Solo así se entienden las acciones afirmativas.

			Las cuotas de género

			Si bien desde los años sesenta del siglo xx ya se había alcanzado la igualdad legal entre hombres y mujeres en muchos países democráticos y con alto desarrollo económico, al mismo tiempo seguían existiendo formas muy llamativas de desigualdad entre los géneros en su posición social, ingresos económicos, reconocimiento y prestigio, así como en las oportunidades reales de participación social y política.6 Respecto a la participación en el ejercicio del poder político, durante las últimas décadas del siglo pasado era de tal magnitud esa desigualdad que debió reconocerse la necesidad de implementar mecanismos para garantizar que las mujeres pudieran participar de forma más balanceada y efectiva en la política. Si bien no explícitamente, el objetivo final era que las mujeres con vocación para desempeñar la actividad profesional de la política tuvieran menos restricciones que las impuestas por toda su precedente historia de subordinación.

			Se trata de un asunto de primera importancia para la democracia porque el funcionamiento de los gobiernos en ese sistema se basa en la representación. Al contrario de la democracia directa practicada por unos cuantos en la antigua Grecia, la democracia moderna es representativa e intervienen en su funcionamiento grandes masas de ciudadanos que eligen a los poderes del Estado a partir de candidaturas propuestas por los partidos políticos. Antes de que las mujeres obtuvieran el derecho al voto, evidentemente no estaban representadas, lo que también sucedía con grupos minoritarios de la sociedad (étnicos, discapacitados y otros), a pesar de que las mujeres no son una minoría, sino, al contrario, suelen ser más numerosas que los hombres en la población total. 

			El grave problema de la falta de representación política de ciertos sectores de la población es histórico (Cotteret, & Émeri, 1973).7 Durante un largo tiempo, la representación se consideró como una noción jurídica del derecho privado donde el representado otorgaba al representante un mandato para que, convertido en su mandatario, actuara en su lugar, es decir, lo representara. Pero el concepto de representación nacional adapta esa noción al dominio político con dos modificaciones: la primera es que el mandato individual otorgado por una persona a otra se transforma en un mandato colectivo, otorgado por el conjunto de la nación al conjunto de los representantes (los legisladores); la segunda es que el mandato imperativo u obligatorio para que el representante se limite estrechamente a las directivas de su representado se reemplaza por un mandato en el cual los legisladores interpretan la voluntad nacional y con ello la «representan» (Cotteret, Émeri & Lalumière, 1960).

			En otras palabras, la teoría indica que en el mandato imperativo u obligatorio del derecho privado hay un mandato del representado al representante que no existe en la representación política, «pues el representante preserva su independencia respecto de quienes lo eligieron en aras de una labor de gobierno responsable y no antepone la satisfacción de los intereses de su o sus representados» (Espinoza, 2004, p.33). De ese modo, no tendría sentido referirse al problema de la desigualdad de la representación, ya que a partir de una ficción jurídica se asimila en derecho el representante al representado. Sin haber participado en su elección, las mujeres y el resto de los excluidos del derecho al voto tendrían de todos modos representantes que llegaron a serlo por la decisión de otros, no de ellos, bajo el supuesto de que sería una representación real de sus intereses sin ninguna garantía de que fuera así.

			Peor aún, conseguido el derecho al voto y con ello abierta la posibilidad de elegir y ser elegidas para los puestos de representación política en igualdad jurídica con los hombres, las mujeres tuvieron que enfrentarse al hecho de que también estaban excluidas de participar en los centros de toma de decisiones porque ya tenían formalmente el derecho de votar y ser votadas, pero no gozaban de ninguna garantía para que efectivamente pudieran ellas mismas dedicarse a la política y fungir como representantes, debido a que no era fácil romper la tradición de que la competencia entre quienes aspiran a llegar a los espacios de poder fuera un asunto exclusivamente masculino. Dado que cada vez fue más evidente que se debían integrar en la agenda pública las visiones, necesidades, intereses y problemas de las mujeres, la mitad de la población del mundo, comenzaron a implementarse mecanismos para garantizarles oportunidades de participar de forma efectiva y equilibrada en la política.

			El reconocimiento de la desigualdad en la participación política de los géneros que afecta el carácter representativo de los gobiernos democráticos llevó a que internacionalmente se pusieran en marcha políticas de equidad que, a partir de acciones afirmativas, enfatizan la diferencia entre hombres y mujeres para beneficiar a estas últimas con su reducción paulatina y de esa forma fortalecer el liderazgo femenino en la hechura de las leyes, la elaboración de políticas públicas y la conducción de las instituciones del Estado.

			Las llamadas acciones afirmativas se implementaron por primera vez en los Estados Unidos de América para combatir las prácticas discriminatorias que se traducían en altos niveles de marginación social y económica de los afrodescendientes, pero después se extendieron a diversos grupos afectados visiblemente por prácticas discriminatorias, como es el caso de las mujeres. En materia de género, son un conjunto de medidas de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de hecho entre mujeres y hombres, cuyo objetivo principal «es lograr la igualdad efectiva y corregir la distribución desigual de oportunidades y beneficios en una sociedad determinada» (inmujeres, 2007, p.13).

			Las acciones afirmativas –también conocidas como discriminación positiva o inversa– tienen como objetivo establecer condiciones de igualdad. De acuerdo con María Sofía Sagüés, este tipo de acción implica «la utilización de protección especial sobre determinados sectores sociales o grupos de personas, en miras a procurar una solución transitoria que permita garantizar la igualdad de oportunidades» (Sagüés, 2018, p.141). Además, suscribe que «la discriminación inversa parece hallar eventualmente justificación: (a) para lograr una suerte de reparación histórica a centurias de intencionada y perniciosa discriminación contra ciertos grupos, y (b) como herramienta de construcción de una sociedad más justa e integrada». (Sagüés, 1999, p.552).

			Su función no es exclusivamente resarcitoria para quienes son víctimas de la discriminación, sino que tiene el objetivo de reequilibrar y redistribuir las oportunidades en el ámbito donde se da (entre los géneros, los grupos étnicos, las diferentes capacidades, etc.), «a través de un trato preferencial que implique un aumento de presencia de un grupo infrarrepresentado en una determinada posición» (González, 2002, p.396).

			La preocupación por la exclusión de la mujer en las esferas política, económica, social y cultural, condujo a la apertura de un debate acerca de la necesidad de eliminar las múltiples restricciones existentes. La discusión tuvo como resultado la adopción por parte de la Asamblea General de Naciones Unidas, en diciembre de 1979, de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (cedaw, por sus siglas en inglés). En el plano de la vida política, los Estados signatarios se comprometieron a tomar «todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país» (Art. 7), entre las cuales se consideran específicamente «medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer» (Art. 4) (cedaw, 1979). Es decir, acciones afirmativas como las cuotas de género para asegurar la integración efectiva de las mujeres en cargos importantes dentro de los partidos y de las instituciones del Estado.

			En este sentido, las cuotas se adoptarían paulatinamente como un tipo de medida compulsiva y transitoria que, por un lado, obliga a incorporar mujeres en listas de candidaturas electorales y, por otro, supone una duración de la misma que dependerá de la permanencia de los obstáculos que impiden una adecuada representación de mujeres en los espacios de poder (Fernández Poncela, 2011, p.249). Con el sistema de cuotas se ha buscado que las mujeres cuenten con una representación de entre 30 y 40% para que actúen como una «minoría decisiva» o «masa crítica» en los centros donde se toman las decisiones colectivas para favorecer las necesidades de las mujeres en el contenido de las políticas, legislaciones y asuntos públicos (Fernández Poncela, 2011, p.259).

			Cuotas y paridad de género en México

			En el caso de México, es notorio el paralelismo entre el proceso de transición política de un régimen de partido hegemónico a un régimen democrático a lo largo de la década de los noventa, y la construcción del andamiaje jurídico que protegiera el derecho de las mujeres a acceder a los puestos de representación política. 

			Desde 1993 trataron de impulsarse medidas compensatorias de carácter temporal (las cuotas de género) para revertir la baja representación política de las mujeres y promover su participación, pero solo fue una recomendación general para los partidos políticos. Formalmente, el recorrido para lograr el establecimiento de las cuotas inició en 1996 –año de una reforma político-electoral definitoria para la democracia mexicana– cuando por ley se determinó que los partidos políticos debían considerar en sus estatutos que las candidaturas a diputaciones y senadurías no excedieran el 70% para un mismo género, por lo que se procuraba que las mujeres fueran nominadas en al menos 30% de esas candidaturas. Al igual que en 1993, la legislación electoral no impuso en 1996 ninguna obligación a los partidos para que tomaran en cuenta esa consideración, es decir, no había sanción si se incumplía.

			Posteriormente, en marzo de 1998, las comisiones de Equidad y Género del Congreso de la Unión que apenas se habían constituido el año anterior convocaron al primer Parlamento de Mujeres con el fin de fortalecer la democracia en el país, y fue en ese contexto que hubo un compromiso explícito del Poder Legislativo federal para erradicar la discriminación de las mujeres y promover políticas y acciones gubernamentales que protegieran sus derechos respetando su dignidad, autonomía y bajo el principio de equidad. Al año siguiente, en 1999, los congresos estatales aprobaron la creación de comisiones ordinarias de equidad y género en todas las legislaturas del país (Carrasco Daza, 2011, p.606).

			Los siguientes pasos, coincidentes con los gobiernos del nuevo régimen democrático, fueron muy puntuales con resultados concretos en la formulación de medidas afirmativas para equilibrar la participación de mujeres y hombres en el ámbito legislativo: 

			En 2002 el código electoral vigente entonces estableció que las listas de Representación Proporcional debían contener segmentos de tres candidaturas, cada uno con una candidatura de un género distinto. Así, por fin con carácter obligatorio y sanciones por incumplimiento, se incluyó la cuota del 30/70% de candidaturas a la Cámara de Diputados y el Senado; sin embargo, se exceptuó de esa obligación a las candidaturas de Mayoría Relativa que hubieran sido seleccionadas por voto directo en el interior de los partidos (Medina & Márquez, 2010, p.55).

			La Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres fue expedida en 2006 y con ella se iniciaron formalmente una serie de acciones para extender la participación y representación política equilibrada de los géneros en otros ámbitos de la sociedad, además del Poder Legislativo (Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, 2006).

			El umbral de la cuota se elevó a 40% en 2008 y, así, las listas por el principio de Representación Proporcional debían integrarse por segmentos de cinco candidaturas con dos candidaturas de género distinto, además de que se sancionaba a los partidos con la negativa de registro si incumplían este criterio. Pero la reforma efectuada ese año a la ley electoral mantuvo la excepción del cumplimiento a la cuota por el principio de Mayoría Relativa (Proyecto Atenea, 2017, p.39).

			A pesar del notable avance conseguido en las reformas al código electoral en 2008 por la ampliación de las cuotas de género de 30 a 40%, y porque se obligó a los partidos políticos a destinar parte de su financiamiento público (el 2%) para capacitar, promover y desarrollar el liderazgo político de las mujeres, hubo aspectos negativos que repercutieron en el éxito de la aplicación de esta medida. Además de que continuó la exención del cumplimiento de las cuotas de género en los casos de las candidaturas de Mayoría Relativa, solo aplicaban a las candidaturas de propietarios y no a las de suplentes en las candidaturas de Representación Proporcional y, adicionalmente, las modificaciones en la materia entraron en vigor para las elecciones federales de 2009 en el caso de la Cámara de Diputados, pero sería hasta 2012 que contaría el nuevo porcentaje de las cuotas de género para la conformación del Senado. En esas condiciones establecidas por la norma, el avance en términos del aumento en el número de mujeres legisladoras fue tan pequeño que no alcanzó siquiera a cubrir el piso mínimo de 30% que se recomendaba en el ámbito internacional y ninguno de los grupos parlamentarios de los principales partidos políticos cubrió la cuota mínima de 40% de mujeres legisladoras (Medina, & Márquez, 2010, p.57). 

			Ante estos resultados negativos, en adelante la participación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) fue central en el debate y la resolución de controversias que antecedieron a la reforma constitucional que estableció la paridad de géneros en el Poder Legislativo en 2014. Si bien la intervención del Poder Judicial en este tema fue fundamental desde que en 2002 la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que las cuotas de género no son contrarias al orden constitucional, puesto que no violan los principios de igualdad y no discriminación señalados en los artículos 1o., 4o., 34 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Ibarra Cárdenas, 2013), el tepjf resolvió los casos de fraude cometido por varios partidos políticos en la aplicación de la cuota más alta que se había conseguido para balancear la participación de los géneros en el Poder Legislativo federal. 

			Apenas establecida un año antes la cuota encaminada a garantizar el 40% de las candidaturas para las mujeres en el Congreso de la Unión, en 2009 se cuestionó la pertinencia y eficacia de este mecanismo para lograr la igualdad sustancial en la participación de mujeres y hombres en los cargos públicos en México. Lo que originó ese cuestionamiento fue que varios partidos políticos se encargaron de encontrar diversas formas de evadir sus obligaciones legales para que, no importando el porcentaje de registro de candidatas, fuera menor al de mujeres en la integración de la legislatura. En septiembre de ese año, sin ninguna justificación válida, ocho diputadas de diversos partidos que ya habían resultado electas por el principio de Representación Proporcional solicitaron licencia un día después de haber tomado protesta en la Cámara de Diputados para dejar que sus curules fueran ocupadas por sus suplentes hombres. En los hechos, esto afectó el principio de equidad de género y la propia eficacia de la medida para proteger el derecho de las mujeres a tener una representación más justa en el Poder Legislativo. Los partidos políticos cometieron en realidad un fraude porque si bien cumplieron con la obligación que señalaba el código electoral (el registro de un mínimo de 40% de candidaturas a diputados y senadores de distinto género), simultáneamente consiguieron reducir esa proporción una vez instalado cada grupo parlamentario8 (Ibarra Cárdenas, 2013, p.142).

			Ante el proceso electoral federal de 2011-2012, y en respuesta a juicios interpuestos por diez ciudadanas pertenecientes a diversos partidos políticos, los magistrados del tepjf resolvieron un tema de fondo que consistía en determinar si se afectaban sus derechos políticos para ser votadas por el acuerdo del Instituto Federal Electoral (ife) relativo al registro de candidaturas, considerando el porcentaje de 40% que contemplaba la cuota de género. Dicho acuerdo no obligaba a los partidos, sino que solo los instaba a «procurar» la integración de cada una de las fórmulas tanto de Mayoría Relativa como de Representación Proporcional con candidatos propietarios y suplentes del mismo género, lo que hacía posible la repetición del fraude contra la representación de las mujeres porque nuevamente podrían solicitarse licencias de diputadas para dejar las curules a suplentes varones (Ibarra Cárdenas, 2013, pp.144-145).

			El 30 de noviembre de 2011, los magistrados resolvieron (expediente sup-jdc-12624) que debía cumplirse obligatoriamente con la cuota prevista del 40/60% tanto en las candidaturas de Representación Proporcional como en las de Mayoría Relativa. Así, además que se estableció como obligatorio para los partidos políticos que integraran sus fórmulas de candidatos de Representación Proporcional con propietarios y suplentes de un mismo género para evitar «renuncias» como las de 2009, también se les obligó a que presentaran un mínimo de 120 y 26 candidatos propietarios de un mismo género a diputados y senadores, respectivamente, que resultaran electos por Mayoría Relativa: el 40% de las 300 curules de Mayoría Relativa en la Cámara de Diputados y el 40% de los 64 escaños de Mayoría Relativa del Senado de la República (Acuerdo Consejo General del ife, 2011).

			Esa sentencia fue muy importante para avanzar hacia la paridad, ya que estableció que los partidos políticos tenían que respetar la cuota de 40/60%, independientemente del método de selección de candidaturas estipulado en sus estatutos internos, en concordancia con los principios de igualdad constitucional tanto en materia de derechos humanos como de igualdad entre hombres y mujeres. De esta manera, el tepjf se anticipó a una de las recomendaciones que hizo al respecto el Comité de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer9 al año siguiente, pero que forma parte de un esfuerzo común que desde 2011 realizaron el pnud Regional, onu Mujeres e idea Internacional, «con el fin de impulsar una herramienta orientada a dinamizar y acelerar los progresos en el acceso y ejercicio igualitario de los derechos políticos de las mujeres desde una perspectiva paritaria». (Proyecto Atenea, 2017, p.11).

			Marco legal

			A partir de la Declaración Universal de Derechos Humanos adoptada por la Organización de las Naciones Unidas en 1948 –cuyo primer artículo señala que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos–, en todos los instrumentos internacionales sobre la materia donde México ha firmado como parte se reivindica la igualdad entre hombres y mujeres. Para la Corte Interamericana de Derechos Humanos,10 por ejemplo, la dignidad esencial de la persona hace incompatible toda situación en que se trate con privilegio a un determinado grupo por considerarlo superior o, a la inversa, que lo trate con hostilidad o cualquier forma que lo discrimine del goce de derechos por considerarlo inferior (Carrasco Daza, 2011, p.605).

			La piedra angular de diversas acciones encaminadas a revertir la desigualdad política entre mujeres y hombres en México fue precisamente la consideración de que no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, ni puede por sí mismo ser ofensivo de la dignidad humana. Con argumentos sólidos, el órgano jurisdiccional interamericano coincidió con la Corte Europea de Derechos Humanos en señalar que solo es discriminatoria una distinción cuando «carece de justificación objetiva y razonable». Se estimó «que existen ciertas desigualdades de hecho que legítimamente pueden derivar en desigualdades jurídicas, sin que ello confronte a la justicia, ya que pueden ser un instrumento eficaz para preservar a quienes se ubican en desventaja» y ese ha sido el criterio sostenido por el poder judicial en México (Carrasco Daza, 2011, p.606).

			Además, la reforma constitucional en materia de derechos humanos del año 2011 en México ratificó la salvaguarda de los derechos humanos en el sistema jurídico nacional y el reconocimiento de las obligaciones contraídas por el Estado mexicano mediante la firma de tratados internacionales en la materia. Desde la perspectiva de hacer efectivo el respeto a los derechos humanos de las mujeres, el artículo 5 de la cedaw cobra particular importancia, pues plantea el compromiso de 



			modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres. 




			Este planteamiento traza la ruta para llegar de manera definitiva a la igualdad de hombres y mujeres.

			La cedaw ha influido en el cambio de sistema electoral mexicano con ideas clave para garantizar los derechos políticos de las mujeres, debido a que ha puesto en el centro de la atención de las instituciones del Estado el abatimiento de las desigualdades. Como se mencionó páginas atrás, este instrumento internacional propone, en su artículo 3, tomar las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, «para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre» en todos los ámbitos: político, social, económico y cultural. En particular, en el artículo 7 se establece que los Estados signatarios tomarán las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y garantizarán que, en igualdad de condiciones con los hombres, las mujeres tengan los siguientes derechos: 

			
					Votar en todas las elecciones y referéndums públicos.

					Ser elegibles para todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas.

					Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en su ejecución.

					Ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales.

					Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política del país. 

			

			Al igual que los otros postulados de derecho internacional ya mencionados, los planteados por la cedaw han sido fundamentales para garantizar que las condiciones de entrada de las mujeres al mundo de la política –es decir, poder presentarse como candidatas– sean iguales a las de los hombres. Las sentencias del tepjf han determinado que la configuración paritaria de género en la postulación de candidaturas constituye «una medida de igualdad sustantiva y estructural con miras a garantizar que las condiciones en el punto de partida –esto es, en la postulación– sean absolutamente plenas» (Carrasco Daza, 2013, p.616).

			Según Constancio Carrasco Daza, magistrado de la Sala Superior del tepjf entre 2006 y 2016, las decisiones del tepjf al respecto aspiraban solamente a establecer los fundamentos de lo que llama punto de partida, pero que la jurisprudencia constitucional



			construida en el ejercicio jurisdiccional electoral mexicano, considera que una vez alcanzada esa igualdad sustancial entre ambos géneros, como punto de partida, serán los méritos específicos en cada persona los que determinen la composición cuantitativa como el punto de llegada. 




			Y continúa exponiendo que, bajo esa lógica, 




			la conformación paritaria de los órganos deliberativos de elección popular se define por el voto ciudadano, ya que son los electores, quienes eligen las candidaturas de su preferencia. En consecuencia, la integración paritaria de los órganos de representación, es decir, en el punto de llegada, es determinada por el sufragio de la ciudadanía (Carrasco Daza, 2013, pp.616-617).




			De este modo, la reforma constitucional del 10 de febrero de 2014 estableció la paridad de género en el Congreso de la Unión y los congresos locales en el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se abrió así una nueva etapa de una parte importante de la vida política en el país, pues la aplicación de la paridad implicaría una transformación del sistema electoral –con posibles repercusiones en todo el sistema político–, a causa de la obligatoria inclusión de las mujeres en el Poder Legislativo mexicano.

			Derivadas de esta reforma constitucional, tanto la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, que sustituyó al anterior Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, como la Ley General de Partidos Políticos –primer ordenamiento sobre ese tema en México– establecieron las nuevas reglas para la aplicación de la paridad para conformar al Poder Legislativo federal y se convirtió en el modelo que seguirían los códigos locales. 



			Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (legipe). Además de establecer como obligación general la acción de votar para la integración de los órganos estatales de elección popular, la legipe considera, en su artículo 7, la igualdad de oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres para tener acceso a esos cargos entre los derechos de los ciudadanos y las obligaciones de los partidos políticos. Asimismo, esta Ley especifica los procedimientos a seguir para garantizar la paridad de género y señala que, sin perjuicio de las candidaturas independientes, corresponde a los partidos políticos nacionales el derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular y que, en cuanto a la garantía de paridad, las fórmulas tanto de diputados como de senadores por ambos principios (Mayoría Relativa y Representación Proporcional) deberían estar compuestas «cada una por un propietario y un suplente del mismo género, y serán consideradas, fórmulas y candidatos, separadamente, salvo para efectos de la votación». (Art. 232). Por ley, los partidos políticos se encargarán de promover y garantizar la paridad entre los géneros cuando postulen sus candidatos a los cargos de elección popular para conformar el Congreso de la Unión, los congresos de los estados y la entonces asamblea legislativa de la capital del país. 

			De acuerdo con el ámbito de sus competencias, tanto el Instituto Nacional Electoral (ine) como los Organismos Públicos Locales (conocidos como Oples), están facultados para rechazar el registro del número de candidaturas de un género que exceda la paridad –esto es, que ni hombres ni mujeres sobrepasen la mitad más uno de las candidaturas registradas– y para obligar al partido que se haya excedido a sustituirlas en un plazo improrrogable, con la clara advertencia de que no se efectuará el registro si no se realiza la sustitución (art. 232). 

			Así, todas las solicitudes de registro de candidaturas a diputados y senadores que presenten los partidos políticos o las coaliciones deberán formarse salvaguardando la paridad entre los géneros mandatada en la Constitución y la ley con el siguiente procedimiento: las listas de Representación Proporcional deberán integrarse «por fórmulas de candidatos compuestas cada una por un propietario y un suplente del mismo género, y se alternarán las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de paridad hasta agotar cada lista». (arts. 233 y 234). Si no cumplen lo anterior, el Consejo General del ine requerirá a los partidos o coaliciones que rectifiquen sus solicitudes de registro de candidaturas en un plazo de 48 horas contadas a partir de la notificación, y les apercibirá de que serán amonestados públicamente en caso de no hacerlo. 

			Pero además de la amonestación pública, el partido político o coalición que no realice la sustitución de candidatos nuevamente será requerido por el Consejo General para que haga la corrección en un plazo de 24 horas contadas a partir de la notificación y, en caso de reincidir, será sancionado con la negativa del registro de las candidaturas correspondientes (Art. 235).

			Aunque no de forma explícita, toda la normatividad sobre igualdad y paridad de género también se aplicará en los pueblos y comunidades indígenas ubicados en las entidades federativas. La legipe indica que allí elegirán a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno «de acuerdo con sus principios, normas, procedimientos y prácticas tradicionales», pero garantizando condiciones de igualdad en la participación de hombres y mujeres, y «guardando las normas establecidas en la Constitución, las constituciones locales y las leyes aplicables» (Art. 26). 



			Ley General de Partidos Políticos. Desde sus disposiciones preliminares, esta Ley indica que los partidos políticos tienen que buscar la participación efectiva de ambos géneros en la integración de sus órganos internos y en la postulación de candidaturas, así como promover los valores cívicos y la cultura democrática entre niñas, niños y adolescentes. 

			Respecto a la paridad de género, una vez que determine sus propios criterios para garantizarla en las candidaturas a legisladores federales y locales (que tendrán que ser objetivos y asegurar condiciones de igualdad entre géneros), cada partido político los hará públicos; es muy clara la Ley cuando señala en su artículo 3 –para evitar algunas prácticas ya observadas– que en ningún caso «…se admitirán criterios que tengan como resultado que alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos en el proceso electoral anterior».

			


Entre las obligaciones legales de los partidos políticos se encuentran tanto garantizar la paridad entre los géneros en candidaturas a legisladores federales y locales, de manera específica, como en general se les exige promover la participación política en igualdad de oportunidades y equidad entre mujeres y hombres en su declaración de principios (Arts. 25 y 37). Este interés por incidir en mejores condiciones para la participación de las mujeres que militan en sus respectivas filas se ve reflejado en que los partidos deben destinar al año el 3% del financiamiento público ordinario para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres; este es un rubro de gasto ordinario que debe reportarse ante la autoridad electoral (Arts. 51 y 72). Puntualmente, la Ley marca dónde será posible aplicar los recursos destinados especialmente dedicados para las mujeres:

			
					Realización de investigaciones con el fin de que la ciudadanía esté informada sobre la evolución, desarrollo, avances y cualquier otro tema de interés relacionado con el liderazgo político de la mujer.

					Elaboración, publicación y distribución de libros, revistas, folletos o cualquier forma de difusión de temas de interés relacionados con la paridad de género.

					Organización de mesas de trabajo, conferencias, talleres, eventos y proyecciones que permitan difundir temas relacionados con el desarrollo de la mujer en su incorporación a la vida política.

					Realización de propaganda y publicidad relacionada con la ejecución y desarrollo de las acciones en la materia.

					Todo gasto necesario para la organización y difusión de las acciones referidas (Art. 73).

			

			Alcanzar la paridad en el Poder Legislativo fue resultado de un hecho incontrastable: la limitada participación de las mujeres en la vida política del país en los cargos ejecutivos donde se adoptan las decisiones públicas, así como en los de representación política y procuración de justicia. Y esta situación trasciende a todo tipo de instituciones como partidos, sindicatos y otras organizaciones sociales en las cuales es claro que las mujeres son mayoría, pero a la hora de elegir al representante, jefe o candidato para los puestos decisivos, las mujeres desaparecen como opciones a elegir y simplemente están entre las que proponen, votan y eligen a un varón. Y este fenómeno aumenta en relación con la relevancia del puesto en el sistema político: entre más importante sea, menos mujeres podrán acceder a él. Excepto contados casos en la historia de nuestro país, y de muchos otros, las mujeres no participan en las altas esferas del poder político. 

			La paridad materializada

			Los resultados de las elecciones federales de 2018 muestran que la paridad en la integración de candidaturas al Congreso de la Unión establecida por la reforma electoral de 2014 prácticamente se alcanzó: la lxiv Legislatura (2018-2021) está constituida por 241 diputadas (48% de 500 integrantes) y 63 senadoras (49% de 128 integrantes). Es decir, a la reunión de apertura del Congreso General el 1 de septiembre de 2018 fueron convocadas 301 mujeres, un número impensable antes de la reforma electoral de 2014 (gráfica 1).

			Gráfica 1: Paridad en las elecciones legislativas de 2018: representación y participación política de las mujeres en México. 
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			Fuente: ine (2018) y Cámara de Diputados, datos al 09/10/18.




			La Cámara de Diputados se integra en la lxiv Legislatura por 141 diputadas (47% del total) que obtuvieron un escaño por el principio de Mayoría Relativa, una diferencia de 18 curules del total de las ganadas por hombres. Este resultado es relevante porque indica que el apoyo de los votantes a las candidaturas femeninas, en una elección competitiva, fue muy alto. Por el principio de Representación Proporcional el resultado en la integración de la Cámara fue, como previsto, del 50% hombres y 50% mujeres (tabla 1).

			Tabla 1

			Conformación de la Cámara de Diputados por principio de representación y género

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Principio de representación

						
							
							Mujeres

						
							
							Hombres

						
							
							Total

						
					

					
							
							Mayoría Relativa

						
							
							141

						
							
							47%

						
							
							159

						
							
							53%

						
							
							300

						
							
							60%

						
					

					
							
							Representación Proporcional

						
							
							100

						
							
							50%

						
							
							100

						
							
							50%

						
							
							200

						
							
							40%

						
					

					
							
							Total

						
							
							241

						
							
							48%

						
							
							259

						
							
							52%

						
							
							500

						
							
							100%

						
					

				
			

			Fuente: ine (2018) y Cámara de Diputados, datos al 09/10/2018.

			En los resultados por partido se observan diferencias según el principio de representación. El Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), el partido político más votado, obtuvo 255 diputados, 166 de Mayoría Relativa y 89 de Representación Proporcional. El Partido Acción Nacional (pan), el segundo lugar en escaños logrados, obtuvo 79, la tercera parte de los conseguidos por Morena, 50.6% de los cuales fueron por Mayoría Relativa. El tercero en la lista, el Partido Revolucionario Institucional (pri), obtuvo 47 asientos, 80% de los cuales (38 diputados) fueron por el principio de Representación Proporcional. Los partidos políticos que formaron una alianza electoral con Morena quedaron fuera del reparto de curules de Representación Proporcional, como fue el caso del Partido Encuentro Social (pes), o con un número reducido, como el Partido del Trabajo (pt), que solo obtuvo tres. Los partidos que formaron parte de alianzas con el pan y el pri lograron su mayor número de diputaciones por el principio de Representación Proporcional, con la excepción de Movimiento Ciudadano (mc) que presentó fórmulas ganadoras en 17 distritos de Mayoría Relativa.11 (tabla 2).

			Tabla 2

			Conformación de la Cámara de Diputados por partido político

			y principio de representación

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido político

						
							
							m.r

						
							
							r.p.

						
							
							Total

						
					

				
				
					
							
							Morena

						
							
							166

						
							
							89

						
							
							255

						
					

					
							
							pan

						
							
							40

						
							
							39

						
							
							79

						
					

					
							
							pri

						
							
							9

						
							
							38

						
							
							47

						
					

					
							
							pes

						
							
							30

						
							
							0

						
							
							30

						
					

					
							
							pt

						
							
							25

						
							
							3

						
							
							28

						
					

					
							
							mc

						
							
							17

						
							
							11

						
							
							28

						
					

					
							
							prd

						
							
							9

						
							
							11

						
							
							20

						
					

					
							
							pvem

						
							
							4

						
							
							7

						
							
							11

						
					

					
							
							Sin partido

						
							
							0

						
							
							2

						
							
							2

						
					

					
							
							Total

						
							
							300

						
							
							200

						
							
							500

						
					

				
			

			Fuente: Cámara de Diputados, datos al 09/10/2018.




			En el caso de Morena, la paridad se logró aun en las diputaciones de Mayoría Relativa, pues 64.1% de los escaños logrados por este principio corresponde a mujeres, porcentaje que solo superaron sus aliados pes y pt, organizaciones que llegaron casi al cien por ciento. Las mujeres elegidas por Mayoría Relativa en el prd y Movimiento Ciudadano, por su parte, también obtuvieron una proporción paritaria por este principio, pero no así el pan y el pri, donde solo alcanzaron 42.4% y 13.6%, respectivamente. En el Partido Verde Ecologista de México (pvem) no pudo cubrir, sino la tercera parte con este tipo de diputaciones y, finalmente, ninguna candidata sin partido logró una curul por Mayoría Relativa en la Cámara de Diputados (tabla 3).

			Tabla 3

			Diputadas por Mayoría Relativa, Representación Proporcional y partido político

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido político

						
							
							Mayoría Relativa

						
							
							Representación

							proporcional

						
							
							Total

							mujeres

						
							
							Mujeres elegidas por Mayoría Relativa (%)

						
					

					
							
							Morena

						
							
							82

						
							
							46

						
							
							128

						
							
							64.06

						
					

					
							
							pan

						
							
							14

						
							
							19

						
							
							33

						
							
							42.42

						
					

					
							
							pri

						
							
							3

						
							
							19

						
							
							22

						
							
							13.64

						
					

					
							
							pes

						
							
							14

						
							
							0

						
							
							14

						
							
							100.00

						
					

					
							
							pt

						
							
							14

						
							
							1

						
							
							15

						
							
							93.33

						
					

					
							
							mc

						
							
							8

						
							
							7

						
							
							15

						
							
							53.33

						
					

					
							
							prd

						
							
							5

						
							
							5

						
							
							10

						
							
							50.00

						
					

					
							
							pvem

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							3

						
							
							33.33

						
					

					
							
							Sin partido

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0.00

						
					

					
							
							Total

						
							
							141

						
							
							100

						
							
							241

						
							
							48.20

						
					

				
			

			Fuente: Cámara de Diputados, Datos al 09/10/2018.




			Es importante subrayar que en un estudio de 2017 la presencia de mujeres en partidos políticos fue identificada como una dimensión crítica en México, que representaba un desafío para el cumplimiento de la igualdad de género (Proyecto Atenea, 2017). De los nueve partidos nacionales con registro vigente, solo tres (33%) incluían de manera explícita en sus estatutos un compromiso con la igualdad de género.12 Este hecho, sin embargo, no fue obstáculo para el avance que se presentó en las elecciones federales de 2018.

			El Senado de la República, la Cámara Alta del Congreso de la Unión, quedó integrado por 63 senadoras y 65 senadores, uno de los cuales no tomó protesta el día de la instalación del Congreso por estar acusado en tribunales civiles de violencia familiar.13 Es decir, en la lxiv Legislatura las mujeres constituyen 49.2% del total de 128 integrantes (tabla 4). 

			Tabla 4

			Conformación del Senado por grupo parlamentario, género y principio de representación

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido político

						
							
							Mujeres

						
							
							Hombres

						
							
							Total

						
					

					
							
							mr-1

						
							
							mr-2

						
							
							r.p.

						
							
							mr-1

						
							
							mr-2

						
							
							r.p.

						
					

				
				
					
							
							Morena

						
							
							21

						
							
							2

						
							
							4

						
							
							23

						
							
							3

						
							
							6

						
							
							60

						
					

					
							
							pan

						
							
							3

						
							
							6

						
							
							4

						
							
							4

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							24

						
					

					
							
							pri

						
							
							0

						
							
							4

						
							
							3

						
							
							1

						
							
							3

						
							
							3

						
							
							14

						
					

					
							
							pes

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							3

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							4

						
					

					
							
							pt

						
							
							3

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							6

						
					

					
							
							mc

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							9

						
					

					
							
							prd

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							3

						
							
							2

						
							
							3

						
					

					
							
							pvem

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							7

						
					

					
							
							Sin partido

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
					

					
							
							Total

						
							
							32

						
							
							14

						
							
							17

						
							
							32

						
							
							17

						
							
							15

						
							
							128

						
					

				
			

			Fuente: Senado de la República.




			Como demuestran los resultados de la elección de diputados federales y senadores de julio de 2018, el avance en la tarea de garantizar el derecho de las mujeres a participar en la política se observa en ambas cámaras, aunque los cambios legislativos a favor de la paridad han propiciado un incremento mayor en la participación de las mujeres en el Senado, si consideramos que en el periodo 2000-2006, durante las lviii y lix legislaturas, apenas 15.6% del Senado de la República estaba integrado por mujeres. La paridad establecida por la ley y apoyada en acciones afirmativas para la integración de las candidaturas de Mayoría Relativa y las listas de Representación Proporcional condujo en 2018 a una conformación muy cercana al objetivo del 50/50 (tabla 5). 

			Tabla 5

			Composición histórica del Senado de la República, desagregada por género

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Legislatura

						
							
							Mujeres 

						
							
							%

						
							
							Hombres

						
							
							 %

						
					

					
							
							2000-2006

						
							
							20

						
							
							15.6

						
							
							108

						
							
							84.4

						
					

					
							
							2006-2012

						
							
							22

						
							
							17.2

						
							
							106

						
							
							82.8

						
					

					
							
							2012-2018

						
							
							42

						
							
							32.8

						
							
							86

						
							
							67.2

						
					

					
							
							2018-2024

						
							
							63

						
							
							49.2

						
							
							65

						
							
							50.8

						
					

				
			

			Fuente: Unidad Técnica de Género y No Discriminación del ine, corte al 9 de julio de 2018. Senado de la República (2018), datos al 09/10/2018. Vázquez Correa (2018).




			La tendencia de la presencia de mujeres en el Senado es de un crecimiento ininterrumpido a lo largo de los últimos 18 años, lapso en que se registra un incremento mayor a 300% (gráfica 2). Pero no solo hay un mayor número de senadoras, sino que poco a poco ha aumentado su posición al frente de las comisiones ordinarias de la cámara para influir en el trabajo legislativo. Se afirma, con razón, que presidir comisiones les permite desarrollar, modificar y, más importante aún, bloquear iniciativas de ley (Kánter, 2017, p.297).

			En la nueva legislatura (2018-2021), 20 de 46 comisiones ordinarias (43%) están presididas por mujeres. A diferencia de lo ocurrido en anteriores legislaturas, las senadoras están al frente de comisiones en las cuales tendrían que tomarse decisiones relevantes para la vida del país. Es el caso de la comisión de Relaciones Exteriores, la general presidida por un hombre, pero las cuatro regionales (América del Norte, América Latina y el Caribe, Asia-Pacífico-África y Europa) presididas por mujeres. El papel del Senado es fundamental para el control del Poder Legislativo sobre las acciones del Poder Ejecutivo en materia de política exterior. También son mujeres quienes presiden las comisiones de Ciencia y Tecnología, Cultura, Asuntos Indígenas, Derechos de la Niñez y la Adolescencia, Derechos Humanos, Desarrollo y Bienestar Social, Estudios Legislativos (Primera y Segunda), Jurisdiccional, Juventud y Deporte, Minería y Desarrollo Regional, Para la Igualdad de Género, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, Seguridad Social y Zonas Metropolitanas (Senado, 2018b).

			Gráfica 2. Integración del Senado de la República por sexo, 2000-2024.

			[image: ]

Fuente: Vázquez Correa (2018).




			En la Cámara de Diputados, la tendencia es la misma que en el Senado, aunque el crecimiento ha sido más lento, con un ligero retroceso entre la lix y lx legislaturas, por la disminución de una diputada en 2006 (gráfica 3). Resulta innegable que las medidas orientadas a lograr una igualdad entre hombres y mujeres en la integración del Congreso de la Unión han tenido resultados que permiten hablar de un progreso de la paridad en México. En los próximos años deberá darse una normalización de la igualdad de género en la vida pública del país, no solo en el acceso a las candidaturas para ocupar cargos de representación popular, sino en el acceso a posiciones de mayor peso en la toma de decisiones en los órganos legislativos, la administración pública y el Poder Judicial. 

			Gráfica 3. Integración de la Cámara de Diputados por sexo.
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Fuente: L. Vázquez Correa (2018).




			Por lo alcanzado a partir de la aplicación de la paridad en la integración de los órganos legislativos, México se ubica entre los primeros lugares de los países de la ocde en reducción de la desigualdad de género. Las elecciones federales de 2015 para renovar la Cámara de Diputados llevaron a 213 candidatas a obtener un escaño, mismas que representaron 42.6% del total de 500 diputaciones. Esta proporción colocó a México como el segundo país dentro de la ocde en términos del porcentaje de mujeres en la cámara baja o en legislaturas unicamerales, solo debajo de Suecia y ligeramente por arriba de Finlandia, Islandia y España.14 Los países americanos integrantes de la organización se encuentran muy alejados de México: Canadá en la posición 23, Estados Unidos en la 29 y Chile 32 (ocde/inmujeres, 2017, p.188). 

			Ya que la cuestión de género se considera teóricamente como un fenómeno cultural, la proposición empírica de la investigación apuntaba a que la aplicación de la fórmula paritaria tendría efectos diferenciados según los distintos niveles de desarrollo de las entidades de la República, bajo el supuesto de que un desarrollo más alto favorecería la mayor participación de las mujeres. Así, se procedió a encontrar la manera más adecuada de clasificar a las entidades con ese objetivo y para ello fue muy útil el Índice de Desarrollo Humano (idh).

			Elaborado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) con la colaboración del gobierno mexicano durante el periodo 2008-2012, el idh es una medida compuesta por los promedios obtenidos en cada estado y la capital del país en salud, educación e ingreso, las tres dimensiones fundamentales para el desarrollo humano. En la perspectiva del pnud, el criterio más importante para evaluar el desarrollo de un país son las personas y sus capacidades, dado que lo concibe como un proceso en el cual se expanden las libertades esenciales de los individuos, como el disfrute de una vida prolongada y saludable, la adquisición de conocimientos y el logro de un nivel de vida digno (pnud, 2015, pp.5-6) Fue precisamente el panorama multidimensional del desarrollo ofrecido por este Índice lo que motivó su uso en la clasificación de las entidades de la República con el fin de poner a prueba los supuestos de la investigación.15 

			Al observar los resultados de la elección de diputadas y diputados en las entidades federativas agrupadas según su nivel de desarrollo humano, es posible afirmar, en primer lugar, que el porcentaje de mujeres solo fue superior al 50% en el conjunto de estados con un nivel medio, mientras que en las otras entidades –incluso las de niveles muy alto y alto– no se alcanzó la paridad. Si bien hay porcentajes superiores al 60% de mujeres en las curules de entidades con muy alto nivel de idh como Colima, Aguascalientes y Querétaro, o alto, como en Jalisco, es notable que en esos dos grupos se hallen porcentajes inferiores al 40% en estados muy desarrollados como Nuevo León, Baja California, Baja California Sur y Coahuila, y en estados marcados con alto desarrollo como Morelos y Campeche. Para muestra de que el supuesto era erróneo, baste señalar que es en estos dos grupos donde se observaron los porcentajes más bajos (25%) de participación femenina.

			De este modo, aun cuando se presentan otros resultados que apoyarían la hipótesis de que la participación política de las mujeres está relacionada con el nivel de desarrollo como, por ejemplo, que entre los cuatro grupos ordenados, según el idh, el único donde el porcentaje de mujeres es inferior al promedio nacional se observa en las entidades con bajo nivel de desarrollo. Pero incluso allí puede constatarse que por lo menos en Veracruz y Oaxaca se alcanzó la paridad, y que Puebla está cerca de lograrla. Además, en ninguna de las entidades de este grupo se tuvo un porcentaje inferior al 30% (tabla 6).

			Tabla 6

			Composición de la Cámara de Diputados por entidad, índice de desarrollo humano y género (Legislatura lxiv, 2018-2021)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							idh

						
							
							Nivel idh

						
							
							Mujeres

						
							
							Hombres

						
							
							Total

						
							
							% mujeres

						
					

				
				
					
							
							Ciudad de México

						
							
							0.830

						
							
							Muy alto

						
							
							26

						
							
							21

						
							
							47

						
							
							55.32

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							0.790

						
							
							7

						
							
							13

						
							
							20

						
							
							35.00

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							0.779

						
							
							6

						
							
							6

						
							
							12

						
							
							50.00

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							0.776

						
							
							1

						
							
							3

						
							
							4

						
							
							25.00

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							0.768

						
							
							4

						
							
							7

						
							
							11

						
							
							36.36

						
					

					
							
							Colima

						
							
							0.763

						
							
							4

						
							
							1

						
							
							5

						
							
							80.00

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							0.760

						
							
							4

						
							
							9

						
							
							13

						
							
							30.77

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							0.760

						
							
							4

						
							
							2

						
							
							6

						
							
							66.67

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							0.760

						
							
							5

						
							
							3

						
							
							8

						
							
							62.50

						
					

					
							
							Subtotal

						
							
							

						
							
							

						
							
							61

						
							
							65

						
							
							126

						
							
							48.40

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							0.758

						
							
							Alto

						
							
							5

						
							
							6

						
							
							11

						
							
							45.45

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							0.757

						
							
							7

						
							
							7

						
							
							14

						
							
							50.00

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							0.754

						
							
							4

						
							
							3

						
							
							7

						
							
							57.14

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							0.751

						
							
							19

						
							
							12

						
							
							31

						
							
							61.29

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							0.749

						
							
							1

						
							
							3

						
							
							4

						
							
							25.00

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							0.749

						
							
							3

						
							
							6

						
							
							9

						
							
							33.33

						
					

					
							
							México

						
							
							0.745

						
							
							31

						
							
							34

						
							
							65

						
							
							47.69

						
					

					
							
							Subtotal

						
							
							

						
							
							

						
							
							70

						
							
							71

						
							
							141

						
							
							49.60

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							0.742

						
							
							Medio

						
							
							5

						
							
							3

						
							
							8

						
							
							62.500

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							0.739

						
							
							3

						
							
							4

						
							
							7

						
							
							42.86

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							0.734

						
							
							5

						
							
							8

						
							
							13

						
							
							38.46

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							0.733

						
							
							6

						
							
							2

						
							
							8

						
							
							75.00

						
					

					
							
							Durango

						
							
							0.731

						
							
							4

						
							
							1

						
							
							5

						
							
							80.00

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							0.727

						
							
							2

						
							
							4

						
							
							6

						
							
							33.33

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							0.726

						
							
							8

						
							
							7

						
							
							15

						
							
							53.33

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							0.723

						
							
							6

						
							
							4

						
							
							10

						
							
							60.00

						
					

					
							
							Subtotal

						
							
							

						
							
							

						
							
							39

						
							
							33

						
							
							72

						
							
							54.20

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							0.720

						
							
							Bajo

						
							
							8

						
							
							12

						
							
							20

						
							
							40.00

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							0.720

						
							
							5

						
							
							6

						
							
							11

						
							
							45.45

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							0.717

						
							
							11

						
							
							12

						
							
							23

						
							
							47.83

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							0.713

						
							
							18

						
							
							18

						
							
							36

						
							
							50.00

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							0.700

						
							
							7

						
							
							14

						
							
							21

						
							
							33.33

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							0.681

						
							
							10

						
							
							10

						
							
							20

						
							
							50.00

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							0.679

						
							
							5

						
							
							7

						
							
							12

						
							
							41.67

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							0.667

						
							
							7

						
							
							11

						
							
							18

						
							
							38.89

						
					

					
							
							Subtotal

						
							
							

						
							
							

						
							
							71

						
							
							90

						
							
							161

						
							
							44.10

						
					

					
							
							Total 

						
							
							0.746

						
							
							

						
							
							241

						
							
							259

						
							
							500

						
							
							48.20

						
					

				
			

			Fuente: ine (2017), pnud (2015), Cámara de Diputados (2018).




			En consecuencia, no hay una tendencia dominante a favor o en contra de la paridad en ninguno de los cuatro grupos de entidades de la República clasificadas por el idh y no es posible identificar una configuración por regiones. No hay una relación directa entre el avance de la igualdad mujeres-hombres y el nivel socioeconómico de las entidades federativas medido en esos términos, por lo que es necesario hacer estudios más desagregados que permitan identificar prejuicios, costumbres y sentimientos que impiden poner fin a la exclusión y subordinación de las mujeres.

			Sin embargo, a pesar de la dificultad que implica hacer generalizaciones, sí es posible afirmar que en Chiapas, el estado con el menor idh en el país, se violentó el derecho de 51 mujeres electas diputadas plurinominales y regidoras que, después de haber obtenido el triunfo en las urnas, presentaron su renuncia a los cargos para los cuales fueron elegidas para ser sustituidas por hombres. Para Lorenzo Córdoba, consejero presidente del ine, la presión o el engaño a los que presumiblemente las sometieron sus partidos políticos,16 fueron «actos que buscan vulnerar el principio de paridad» (Rivera, 2018).

			Nueve años después de que se cometió un fraude a la ley para dejar sin efecto las cuotas de género por medio de la renuncia de una decena de mujeres electas a la Cámara de Diputados en cuatro de las cinco circunscripciones en que se divide el país, bajo las siglas de cuatro partidos políticos nacionales, en 2018 la paridad fue quebrantada en Chiapas mediante un acto de elusión en el cual se vio directamente involucrado el gobernador del estado, Manuel Velasco.

			En los partidos políticos surgió la idea de adoptar las cuotas de género como una propuesta de mujeres que, sin importar las diferencias ideológicas que las dividían, lograron el apoyo de sus respectivos partidos para su aprobación y puesta en marcha. El informe Construir un México inclusivo reconoce, además, 



			el compromiso político de alto nivel […] demostrado […] por el gobierno mexicano, el Congreso, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación e inmujeres» y de la “contribución decisiva” de la reforma electoral 2014 para los avances de la representación de las mujeres en los órganos legislativos (ocde/inmujeres, 2017, p.193). 




			Finalmente, añade el elemento de una opinión pública favorable al proceso en marcha, aspecto que sin duda merece estudios detallados porque permitiría hablar de un cambio que abarca a sectores más amplios que los directamente involucrados. 

			Conclusión

			El cambio en la participación de las mujeres en la competencia para ocupar un escaño en el Poder Legislativo federal, constatado en las elecciones de 2018, ha sido resultado de un proceso lento, el cual ha implicado a numerosos actores e instituciones, los cuales deberán seguir proporcionando el apoyo para la consolidación de un proyecto de inclusión democrática al que la paridad dio el impulso decisivo. Los partidos políticos tienen un papel central en el cumplimiento de esta tarea, para lo cual deberán abandonar las prácticas fraudulentas que ahondan el desprestigio de estas organizaciones fundamentales de la democracia representativa. En los partidos políticos nació y se desarrolló la idea de recurrir a acciones afirmativas, como las cuotas para establecer condiciones de igualdad para competir por el liderazgo de las organizaciones partidistas y por las candidaturas a puestos de elección popular. El gran reto a partir de las elecciones de 2018 es preservar y normalizar la igualdad alcanzada. 

			Los actores e instituciones que apoyaron las cuotas primero y la paridad al final, lograron el objetivo planteado. Garantizada constitucionalmente la igualdad de oportunidades de hombres y mujeres en la vida política, es indispensable continuar avanzando, ampliando y profundizando la transformación. A cuatro décadas de distancia del compromiso adquirido por el gobierno mexicano como signatario de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, sigue vigente la obligación de incidir, mediante políticas públicas ad-hoc, en la transformación de los patrones sociales y culturales que mantienen inacabado el esfuerzo para erradicar las diferencias basadas en prejuicios, costumbres y prácticas tradicionales que sostienen viva la desigualdad de género en la vida política del país.
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Proyectos y discursos políticos de los candidatos presidenciales en México, 2018

			Francisco Reveles Vázquez1

			Sol Cárdenas Arguedas2

			


La política es una de las esferas sociales cuyas prácticas son

			exclusivamente discursivas; la cognición política está, por

			definición, ideológicamente fundamentada; y las ideologías

			políticas son en gran parte reproducidas por el discurso

			 (Van Dijk, 2005, p.15). 

			Introducción

			Este texto se centra en el discurso político de tres de cinco candidaturas que compitieron por la Presidencia de México en 2018: Ricardo Anaya Cortés, Andrés Manuel López Obrador y José Antonio Meade Kuribreña.3

			Los discursos se analizan tomando en consideración dos elementos. Por un lado, las plataformas electorales y los programas de gobierno de las coaliciones electorales de estos candidatos;4 por otro, sus propuestas y promesas de campaña presentadas en declaraciones a medios de comunicación, debates, reuniones y mítines, entre otros.

			Los conceptos de discurso político e ideología política se encuentran estrechamente relacionados, porque «las ideologías políticas no sólo están implicadas en la producción o la comprensión de los discursos políticos y otras prácticas políticas, sino que también son (re)producidas por ellos». (Van Dijk, 2005, p.26). A su vez, se encuadran en el campo político, lo que significa que «Si el campo político es completamente ideológico también lo son las prácticas políticas, y en consecuencia los discursos» (Van Dijk, 2005, p.25).

			Los discursos políticos de los tres aspirantes a la Presidencia se distinguieron por sus coincidencias en temas fundamentales para mantener una economía sana, en pro de mayor seguridad pública, a favor del combate a la corrupción y de un mejor sistema de impartición de justicia. Todo parece indicar que los candidatos se mantuvieron en esta línea discursiva, evitando la polarización y con ello sumar la mayor cantidad de votos posibles.

			Es cierto que se observaron diferencias en temas coyunturales, como la defensa de decisiones del gobierno de Enrique Peña Nieto, como las reformas laboral, energética y educativa; la construcción del nuevo aeropuerto de la Ciudad de México y la supresión de privilegios y emolumentos excesivos de la alta burocracia. Así como planteamientos disímbolos en género y diversidad sexual. Sin embargo, discursivamente, no se advierten diferencias sustanciales que en realidad coloquen las candidaturas en extremos ideológicos. 

			El estilo y discurso populistas del candidato presidencial Andrés Manuel López Obrador (AMLO), de la coalición «Juntos Haremos Historia», definieron las coordenadas del debate público. Al final, como se verá a continuación, sus propuestas no alcanzaron a definir una identidad ideológica precisa, sino un programa difuso, con compromisos de diversa índole, ya fuera con los empresarios o con los pobres, o bien con sindicatos corporativos o con el sindicalismo independiente. A diferencia de sus adversarios, el voluntarismo, el personalismo y valores tradicionalistas, como la honestidad, la bondad y el amor al prójimo, signaron el discurso del ganador de las elecciones presidenciales. Es de esperar que estos elementos discursivos sean las bases de un proyecto de Estado a realizarse en el periodo 2018-2024.

			Discurso político e ideología política

			El discurso se entiende como un evento comunicativo específico,5 «una forma de uso del lenguaje […] un suceso de comunicación […] una interacción verbal» (Van Dijk, 2000, pp.22, 23). Según Marsh y Stoker, «todos los objetos y prácticas son discursivos» (Van Dijk, 1997, p.129). En este orden de ideas, el discurso es 




			medio de acción y de intervención política. El lenguaje ya no es considerado solo como un vehículo destinado a transmitir información, sino también como un dispositivo que permite construir y modificar las relaciones de los interlocutores, sean estos individuos o grupos sociales definidos. (Gutiérrez, 2000, p.109). 




			Los discursos «adquieren su identidad mediante el trazado de fronteras políticas y la construcción de antagonismos entre “amigos” y “enemigos”». (Marsh, Stoker, 1997, p.131). El discurso político es identificado por sus actores u autores; en otras palabras, por los políticos. Los estudios al respecto «se basan en el texto y habla de políticos profesionales o instituciones políticas […] tanto a nivel local, nacional y niveles internacionales». (Van Dijk, 1997, p.12).

			El discurso político se delimita al campo político e incluye el contexto y sus relaciones con las estructuras discursivas (Van Dijk, 1997). Tal discurso se compone de una serie de conceptos que interactúan y «tienen una fuente ideológica y una pretensión performativa, es decir, una búsqueda de condicionamiento y afectación de las prácticas concretas en el campo político y en la sociedad». (Guerrero y Vega, 2015, p.107).

			Los discursos políticos de los candidatos presidenciales no pueden ser entendidos sin tomar en consideración que se desarrollan en el campo de lo político, y a su vez, estos producen y reproducen ideologías políticas.6

			Respecto a la ideología política y la forma en que se expresa actualmente por los partidos políticos, es importante no perder de vista su proceso de evolución, que los ha llevado a adoptar un perfil «atrapa-todo» o de «arriba hacia abajo» (Mair, 2002). El financiamiento público generó un alejamiento con la militancia (las cuotas de sus miembros se volvieron secundarias para su subsistencia), sus objetivos fueron cada vez más electorales y el impacto de los medios de comunicación «ha permitido a los líderes del partido apelar directamente a los votantes y socavar la necesidad de redes organizacionales» (Mair, 2002, p.39).

			Todos los gobiernos, así como todos los partidos, están obligados a generar políticas públicas, ya sean orientadas hacia la derecha o hacia la izquierda. Además, «existe un núcleo común de preocupaciones, así como una gama limitada de opciones relacionadas con estas preocupaciones, permitiendo que uno hable legítimamente de uniformidad en lugar de diversidad…» (Mair, 2002, pp.24-25). 

			En la actualidad, entre las limitaciones que se advierten en los discursos políticos de los partidos, es que hay una uniformidad en las preocupaciones, pero también un predominio del modelo actual de democracia que no se concibe sin el capitalismo, provocando que los discursos políticos muchas veces sean difusos, como se puede apreciar en algunos tópicos en los apartados siguientes.

			Es pertinente preguntarse si es que en realidad hay un discurso hegemónico7 (como consecuencia de un modelo económico y político predominante en el mundo), o bien si lo que sucede hoy responde al proceso evolutivo de los partidos políticos; y partiendo de una lógica pragmática, si los partidos se mantienen cerca en el espectro político8 (evitando los extremos de izquierda o de derecha) justamente con el fin de no generar polarización y sumar la mayor parte de los apoyos electorales.

			El discurso político de los candidatos

			Después de participar en tres elecciones presidenciales (2006, 2012 y 2018), el morenista Andrés Manuel López Obrador fue el claro ganador de la contienda con el 53% de la preferencia electoral, seguido por el panista Ricardo Anaya (22.5%), el priista José Antonio Meade (16.4%) y el candidato independiente Jaime Heliodoro Rodríguez, El Bronco (5.1%).

			Amlo definió la agenda del debate político. Lo hacía cada vez que se presentaba a la elección presidencial o cada ocasión que aparecía en los medios de comunicación. Compitió por tercera ocasión frente a adversarios que manejaron propuestas parecidas a las de sus contendientes de antaño. Aunque no sean los mismos de 2006 y 2012, los abanderados del Partido Acción Nacional (en coalición con el Partido de la Revolución Democrática y el minoritario Movimiento Ciudadano) y del Partido Revolucionario Institucional (en coalición con el Partido Verde Ecologista de México y el Partido Nueva Alianza) sostuvieron las mismas posturas que sus correligionarios instrumentaron en el gobierno ya como políticas de Estado. Ambos candidatos garantizaban la continuidad de un modelo de desarrollo económico basado en el estricto respeto a las leyes del mercado, agregando políticas sociales selectivas y un discurso aparentemente sensible a las precarias condiciones de vida de la mayoría de los mexicanos.

			Nadie puede ignorar la persistencia del modelo económico implementado por el pri antes y después de la alternancia, y continuado sin grandes alteraciones por los dos presidentes panistas, Vicente Fox Quesada (2000-2006) y Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012). La pobreza, la marginación y la desigualdad siguieron creciendo, pese a las promesas de mejoría de los tecnócratas, al desechar el modelo estatista y pulverizando las expectativas generadas por el cambio de partido en el gobierno en el año 2000.

			Mientras que las condiciones sociales de marginación se fueron incrementando (hasta 2016, por lo menos, debido al cambio en la cuestionada metodología de medición de la pobreza y sin considerar la recesión de 2017), la riqueza se acumuló considerablemente, 9 de tal modo que tenemos entre nuestros empresarios a uno de los más pudientes del mundo y a personas con los niveles socioeconómicos más altos (han triplicado su riqueza, a diferencia de los trabajadores asalariados, cuyo poder adquisitivo se fue restringiendo).10 

			Tal situación parecería suficiente para que las élites políticas formularan alternativas a las políticas seguidas hasta 2018. Pero no fue así, como se verá a continuación. 

			Plataformas electorales y programas de gobierno

			En el proceso electoral 2018 participaron nueve partidos políticos y tres coaliciones electorales, encabezadas por los partidos Morena, pri y pan-prd. El primero competía por primera vez en una elección presidencial, aunque su candidato López Obrador había participado en los dos comicios presidenciales anteriores. Su salida del prd provocó la decadencia de este partido, por lo que, en aras de evitar una probable debacle electoral, se sumó a la candidatura del panista Anaya Cortés. Esta alianza nunca se había constituido en el plano nacional, puesto que ambos partidos habían mantenido serias diferencias en todos los ámbitos de la acción política (salvo en algunos procesos electorales locales, donde llegaron a hacer varias alianzas).

			En este orden de ideas, también resultó extraño que la más izquierdista de las opciones, Morena, se aliara con el Partido Encuentro Social, una fuerza conservadora con dirigentes y militantes evangélicos. Y el pri hizo alianzas con dos minoritarios más, tradicionales aliados en casi todas las contiendas electorales. En todos los casos, los objetivos principales de las alianzas fueron la suma del mayor número de votos, no las coincidencias ideológicas o en las trayectorias políticas. En muchas ocasiones, los partidos políticos prefieren realizar alianzas con partidos en fuerzas con identidades ideológicas opuestas, con tal de ganar el mayor número de votos posible, fomentando discursos difusos y ambiguos que al final no comprometen al candidato en una postura ideológica clara. 

			También cabe aclarar que los partidos con peso político propio y determinantes para la lucha por el poder fueron Morena, pan y pri. El resto no eran más que fuerzas minoritarias de apoyo, sin capacidad organizativa para sostener una campaña nacional, pero deseosas de mantener su registro.

			Las coaliciones postularon el siguiente número de candidaturas, además de la presidencial:

			Tabla 1

			Número de candidaturas a postular por coalición

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Coalición

						
							
							Senadurías de Mayoría Relativa

						
							
							Diputaciones de Mayoría Relativa

						
					

				
				
					
							
							Coalición por México al Frente

							(pan-prd-mc)

						
							
							58 fórmulas

						
							
							269

						
					

					
							
							«Juntos Haremos Historia»

							(Morena-pt-pes)

						
							
							62 fórmulas

						
							
							292

						
					

					
							
							«Todos por México»

							(pri-pvem-pna)

						
							
							3411 fórmulas

						
							
							133 (flexible)

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con información obtenida de los Convenios de Coalición.

 

			El día 31 de enero de 2018, nueve partidos políticos (sin mediar coalición) registraron ante el Instituto Nacional Electoral (ine) sus plataformas electorales para contender en las elecciones de diputaciones federales y senadurías.12 Finalmente, el 29 de marzo de 2018 se registraron ante el ine las candidaturas a la Presidencia de las tres coaliciones ya mencionadas, más la candidatura independiente de Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón, El Bronco, como consecuencia del acatamiento a la sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (véase sup-jdc-186/2018 y acumulado).

			Estos convenios de coalición se acompañaron por una plataforma electoral y un programa de gobierno; en el caso de las candidaturas independientes, su registro se presentó con una plataforma electoral. Estos documentos abordan diversas temáticas; para su presentación en este texto, se agruparon de la siguiente manera:

			
					Sistema Político y Transparencia y Rendición de Cuentas.

					Economía, Finanzas Públicas y Combate a la Pobreza.

					Educación, Investigación y Tecnología.

					Salud.

					Derechos Humanos, Grupos Vulnerables e Igualdad de Género.

					Combate a la Corrupción y a la Impunidad.

					Seguridad, Combate a la Violencia y Procuración de Justicia.

					Relaciones Exteriores.

					Medio Ambiente y Recursos Naturales.

			

			En la tabla 2 se pueden consultar las ideas principales de cada una de estas temáticas:

			Tabla 2

			Ideas principales de las plataformas electorales y programas de gobierno de las coaliciones presidenciales, 2017-2018

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							«Coalición por México al Frente»

							pan- prd-mc

						
							
							 «Juntos Haremos Historia»

							pt-Morena-pes

						
							
							 «Todos por México»

							pri-pvem-pna

						
					

					
							
							Sistema Político y Transparencia y Rendición de Cuentas

						
					

					
							
							Promover modificaciones constitucionales que desmantelen el sistema presidencialista vigente.

							Revisar la cantidad y calidad del gasto público en el sistema electoral mexicano bajo los principios de la austeridad y eficiencia. 

							Reformar el sistema electoral.

							Establecer un mecanismo de representación plural en el Congreso de la Unión.

							Participación de la sociedad en los temas trascendentales del país.

							Fortalecer el sistema democrático.

						
							
							Nuevo Gobierno Democrático no será rehén del Poder Legislativo (se ha convertido en un mercado de favores y chantajes). 

							Reducir al mínimo indispensable la cantidad de reformas legales.

							En las entidades federativas del país se alentará la verdadera autonomía de los poderes.

						
							
							Perfeccionamiento de la democracia y apertura de los canales de diálogo y cooperación entre la sociedad y el gobierno.

							Construir un proyecto de gobierno representativo.

							Gobierno que ejerza sus recursos con absoluta legalidad, transparencia y compromiso con la ciudadanía a la que sirve.

							Fortalecer el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (inai). 

							Promover el fortalecimiento de las áreas de información del gobierno.

						
					

					
							
							Ciudadanía debe ser parte de los procesos de transparencia, rendición de cuentas, para romper con el abuso de poder y la impunidad en el país.

						
							
							
					

					
							
							Economía, Finanzas Públicas y Combate a la Pobreza

						
					

					
							
							Combate a la pobreza mediante la igualdad.

							Fortalecer la economía interna frente a los cambios de la economía mundial, con una lógica de libre mercado.

							A favor de la iniciativa privada, en tanto producto legítimo del esfuerzo, puede generar empleos.

							Establecer salario mínimo digno y suficiente.

							Pensiones a adultos mayores.

							Poner el desarrollo sostenible en el centro de la estrategia de desarrollo nacional.

							Incentivar el sector agropecuario para la producción de alimentos de mayor calidad.

							Política fiscal más justa, utilizar el gasto público de manera más racional y equilibrada, prestando servicios de mayor calidad.

							Reducir el impuesto a la gasolina.

						
							
							Combate a la pobreza mediante la creación de nuevos empleos.

							Reactivar la economía y crítica al modelo neoliberal.

							Incrementar los salarios y eliminación de la sobreexplotación laboral.

							El desarrollo sostenible como eje de las políticas públicas.

							Impulso agropecuario como medio para eliminar la pobreza, promoviendo el desarrollo económico.

							Gasto de los recursos públicos austero y honesto.

							No al aumento de impuestos.

							Banca mexicana como motor de desarrollo de empresas pequeñas.

							Acabar con la corrupción, el crimen y las regulaciones fiscales excesivas.

						
							
							Combate a la pobreza mediante la actividad productiva.

							Desplegar una política continua de simplificación de trámites y mejora de las regulaciones que incentiven la inversión, la apertura de negocios y la actividad económica en general.

							Aumento de salarios y pensiones dignas.

							Crecimiento sostenible e incluyente.

							Rescatar el campo, repoblar bosques, cuidar recursos pesqueros y reducir la dependencia agroalimentaria.

							Los recursos públicos deben ser utilizados de manera eficiente.

							Impulso a la formalización del empleo, la inclusión financiera y el acceso al crédito productivo.

							Fomentar el sector turístico con un enfoque regional y local.

						
					

					
							
							Fortalecer el mercado interno, así como fomentar la industrialización del país.

							Proyectos turísticos ecológicamente sostenibles.

							Favorecer los tratados comerciales con distintas partes del mundo.

						
							
							
					

					
							
							Educación, Investigación y Tecnología

						
					

					
							
							Escuelas accesibles para todos.

							Promover programas de dignificación magisterial que promuevan los derechos de los maestros.

							Impulso a la investigación.

							Mejorar la situación de grupos con rezago educativo. 

							Reformular los planes de estudio de la educación media y media superior que los vincule al campo laboral.

							Impulsar las tic.

						
							
							Renovación y dignificación de las escuelas.

							Condiciones laborales dignas para los maestros.

							Ampliar en el corto plazo la cobertura educativa en todos los niveles.

							Capacitar a los jóvenes para que se puedan vincular con el medio laboral.

							Impulsar el deporte.

							Tránsito de las manufacturas clásicas a las llamadas industrias del futuro.

						
							
							Ampliar el número de Escuelas de Tiempo Completo y mantener la inversión en infraestructura.

							Los docentes deben ocupar el sitio de la más alta significación en la sociedad y ser vistos como agentes de cambio.

							Apoyo en la innovación e investigación tanto básica como aplicada, desarrollando un sistema nacional de investigación y desarrollo tecnológico.

							Ampliar los espacios para alcanzar la cobertura universal para el año 2021.

							Estrecha vinculación entre la educación y el sector productivo.

							Participación de la ciudadanía en actividades deportivas, impulsado el talento.

							Internet al alcance de todos (inclusión digital).

						
					

					
							
							Salud

						
					

					
							
							Fortalecimiento de un sistema de salud integrador e incluyente, de acceso universal.

							Transitar hacia un modelo que priorice la prevención de las enfermedades.

							Fortalecer la figura del médico general.

							Establecer un programa integral de consulta y hospitalización en domicilio.

							Revisar el sistema de formación médica.

						
							
							Mejorar los niveles educativos y de salud.

						
							
							Establecer mecanismos apropiados de protección financiera para que las familias mexicanas no caigan en situación de pobreza por un problema de salud de alguno de sus integrantes.

							Elevar la calidad de los servicios de salud.

							Transitar hacia un Sistema Único de Salud con cobertura universal y con un esquema preventivo.

							 Consolidar un piso de seguridad social universal. 

						
					

					
							
							Derechos Humanos, Grupos Vulnerables e Igualdad de Género13

						
					

					
							
							Fortalecer los mecanismos de seguimiento y atención de las recomendaciones de las Comisiones de Derechos Humanos.

							Combatir las violaciones a los derechos humanos (trata de personas o privaciones a la libertad).

							Enfoque transversal de igualdad de género, sustentado en los derechos humanos.

							Igualar los salarios entre hombres y mujeres.

							Erradicar la violencia de género.

						
							
							Establecer y hacer cumplir los derechos de la gran mayoría (alimentación, salud, educación, trabajo, vivienda digna y deporte).

							Equidad entre hombres y mujeres con políticas públicas incluyentes.

							Atención prioritaria a los derechos de la mujer.

							Inaceptables todos los casos de abuso o acoso.

							Prioridad de los derechos de los indígenas y respeto a sus costumbres y recursos naturales.

						
							
							Piso mínimo de seguridad social y acceso efectivo en alimentación, salud, educación de calidad, agua limpia y saneamiento, servicios públicos dignos, vivienda y un trabajo decente.

							Igualdad sustantiva entre mujeres y hombres.

							Eliminación de todas las formas de violencia contra las mujeres y niñas.

							Más allá de la equidad salarial, facilitar la incorporación de las mujeres a la vida laboral.

						
					

					
							
							Impulso de formas de organización económica, política y cultural de los pueblos indígenas; respetando sus usos y costumbres.

							Implementar políticas públicas que garanticen los derechos de las personas con discapacidad, así como su inserción en el mercado laboral.

							Adultos mayores tengan una vida digna mediante una pensión de retiro.

							Impulso de la participación de los jóvenes en el diseño de políticas públicas.

							A favor de la libertad religiosa y el pleno respeto a las creencias de las personas.

						
							
							Cumplimiento efectivo de los derechos de los adultos mayores y sus pensiones.

							Impulsar a la juventud en el campo educativo y laboral.

						
							
							Respeto a los derechos indígenas (sobre todo su identidad y su cultura).

							Buscar a través de políticas públicas la inclusión, movilidad y empoderamiento de las personas con alguna discapacidad.

							Condiciones para el desarrollo y la participación activa de adultos mayores en un entorno social incluyente y universalización de las pensiones (a partir de los 65 años).

							Dotar de herramientas a los jóvenes que les permitan tener el empleo y futuro que deseen y merezcan.

						
					

					
							
							Combate a la Corrupción y a la Impunidad

						
					

					
							
							Eliminar el asistencialismo.

							Transformar la política asistencialista, adoptando una perspectiva de derechos humanos.

							Combatir la corrupción desde sus causas.

							Rechazo a la impunidad. 

							Fortalecer el Sistema Nacional Anticorrupción.

						
							
							Eliminar el asistencialismo.

							Transformar la política asistencialista, adoptando una perspectiva de derechos humanos.

							Combatir la corrupción desde sus causas.

							Rechazo a la impunidad. 

							Fortalecer el Sistema Nacional Anticorrupción.

						
							
							Eliminar el asistencialismo.

							Transformar la política asistencialista, adoptando una perspectiva de derechos humanos.

							Combatir la corrupción desde sus causas.

							Rechazo a la impunidad. 

							Fortalecer el Sistema Nacional Anticorrupción.

						
					

					
							
							Seguridad, Combate a la Violencia y Procuración de Justicia

						
					

					
							
							Seguridad no debe enfocarse solamente

						
							
							Coordinación del nuevo gobierno democrático

						
							
							Estrategia integral en materia de seguridad y

						
					

					
							
							al combate al crimen organizado, sino que debe extenderse a la protección de los aspectos cotidianos de la vida de los ciudadanos.

							Creación de una nueva instancia de seguridad ciudadana separada de la Secretaría de Gobernación.

							Profesionalización de los cuerpos policiales.

							Reducción de la violencia mediante una política integral en torno al tema de consumo de drogas, reduciendo los daños a la sociedad.

						
							
							para presentar un programa integral en donde se relacione Política-Seguridad-Desarrollo Social-Desarrollo Económico.

							Propuestas de todos los ejes temáticos contribuirán a devolver la paz a los hogares mexicanos.

						
							
							justicia en todo el proceso (desde la prevención del delito, el procedimiento penal, la investigación, la persecución del delito y la impartición de justicia, incluyendo la atención a las víctimas y la ejecución de sanciones). 

							Incautar las armas y cerrar los canales de distribución y venta de las mismas.

						
					

					
							
							Relaciones Exteriores

						
					

					
							
							Redefinir la relación estratégica con Estados Unidos, con un enfoque integral.

							Trabajar en conjunto con eua para combatir el crimen organizado y el tráfico de drogas.

							Fortalecer la defensa de los derechos humanos y laborales de los migrantes mexicanos.

							Política exterior de Estado que defienda y promueva los intereses nacionales.

							Ampliar las facultades del Senado con respecto a las relaciones exteriores.

						
							
							Fundamental la atención y protección de los mexicanos en el exterior.

							La política exterior se regirá por los principios de soberanía nacional, siendo el papel de México no protagónico, sino prudente.

						
							
							Privilegiar el diálogo constructivo frente a eua y la promoción del interés nacional para atender, de forma corresponsable y nunca subordinada, las amenazas comunes (narcotráfico, el terrorismo, el tráfico y la trata de personas, la piratería y el lavado de dinero, entre otros).

							Apoyo y protección a los migrantes mexicanos.

							México seguirá siendo punto de referencia y una voz poderosa en defensa de las mejores causas políticas, económicas y sociales.

						
					

					
							
							Medio Ambiente y Recursos Naturales

						
					

					
							
							Fortalecer el marco jurídico de las instituciones que salvaguardan los ecosistemas y animales.

							Desarrollo sostenible que fomente el equilibrio ecológico y que promueva acciones de responsabilidad individual; garantizando los derechos ambientales de futuras generaciones.

							Garantizar la seguridad energética del país, procurando una creciente industrialización y tecnificación del sector energético.

							Incorporación de energías limpias.

						
							
							Proyecto de nación tendrá como eje el desarrollo sostenible, desde políticas educativas hasta materia energética o desarrollo del campo.

							Producción gasolina, mediante la creación de biorefinerías

						
							
							Fortalecer el Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas.

							El crecimiento económico y el desarrollo deben ser sostenibles, aprovechando, pero no abusando, ni destruyendo, nuestro patrimonio natural.

							Aprovechar el potencial de las energías limpias como la solar, eólica e hidroeléctrica, entre otras.

							Promover la gestión sustentable del agua.

							Combatir la deforestación.

							Promover la reforestación.

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con información tomada (en algunos casos, de forma textual) de las Plataformas Electorales y Programas de Gobierno de las coaliciones presidenciales. ine (2018a). 




			Llama la atención que, al analizar las plataformas electorales y los programas de gobierno, no se observan diferencias ideológicas sustanciales. En cuanto al Sistema Político y Transparencia y Rendición de Cuentas, la propuesta de «perfeccionamiento» de la democracia del candidato del pri exponía claramente su positiva valoración del régimen político, aunque no repitió su propuesta de reducción de la Representación Proporcional en las cámaras. El pan-prd se pronunciaron por un llamativo ofrecimiento de cambio del presidencialismo por el parlamentarismo, que no logró resonancia en los medios, ni en la sociedad. En los temas de la transparencia y rendición de cuentas en la toma de decisiones había coincidencias entre esta coalición y la de Amlo, mucho más explícita en la primera que en la segunda, que más bien parecía tener un diagnóstico enteramente negativo del régimen y del sistema político. Significativamente, el presidencialismo no era cuestionado, salvo por el centralismo.

			En cuanto a economía, aunque el pri hacía la defensa del modelo económico y sus adversarios lo criticaban, la convergencia en cuanto al respeto de las leyes del mercado fue evidente. Cabe enfatizar que la pobreza fuera reconocida como uno de los problemas más graves, pasando por alto también la desigualdad social.

			El aumento a los salarios, la disminución de la gasolina y el rechazo al incremento de los impuestos, fueron temas presentes en las plataformas sin mucho valor para sus emisores, de no ser por su carácter coyuntural.

			El pri se manifestaba satisfecho de la reforma fiscal reciente, lo mismo que el pan, aunque por influencia del prd, en la plataforma se expresaba en contra del incremento de los impuestos. Por su lado, para la coalición encabezada por Morena, no era necesario incrementar los impuestos para solventar el gasto social; bastaba con erradicar la corrupción, disminuir los salarios de la alta burocracia y hacer más eficiente el cobro de impuestos.

			El discurso populista del máximo líder morenista era motivo de preocupación para muchos críticos y ciudadanos en general. Por ello, la plataforma atenuaba las posiciones más extremistas y planteaba igualmente compromisos bien vistos por la iniciativa privada y por los mercados internacionales. Como veremos, el mismo candidato suavizó sus posiciones para calmar a los dueños de medios de producción y a sus críticos desde el ámbito intelectual.

			Las coincidencias en educación son fácilmente identificables. Lo que no se reconoce son las diferencias, principalmente entre el pri y la oposición. El gobierno de Peña Nieto impulsó una reforma educativa (que también apoyó el pan) centrada en la evaluación docente, con lo que afectó el reconocimiento social hacia los maestros.14 De ahí que las coaliciones de sus adversarios se manifestaran por lo contrario, o sea, por la «dignificación del magisterio». Asimismo, el pri hizo evidente su falta de interés por la educación superior, ni por el impulso de la investigación científica y la innovación tecnológica, áreas donde los rezagos eran evidentes desde hace muchos años y en los que careció de propuestas.

			Respecto a derechos humanos, grupos vulnerables e igualdad de género, las posturas fueron muy similares. Pero lo cierto es que el pri se mantuvo siempre al margen de muchos de los temas debatidos en esta elección. El prd y Morena aventajaban a los otros partidos por su vena izquierdista y su experiencia de gobierno en la capital del país (entre otros cargos locales de gobierno). Fueron ellos los que con sus posturas forzaron al pri a adoptar posiciones políticamente correctas de dudosa convicción (puesto que muchas de sus políticas contradecían las de su candidato presidencial).15 Un tema tratado de la misma manera, es decir, con corrección política, fue el de la salud, cuya problemática es estructural y desdeñada por los distintos gobiernos priistas y perredistas.

			Medio Ambiente y Recursos Naturales recibió un tratamiento similar. Si bien Morena lo consideraba un eje transversal en su plataforma, lo cierto es que las propuestas concretas brillaron por su ausencia. Los otros adoptaron posturas conocidas, sin avanzar en temas de actualidad o acuciantes en regiones clave del país (salvo el pri, en relación con la deforestación). En un país de enormes riquezas naturales y gran diversidad territorial, es extraña la falta de propuestas concretas al respecto (y las del Partido Verde Ecologista de México no destacan por su originalidad o pertinencia, ni han llamado la atención suficiente para tener difusión).

			El combate a la corrupción era uno de los pilares de la oferta de Amlo, por lo que sus competidores debieron asumir sus compromisos en la misma dirección. Fue también un tema de coyuntura, por el incipiente y débil Sistema Nacional de Anticorrupción que habían construido los legisladores, a propuesta del Ejecutivo. Resulta extraño que los posicionamientos contra el asistencialismo fueran motivo de crítica por la coalición pan-prd, cuando a quien se le acusaba más de asistencialista y clientelar era precisamente al prd.16 Al pri le afectaba sobremanera esta temática por los diferentes exgobernadores involucrados en casos de manejo irregular de recursos públicos. De modo que su credibilidad estaba en entredicho. Por ser un partido nuevo y por el discurso de su candidato presidencial, Morena parecía estar al margen del problema (cuando en realidad era parte del mismo, si se consideran varios casos de gobernantes locales acusados de irregularidades).17

			En el candente tema de la seguridad, las posiciones fueron un tanto diferentes entre el partido en el gobierno y sus contrincantes. El pri se expresaba convencido de seguir por el camino correcto, mientras que Morena señalaba la necesidad de enfrentar la violencia del crimen organizado mediante políticas sociales, crecimiento económico y empleos. Hubo mayor claridad en las propuestas de pan-prd, considerando diferentes subtemas y de manera más elaborada que el resto.

			Las posiciones en cuanto a relaciones con el exterior del pri y el pan-prd fueron parecidas. Seguramente, los antecedentes de las decisiones del pan en el gobierno entre 2000 y 2012 pesaron en los planteamientos, mucho más que los del perredismo. Las plataformas en general también buscaban dar salida a los problemas de los migrantes, los cuales fueron poco atendidos por el gobierno de Peña Nieto frente a los embates de presidente estadounidense republicano, Donald Trump. La falta de protagonismo internacional para México revelaba implícitamente la aceptación de la subordinación de nuestro país al vecino del norte, y también la necesidad de evitar confrontaciones políticas con él.

			Esto fue lo que se planteó en las plataformas y programas de gobierno de los partidos. A continuación, se expone el discurso político de los candidatos presidenciales, mucho más presente en los medios y de mayor impacto en las percepciones de la gente.18 

			Propuestas y promesas de campaña19

			José Antonio Meade: el primer candidato presidencial ciudadano del pri

			El candidato del pri, José Antonio Meade, fue designado por el presidente de la República, no por su membresía al partido, sino por su convicción en el programa y su lealtad política a la élite gobernante.20 En sus planteamientos se manifestó convencido del camino trazado por Enrique Peña Nieto y por él mismo como secretario de Estado en el gabinete del Ejecutivo priísta y en el del panista Felipe Calderón.21 Defendió las reformas estructurales y sugirió profundizarlas. Se mostró cauto ante las críticas en materia de política económica y defendió lo hecho a lo largo del periodo 2012-2018.

			Forzado por los medios, Meade se atrevió a proponer una nueva estrategia de política social, consistente en visitar a los mexicanos a sus hogares para preguntarles cuáles eran sus necesidades, y de ese modo actuar en consecuencia. Tal especie de Censo Social no pasó de ser un recurso para recaudar votos, debido a que se percibía como una tarea difícil de realizar por las exigencias presupuestales que habría implicado llevarlo a cabo. 

			En otro tema sustantivo, el de la corrupción, Meade no emitió más que pronunciamientos a favor del respeto al Estado de derecho, de las leyes y del marco legal. Lo afirmaba quien pasó por encima de las reglas del partido que lo sostenía, aceptando un procedimiento ilegal y antidemocrático de postulación (el «dedazo»). Y lo dijo quien representaba a un partido donde militaban gobernadores, exgobernadores y funcionarios públicos de diversos niveles acusados de actos de corrupción, sobre los cuales Meade no pronunció más que críticas moderadas.

			En el tema de seguridad, como en otros muchos, el abanderado del pri reiteró posturas a favor del inconcluso sistema de Peña Nieto. No habló de la colusión de intereses entre policías y militares con los delincuentes y mucho menos dio a conocer cómo enfrentar el grave problema de la complicidad de los gobernantes con narcotraficantes, secuestradores, extorsionadores y demás delincuentes que «trabajaban» e incluso influían en los gobiernos locales de no pocas zonas del país.22 

			Meade tampoco se incomodó por sumar el apoyo de las tradicionales organizaciones corporativas de trabajadores, donde campeaban liderazgos autoritarios que beneficiaron de su supuesta representación de los intereses de los trabajadores. Si con Andrés Manuel López Obrador, candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia», se alinearon las cuestionadas dirigencias del sindicato minero y del de los maestros, con el pri se aglutinaron petroleros, burócratas, comerciantes, campesinos, trabajadores de la construcción, de la industria automotriz, del transporte y diversos sectores, que desde hace mucho tiempo son presionados para dar su aval a los líderes y candidatos del partido. 

			Extraño fue que el candidato priista no se manifestara explícitamente sobre materias polémicas y riesgosas (como tampoco los otros candidatos, por cierto). Meade deseó mantener las buenas relaciones del pri con la alta jerarquía católica y no promover derechos cívicos abanderados por las izquierdas. Dio a conocer su fe católica, porque no comenzó su campaña el día «viernes santo», en la «semana santa» católica, supuestamente respetando las tradiciones religiosas de las familias mexicanas.23 En esta línea, Meade parecía más un candidato panista y no de un partido pro laico, como durante mucho tiempo fue el Revolucionario Institucional. Su reiterado ensalzamiento de la familia reivindicaba valores conservadores, donde no tenían cabida el aborto, ni el respeto o apoyo a las demandas de la comunidad de la diversidad sexual.24

			En suma, Meade propuso seguir la misma ruta que los gobiernos anteriores, con la profundización de políticas en materia económica, fiscal y energética, con el sostenimiento de la reforma laboral y educativa, con compromisos políticamente correctos en pro del bienestar social, la seguridad y el respeto al Estado de derecho, y con indefiniciones sobre temas polémicos como derechos sociales y civiles (donde se habrían involucrado los intereses de grupos de poder religiosos y empresariales). Dicho de otra manera, se mantuvo en sintonía con la línea discursiva del ejercicio de gobierno de su partido, buscando no polarizar ideológicamente su postura frente a temáticas que afectaban a grupos vulnerables y que podían generar diferencias con grupos de interés.

			Lo anterior lleva a inferir que, aunque los candidatos no tomen posturas concretas de forma explícita frente a ciertos problemas, no significa que carezcan de una postura firme frente a ellos. Este caso permite discutir hasta qué punto en muchas ocasiones los candidatos construyen discursos políticos «atrapa todo», y no obstante cuentan con posiciones bien definidas en el espectro ideológico, que no son comunicadas a los electores justamente para no perder su voto, pero que sostendrán su toma de decisiones en el ejercicio del poder. 

			Ricardo Anaya: discurso sólido con doctrina ausente 

			El abanderado proveniente del pan, Ricardo Anaya,25 estuvo preocupado por caer en contradicciones con su aliado principal, el prd. Pero sus planteamientos fueron tan generales que eso nunca ocurrió. Anaya fue el candidato más políticamente correcto de 2018, con planteamientos que prácticamente cualquier aspirante habría podido sostener. Su enfrentamiento con el gobierno por la denuncia de presuntos actos de corrupción lo llevó a pugnar por el estricto respeto al Estado de derecho, por una fiscalía autónoma, por el castigo a los delincuentes y por sanciones ejemplares a los funcionarios públicos (incluyendo a Peña Nieto y sus colaboradores). 

			Por supuesto, esto no incluyó a sus compañeros de partido o a los de su aliado, acusados de actos parecidos. Ante los de su propio partido, el candidato panista fue indulgente e incluyente, puesto que no pocos panistas acusados de actos de corrupción formaron parte de la alianza, sostuvieron su campaña en el ámbito local y fueron candidatos a cargo de la elección del más alto nivel.26 Lo mismo pasó con perredistas de cuestionada trayectoria que estuvieron a su lado. 

			Como miembro de Acción Nacional y firmante del Pacto por México, Anaya reivindicó también las reformas estructurales de Peña Nieto. En gran medida preocupado por el candidato presidencial populista, el panista se declaró convencido de las bondades del modelo económico. Asimismo, presentó de forma inacabada algunas críticas por errores u omisiones, pero asegurando su validez en el corto o mediano plazos. Sus propuestas de bono social universal e incremento salarial no se basaron en un nuevo modelo de desarrollo, sino en un simple cálculo electoral.

			El aumento al salario no se distinguió sobremanera de las propuestas de diversos sectores, incluyendo el empresarial, ni hizo un llamado a modificar la reforma laboral o a combatir el corporativismo. (Alcántara, 2018). Fue una propuesta atrapa votos, realizable por el enorme e histórico rezago en los ingresos de los trabajadores, pero que no se inscribió en un programa de cambio económico global. Y en el caso del Ingreso Básico Universal, parecía una propuesta proveniente del perredismo, pero cuya viabilidad no fue ni explicada, ni comprobada. (Montalvo, 2018).

			El abanderado de la alianza pan-prd no era consciente de que su principal aliado fue sostenedor del programa de gobierno de Amlo en su gestión capitalina y de sus ofertas electorales de 2006 y 2012. Por su parte, los perredistas hicieron a un lado los planteamientos conservadores y neoliberales para respaldar al candidato del pan a la Presidencia. 

			Las propuestas del líder nacional del partido más representativo de la derecha en México fueron las mismas de Vicente Fox y Felipe Calderón, los presidentes de la República entre los años 2000 y 2012. Anaya evadió hablar de la alianza legislativa de su partido con el pri desde 1997 a la fecha (lo que permitió al partido tricolor impulsar una serie de reformas legales para mantener el modelo económico y el funcionamiento del régimen político presidencial). En tal situación, el panista fue congruente al reivindicar el modelo, la estrategia ineficaz de combate a la pobreza y las restricciones y afectaciones a la condición laboral de millones de mexicanos.27

			Al panismo no le bastaron 12 años para fortalecer el Estado de derecho y para hacerlo valer porque muchos de sus militantes (en calidad de gobernantes) reprodujeron prácticas de corrupción que les redituaron beneficios personales. Eso fue precisamente de lo que se le acusó a Ricardo Anaya y a algunos de sus seguidores (panistas o perredistas). 

			Anaya trató de erigirse como el representante de un futuro promisorio. Sus ideas se vendieron como novedosas y modernas, al contrario de tradicionales y añejas ideas de sus adversarios. Buscó atraer a los jóvenes mediante mensajes que se pretendieron frescos y originales. Propugnó por el uso de las nuevas tecnologías, que servirían para combatir a la delincuencia, la corrupción gubernamental o para la evaluación de los docentes. Sin embargo, el uso de herramientas modernas no marcó diferencias en los contenidos de las políticas. El panismo-perredismo no hizo sino reproducir el lugar común de que mejores herramientas darán mejores resultados, olvidando la relevancia de los contenidos.

			En suma, el abanderado de la alianza pan-prd no pudo deslindarse de la corresponsabilidad que su partido tuvo en la continuidad de muchas políticas de los gobiernos de Peña Nieto y sus antecesores. Tampoco propuso cambios de fondo en política económica y social. De hecho, hubo reivindicación de las acciones llevadas a cabo durante el sexenio 2012-2018, como en el caso de las reformas estructurales. El bono universal no fue más que una promesa de campaña debido a que la obtención de recursos para solventar el gasto que habría implicado era incierta. Sus planteamientos sobre Estado de derecho, combate a la corrupción y contra la inseguridad pública, carecieron de credibilidad por las denuncias en su contra. Los medios no dejaron de sacar a colación denuncias por tráfico de influencias y enriquecimiento inexplicable. 

			Para empeorar la situación, Anaya debió soportar los cuestionamientos de sus adversarios en el interior del partido y de la candidata escindida del pan, Margarita Zavala. Con antigüedad incuestionable en el pan, pero con una trayectoria estrictamente partidista y legislativa, la esposa del expresidente de la República, Felipe Calderón, decidió dividir al partido y lanzarse como candidata presidencial independiente. A ello contribuyó el control político del entonces líder nacional panista, Ricardo Anaya, en su ambición inquebrantable por ser el candidato presidencial de su partido. El calderonismo se embarcó en la gran aventura de una campaña personal, dividiendo al pan y apostando por la reivindicación de banderas generales, conservadoras en todos los sentidos. 

			Durante su truncada campaña (por decisión propia, pues renunció antes de la jornada electoral), Zavala reivindicó la ruta económica de su expartido y del pri, los pactos que sostuvieron el modelo económico, la cuestionada política calderonista en pro de la seguridad pública y las tradicionales y conocidas posturas de Acción Nacional a favor de la familia y en contra de los integrantes de la diversidad sexual y del aborto. Discursivamente, a diferencia de candidaturas panistas anteriores, la de Zavala expresó una identidad ideológica más claramente de derecha en ciertas temáticas. Y cabe señalar que, en el momento de su renuncia (en el mes de mayo) las encuestas no le daban más del 3% de las preferencias de los electores. 

			Zavala trató de desmarcarse de su expartido y de los partidos en general al declararse candidata ciudadana e incluso «candidata del pueblo», pretendiendo cosechar algo del resentimiento social hacia políticos y partidos. Pero el disfraz ciudadano fue peleado por muchos, incluyendo al abanderado del pri y a Rodríguez Calderón, El Bronco, quien fue ungido como candidato independiente a la Presidencia gracias a una cuestionable interpretación de la ley por el máximo tribunal electoral. El exgobernador de Nuevo León destacó por la simplicidad de sus propuestas y sus muchas promesas de campaña. Los medios no hicieron sino exaltar sus pronunciamientos coloquiales, conservadores y machistas, en vez de valorar su desempeño en Nuevo León (donde no cumplió con las expectativas). Por tanto, no hubo un programa consistente y serio de su parte. En sus discursos prevalecieron los lugares comunes y las ambigüedades, mal que padecieron también sus contrincantes en la mayoría de las materias en debate. 

			Amlo: populismo y conservadurismo 

			El abanderado de Morena, el pes y el pt, no hizo más que reproducir sus posiciones de tiempo atrás. Enfrascado en debates mediáticos constantes, Andrés Manuel López Obrador28 reiteró su compromiso con el combate a la corrupción de los políticos, a partir de lo cual se podrían obtener recursos suficientes para solventar el gasto social, que se proyectaba como elevado. El combate a la corrupción ayudaría también a contrarrestar a la delincuencia organizada, aunque el candidato no cuestionó la pureza de los mandos policiales o militares. En este terreno fue donde emitió una de sus más polémicas declaraciones en esta campaña, cuando se dijo partidario de la amnistía a los delincuentes de todo tipo. López Obrador llevó al extremo su postura conservadora de bondad y amor al prójimo, lo que le acarreó innumerables cuestionamientos, principalmente de las personas afectadas o familiares de víctimas de la violencia. 

			Con la intención de borrar en definitiva su imagen de «peligro para México», de no respetar leyes, ni instituciones, ni propiedad privada, ni libertades políticas, Amlo recuperó su discurso «amoroso», con valores religiosos e individualistas. Desde su punto de vista, muchos problemas sociales se resolverían si los gobernantes se rigieran por principios como el amor, la bondad y la honestidad. De ese modo, no habría más corrupción y, por ende, se obtendrían mayores recursos para políticas sociales y una mejora notable en la condición de vida de la gente. De igual manera, estos valores serían fundamento de la política de seguridad, que llevaría a los policías y militares a un recto comportamiento y a tratar a los delincuentes con justicia, lo que al final tendría como consecuencia menos delincuencia y mayor seguridad. El voluntarismo como la base del cambio.

			Llama la atención que el abanderado de Morena no insistiera en sus propuestas de política social. Era lo más conocido de su trayectoria y por lo que mucha gente le tiene gran estima. Por eso, sus adversarios le apostaron a propuestas como la de Meade, de satisfacción total de las necesidades de la gente (mediante el Censo Social), o las de Anaya, de aumento salarial al doble y bono social universal, para ganar reflectores y presumir propuestas inéditas de beneficio social. En efecto, eran propuestas inéditas en nuestro país, pero irrealizables sin recursos, sin reforma fiscal, sin inversión en política energética y mucho menos sin crecimiento económico. Las mismas críticas que en su momento se hicieron a las políticas sociales de López Obrador, habrían merecido las propuestas mencionadas de priistas y panistas-perredistas.

			Los pronunciamientos del líder morenista en materia educativa fueron, en primer lugar, de rechazo a la reforma aprobada por el presidente Peña Nieto mediante el Pacto por México. Sus argumentos lo empataron con las críticas de la disidencia magisterial agrupada en la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación, mucho más que con el oficialista Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, aunque ambas organizaciones respaldaron su campaña (la primera por convicción y el segundo por conveniencia). El hecho es que Amlo se comprometió a derogar la reforma, que afectó principalmente al nivel básico, y que fue impugnada por su carácter eminentemente laboral y por no haberse concentrado en contenidos, métodos pedagógicos y procesos de enseñanza-aprendizaje. La propuesta de revisión era pertinente, aunque en efecto los socios elbistas y expriistas de López Obrador fueron (y siguieron siendo durante su gobierno) un motivo serio de preocupación. Asimismo, inquietaba a muchos que el radicalismo de la cnte fuera asumido sin restricciones por el candidato presidencial. 

			Andrés Manuel también se comprometió a asegurar lugares para todos los jóvenes en educación media superior y superior, confiando en que de ese modo no caerán en manos de la delincuencia, y se podrán fomentar valores cívicos. La promesa de dar cobertura total es tan incuestionable como irrealizable en el corto plazo, por lo que esto llevó a muchos a suponer que Amlo, debido a su supuesta postura irrespetuosa de las instituciones, podría pasar por encima de las universidades para decretar la masificación de la enseñanza. 

			También se propagó la idea de que López Obrador no estaba de acuerdo con la calidad educativa y que por lo mismo era partidario de eliminar el examen de ingreso a bachillerato y universidades. Se recordaban con pesar (de manera hasta cierto punto infundada) las experiencias de la creación de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México y del sistema de preparatorias de la Ciudad de México durante su gestión capitalina, por lo que se pensaba erróneamente que el futuro presidente impondría el acceso libre y la masificación de la enseñanza. A lo que sí se comprometió fue a asegurar un lugar para todos los demandantes de educación superior, a extender los apoyos sociales para los estudiantes de todos los niveles y a dar una beca y capacitación a todos aquellos jóvenes que no estudian ni trabajan (bajo el lema de «becarios sí, sicarios no»). 

			Tal tipo de apoyos serán parte de las prioridades de su futura gestión. Sobre las pensiones para adultos mayores y mujeres en condiciones de marginación, hubo algunos pronunciamientos contundentes en pro de la continuidad y la ampliación del número de beneficiarios. Durante su campaña, se avizoraba ya que, de llegar a la Presidencia, Andrés Manuel replicaría su idea de dar bienestar social a los pobres y, de ese modo, lograr el «cambio verdadero» o la «cuarta transformación». Pero hasta junio de 2018 sus pronunciamientos no fueron más allá de esta reiteración de políticas sociales ya conocidas. No hubo un cuestionamiento al modelo de desarrollo en sus fundamentos, mucho menos hacia el capitalismo. 

			Su compromiso explícito con los empresarios fue respetar sus propiedades, seguir la disciplina en política macroeconómica y dar garantías para las inversiones nacionales o extranjeras (siempre que fueran «bienintencionadas»). A quienes acusó de actos de corrupción, de medrar con la pobreza y de beneficiarse con recursos del erario, les pidió que se «hicieran a un lado», indicándoles que se terminarían sus beneficios y que no serían perseguidos por presuntos actos ilícitos.29 

			Probablemente esta era la principal preocupación de las élites económicas. Si López Obrador quería «regalar dinero a los pobres», ¿de dónde lo obtendría? Las cuentas de los especialistas aseguraban que ni el recorte de ingresos excesivos de la alta burocracia, ni lo que el Estado podría ahorrar cerrando la puerta a todo acto de corrupción, alcanzaría para las políticas sociales universalistas del líder populista; por supuesto, debido a la crítica situación prevaleciente en el mercado petrolero, no puede imaginarse que de nuevo el «oro negro» pudiera sostener tal programa social.

			A partir de lo anterior, algunos sectores de la población infirieron (porque el candidato y presidente electo nunca lo dijo, ni siquiera lo insinuó) que López Obrador estaría más que dispuesto a gravar la riqueza, expropiar a los ricos, decretar incrementos salariales, acrecentar exageradamente la deuda externa y en suma «enfermar» las finanzas. La historia concluiría como en Venezuela: un gobierno autoritario y una sociedad sin empleo, sin salud ni alimentación. El vaticinio del apocalipsis populista ignoraba la fortaleza de varias instituciones políticas y la presencia de segmentos importantes de la sociedad que ni creyeron en la propaganda sucia priista, ni en las especulaciones de la derecha, como tampoco extendieron un cheque en blanco al exjefe de Gobierno de la ciudad, aunque le dieron un triunfo holgado y una mayoría en el Congreso suficiente para gobernar con relativa tranquilidad.

			Consideraciones finales 

			En las elecciones presidenciales mexicanas se reprodujo un fenómeno común en muchas democracias del mundo: los discursos políticos de fuerzas políticas en apariencia disímbolas coincidieron en la mayoría de los temas de debate público.30 Incluso con la presencia de un candidato de estilo populista, no hubo grandes diferencias en cuanto a las políticas para el buen funcionamiento de la economía, la necesidad de enfrentar la corrupción, combatir la delincuencia organizada y desactivar los detonantes de la violencia, incrementar el poder adquisitivo de los trabajadores, generar empleos y fortalecer los sistemas educativo y de salud. Las diferencias se ratificaron en cuanto a las políticas en materia energética, de austeridad, de atención a los jóvenes y a la educación superior, así como a programas sociales consistentes en transferencias económicas y algunos otros de «atención directa» a necesidades sociales específicas, y en temas relacionados con género, diversidad sexual y creencias religiosas.

			El discurso del pri justificó y defendió las políticas instrumentadas durante sus gobiernos desde hace más de tres décadas. No hubo una autocrítica, ni deslinde en la plataforma y tampoco en el discurso de su abanderado presidencial. Las posturas sobre temas clave reprodujeron lugares comunes que emitieron también el abanderado panista o el morenista. Llamó la atención su propuesta de visitar a los ciudadanos para conocer sus necesidades sociales y darles una solución inmediata. También la del candidato panista de bono social universal o de incremento salarial al doble. Este tipo de pronunciamientos eran poco creíbles, considerando la militancia y trayectoria de sus emisores. Sin embargo, buscaban atraer el voto de los simpatizantes del tercer candidato. 

			El populismo fue el estigma del abanderado presidencial morenista, de ahí que muchas de sus proposiciones giraran en pro o en contra de dicha identidad ideológica. Su discurso político fue dirigido expresamente a desterrar muchas ideas preconcebidas en su contra y para ganar adeptos. López Obrador dio garantías a los empresarios y al gobierno de Estados Unidos de respeto a los preceptos internacionales para mantener una economía sana; buscando apaciguar a los críticos por su discurso contestatario, declaró su amor al próximo y expuso sus creencias religiosas en varias ocasiones. 

			Asimismo, fue firme en sus posturas de combate a la corrupción, defensa del petróleo y profundización de los programas sociales, pero siguió siendo omiso en cuanto a cuestiones de género y diversidad sexual. Y se declaró abiertamente contrario a temas coyunturales como la reforma educativa y la construcción del nuevo aeropuerto de la Ciudad de México, pese a la opinión pública en su contra en tales tópicos. 

			Había muchas razones para desconfiar del discurso político del «mesías tropical» (Krauze dixit) sin prestar atención a las fake news en su contra, propagadas en redes sociales o en los medios en general. En primer lugar, su tolerancia hacia actos de corrupción de colaboradores y correligionarios de partido durante su gobierno de la Ciudad de México y por supuesto el hecho de que varios de sus aliados de hoy tengan una trayectoria cuestionable, vinculados con ilícitos financieros o en las oficinas públicas; en segundo lugar, si bien su compromiso para satisfacer las necesidades sociales es indiscutible, su puesta en práctica mediante el clientelismo no mereció ni una crítica de su parte, como si el problema no existiera o estuviera solamente entre las costumbres de sus adversarios, y en tercero, vinculado con el anterior, si bien es cierto que su programa social mejoró las condiciones de vida de muchos capitalinos, ello no implicó la superación total de la pobreza, la marginación y la desigualdad social. Después de una gestión de gobierno ni más ni menos que de la capital del país y de dos campañas presidenciales, daba la impresión de que habría experiencia suficiente para formular un auténtico programa de gobierno alternativo, pero no fue así; ni siquiera hubo recuperación de otras ideas y valores provenientes, por ejemplo, de las izquierdas latinoamericanas.

			En vez de eso, el hoy presidente electo propuso resguardarnos en valores conservadores que finalmente nos llevarán a una mejor condición de vida. Ni el bienestar social, el vivir bien y mucho menos el socialismo del siglo xxi inspiraron al máximo líder de Morena; son sus ideas, sus convicciones, sus propuestas y promesas. Como expresa regularmente, su recto ejemplo será suficiente para eliminar la corrupción. El voluntarismo de López Obrador preocupaba porque, en su ejercicio de gobierno, a su tozudez personal agregaría un conjunto de prerrogativas propias del titular del Poder Ejecutivo. Inquietaba que tuviera la oportunidad de pasar por encima del Congreso, de la Suprema Corte de Justicia o de cualquier órgano autónomo de rendición de cuentas.

			Otra faceta cuestionable del abanderado morenista, petista y pesista, fue su conservadurismo ante los derechos civiles. Su ambigüedad frente al derecho a decidir sobre el propio cuerpo, el del matrimonio gay y el derecho de adopción de parejas del mismo sexo, llevaban a pensar que no serán parte de sus prioridades de gobierno. De todo ello, también se infería que su propuesta carecería de perspectiva de género, por lo que no cabría esperar avances en cuanto a igualdad entre mujeres y hombres. Sin embargo, habría que recordar que durante su gestión se aprobaron los primeros ordenamientos respecto a estas materias, las cuales no fueron obstruidas por López Obrador.

			Los compromisos explícitos con la alta jerarquía católica y con las corrientes religiosas de otros signos (especialmente con la que anida en el Partido Encuentro Social, su aliado electoral) hicieron suponer que, finalmente, Amlo evadiría tales asuntos y se los cedería al Poder Legislativo o «al pueblo» (mediante consultas populares). La estrategia «atrapa todo» de Morena y de su abanderado presidencial impidieron compromisos explícitos con organizaciones sociales con genuina representación de intereses de integrantes de la diversidad sexual, trabajadores, empleados, burócratas, comerciantes, estudiantes y demás grupos civiles organizados. Extraña que no buscara ni concretara alianzas profundas con el sindicalismo democrático, con organizaciones campesinas no corporativas, con organizaciones indígenas e independientes y, en general, con movimientos sociales contrarios a las ofertas del pri o del panismo-perredismo.

			Desde su victoria continuó con la construcción de un discurso antagónico, el de la Cuarta Transformación31 «pacífica, pero radical», diferente al prian, al status quo, como un candidato del «pueblo», el candidato «honesto y austero»32 que lucha contra la corrupción, el que no es de la «mafia en el poder», pero a su vez les ofrece «abrazos, no balazos». 

			Su orientación «atrapa todo», sus posturas moderadas, sus alianzas incluso con enemigos de un pasado no tan remoto, no hacen posible construir una base de apoyo para la plena satisfacción de las necesidades de la mayoría de la sociedad. Un fuerte liderazgo, combinado con una administración honesta y eficiente, no son garantía para transformar radicalmente al país. 

			Después de 2018, los objetivos de Amlo y su partido, plasmados inicialmente en discursos políticos de campaña, se reproducen casi a diario en las conferencias matutinas del presidente. Pero carecen de la consistencia suficiente para expresar los fundamentos de un programa de gobierno alternativo, original y comprometido con la mayoría de la sociedad.
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Morena: de la esperanza y hartazgo a la alternancia. Cuando el pragmatismo y la esperanza se unen

			José Antonio Carrera Barroso1

			Daniela Edith Castillo Rodríguez2

			Introducción 

			El estudio de la coalición «Juntos Haremos Historia» no sólo resulta interesante debido al triunfo presidencial ni porque Morena, su partido ancla, resultara el más favorecido en la votación en el Poder Legislativo, sino porque ello plantea una serie de modificaciones al sistema político mexicano que nunca se habían presentado, como la llegada de la izquierda al Poder Ejecutivo, o el voto parejo desplegado en las distintas elecciones, dejando atrás la época de gobiernos divididos.

			Por tanto, el interés de este manuscrito busca, por un lado, comprobar la existencia de un cambio en el sistema mexicano de partidos y, por otro, determinar los verdaderos alcances de Morena respecto a su capacidad para hacer gobierno desde el Poder Legislativo. Para lograrlo, este artículo está compuesto de cuatro apartados que buscan presentar hechos y datos que explican la conformación del partido, de la coalición y su actuación en el proceso electoral 2017-2018.

			De esta manera, la primera parte aporta elementos que deben considerarse para el estudio de los sistemas de partidos, así como una breve revisión de cómo la izquierda partidista pasó de ser ideológica a pragmática. Para ahondar en ello, se presenta en la segunda sección la transformación de Morena en partido político, por lo que es menester dedicar un espacio al peso simbólico que ejerció López Obrador en el prd y continuar con una tercera parte donde se detallan los elementos que constituyeron la coalición «Juntos Haremos Historia», así como las plataformas electorales con las que enfrentaron las elecciones 2018 (principalmente el tema de la corrupción como eje central del discurso y la imagen de Amlo como pieza fundamental de la campaña política). Finalmente, se habla de la participación electoral de la coalición donde se detallan no solo los resultados de la elección, sino que mediante distintos índices se ratifican las hipótesis planteadas en el párrafo anterior respecto al Poder Ejecutivo, Legislativo y de los estados.

			Apuntes teóricos necesarios

			En el México posrevolucionario, la construcción de la izquierda se gestó mediante una oposición permitida, pero restringida, por el partido hegemónico; desde la creación del Partido Revolucionario Institucional (pri) en 1946, la izquierda tuvo lugar mediante diversas fuerzas partidarias o de confederaciones que paulatinamente fueron extinguiéndose o transformándose, pero siempre con un peso mínimo en el escenario político. Fue hasta la reforma política de 1977-1978 donde se cimentaron las bases para la formación y fortalecimiento de otros partidos políticos y mediante la cual la izquierda obtuvo un papel protagónico en el proceso electoral de 1988 con la creación del Frente Democrático Nacional (fdn), que culminaría con el registro del Partido de la Revolución Democrática (prd) en 1989.

			Al respecto, Emmerich señala que durante el periodo 1978-2010 en México se vivió un multipartidismo con esencia tripartidista, pues, pese a la existencia de diversas opciones políticas, solo tres de ellos lograron capturar un porcentaje de voto significativo: el pri, el Partido Acción Nacional (pan) y el prd (Emmerich y Canela, 2010, pp.475-478). Y aunque la izquierda en México estuvo entonces representada principalmente por el prd en la escena política, lo cierto es que el multipartidismo actual ha obligado a las distintas fuerzas políticas desde crear negociaciones con partidos opositores hasta gobiernos de coalición; dicha situación ha llevado a los partidos a tender a la practicidad y pragmatismo político dejando de lado los principios que subyacen en sus estatutos. 

			De manera que aquella reflexión propiciada por Norberto Bobbio en su libro Izquierda y derecha tenga completa pertinencia en el actual sistema de partidos; si bien el posicionamiento ideológico se deriva de la postura ante el concepto de igualdad, donde la izquierda mantiene una lucha constante por la igualdad de oportunidades, en contra de la exclusión social y económica, además de que considera que la democracia debe ir más allá de un modelo de gobierno de índole electoral, en la que se considera la participación de la sociedad civil como protagonista de los derechos civiles, sociales y de la defensa de las minorías (Bobbio, 2014, pp.81-121), por lo que la izquierda representada por los partidos políticos en México ha sido difusa, principalmente ante las decisiones tomadas y acciones impulsadas por el prd en los años recientes.

			Por consiguiente, y también como consecuencia de la estructura interna del prd, las corrientes internas no han logrado coincidir sobre el camino que el partido ha de tomar en diversas ocasiones, por lo que uno de sus líderes más reconocidos, Andrés Manuel López Obrador (AMLO), decidió de manera estratégica crear un movimiento más amplio que en 2015 participó por primera vez como partido político y en 2018 logró modificar el sistema de partidos que perduraba en México desde 1989.

			El movimiento que se transformó en partido

			Como se mencionaba en la introducción, no es posible iniciar el análisis del Movimiento de Regeneración Nacional sin considerar al prd, pues su gestación y articulación se dio precisamente en dicho partido. Morena, liderado por Andrés Manuel López Obrador, apareció en la escena política del país en 2011 bajo la figura de asociación civil, que buscó el impulso de la democracia y la defensa de la soberanía de México (La Jornada, 2011). 

			Y aunque los objetivos en primera instancia resultan generales en pro del desarrollo de México, lo cierto es que el movimiento funcionó como un llamado de atención a la corriente dirigente del prd de entonces para replantear la selección del candidato presidencial del partido, previo el proceso electoral 2012. Para ello, se considera lo siguiente.

			El prd no logró la institucionalización adecuada como partido debido a dos elementos: las corrientes internas y los liderazgos carismáticos que constantemente fueron fuente de conflicto (Meyenberg, 2004; Palma, 2004). La primera característica contribuyó a una endeble estructura partidista, y esta abonó a que la toma de decisiones recayera principalmente en los líderes carismáticos.

			Hacer recuento que la vida del prd se ha visto caracterizada por las decisiones tomadas por los líderes de partido, ya sean carismáticos o administrativos, y ello ha propiciado que en casi treinta años de vida del partido, solo han postulado a dos candidatos a la Presidencia emanados de su núcleo: Cuauh-témoc Cárdenas y Andrés Manuel López Obrador, ambos personajes contendientes al cargo en tres elecciones consecutivas, 1988-1994-2000 y 2006-2012, respectivamente (y este último en 2018 bajo la bandera de Morena). 

			La izquierda partidista en el país ha sido encabezada por el prd, pero en diversos procesos electorales ha ido acompañado (por lo menos a escala nacional) de partidos pequeños como el Partido del Trabajo (pt) desde 1990 y Convergencia desde 1999 y hasta 2011 con el cambio de nombre a Movimiento Ciudadano (mc), partidos que en su histórico de votación no han superado el 4%, pero que sí han tenido capacidad de chantaje (de acuerdo con la propuesta de Sartori) en el ámbito legislativo.

			A raíz de los liderazgos carismáticos y de las corrientes internas, se desprende otro elemento que mermó la institucionalización en el interior del partido: la formación de cacicazgos en los tres órdenes de gobierno. A escala nacional, la presencia de los liderazgos de Cárdenas y López Obrador respectivamente establecieron la ruta de acción del partido; a escala estatal, el peso de los líderes tomó fuerza en algunas entidades federativas, como el caso del Distrito Federal (D.F.) y Guerrero, y finalmente a escala municipal los cacicazgos fueron evidentes en el interior del D.F., pues desde 2000 a 2012 el prd controló 12.5 delegaciones en promedio de las 16 en la capital del país, situación que reflejó ahí como su principal bastión (tabla 1).

			Ante las críticas sobre la falta de institucionalización del prd, una de las medidas para minimizar el poder y presencia del entonces líder carismático Andrés Manuel López Obrador (cuyo auge se considera entre 2003 y 2009), fue el ascenso a la dirigencia del partido de la corriente Nueva Izquierda, también conocida como «los chuchos», especialmente la gestión de Jesús Ortega (2008-2011), que contrastó con las anteriores al aprobar distintas coaliciones con el pan en distintas gubernaturas del país. 

			Morena, como asociación civil, nació en diciembre de 2011 con el apoyo de ciudadanos, personajes políticos pertenecientes al prd, pt y al renombrado Movimiento Ciudadano que mostraron apoyo al proyecto de Andrés Manuel López Obrador.

			Por lo que, derivado de los puntos anteriores, es posible afirmar que la creación de Morena fue un mecanismo de contrapeso en el interior del prd, una pieza que puso en evidencia el apoyo ciudadano y partidista que se tenía no a la estructura del partido, sino a un personaje específico. Así, con la fuerza que abiertamente apoyaba el proyecto encabezado por López Obrador, la dirigencia del partido solo pudo someter a consulta popular la designación del candidato presidencial donde este saldría victorioso para contender por su segunda elección rumbo a la Presidencia de México (Animal Político, 2011).

			No obstante, vale la pena retroceder de nuevo un poco, específicamente al momento del discurso del 27 de septiembre de 2011, donde se anunció la noticia sobre la creación del movimiento, en el que Amlo mencionó: 

 

			No va ser asociación política, no es partido político, Morena es un movimiento amplio, plural, incluyente, en Morena están participando millones de mexicanos, mujeres y hombres libres, conscientes, con un objetivo superior: la transformación de la vida pública de México (Animal Político, 2011). 




			De esta manera es que el objetivo consistió en sumar ciudadanos, personajes de distintos partidos políticos, distintas posiciones ideológicas, económicas y hasta religiosas. 

			El discurso anterior llama la atención en cuanto a las intenciones de no transformar el movimiento en partido, propósito que tuvo poca durabilidad, pues pasadas las elecciones de 2012 en donde los resultados electorales no favorecieron a López y tras su salida en septiembre del mismo año del prd, él mismo anunció en diciembre las intenciones de encaminar a Morena a la contienda electoral de 2015. Y, en efecto, en julio de 2014 el Instituto Nacional Electoral (ine) declaró por unanimidad el registro del movimiento vuelto partido político (Proceso, 2014).

			Sobre el prd, es menester mencionar que ante la poca participación activa de Cuauhtémoc Cárdenas y tras la salida de López Obrador, el partido se vio dañado al no poseer ni un líder carismático o administrativo fuerte. Ello queda comprobado en el debilitamiento electoral al que se enfrentó en 2015 donde Morena participó por primera vez; la gestión de Carlos Navarrete (2014-2015), Agustín Basave (2015-2016), Alejandra Barrales (2016-2017) y Manuel Granados (2017-actual) no ha sido lo suficientemente fuerte para mantener unido al partido y mostrar un rumbo claro ante la competencia de izquierda que le ha representado Morena. Lo anterior puede ser comprobado en la tabla 1, donde se observa que los momentos de auge que tuvo el prd coincidieron con los de López Obrador. 

			Tabla 1

			Cargos obtenidos por el prd por dirigencia de partido (1996-2018)


[image: table001] 

			
			Fuente: Elaboración propia, con base en prd, aldf, ine, Grupo Milenio y Animal Político. 




			En la tabla 1 se muestra que las preferencias electorales más altas que obtuvo el prd han coincidido con periodos en los que algún líder carismático tuvo presencia nacional y ello se ve reflejado en el número de cargos obtenidos. Más adelante, se podrá comparar cómo esta fuerza proporcionada por Andrés Manuel López Obrador se ve reflejada en los cargos de elección popular ganados por Morena desde 2015.

			Coalición «Juntos Haremos Historia»

			Morena por primera vez en la contienda electoral, 2015

			Con la constitución de Morena como partido político en 2014, el siguiente paso de la institución consistió en participar en el proceso electoral 2015 de manera individual de acuerdo con la reglamentación electoral. Al ser elecciones intermedias, los cargos a disputar consistieron en nueve gubernaturas, 500 diputaciones federales, 600 diputaciones locales, 871 alcaldías y 16 jefaturas delegacionales (ine, 2015), donde Morena, si bien no logró conquistar muchos espacios, sí presento características competitivas.

			De ahí que dicho partido ganara cinco de 16 delegaciones en el Distrito Federal, lograra desbancar al prd de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal donde obtuvo 22 legisladores (frente 16 del prd) y tuviera presencia con 36 diputados federales en la lxiii Legislatura. Además, logró capturar el 8.8% de la votación nacional, suficiente para colocarse como cuarta fuerza política en el país (por debajo del prd, que obtuvo 10.83%) y modificar así la composición en la Cámara de Diputados. Es decir, en su primera experiencia electoral Morena no arrasó, pero sí se colocó como actor competitivo y con capacidad de coalición y chantaje. Como bien mencionan Espinoza y Navarrete (2017), la cámara baja mantuvo desde 1994 a tres grandes fuerzas políticas (pri, pan y prd), situación que se modificó hasta 2015 cuando pri y pan se colocaron como partidos grandes, prd y Morena como intermedios y pvem, panal, mc, pes y pt, como pequeños.

			Una coalición pragmática

			El proceso electoral 2017-2018 comenzó con actos de precampaña desde el 14 de diciembre de 2017 hasta el 11 de febrero de 2018. Durante este periodo se dio la conformación de las coaliciones a competir a escala nacional en busca de la Presidencia de la República y aunque se planteaba la posibilidad de una coalición donde las izquierdas se mantuvieran unidas, la realidad es que las dos fuerzas más importantes del país optaron por tomar un camino alterno. Mientras que el prd decidió participar en un frente común con el pan y con mc, Morena concretó alianza con el pt, partido que históricamente ha acompañado a los líderes carismáticos, y con el Partido Encuentro Social (pes).

			De ello derivaron muchas críticas, incluso de militantes de Morena, pero ello no afectó la concreción de la coalición, la cual quedó registrada el 11 de febrero del 2018 ante las autoridades electorales (ine, 2018). Quizá el argumento más mencionado al respecto se tornaba en el sentido de una alianza electoral anti-natura, pragmática, atrapa todo; la participación de un partido evangélico y de partidos de izquierda llamaron la atención principalmente ante la agenda sobre derechos de cuarta generación donde las opciones disentían. 	

			No obstante, la coalición denominada «Juntos Haremos Historia» presentó a Andrés Manuel López Obrador como candidato a la Presidencia y asumieron el «Proyecto Alternativo de Nación 2018-2024» como plataforma electoral ante las autoridades electorales. Algunas de las características de dicho convenio consistían en la repartición de financiamiento de campaña en 60% destinado a la coalición y el 40% restante para la promoción de partidos en lo individual; la repartición de votos de coalición se acordó en 50% para Morena, 25% para pt y 25% para el pes, y donde la distribución de los tiempos en radio y televisión otorgados por la autoridad electoral se repartirían en 70% para la promoción del candidato presidencial, 15% para candidatos a diputados y 15% más a candidatos a senadores (ine, 2018, pp.11-20). 

			Asimismo, uno de los grandes logros de esta coalición frente a las demás es que logró concretarse en 29 de 30 entidades donde hubo elecciones locales. Esto provocó un arrastre de voto doble: el primero es que no se fragmentó el voto entre candidaturas locales y federales, y el segundo es que el voto duro hacia López Obrador como candidato a la Presidencia 2006, 2012 y 2018, abarcó el ámbito local; ejemplos de lo anterior fueron la elección del D.F. en 2012 con Miguel Ángel Mancera, las elecciones en el Estado de México en 2015 con Delfina Gómez y en 2018 en la Ciudad de México con Claudia Sheinbaum.

			Corrupción: eje transversal del Proyecto de Nación

			Posteriormente, la campaña electoral tuvo lugar entre el 30 de marzo de 2018 y el 27 de junio del mismo. En este periodo, los contendientes presidenciales se aglutinaron en cuatro opciones electorales, tres enmarcadas por las alianzas electorales y otra mediante candidatos independientes. Para la coalición «Juntos Haremos Historia», la plataforma electoral se remitía al Plan Alternativo de Nación 2018-2024 donde mediante temáticas nacionales se desarrollaban los problemas a tratar y sobre los cuales habría prioridad (imagen 1). 	

			Imagen 1. Propuestas Plan Alternativo de Nación 2018-2024 Coalición «Juntos Haremos Historia».

			[image: ]




Fuente: Elaboración propia, con base en el Plan Alternativo de Nación 2018-2024.

 




			Adicional a la difusión de este Plan, se presentó de manera efectiva el proyecto denominado Pejenomics, un informe donde se detallaban los planes en materia económica de la coalición. En ella se plantea la importancia de la diversidad y competencia en el sector bancario, la necesaria creación de un fondo mixto de inversión público y privado, así como la importancia de aumentar y diversificar las actuales exportaciones (Animal Político, 2018). 

			Sin embargo, el eje transversal en cada una de las propuestas del candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia» se centró en la idea de la corrupción, en cómo ha permeado en los diferentes actores del sistema político mexicano, ya sea mediante titulares de gobierno, partidos políticos, medios de comunicación, sindicatos, organizaciones civiles e incluso en instituciones del Estado.

			De hecho, el mensaje presentado en distintos escenarios tiene como guía la corrupción. Ejemplo de ello es el mensaje que dio en Monterrey en abril de 2018 donde explicaba que 

 

			la corrupción es la causa principal de la desigualdad y de la tragedia nacional que se padece en el país, así como la deshonestidad de los gobernantes y de las élites del poder es lo que ha deteriorado la vida pública de México, tanto por el mal ejemplo como por la apropiación de bienes de la colectividad (AMLO, 2018). 




			De igual forma, lo anterior se puede comprobar, mediante el modelo de comunicación política promovido por su equipo; es decir, en numerosos discursos y spots también impera el mismo mensaje.

			Por otra parte, es necesario mencionar las propuestas de campaña que crearon polémica durante este periodo electoral, temas a los que recurrieron adversarios políticos, analistas, noticiarios y el mismo Andrés Manuel como temas de los spots políticos de su campaña:

			
					La posibilidad de analizar una amnistía para combatir la inseguridad.

					La venta del avión presidencial.

					La cancelación de la pensión a expresidentes.

					No recurrir a servicios del Estado Mayor Presidencial.

					La eliminación del cisen.

					Transformar la residencia oficial de Los Pinos en un centro para las artes.

			

			El modelo de comunicación política que llevó a AMLO a la Presidencia

			Todo modelo de comunicación política tiene el objetivo de informar, persuadir y orientar a los ciudadanos-electores respecto a temas políticos, es decir, funge como mecanismo de acercamiento entre los ciudadanos y los asuntos políticos. Para ello, es preciso el buen uso de cada uno de los elementos que conforman dicho modelo: el emisor, el mensaje, el canal de transmisión y el receptor; sin embargo, en periodos de campaña electoral, tanto el mensaje como el canal de transmisión toman relevancia especial. En el caso del mensaje, el emisor determina el tipo de discurso a utilizar según el receptor, ya sea que utilice un discurso de refuerzo, de polémica o de persuasión, mientras que el canal de transmisión cobra relevancia por ser la vía en la que se transmiten los mensajes, que no necesariamente son neutrales (Ágora democrática, 2006, pp.21-25). 

			Además, en el caso mexicano, la regulación del modelo de comunicación política se estableció en la reforma electoral 2007 donde se promovía ampliamente la figura del spot político como principal herramienta de comunicación, situación que se acrecentó tras las múltiples sentencias emitidas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) y la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) por las experiencias suscitadas tras los comicios 2009 y 2012, de modo que el modelo vigente puede sintetizarse bajo las características mostradas en la imagen 2, que establece grosso modo:

			Imagen 2. Características principales del modelo actual de comunicación política.
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			Fuente: Elaboración propia, a partir de Gilas (2016, pp.21-28).

 

			Lo anterior toma forma en las campañas presidenciales de 2018, y es que en el caso de la coalición «Juntos Haremos Historia» se puede identificar inmediatamente a Amlo como principal emisor en las campañas electorales. Los tipos de mensaje que utilizó el personaje también embonan con el modelo, de acuerdo con la tabla 2, donde se muestran ejemplos del tipo de discurso utilizado según el tipo de público al que va dirigido (receptor).

			Tabla 2

			Tipos de discurso de la coalición «Juntos Haremos Historia» 2018

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tipo de discurso

						
							
							Mensaje

						
							
							
							Canal de transmisión

						
					

					
							
							Refuerzo

						
							
							«Estamos arriba en las encuestas para la Presidencia, pero necesitamos la mayoría en el Congreso. Por eso, de manera respetuosa te pido que votes por los candidatos a diputados y senadores de la Coalición «Juntos Haremos Historia». Para que el Poder Legislativo sea verdaderamente libre, no como ahora, que los diputados piden moches. Ten confianza, yo no les voy a fallar. No voy a traicionar al pueblo de México»

						
							
							Claridad

						
							
							Apela a la razón

						
							
							Spot político «Vota por diputados y senadores de la Coalición «Juntos Haremos Historia»

						
					

					
							
							Sencillez

						
							
							Apela al sentimiento

						
					

					
							
							Polémica

						
							
							«¡Se pasan! Usan dinero para comprar lealtades y engañan; compran votos, trafican con la pobreza de la gente. Por eso pueden postular a una vaca o a un burro y gana la vaca o gana el burro y son los mismos, menganos y fulanos, puercos y cochinos, cerdos y marranos, pero pronto, muy pronto habrá una rebelión en la granja…»

						
							
							Claridad

						
							
							Apela a la razón

						
							
							Spot político «Rebelión en la granja»

						
					

					
							
							Sencillez

						
							
							Apela al sentimiento

						
					

					
							
							Persuasión

						
							
							«Los expresidentes de México reciben una pensión en total de 5 mdp mensuales, Salinas, Zedillo, Fox, Calderón […] ni Obama tiene una pensión así y no está en ninguna ley, es un acuerdo que firma el presidente que llega porque sabe que cuando termine él se va a beneficiar de esa pensión.

							Yo voy a llegar a ser presidente de la República y yo no voy a firmar ese acuerdo, se van a terminar esas pensiones millonarias a los expresidentes»

						
							
							Claridad

						
							
							Apela a la razón

						
							
							Spot político «Pensión ex presidentes»

						
					

					
							
							Sencillez

						
							
							Apela al sentimiento

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, a partir de la propuesta de Ágora democrática y Morena.

 

			Además, el candidato de la coalición recurrió e hizo valer todos los canales de transmisión para dar a conocer su mensaje; es decir, fue el candidato que mayor provecho obtuvo de las caravanas, mítines y caminatas (al convertirse en el único candidato presidencial que visitó todos los municipios del país), así como el uso de los medios de comunicación tradicionales mediante los spots y su presencia constante en noticieros. De ahí que la campaña presidencial en medios girara en torno al personaje López Obrador, acompañado de mensajes simples y simbólicos, más que en una agenda de trabajo bien definida que promoviera un verdadero análisis y debate colectivo (tabla 2). En síntesis, el modelo de comunicación política promovido por las instancias electorales y utilizada por dicho candidato se tradujo en una especie de marketing político donde la información sustancial se convirtió en mercancía representada en un personaje político.

			Proceso electoral 2018

			Las elecciones 2018 tuvieron como ancla el nombramiento de la figura presidencial e históricamente en México este sufragio consigue una mayor intervención ciudadana respecto a los comicios intermedios; empero, para sorpresa de algunos, estos comicios contaron con una de las participaciones más altas en los últimos treinta años del país. Si bien la gráfica 1 muestra, en apariencia, un aumento para 2018, también hay que considerar el crecimiento de la Lista Nacional de Electores (lne) que llegó a la cifra de 89’ 250 881, por lo que en realidad la intervención llegó al 63.45% (la mayor se mantiene en las elecciones de 1994 donde se logró el 77.16% de participación). 

			Gráfica 1. Participación electoral 1988-2018.
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			Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales.




			En dichos comicios se renovó el mando de la figura presidencial, el Congreso de la Unión (128 senadurías y 500 diputados federales), nueve gubernaturas (Chiapas, Ciudad de México, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Puebla, Tabasco, Veracruz y Yucatán) y elecciones locales en 30 entidades federativas (Baja California y Nayarit quedaron fuera); en suma, 3326 cargos de elección popular a escala nacional.

			Presidencia de la República

			Cuatro fueron los contendientes a la Presidencia de la República: José Antonio Meade Kuribreña (jamk), representando a la coalición «Todos por México»; Ricardo Anaya Cortés (rac), de «Por México al Frente»; Andrés Manuel López Obrador (Amlo), encabezando la coalición «Juntos Haremos Historia», y el candidato independiente Jaime Rodríguez Calderón, El Bronco, y tal como lo determinaban las encuestas, López Obrador fue el acreedor al cargo de presidente de la República.

			Así, en un lapso de 30 minutos del 1 de julio de 2018 fue que tres contendientes al Poder Ejecutivo reconocieron que las tendencias de voto no les favorecían, como sí a López Obrador: el primero de ellos a las 20:10 horas, José Antonio Meade, quien desde la sede nacional del pri mencionó: 

 

			Reconozco que la tendencia del voto no nos favorecen, aunque habremos de esperar los resultados finales del Instituto Nacional Electoral. […] con la información que ha venido haciéndose pública en este momento habrá de reconocer que fue Andrés Manuel López Obrador quien obtuvo la mayoría. 




			Mientras que a las 20:33 horas El Bronco declaró: «Evidentemente los resultados no nos son favorables, logramos una proyección que quizá llegue al 7-8% de la votación […] las tendencias favorecen a López Obrador a quien le damos una felicitación…», para finalmente escuchar a Ricardo Anaya a las ٢٠:٣٩ horas, quien señaló que «La información de los resultados con los que cuento me indican que la tendencia favorece a Andrés Manuel López Obrador […] reconozco su triunfo y le expreso mi felicitación…» (Milenio Digital,2018). 

			Y aunque de esta manera el triunfo de la coalición «Juntos Haremos Historia» era casi un hecho, fue hasta las 22:58 horas que el consejero presidente del ine, Lorenzo Córdova, anunció en cadena nacional los rangos de votación estimados para cada candidato, donde mencionó: 

 

			De acuerdo a la estimación del conteo rápido, los rangos de votación emitida obtenidos por el candidato puntero no se sobreponen con los de sus contendientes, razón por la cual puede confirmarse una clara tendencia de votación a favor del candidato Andrés Manuel López Obrador. 




			En dicho mensaje también se informó que el conteo rápido se realizó de una muestra de 7787 casillas (el 5% de las casillas instaladas) y que los resultados definitivos con validez legal para el triunfo presidencial serían los que arrojaran los cómputos distritales (Milenio Digital,2018).

			Del mismo modo, en la tabla 3 se muestran los resultados electorales generales de la contienda presidencial que ratifica los discursos anteriores, donde la coalición encabezada por Amlo resultó ganadora con casi el 53% de la votación total frente al 22.49% del segundo lugar, es decir, más de 30 puntos de diferencia entre el primer y segundo lugar. Igualmente, la tendencia de voto puede comprobarse en la tabla 4 donde se señalan los estados de la República en la que la coalición «Juntos Haremos Historia» salió victoriosa en 31 de 32 entidades. 

			Tabla 3

			Resultados de la elección presidencial México (2018)

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							«Juntos Haremos Historia»

						
							
							«Por México al Frente»

						
							
							«Todos por México»

						
							
							JR El Bronco

						
					

					
							
							%

						
							
							52.96

						
							
							22.49

						
							
							16.4

						
							
							5.13

						
					

					
							
							Votos

						
							
							24’ 124 451

						
							
							10’ 249 705

						
							
							7’ 474 431

						
							
							64 643

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con información del ine.

 

			Tabla 4. Resultados de la elección presidencial por entidad federativa (2018)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad federativa

						
							
							«Por México al frente»

							pan-prd-c

						
							
							«Todos por México»

							pri-vem-na

						
							
							«Juntos Haremos Historia»

							pt-Morena-es

						
							
							Jaime Rodríguez, El Bronco Candidato independiente

						
							
							Candidato no registrado

						
							
							Votos nulos

						
					

				
				
					
							
							Aguascalientes

						
							
							178 988

						
							
							103 639

						
							
							222 528

						
							
							40 299

						
							
							391

						
							
							15 261

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							275 503

						
							
							124 225

						
							
							918 939

						
							
							89 823

						
							
							1252

						
							
							28 680

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							56 794

						
							
							28 202

						
							
							193 842

						
							
							16 766

						
							
							235

						
							
							7049

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							54 417

						
							
							96 584

						
							
							275 262

						
							
							11 194

						
							
							146

						
							
							11 944

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							198 117

						
							
							562 863

						
							
							1’485 699

						
							
							39 607

						
							
							580

						
							
							138 784

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							425 919

						
							
							240 725

						
							
							643 652

						
							
							132 242

						
							
							1717

						
							
							50 450

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							1’292 623

						
							
							652 073

						
							
							3’118 478

						
							
							223 261

						
							
							4793

						
							
							114 640

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							307 590

						
							
							358 279

						
							
							609 362

						
							
							71 051

						
							
							437

						
							
							25 097

						
					

					
							
							Colima

						
							
							56 428

						
							
							62 004

						
							
							197 316

						
							
							15 753

						
							
							200

						
							
							9408

						
					

					
							
							Durango

						
							
							187 947

						
							
							141 291

						
							
							340 829

						
							
							46 009

						
							
							215

						
							
							17 424

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							940 133

						
							
							381,692

						
							
							707 222

						
							
							223 214

						
							
							1859

						
							
							70 887

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							217 838

						
							
							285 799

						
							
							1’018 163

						
							
							24 531

						
							
							362

						
							
							66 445

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							188 028

						
							
							257 548

						
							
							850 863

						
							
							59 630

						
							
							454

						
							
							38 389

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							1’179 300

						
							
							509 157

						
							
							1’461 348

						
							
							246 924

						
							
							2954

						
							
							100 140

						
					

					
							
							México

						
							
							1’549 824

						
							
							1’548 662

						
							
							4’373 267

						
							
							383 684

						
							
							4653

						
							
							180 070

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							443 805

						
							
							335 854

						
							
							991 154

						
							
							122 469

						
							
							1097

						
							
							86 576

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							142 553

						
							
							99 506

						
							
							638 689

						
							
							60 083

						
							
							510

						
							
							26 849

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							79 818

						
							
							66 447

						
							
							315 816

						
							
							10 382

						
							
							183

						
							
							12 030

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							703 866

						
							
							315 379

						
							
							748 104

						
							
							360 050

						
							
							1931

						
							
							49 432

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							221 686

						
							
							342 108

						
							
							1’260 562

						
							
							39 020

						
							
							548

						
							
							65 533

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							618 397

						
							
							490 737

						
							
							1’754 596

						
							
							113 461

						
							
							1509

						
							
							104 087

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							347 664

						
							
							150 927

						
							
							424 162

						
							
							72 905

						
							
							855

						
							
							28 848

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							116 031

						
							
							76 758

						
							
							488 434

						
							
							29 441

						
							
							424

						
							
							16 568

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							334 763

						
							
							260 211

						
							
							527 546

						
							
							82 956

						
							
							677

						
							
							52 439

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							163 956

						
							
							234 416

						
							
							834 001

						
							
							29 173

						
							
							470

						
							
							32 284

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							167 273

						
							
							181 059

						
							
							651 806

						
							
							63 800

						
							
							505

						
							
							27 224

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							91 342

						
							
							107 538

						
							
							961 710

						
							
							9749

						
							
							279

						
							
							30 227

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							475 201

						
							
							228 386

						
							
							786 210

						
							
							110 246

						
							
							531

						
							
							35 076

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							66 729

						
							
							74 744

						
							
							433 127

						
							
							25 941

						
							
							276

						
							
							12 605

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							1’050 599

						
							
							471 313

						
							
							2’059 209

						
							
							132 737

						
							
							1307

						
							
							99 285

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							320 144

						
							
							324 055

						
							
							455 216

						
							
							39 111

						
							
							333

						
							
							25 893

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							156 844

						
							
							177 672

						
							
							366 371

						
							
							36 220

						
							
							299

						
							
							24 233

						
					

				
			

			Fuente: ine, Resultados del cómputo a nivel entidad del pef 2017-2018.




			Además, esta tendencia de voto a favor del candidato López Obrador también se replicó en los resultados electorales en el exterior donde la distancia entre el primer y segundo lugar es aún más pronunciada (38 puntos porcentuales), como se puede verificar en la tabla 5. De esa distancia, quizá el dato más significativo es la comprobación sobre que el voto de los mexicanos residentes en el exterior es principalmente antipriista. 

			También destaca que el mayor número de mexicanos en el extranjero que participó en el proceso 2017-2018 proviene de Estados Unidos donde se encuentra la principal diáspora de población nacional en el exterior con una participación de 76 174 sufragios, seguido de Canadá con 5,042 y España con 2,989 votos. A su vez, las entidades federativas con más intervención fueron la Ciudad de México con 21,066 sobres, Jalisco con 8,550 y Michoacán recibió 6,054. 

			Tabla 5

			Resultados de la elección presidencial desde el exterior (2018)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							«Juntos Haremos Historia»

						
							
							«Por México al Frente»

						
							
							«Todos por México»

						
							
							jr El Bronco

						
							
							Candidato no registrado

						
							
							Votos nulos

						
					

					
							
							%

						
							
							64.86

						
							
							26.75

						
							
							4.28

						
							
							1.90

						
							
							0.27

						
							
							1.53

						
					

					
							
							Votos

						
							
							63,863

						
							
							26 344

						
							
							4613

						
							
							1868

						
							
							269

						
							
							1513

						
					

					
							
							Votación Total: 98,470

						
							
							Participación electoral: 54.29%

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con datos del ine.

 

			De acuerdo con las cifras de las tablas anteriores, se puede analizar la concentración electoral de la votación federal 2018; un dato que mide el porcentaje de voto que resulta de la suma de las dos coaliciones más votadas, en este caso de «Juntos Haremos Historia» y de «México al Frente». A dicho dato se le adiciona la concentración electoral de las elecciones presidenciales de 1988 a 2018; es decir, se realiza una comparación durante 30 años donde se demuestra que la media es de 74.76%, lo que significa que en México hay una concentración alta del voto; dicho de otro modo, el dato expresa que, pese a la existencia de una oferta amplia de partidos políticos, el electorado posee una idea clara de hacia quien votar (gráfica 2).

			Gráfica 2: Concentración electoral en México 1988-2018 (presidenciales)

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales.




			Por otro lado, los datos en las tablas 3 y 4 también permiten mirar la brecha entre el primer y segundo lugar en las elecciones 2018 (gráfica 3) donde «Juntos Haremos Historia» se desmarca significativamente de su contendiente más cercano, la coalición «Por México al Frente». Del mismo modo, se hace un comparativo histórico de los últimos 30 años para comprobar que el triunfo del candidato López Obrador en 2018 ha logrado el mayor margen de triunfo electoral desde que se considera a México como un sistema multipartidista con tendencia al tripartidismo, al mismo tiempo de evidenciar que la brecha entre este candidato y su contendiente inmediato en 2018 no permite dudas o sospecha sobre su triunfo electoral, considerando el pequeño margen que se presentó en 2006 y en 2012.

			Gráfica 3: Brecha entre primer y segundo lugar en elecciones presidenciales, México 1988-2018

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales.




			Con lo anterior, la izquierda partidista –en este caso encabezada por López Obrador– logra ocupar por primera vez en la historia de México la Presidencia y con ello la alternancia por tercera vez en el Poder Ejecutivo. Sin duda, no se puede dejar de lado la fuerza con que Amlo llegó a la Presidencia en prácticamente todos los estados de la República, principalmente en el norte del país donde no había logrado capturar el voto a su favor. De manera que los niveles de legitimidad en estos comicios fueron altos; ningún presidente en la historia reciente del país había logrado su triunfo con este nivel de participación electoral: casi 53 millones de mexicanos. 

			Congreso de la Unión

			La elección presidencial marcó una tendencia reflejada en la conformación del Poder Legislativo; la fuerza reflejada en la contienda del Ejecutivo también se trasladó a ambas cámaras. De modo que, así como la coalición «Juntos Haremos Historia» tenía a Morena como principal partido político, el pan lo era de «Por México al Frente» y el pri de «Todos por México». 

			Lo anterior es una premisa que debe tenerse presente, pues otorga coherencia sobre la voluntad popular, la cual permite ver que el «voto dividido» no fue una opción viable para la ciudadanía en el proceso electoral 2018 (modelo que se replicó en distintas ocasiones desde 1997), y ello incita a indagar sobre los motivos de la decisión del voto. 

			A continuación, se presentan los resultados generales de la conformación de ambas cámaras, solo enfatizando en los partidos que conformaron la coalición «Juntos Haremos Historia»: Morena, pt y pes.

			Cámara de Diputados 

			Para la conformación de la Cámara baja es posible observar en la tabla 6 que Morena será el grupo parlamentario más grande de la lxiv Legislatura (2018-2021) con la presencia de 255 diputados federales (166 electos por Mayoría Relativa y 89 por vía Representación Proporcional). Lo anterior indica un crecimiento de cinco veces el número de integrantes de este partido respecto a la legislatura anterior elegida en 2015, primeros comicios en los que participó este partido político (en 2015 Morena contó con 47 diputados federales). 

			Cabe señalar que adicionalmente dicho partido sí logró conseguir mayoría absoluta; empero, ello no se traduce en la aprobación directa de sus propias iniciativas, pues necesitaría de al menos 79 votos más para conseguirlo, o sea, que ni con la participación total del pt lo lograría. Dicha situación obligará a Morena a negociar o crear alianzas legislativas para trabajar.

			No obstante, es necesario señalar que Morena aumentó su número de diputados por el fenómeno «diputados cachirules»: legisladores postulados por otros partidos de la coalición (pt o pes), pero que se inscribieron a este grupo parlamentario. En el caso del Partido del Trabajo, de acuerdo con la asignación de votos, habría logrado conseguir 61 diputados, pero 33 de ellos se sumaron a la bancada de Morena, dejando al pt con solo 28 diputados federales, colocándolo como quinta fuerza dentro de San Lázaro; de manera similar fue que el Partido Encuentro Social pasó de 56 a 30 legisladores ubicándose como cuarta fuerza política en el mismo recinto (tabla 7). 

			De lo anterior, se debe señalar como dato adicional que el caso del pes se polemizó, pues aunque logró obtener mayor presencia en ambas cámaras frente a otras opciones políticas, no concretó el 3% que solicita la autoridad electoral en ninguna de las elecciones federales para mantener el registro. De acuerdo con datos del ine, el porcentaje de votos que adquirió este partido político fue 2.78 para la elección presidencial, 2.43 en el Senado y 2.5 para Cámara de Diputados.

			Tabla 6

			Conformación de la lxiv Legislatura Cámara de Diputados

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Lugar

						
							
							Partido político

						
							
							Diputados por mr

						
							
							Diputados por rp

						
							
							Total de diputados federales

						
							
							%

						
					

					
							
							1°

						
							
							Morena

						
							
							166

						
							
							89

						
							
							255

						
							
							51

						
					

					
							
							2°

						
							
							pan

						
							
							40

						
							
							39

						
							
							79

						
							
							15.8

						
					

					
							
							3°

						
							
							pri

						
							
							9

						
							
							38

						
							
							47

						
							
							9.4

						
					

					
							
							4°

						
							
							pes

						
							
							30

						
							
							0

						
							
							30

						
							
							6

						
					

					
							
							5°

						
							
							pt

						
							
							25

						
							
							3

						
							
							28

						
							
							5.6

						
					

					
							
							5°

						
							
							mc

						
							
							17

						
							
							11

						
							
							28

						
							
							5.6

						
					

					
							
							6°

						
							
							prd

						
							
							9

						
							
							11

						
							
							20

						
							
							4

						
					

					
							
							7°

						
							
							pvem

						
							
							4

						
							
							7

						
							
							11

						
							
							2.2

						
					

					
							
							
							sp

						
							
							0

						
							
							2

						
							
							2

						
							
							0.4

						
					

					
							
							TOTAL

						
							
							
							300

						
							
							200

						
							
							500

						
							
							100

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con datos de la Cámara de Diputados.

			Senado de la República

			Así como la tendencia de votación presidencial impactó en la conformación de la Cámara de Diputados, también se replicó (en al menos los tres primeros lugares) en el Senado de la República posicionando a Morena como la bancada más grande con 46% de los escaños, seguido del pan y pri con 18.7 y 11.7, respectivamente (tabla 7).

			De los partidos que también conformaron la coalición «Juntos Haremos Historia», el pt logró seis senadores, mientras que el pes se quedó con cinco. Precisamente en la tabla 7 se puede observar que en la Cámara alta la alianza no funcionó con el mismo impacto que en la baja, pues el número de legisladores adquiridos por dichos partidos estuvo muy por debajo en términos porcentuales. 

			Tabla 7

			Conformación de la lxiv Legislatura Senado de la República

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Lugar

						
							
							Partido político

						
							
							Senadores por mr

						
							
							Senadores por rp

						
							
							Total de senadores

						
							
							%

						
					

					
							
							1°

						
							
							morena

						
							
							45

						
							
							14

						
							
							59

						
							
							46

						
					

					
							
							2°

						
							
							pan

						
							
							18

						
							
							6

						
							
							24

						
							
							18.7

						
					

					
							
							3°

						
							
							pri

						
							
							9

						
							
							6

						
							
							15

						
							
							11.7

						
					

					
							
							4°

						
							
							mc

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							7

						
							
							5.4

						
					

					
							
							5°

						
							
							pt

						
							
							5

						
							
							1

						
							
							6

						
							
							4.6

						
					

					
							
							5°

						
							
							prd

						
							
							5

						
							
							1

						
							
							6

						
							
							4.6

						
					

					
							
							6°

						
							
							pvem

						
							
							4

						
							
							1

						
							
							5

						
							
							3.9

						
					

					
							
							7°

						
							
							pes

						
							
							8

						
							
							0

						
							
							5

						
							
							3.9

						
					

					
							
							8°

						
							
							na

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0.78

						
					

					
							
							TOTAL

						
							
							96

						
							
							32

						
							
							128

						
							
							100

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con datos del Senado de la República.

			Número efectivo de partidos, fragmentación del voto y polarización en el Congreso de la Unión

			A modo de comprobación, se presentan las gráficas sobre el número efectivo de partidos, índice de fragmentación del voto en la Cámara de Diputados y en el Senado de la República, así como el grado de polarización.

			Para comenzar, se debe mencionar que el índice de número efectivo de partidos es indispensable en el análisis electoral, pues ayuda a determinar el número de opciones políticas relevantes en la contienda electoral. De este modo, se presentan en las gráficas 4 y 5 cómo ha sido la evolución del sistema de partidos en México desde 1988 hasta 2018.

			De esta manera, se permite observar que en la gráfica 4 el número de partidos con relevancia en los procesos electorales no ha aumentado de manera significativa en treinta años. Ahondando en las elecciones de 1988, 2000, 2009 y 2018, se registró un promedio de nueve partidos políticos por proceso electoral, de los cuales solo 2.5 han tenido relevancia. Este dato coincide con los resultados de la gráfica 2, donde se demuestra que la concentración electoral es alta. Es decir, en ambos ejercicios se ratifica que pese a la presencia de un multipartidismo, por un lado, la tendencia al voto se concentra soberanamente entre dos opciones y que el número de partidos relevantes que han participado en las contiendas electorales oscila entre el 2 y 2.5 (según la fórmula de Golosov). En cambio, en el caso del Senado de la República (gráfica 5), se puede observar que el crecimiento de partidos relevantes en la cámara alta ha pasado de uno a tres en un lapso de treinta años.

			
				
					Gráfica 4: Número efectivo de partidos México 1988-2018 (Cámara de Diputados)

					[image: ]

					Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales.

						

					Gráfica 5: Número efectivo de partidos, México 1988-2018 (Senado de la República)

					[image: ]

					Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales.




				

			

			Por otro lado, en el caso de la fragmentación electoral, el índice toma en cuenta tanto el número como el tamaño de los partidos y la contempla en un rango de entre 0 y 1, donde 0 significa la ausencia de fragmentación (situación que suele darse en sistemas de partido único) y donde 1 se considera una fraccionalización completa donde no hay una fuerza política dominante, de modo que cuando el rango resultante oscila entre 0.5 - 0.9 indica la existencia de multipartidismo. En resumen, es un indicador que nos permite conocer si aumentaron o disminuyeron los partidos con posibilidades de ser gobernantes.

			De modo que lo que se puede observar en la gráfica 6, que representa a la Cámara de Diputados, es que en espacio legislativo es donde se ha conformado por un multipartidismo que ha visto su mayor auge en los comicios 2006, 2012 y 2015 (0.71, 0.71 y 0.75, respectivamente). 

			En el caso del Senado de la República (gráfica 7), es visible el alza en la fragmentación a lo largo de treinta años donde en las elecciones de 1988 y 1991 la fraccionalización apenas sobrepasaba el 0.1, situación que marcaba la existencia de un partido mayor o dominante y varios partidos pequeños, hasta llegar a los comicios 2006 y 2018 donde el índice señala 0.72 y 0.75, respectivamente, que se traduce en la presencia de un sistema multipartidista. 

			Por ende, el índice de fragmentación en ambas cámaras para los comicios 2018 permite demostrar no solo la existencia de un sistema multipartidista, sino también afirmar que el sistema de equilibrio de poderes a través de la Representación Proporcional no posibilita una fragmentación de cero o por debajo del 0.50, aunque haya un partido que aritméticamente consiga la mayoría absoluta; es el caso de Morena en las elecciones 2018. Es decir, por más que haya un partido que logre la mayoría absoluta en cámaras, no significa que tenga capacidad total de aprobar o modificar leyes, de modo que el sistema legislativo actual está diseñado para la conformación de alianzas legislativas necesariamente.

			Gráfica 6: Fragmentación electoral en México 1988-2018 (Cámara de Diputados)

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales.

			Gráfica 7: Fragmentación electoral en México 1988-2018 (Senado de la República)

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales.




			Finalmente, el grado de polarización –entendido como la separación entre los dos polos de un sistema de partidos (Ruíz y Otero, 2013, p.88)– bajo la fórmula propuesta por Knutsen en 1998 ayuda a explicar dicho fenómeno a partir de la ubicación ideológica de los diferentes partidos en el continuum izquierda-derecha. De esta manera, es posible observar en la gráfica 8 que el sistema de partidos mexicano, luego de la reconfiguración del poder emanada de la votación de 2018, no muestra de ninguna manera una posible radicalización de la política ni de la toma de decisiones. 

			Lo que resulta importante enfatizar es que en doce años México presenta su más bajo nivel de polarización partidista, lo que advierte también la dificultad que tendrá la oposición para generar contrapropuestas al régimen gobernante que, de ser ajenas a la ideología y práctica de la coalición «Juntos Haremos Historia» y más específicamente a Morena, no podrán posicionarse en la agenda gubernamental, mucho menos si contravienen los preceptos de la «cuarta transformación». En otras palabras, si bien hay la oposición, esta no tendrá en al menos tres años capacidad de influencia real en la toma de decisiones. 

			Gráfica 8: Polarización electoral en México 2006-2018

			[image: ]

			Fuente: Elaboración propia, con datos de Latinobarómetro, encup y unam.

			Gubernaturas

			Otro elemento que constituyó el proceso electoral 2017-2018 fue la elección de nueve gobernadores en los estados de Morelos, Puebla, Tabasco, Veracruz, Yucatán, Chiapas, Ciudad de México, Guanajuato y Jalisco, y en cada una de ellas cabe resaltar la presencia total de la coalición «Juntos Haremos Historia». Dicha característica es vital para entender los resultados en las entidades federativas, pues el arrastre que tuvo la figura de López Obrador también replicó en la elección a gobernador.

			Como se observa en la tabla 9, el triunfo de la coalición se concretó en cinco de los nueve espacios a disputar (Morelos, Tabasco, Veracruz, Chiapas y Ciudad de México) y en las entidades donde no ganó, logró colocarse como segundo lugar (excepto Yucatán); lo anterior significa que la coalición tuvo un papel competitivo en el marco de las elecciones locales.

			Resulta relevante mencionar que en algunos casos subnacionales el arrastre de la lógica electoral nacional tuvo presencia en casos como, por ejemplo, Veracruz o Morelos. La mitad de las gubernaturas que se eligieron en 2018 fueron conquistadas por la coalición «Juntos Haremos Historia». Sin embargo, la dinámica subnacional es tan diversa y sujeta a variables políticas endógenas y exógenas como el control de los recursos, las dinámicas partidarias, el clientelismo, la compra de voto o la violencia política, etcétera, que merecen la pena estudiarse de manera individual. Por ejemplo, Veracruz o Morelos fueron las dos entidades más visitadas por el candidato presidencial de la coalición durante la campaña, frente a las pugnas frente a los gobernadores en turno: Miguel Ángel Yunes y Graco Ramírez. En otros casos, como Zacatecas o la Ciudad de México, la distinción de la ciudadanía con los partidos de izquierda pudo haber sido el factor necesario para la alternancia.

			Tabla 9

			Resultados electorales de la coalición «Juntos Haremos Historia» en elección a gobernador 2018 

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad Federativa

						
							
							Votación total de JHH

						
							
							Porcentaje de votación de JHH

						
							
							Lugar de JHH en la elección

						
							
							Porcentaje de votación 1er lugar

						
							
							Porcentaje de votación 2° lugar

						
					

				
				
					
							
							CDMX

						
							
							2, 537,454

						
							
							47.05%

						
							
							1°

						
							
							47.05%

						
							
							31.02%

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							697,072

						
							
							39.84%

						
							
							1°

						
							
							39.84%

						
							
							21.87%

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							507,903

						
							
							24.31%

						
							
							2°

						
							
							49.83%

						
							
							24.31%

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							857,011

						
							
							24.71%

						
							
							2°

						
							
							39.05%

						
							
							24.71%

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							501,743

						
							
							52.59%

						
							
							1°

						
							
							52.59%

						
							
							14.05%

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							1, 031,079

						
							
							34.10%

						
							
							2°

						
							
							38.14%

						
							
							34.10%

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							601,987

						
							
							61.45%

						
							
							1°

						
							
							61.45%

						
							
							19.35%

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							1, 667,239

						
							
							44.02%

						
							
							1°

						
							
							44.02%

						
							
							38.39%

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							231,330

						
							
							20.46%

						
							
							3°

						
							
							39.60%

						
							
							36.09%

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con datos oficiales del ine e institutos locales.

			Conclusión

			Las elecciones celebradas en 2018 fueron históricas debido a que, desde la institucionalización de la izquierda en el sistema de partidos, cuyo antecedente data al menos desde 1978, no había podido materializar su presencia en el Ejecutivo nacional. Hoy, cuarenta años después, el proyecto de la izquierda partidista, el cual sufrió una serie de transformaciones en las que destaca el tránsito de una propuesta eminentemente ideologizada hacia la materialización de la acción política a través del pragmatismo, ello fue lo que generó el triunfo de dicho proyecto. 

			Lo ocurrido en las urnas proviene de factores que involucran la histórica y anquilosada falta de credibilidad ciudadana en los partidos que han encabezado el gobierno en los últimos años, aunada a la generalidad y ambigüedad de las propuestas de la coalición «Juntos Haremos Historia», así como la mediatización del líder carismático que por tercera vez era candidato presidencial. 

			Los resultados electorales y la composición del Legislativo nacional muestran la atenuación del multipartidismo que parecía constante desde hace al menos doce años, pudiendo ser el inicio de un ciclo de partido dominante en un sistema plenamente competitivo, descartando totalmente la idea del regreso del partido hegemónico, toda vez que haya condiciones e instituciones que garanticen autonomía en funciones específicas del Estado.

			El gran reto de Morena en la administración es hacer y ser gobierno; como partido político, es disminuir el poder simbólico otorgado al líder carismático que ha implicado acatamiento del Legislativo a los liderazgos persistentes. Al no haber contrapesos reales en el Congreso de la Unión, no se descarta la posibilidad de la generación de cambios radicales, aunque los indicadores electorales muestran que es sumamente complicada una vuelta sin retorno. Sin embargo, si Morena no puede controlar facciones en el interior del partido, el resurgimiento de las «tribus» no tardará en hacerse presente, y parafraseando a Marx, «la historia se repite dos veces».
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La coalición «Por México al Frente» en los comicios de 2018

			Edwin Cuitláhuac Ramírez Díaz1

			Introducción 

			El presente artículo tiene como finalidad mostrar la incidencia electoral que tuvo la coalición «Por México al Frente», integrada por los partidos Acción Nacional (pan), de la Revolución Democrática (prd) y Movimiento Ciudadano (mc). En lo particular, se pretende mostrar que la lógica aliancista no era nueva entre estos partidos. Además, se identificará cómo es que se fue construyendo la idea de realizar un Frente específicamente para la elección presidencial de 2018, que no solo tuviera como finalidad competir contra el candidato del partido oficial, sino, principalmente, contra las aspiraciones del candidato que había repetido en las últimas dos elecciones, Andrés Manuel López Obrador (AMLO).

			En este sentido, el artículo nos permitirá observar cómo es que partidos con plataformas ideológicas diversas lograron conformar una de las tres coaliciones que participaron en las elecciones federales y en diversas elecciones subnacionales. En este sentido, también se verificará que no necesariamente la unión de partidos, con un nivel de votación significativo en el interior del sistema de partidos tiene como resultado ipso facto la suma de los votos de dichos institutos políticos. 

			En resumen, este trabajo mostrará los pasos que tuvieron que dar los partidos involucrados y un conjunto de actores políticos para lograr la conformación de la coalición «Por México al Frente», aunado a que se verificará el impacto electoral que se tuvo en las elecciones federales: Presidencia, Senado de la República y Cámara de Diputados, donde no necesariamente se obtuvieron los resultados electorales deseados y se puso en duda la pertinencia de haber realizado tal alianza electoral.

			Antecedentes de la coalición en contiendas electorales 

			Si nos ceñimos a las plataformas ideológicas contenidas en sus documentos básicos del pan, del prd y de mc, podemos percatarnos que tienen claras diferencias; sin embargo, en el terreno de la realpolitik eso no ha sido un impedimento para que, principalmente los dos primeros partidos, a través sus dirigencias, hayan logrado consolidar acuerdos e ir en coalición para contender por algún puesto de elección popular en pro de ganar una elección o hacer un frente opositor al partido que dominara la escena política donde se estuviera contendiendo.

			Ejemplos de lo anterior los tenemos en diversos comicios para gobernador, como en los estados de Nayarit, cuando en 1999 ganaron la elección con el candidato Antonio Echeverría García; en Chiapas, cuando en el año 2000 ganaron la elección con el candidato Pablo Salazar Mendiguchía; en Sinaloa, cuando en el año 2010 se obtuvo el triunfo con el candidato Mario López Valdez; en Yucatán, cuando en 2001 se obtuvo la victoria con el candidato Patricio Patrón, o en el estado de Oaxaca en el año 2004, donde se obtuvo la gubernatura con el candidato Gabino Cué. En definitiva, la ganancia electoral entre estos dos partidos ha rendido frutos en 11 gubernaturas; más recientemente, hasta antes de las elecciones de 2018, la alianza pan y prd gobernaba Baja California, Durango, Quintana Roo y Veracruz.

			No obstante, habría que señalar que, en la mayor parte de los casos, las alianzas que se describen tuvieron como característica que el candidato era un actor surgido de las filas del pan o era un candidato que pertenecía al partido dominante en la entidad de que se tratase, específicamente del Partido Revolucionario Institucional (pri). Esta situación colocaba en franca desventaja en los espacios de poder al prd, ya que las negociaciones no se concretaban de igual a igual, sino más bien lo que el citado partido realizaba era una transacción donde este no iría a la cabeza en las candidaturas y se negociaría la repartición de otros puestos políticos. Esta situación, como se observará, terminó presentándose en la candidatura para la elección presidencial de 2018. 

			En lo relativo a las elecciones presidenciales, la historia aliancista había tenido episodios diferentes. Desde que se crearon los partidos, el pan en 1939 y el prd en 1989, en ninguna elección presidencial fueron en alianza; mejor dicho, lo que se puede decir es que lejos de que hayan podido ir de manera conjunta se presentaron escenarios de persistente confrontación entre los candidatos que abanderaban a uno y a otro partido. En el año 2000 el pan tuvo como candidato a Vicente Fox y el prd a Cuauhtémoc Cárdenas, los cuales, a lo largo de la campaña, mostraron claras diferencias de proyecto y acciones electorales. 

			La historia de diferencias persistió, aunque de manera más álgida. En el año 2006 se presentó el punto más agudo de polarización entre ambos partidos políticos, ya que los candidatos que obtuvieron el primero y segundo lugar eran los abanderados del pan, Felipe Calderón Hinojosa y de la coalición «Por el Bien de Todos», Andrés Manuel López Obrador (AMLO), respectivamente. Dicha elección estuvo marcada por la tensión ante los resultados electorales oficiales que otorgaron el triunfo al pan por un margen muy reducido de 0.56% de la votación total emitida (tepjf, 2006) y el señalamiento de fraude electoral por el prd.

			Para la elección presidencial del año 2012, el pan y el prd nuevamente irían de manera separada. Josefina Vázquez Mota sería la candidata del primero y AMLO de la alianza «Movimiento Progresista». En esta elección, el candidato ganador fue el del pri, Enrique Peña Nieto. Sería la última elección de AMLO bajo la franquicia del prd, ya que este decidió separarse del partido e iniciar un nuevo movimiento que a la postre se convertiría en el partido político que lo abanderaría para la elección presidencial de 2018. Esta separación daría como resultado que AMLO dejara el control del prd y se presentaran una serie de confrontaciones internas entre las denominadas «tribus», donde destacaron Nueva Izquierda e Izquierda Democrática Nacional, entre otras. 

			Este nuevo control en la dirigencia del prd permitiría que las viejas rencillas se hicieran a un lado y se privilegiara el pragmatismo político. Ejemplo de lo anterior lo tenemos con el Pacto por México de 2012. Un acuerdo político que se firmaría por el presidente de la República y diversos partidos políticos entre los que se encontraban el pan y el prd, cuya finalidad era, entre otras cuestiones, impulsar acciones administrativas y reformas legislativas (Pacto por México, 2012). Es de acotarse que este acuerdo marcaría el distanciamiento cada vez más claro entre AMLO y el prd, lo que colocaría a este último en la disyuntiva de si AMLO fuese su candidato para las elecciones de 2018. Bajo el contexto de un prd con una política de mayor apertura hacia los acuerdos es que, como ya se había anticipado, logró aliarse con el pan para diversas elecciones locales.

			Contexto político de la coalición «Por México al Frente»

			Las elecciones celebradas en el marco del proceso electoral 2017-2018 presentarían un gran reto para los diversos actores políticos, tanto por la cantidad de cargos en disputa, como por la incidencia dentro del sistema político. La Presidencia de la República, la integración total del Senado de la República y de la Cámara de Diputados, nueve gubernaturas y una multiplicidad de congresos locales y alcaldías, hacían que el panorama político fuera de una gran efervescencia y que las luchas internas y externas por candidaturas fueran una razón de contienda cotidiana. 

			En el caso del pan, se señalaban como posibles aspirantes a la Presidencia de la República a Ricardo Anaya, Margarita Zavala y Rafael Moreno Valle. Sin embargo, el primero de ellos, desde 2014, año en que fue elegido presidente del Comité Ejecutivo Nacional, inició una campaña mediática y de posicionamiento de imagen, además de colocar a varios actores del partido en puestos clave tanto al interior de este como en los espacios legislativos federal y locales. 

			Esta situación generó una serie de confrontaciones con Margarita Zavala, quien contaba con el apoyo del expresidente de la República, Felipe Calderón, para ser la candidata a la Presidencia. El grado de tensión entre ambos grupos políticos llegó al punto más álgido cuando el 6 de diciembre de 2017 Zavala presentó su renuncia como militante del pan, aduciendo que, al no presentarse las condiciones para un método democrático y transparente para la elección del candidato a la Presidencia, no había las condiciones para permanecer en ese instituto político (Animal Político, 2017). 

			Este sería un cisma importante en el interior del pan, ya que con posterioridad Zavala obtendría la candidatura sin partido para la Presidencia de la República, volviéndose una competencia natural para quien fuera el candidato del pan al tener una fuerte imagen en parte de la militancia de ese partido; no obstante, en mayo de 2018, durante la transmisión de un programa televisivo, esta expresaría su deseo de retirar su candidatura de la contienda electoral para, en sus palabras, «dejar en libertad a los ciudadanos que la estaban apoyando…» (El Universal, 2018). 

			Unos días después de la renuncia de Zavala al pan, y al día siguiente de haber dejado la dirigencia de ese partido político, Ricardo Anaya hizo público su deseo para competir por la candidatura a la Presidencia de la República, a través de la coalición «Por México al Frente», que para ese momento ya contaba con la simpatía del prd y mc, por el acuerdo aliancista que se había registrado unos meses antes (El Economista, 2017).

			En lo concerniente al prd, el escenario de posibles candidatos posicionaba a Miguel Ángel Mancera, Graco Ramírez y Silvano Aureoles. Los tres personajes tenían el cargo de titulares de los ejecutivos estatales de la Ciudad de México, Morelos y Michoacán, respectivamente; no obstante, ninguno de los tres candidatos representaba una opción fuerte para contender por la Presidencia de la República. En este sentido, lo que más bien se perfilaba era una alianza donde el candidato de la coalición a la Presidencia de la República surgiera del pan y el candidato a la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México lo seleccionara el prd, situación que con posterioridad se presentó. 

			Por su parte, mc, que en las elecciones presidenciales de 2012 había apoyado al candidato López Obrador, ahora tomaría un camino diferente para estas elecciones, ya que se incorporaría a la coalición del pan y el prd; además, estaría conforme con que el candidato a la Presidencia surgiera del panismo, siempre y cuando se le garantizaran un conjunto de espacios en el terreno legislativo. 

			Conformación de la coalición 

			Ante el contexto partidista que se presentaba para las elecciones de 2018, el pan, prd y mc debían tomar una decisión sobre la candidatura presidencial. Una posibilidad era que cada uno de esos partidos tuviera su propio candidato; sin embargo, el escenario político y algunas de las encuestas que se publicaron en 2017 presentaban datos interesantes para tomar una decisión diversa. Ante la pregunta que se les hacía a los ciudadanos de cuál candidato tenía mayores posibilidades, resultaba favorecido AMLO; no obstante, cuando se tomaba en cuanta la variable de generar alianzas, las personas mostraron preferencias respecto a la posible alianza partidaria integrada por pan, prd y mc (El Economista, 2017).

			Asimismo, previo al inicio de registro de intención para la conformación de coaliciones ante el Instituto Nacional Electoral (ine), ya se observaba el propósito de crear dicho frente, principalmente a partir de una serie de negociaciones entre Alejandra Barrales, presidenta en aquel momento del prd, y Ricardo Anaya, presidente del pan. Además, también se concertaron negociaciones con Miguel Ángel Macera y el líder de mc, Dante Delgado. 

			Los primeros días del mes de septiembre de 2017, la Comisión Permanente del pan aprobó que dicho partido conformara un Frente Amplio Opositor para la contienda presidencial de 2018, la cual se integraría con el prd y mc (Excélsior, 2017). Por su parte, el prd, a través de su Consejo Nacional, determinó, por una amplia mayoría, la conformación de un Frente Amplio Democrático. En ese contexto, Alejandra Barrales señaló que el Frente tenía como finalidad unir al país y que mantenía pláticas con el pan y mc para integrarse al proyecto; además, acotó en un mensaje dirigido a la militancia que «quienes se van a ir, que se vayan ya…», en respuesta a las constantes fugas de militantes que estaba presentando dicho partido político para incorporarse a las filas de Morena (Forbes, 2017). Finalmente, mc hizo lo propio a través de sus órganos de decisión, los cuales aprobaron por unanimidad la construcción de un Frente Ciudadano por México (El Universal, 2017). 

			Posterior a las decisiones tomadas en cada uno de los tres partidos políticos, el 5 de septiembre de 2017 Ricardo Anaya, del pan; Alejandra Barrales, del prd, y Dante Delgado, de mc, formalizaron ante el ine la intención de conformar el Frente Ciudadano Por México (El Universal, 2017). De conformidad con el documento de solicitud del Frente, las causas por las que se determinó conformarlo fueron, entre otras, por un sistema político excluyente, restrictivo, con tendencia a acotar las libertades, la movilidad social y el desarrollo; la carencia de valores democráticos como la transparencia y la ausencia de un sistema de pesos, contrapesos y rendición de cuentas; la pobreza y la profundización de la desigualdad que impiden a millones de mexicanos acceder a una vida digna, así como por un esquema político sin los incentivos adecuados para los acuerdos y que propicia la fragmentación política en el Poder Legislativo, frenando la toma de decisiones impostergables y la construcción de gobernabilidad a largo plazo (ine/CG435/2017). 

			En dicho documento también se señaló que esas causas habían tenido un impacto en la vida pública de la nación manifestándose en la inseguridad y la violencia generalizadas; la incompetencia del gobierno federal para coordinar las acciones necesarias para reducir y castigar el crimen, erradicar la impunidad, defender con efectividad nuestra soberanía, instaurar un federalismo eficiente y competitivo y establecer políticas públicas necesarias para detonar el progreso en México; excesos y privilegios para las élites, mal uso de los recursos de la nación y una cultura cívica basada en acuerdos al margen de la ley; la imposibilidad de construir una agenda pública con respaldo democrático, debido a las diferencias ideológicas, a la mezquindad y a un manejo perverso de los recursos públicos para comprar voluntades (ine/CG435/2017).

			Asimismo, el documento de petición para conformar el Frente señaló como propósitos de este que 

 

			el nuevo sistema político debe construirse, no en función de partidos o candidatos, sino a partir de un proyecto de país que establezca las nuevas reglas de convivencia social, las instituciones que se necesitarán para hacerlas valer y mecanismos para asegurar que tendrán las facultades y condiciones para lograrlo. En este sentido, impulsaremos la construcción de este nuevo régimen teniendo como ejes: 1) Poner a las personas en el centro de la vida pública, 2) Gobernanza ciudadana, 3) Incentivar la movilidad social y la libertad personal para el pleno desarrollo de la persona, 4) Innovación en el combate a la desigualdad, y 5) Desarrollo humano y crecimiento con equidad. (ine/CG435/2017). 




			Además, como propósitos específicos, señaló la petición, para la conformación y consolidación de un nuevo régimen, cuya base fuera el empoderamiento ciudadano. Uno en donde la participación ciudadana, el ejercicio pleno de las libertades, el debate público, la transparencia, sistemas de pesos y contrapesos, la rendición de cuentas y la vigencia de un estado de derecho, incidieran en todos los niveles, procesos y decisiones de gobierno; establecer la democracia interna y garantizar la representatividad ciudadana en los partidos políticos para que actúen con responsabilidad y asuman el rol de facilitadores, de instrumentos para que los ciudadanos construyan, promuevan y guíen el cambio de régimen que necesita el país; fortalecer al Congreso de la Unión, frente a sus nuevas responsabilidades, garantizando que el periodo para los órganos de gobierno de las cámaras de diputados y senadores que se integren, duren una legislatura completa y no un año; el gobierno de coalición fortalecerá el pacto federal e impulsará un nuevo andamiaje democrático, local y municipalista, con una actitud de respeto y colaboración con los gobiernos estatales y municipales. (ine/CG435/2017).

			En este sentido, en sesión ordinaria de 29 de septiembre de 2017, el Consejo General del ine aprobó el registro del convenio del Frente suscrito por los partidos pan, prd y mc, la denominación «Frente Ciudadano por México», el reglamento para su funcionamiento, cuya vigencia sería del 5 de septiembre de 2017 al 31 de diciembre de 2024, con una estructura organizativa conformada por una Comisión Ejecutiva, un Comité de Administración y los órganos consultivos que determinara la Comisión Ejecutiva, instancia máxima de dirección y representación del Frente, integrada por los presidentes de los comités ejecutivos nacionales de cada uno de los partidos (ine/CG435/2017).

			El 8 de diciembre de 2017 se registró ante el ine el convenio de coalición integrado por los partidos pan, prd y mc, bajo la denominación «Por México al Frente» (Arístegui Noticias, 2017). En este sentido, el 22 diciembre de 2017, en sesión extraordinaria del Consejo General del ine, se aprobó el registro del convenio integrado de la coalición parcial denominada coalición «Por México al Frente» para postular la candidatura a presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 58 fórmulas de candidaturas a senadores por el principio de Mayoría Relativa y 269 fórmulas de candidaturas a diputados por el principio de Mayoría Relativa, presentado por el Partido Acción Nacional, el Partido de la Revolución Democrática y Movimiento Ciudadano (ine/CG633/2017).

			Como se puede advertir del propio registro de la coalición, esta fue de carácter parcial, es decir, no se contendió de manera conjunta por los 629 puestos de elección popular a definirse en los comicios federales de 2018. Lo interesante de dicho convenio es conocer a qué partido le correspondía elegir a los candidatos para los diferentes puestos de elección popular. En este sentido, el citado instrumento indicaba que el puesto de presidente de la República le correspondía al pan; además, casi el 50% de las candidaturas para diputados y senadores (ine/CG633/2017, anexo i), por lo que podemos advertir que el partido favorecido en la citada coalición, sin lugar a duda, fue el pan. 

			Es de acotarse que dicha coalición se realizó en el espacio federal; no obstante, en los espacios subnacionales también operó, pero con sus particularidades. Es decir, el camino para el registro de las coaliciones se hizo ante los institutos electorales de cada una de las entidades federativas; además, los convenios podían abarcar la gubernatura, diputados locales e integrantes de los ayuntamientos. En suma, se pudieron registrar coaliciones casi en todo el territorio nacional.

			Precampañas y campañas electorales

			Del 14 de diciembre de 2017 al 11 de febrero de 2018, se llevaron a cabo las precampañas. Si bien es cierto que en esta etapa electoral se contempla desde la legislación como un espacio de tiempo donde los militantes pueden conocer las propuestas de los aspirantes a contender por un puesto de elección popular, también lo es que los mensajes se podían observar y analizar por toda la población, es decir, no se circunscribían a los militantes de un partido en específico. Este periodo sirvió para posicionar la imagen de Ricardo Anaya, quien, aunque ya era identificado por algunos ciudadanos con antelación, específicamente por su calidad de presidente del pan, sirvió para llegar a otras personas que no lo conocían. 

			De acuerdo con la encuesta denominada «México 2018: preferencias al final de las precampañas», de Consulta Mitofsky, Ricardo Anaya, precandidato del «Frente Por México», avanzó 22.3% de las preferencias en febrero de 2018, cuando en diciembre de 2017 tenía una preferencia de 20.0%, y en enero de 2018, 20.4%, es decir, subió en sus preferencias electorales 2.3% en dos meses. Esta situación parecía alentadora para el candidato del Frente; empero, habría que destacar que AMLO, el candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia», empezó en diciembre de 2017 con una preferencia de 23.0% y para febrero tenía 27.1%, lo que significó un avance de 4.1%, casi el doble de lo que creció Ricardo Anaya (El Economista, 2018).

			Un mes después de cerrarse el periodo de precampañas, el 11 de marzo de 2018, Ricardo Anaya se registró como candidato a la Presidencia de la República como abanderado de la coalición «Por México al Frente». El ine, en sesión especial llevada a cabo el 29 de marzo de 2018, aprobó el acuerdo mediante el cual se registró como candidato a la Presidencia de la República a Ricardo Anaya Cortés, postulado por la coalición «Por México al Frente» (ine/CG286/2018, 2018). Es de acotarse que en la misma sesión de Consejo General se aprobó el registro de las candidaturas a diputados y senadores por los distintos partidos y coaliciones (ine/CG298/2018; ine/CG299/2018). 

			El 30 de marzo de 2018 dio inicio formalmente el periodo de campañas no sin fuertes embates hacia el candidato Anaya. Desde el año 2016, cuando aún no se definía que Anaya sería candidato a la Presidencia, se mencionó que Ricardo Anaya tenía una vida de lujos, con propiedades costosas, consistentes en casas y departamentos en México y Estados Unidos, además de que realizaba constantes viajes a la ciudad de Atlanta, donde vivía su esposa e hijos. Al respecto, Anaya señaló que sus gastos correspondían a sus ingresos y que estos eran de origen legítimo (Forbes, 2016).

			Pero conforme fue avanzando la idea de la precandidatura y posterior candidatura de Anaya, se perfilaron mayores ataques contra el candidato por miembros de propio pan y del gobierno. En junio de 2018 se dio a conocer a la opinión pública que Ernesto Cordero había presentado una denuncia ante la Procuraduría General de la República (pgr) por presunto lavado de dinero, en donde los posibles responsables eran Ricardo Anaya y Manuel Barreiro Castañeda. En este mismo sentido, Anaya también presentó una denuncia contra los funcionarios de la pgr aduciendo que se hizo mal uso de información reservada por hacer pública información que era parte de una investigación en curso, lo que, desde la perspectiva del candidato, se hizo con la clara intención de influir en la contienda electoral para la Presidencia. Durante buena parte de la campaña los señalamientos de corrupción al candidato Anaya continuaron. 

			Otro elemento a destacar en la contienda electoral fueron los debates presidenciales. Si bien es cierto que en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (legipe) se establecen la realización de dos debates para la Presidencia, el Consejo General del ine señaló que dicha disposición era solo enunciativa, mas no limitativa; en consecuencia, el 22 de noviembre de 2017 se aprobaron tres debates (ine/CG562/2017). Posteriormente, el ine determinó que estos se harían el 22 de abril en la Ciudad de México, el 20 de mayo en Tijuana, Baja California, y el 12 de junio en Mérida, Yucatán. Estos debates tenían como modalidad que los candidatos podían tener diversas participaciones por tema, siempre y cuando no agotaran el tiempo asignado para ello; por otra parte, se incorporó la posibilidad de que el público participara con preguntas para los candidatos. 

			Según algunos medios de comunicación, Anaya salió bien librado de los debates presidenciales. Por señalar un ejemplo, en una encuesta del Grupo Reforma y Grupo Radio Centro, ante la pregunta: ‘Por lo que usted sabe o ha escuchado, ¿quién ganó el debate?’ el 26% de las personas dio como ganador a Ricardo Anaya y, en segundo lugar, con el 21% a AMLO (Radio Centro, 2018). No obstante, los resultados, en la misma encuesta, cuando se le preguntaba a la gente cuál era la opinión de los candidatos, el que salía mejor librado con el 48% era AMLO y en segundo lugar Ricardo Anaya con un 35%, lo que podía inferir que no necesariamente el que Anaya saliera bien calificado en los debates presidenciales redundaba en una buena opinión de la ciudadanía, situación que en la jornada electoral se vería reflejada. 

			Posterior al segundo debate, según una encuesta publicada por Grupo Reforma, AMLO amplió la ventaja rumbo a la elección presidencial obteniendo el 52% de apoyo frente al 26% de respaldo para el candidato Anaya y la coalición que lo postulaba. Dicha encuesta mostraba algo aún más determinante: el candidato de la coalición «Por México al Frente» para inicios de mayo tenía un apoyo de 30%, lo que significó que en el periodo de un mes las preferencias por el citado candidato descendieron 4%, situación que estando tan cerca de la jornada electoral parecía una losa muy pesada. Es de acotarse que la misma encuesta señaló que a principios de mayo el pan tenía una intención del voto para diputados federales de 24% y para finales del mismo mes del 20%, lo que es paralelo con el descenso del candidato presidencial, lo que pudo leerse como un declive generalizado en las preferencias de la coalición (Forbes, 2018).

			En relación con el tercero de los debates presidenciales, según una publicación de Forbes, ante la pregunta a la ciudadanía de quién gano el debate, el 44.3% estimó que AMLO resultó ganador y Anaya en segundo lugar con el 36.9%, lo que ponía de nuevo a este candidato por debajo del primer lugar y prácticamente con una desventaja de más de 8% respecto al primer lugar (Forbes, 2017 ), distancia que, como se observará más adelante, ya no logró remontar en candidato Anaya en la jornada electoral. 

			En suma, lo que se puede señalar de la participación de la coalición encabezada por Ricardo Anaya durante los debates es que si bien es cierto obtuvo resultados positivos, esto no se reflejó en las tendencias electorales. Como se fue acercando la fecha de la elección presidencial, Anaya se logró afianzar como el segundo lugar de la contienda, pero a una distancia muy importante de AMLO, que en prácticamente todos los sondeos y encuestas en ningún momento perdió el primer lugar de las preferencias. Parece ser que las imputaciones de conductas delictivas, así como el denominado «fuego amigo» encabezado por el grupo denominado «calderonista», fueron factores que no abonaron en la unidad de su candidatura. 

			Respecto a los militantes del prd, también se puede decir que durante la campaña no se sintieron identificados con la propuesta de Anaya. Como se pudo observar a lo largo de la contienda, personajes importantes de dicho partido anunciaron de manera sistemática su retiro de ese partido para apoyar la candidatura de AMLO, situación que terminó dinamitando la fortaleza de la coalición de cara a las elecciones de julio de 2018. 

			Resultados electorales 

			El 1 de julio se llevaron a cabo las elecciones concurrentes para el proceso electoral 2017-2018. Destacaron las elecciones federales para presidente de la República, senadores y diputados, así como nueve gubernaturas. Como ya se señaló, la coalición «Por México al Frente» era parcial, por lo que no competía por todos los puestos de elección popular de manera conjunta; no obstante, el número de candidaturas comunes era significativo. 

			La jornada electoral se llevó a cabo sin mayores contratiempos, la mayor parte de las casillas se instalaron de manera adecuada y se procedió a recibir la votación de los ciudadanos, por lo que ninguno de los candidatos a la Presidencia manifestó que hubiera existido algún tipo de irregularidades que pudiera afectar la jornada electoral. De conformidad con la estimación de resultados del Conteo Rápido del ine, de una muestra de 7787 casillas, se recibió información de 5254, las cuales representaban el 67.5% de la muestra total, lo que, de conformidad con el Comité Asesor del Conteo Rápido, significó un nivel de confianza de la muestra de 95 por ciento. Los resultados fueron los siguientes:

			Tabla 1

			Resultados del conteo rápido del ine en las elecciones presidenciales 2018
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			Fuente: ine. Conteo rápido. 




			Como se puede observar en la tabla 1, el conteo rápido daba como primer lugar en las casillas computadas a AMLO y en segundo lugar a Anaya, pero con una diferencia de casi 30%, lo que empezó a significar un panorama poco halagador para la coalición «Por México al Frente». En el mismo sentido, el Programa de Resultados Electorales Preliminares (prep) con 146 744 de las actas capturadas, lo que significaba el 93.5628%, con una participación ciudadana de 63.4497% daba a Andrés Manuel López Obrador con un 52.9600% de la votación en primer lugar de la contienda y a Ricardo Anaya con el 22.4982% en segundo lugar. Dicho resultado sería la suma de 8’ 131 341 votos para el pan, 1’ 307 665 votos para el prd y 810 699 votos para mc. Como se puede observar, la diferencia entre los votos obtenidos por el pan era casi siete u ocho veces más que la de los otros dos partidos integrantes de la coalición. 

			De conformidad con la normativa electoral, el miércoles siguiente al de la jornada electoral se llevaron a cabo los recuentos de los cómputos distritales. En este sentido, después de haber computado 156 840 actas, y habiendo obtenido una participación ciudadana de 63.4290% se obtuvieron los siguientes resultados:

			Tabla 2

			Resultados de la elección presidencial 2018 (cómputos distritales)
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			Fuente: ine, Cómputos distritales. Elaboración propia. 




			Como se puede observar en la tabla 2, los resultados de los cómputos finales confirmaron de manera muy similar los números arrojados tanto en el Conteo Rápido como en el prep, dando como vencedor a AMLO, candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia», con un 53.1936% y en segundo lugar Ricardo Anaya, candidato de la coalición «Por México al Frente», con el 22.2750% de la votación, que en síntesis es menos a la mitad de votos que obtuvo el primer lugar (ine, Cómputos Distritales, 2018). Posteriormente, los resultados serían avalados por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf), con fecha 8 de agosto de 2018, a través del Dictamen Relativo al Cómputo de la Elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a la declaración de validez de la elección y a la de Presidente Electo (tepjf, 2018). 

			El caso de las senadurías no sería muy distinto a la tendencia de la elección presidencial. De conformidad con los datos arrojados por los cómputos distritales, se contabilizaron 157 891 actas, lo que derivó en un 63.519% de participación ciudadana. De las 32 entidades federativas, solo en cinco de ellas la coalición «Por México al Frente» obtuvo la victoria por Mayoría Relativa: Aguascalientes, Jalisco, San Luis Potosí, Querétaro y Zacatecas. Por su parte, para senadores de primera minoría se obtuvieron 15 victorias en las entidades de Baja California, Baja California Sur, Ciudad de México, Chihuahua, Durango, México, Michoacán, Nayarit, Tabasco, Tamaulipas, Puebla Quintana Roo Tlaxcala, Veracruz, Yucatán. Cabe señalar que en Nuevo León el pan obtuvo una primera minoría por sí solo. Hecha la asignación de senadores de Representación Proporcional a los partidos integrantes de la coalición, la distribución fue la siguiente: 24 pan, 5 prd y 7 mc (Senado de la República, 2018).

			En el caso de las diputaciones federales, también se reprodujo el esquema de distribución para la coalición. Según los datos arrojados por los cómputos distritales, se contabilizaron 157 859 actas, lo que derivó en un 63.2091% de participación ciudadana. La coalición obtuvo la victoria en 63 distritos de Mayoría Relativa, aunado a cinco distritos en los que el pan por sí solo obtuvo el triunfo. Realizada la distribución de diputados de Representación Proporcional, el pan obtuvo 80 escaños, 28 mc y 20 el prd (Cámara de Diputados, 2018).

			En cuanto a las gubernaturas, de las nueve en juego, la coalición «Por México al Frente» ganó en los estados de Guanajuato y Puebla, este último no sin dejar una confrontación muy fuerte por aparentes irregularidades antes y durante los comicios, situación que terminó decidiéndose en la Sala Superior del tepjf. Además, el pan junto con mc obtuvo el triunfo en el estado de Yucatán. 

			Conclusiones 

			La primera aproximación que se puede obtener a partir de la conformación de la coalición «Por México al Frente» es que, si bien es cierto que las cúpulas del pan, prd y mc, lograron ponerse de acuerdo para ir a las elecciones federales de 2018 de manera conjunta, este consenso no necesariamente se reprodujo en las militancias de los distintos partidos; es decir, a partir de los resultados electorales se puede advertir que dichos institutos políticos no fueron capaces mantener el voto duro histórico de cada uno en elecciones concurrentes federales. 

			Por un lado, los panistas se enfrascaron en un proceso de desgaste interno por las pugnas para el control del partido y las candidaturas a puestos de elección popular; en lo particular, este conflicto llegaría a su punto más delicado con la decisión de quién sería el candidato del pan a la Presidencia de la República. La salida de Margarita Zavala y con ella de un número importante de cuadros panistas vinculados específicamente a Felipe Calderón, redundaron en que la figura de Anaya estuviera envuelta en aseveraciones de que había controlado al partido para quedarse con la candidatura a la Presidencia y que había negociado con cuadros de otros partidos políticos el apoyo a la misma. 

			Además, las constantes aseveraciones de que Anaya había cometido actos ilícitos y que tenía una vida que no era acorde a sus ingresos, parece ser que influyeron no solamente en los panistas, sino en la ciudadanía en su conjunto. Prueba de lo anterior es que en las diferentes etapas del proceso electoral Anaya no logró rebasar nunca la barrera del 25% de preferencias electorales, menos aún de estar en primer lugar en las encuestas.

			Por otro lado, los perredistas nunca lograron revertir el revés que les propinó AMLO con su salida del partido. La idea de sumarse a la candidatura de Anaya fue riesgosa. En primer término, como ya se señaló, estos dos partidos nunca habían contendido en coalición para la Presidencia de la República. En segundo lugar, diversos cuadros del perredismo aún tenían en la memoria que en el año 2006 el pan había ganado la Presidencia de la República, bajo la sospecha de conductas irregulares. En tercer término, varios de los cuadros que simpatizan con AMLO, pero por alguna circunstancia habían decidido quedarse en el partido, al ver materializado que se realizaría una coalición con el pan y que el candidato sería Anaya optaron por dejar el prd o, seguramente, votaron en contra de este el día de la jornada electoral. 

			Por su parte, mc no fue capaz de convertirse en un partido que enriqueciera los votos de la coalición. Si bien es cierto que tuvo un triunfo muy importante ganando la gubernatura del estado de Jalisco, parece ser que esto se debió más a la fuerza que el candidato tenía desde que fue presidente municipal de Guadalajara que a la presencia de ese partido político en esa entidad federativa. 

			De igual manera, los resultados finales de la elección presidencial ponen en evidencia que ninguno de los tres partidos integrantes de la coalición fue capaz de conseguir votos adicionales en el denominado electorado «indeciso». Si bien es cierto que Ricardo Anaya obtuvo el segundo lugar de las preferencias electorales, lo que per se parecería un resultado aceptable, cuando uno observa los números con detenimiento se percata de que la coalición «Por México al Frente» en la elección presidencial obtuvo menos de la mitad de votos que la coalición «Juntos Haremos Historia», que postuló a AMLO, en una participación de más de 60% del electorado, lo cual puede verse como un fracaso electoral, ya que dicha coalición estuvo conformada por partidos que habían tenido una presencia electoral importante en las últimas tres elecciones concurrentes. 

			La debacle electoral también se presentó en los espacios legislativos. Después de algunos movimientos de legisladores por cambio de fracción parlamentaria tanto en el Senado de la República como en la Cámara de Diputados, la presencia de la coalición es menor respecto a la que se había tenido en legislaturas anteriores. Basta decir que en el Senado los tres partidos tienen 36 legisladores, lo que representa el 28.13% de los 128 escaños. En la Cámara de Diputados sucede algo similar. Después de algunos movimientos de legisladores a otros partidos, los tres institutos políticos logran sumar 126 escaños de 500, lo que significa que tienen en el 25.2% de la Cámara, situación que los coloca en franca desventaja para la toma de decisiones parlamentarias. 

			En términos sartorianos, dichos partidos políticos no son jugadores competitivos, ya que su capacidad de coalición parlamentaria o de chantaje es mínima. No cuentan con el número de legisladores necesarios para ser una oposición que detenga las reformas legales y, en caso de que Morena logré celebrar alianzas parlamentarias con otros partidos políticos, tampoco se vuelven una barrera para impedir reformas de naturaleza constitucional que requieren mayoría calificada del Congreso de la Unión. 

			En síntesis, la coalición «Por México al Frente» en los comicios de 2018 dejó una experiencia electoral diferente a las que se habían presentado en elecciones subnacionales donde habían participado el pan y el prd de manera conjunta. Si bien es cierto que las ganancias electorales para dichos partidos políticos cuando se coaligaron en el ámbito local habían permitido que obtuvieran triunfos en diversas gubernaturas, lo cierto es que para la elección federal de 2018 no se reprodujo el mismo resultado. 

			El pan tuvo uno de los peores resultados de este siglo no solo por la baja intención del voto en el caso de la elección presidencial, sino que eso mismo redundó en la obtención de menores espacios legislativos. Para el prd fue un declive evidente en las preferencias electorales que había obtenido en las últimas elecciones federales; incluso, estuvo cerca de perder el registro como partido político nacional que exige alcanzar el umbral del 3% en alguna de las elecciones federales. Por su parte, mc probablemente es el único que alcanzó su objetivo, conservó el registro y obtuvo escaños tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados. 

			En este contexto, la evaluación electoral de la coalición arroja un saldo negativo. No se logró ganar la Presidencia de la República, se obtuvieron un número reducido de escaños en el Congreso de la Unión y la suma de los votos entre los tres partidos participantes no refleja que se haya generado una fuerza electoral competitiva, bajo la idea de la coalición. Parece ser que la suma de los partidos tuvo un impacto gris en la competencia electoral. Hay que hacer notar que el pobre desempeño de dicha coalición se debió a la escasa capacidad de comunicación de esta frente a los ciudadanos, y de manera determinante a la fuerza política del candidato AMLO y del efecto dominó que se produjo en las elecciones para integrar el legislativo federal, así como en las diferentes elecciones locales del país. 
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La derrota del pri en la elección presidencial de 2018

			Ricardo Espinoza Toledo1

			Javier Rosiles Salas2

			Reconozco que las tendencias del voto no nos favorecen […] la coalición «Todos por México» no es la triunfadora en este proceso de sufragio ciudadano. De acuerdo a las tendencias, fue Andrés Manuel López Obrador quien obtuvo la mayoría, él tendrá la responsabilidad de conducir el Poder Ejecutivo y por el bien de México le deseo el mayor de los éxitos. 

			José Antonio Meade, candidato presidencial de la coalición «Todos por México», 1 de julio de 2018, 20:24 h.




			El 1 de julio de 2018 el Partido Revolucionario Institucional (pri) fue derrotado en la elección presidencial y de una forma tan contundente como no se había visto nunca. El partido que había contado con mayor implantación social perdió el 95% de los 300 distritos electorales que estaban en juego y el 89% de las 9000 mil secciones electorales que siempre había ganado. Por ello, en estas elecciones asistimos a la recomposición del espacio público. En la elección presidencial, el pri no ganó ninguno de los 300 distritos de mayoría, ni tampoco ninguna de las 32 entidades para el Senado y ni una sola de las nueve gubernaturas en disputa. Se quedó con sus 12 gobernadores aún en ejercicio, pero con nueva mayoría de Morena en los congresos locales respectivos. En el Congreso federal pasó de 204 diputados a 47 –quinto lugar después de Morena, Partido Acción Nacional (pan), Partido del Trabajo (pt) y Partido Encuentro Social (pes)– y de 55 senadores a solo 14. En efecto, el partido más castigado fue el pri, que obtuvo el 16% de los votos, aunque los demás no le aventajaron gran cosa: el Partido de la Revolución Democrática (prd) quedó con 4% y el pan solo alcanzó el 22%, mientras el Partido Verde (pvem) fue a la baja y Nueva Alianza (Panal) y el pes perdieron el registro legal.

			¿Qué explica la decadencia del partido más viejo del sistema político mexicano? En la derrota del pri en las elecciones de 2018 entraron en juego elementos propios de la dinámica interna de esa organización política y su forma de relación con el presidente surgido de sus filas, así como los efectos de las acciones y omisiones del gobierno federal y de los gobernadores promovidos por el pri, la corrupción gubernamental, la delincuencia y la inseguridad crecientes, la enorme inequidad social y pobreza derivada de reformas y políticas públicas, junto a la emergencia de una fuerza política que se hizo portadora de las demandas de las mayorías: Morena. Casi puede asegurarse que el pri había sido derrotado políticamente antes del proceso electoral. Con base en la propuesta de Loftis y Mortensen (2017), el PRI no ejerce influencia sobre el gobierno y sus políticas: su acción y orientación han dependido del presidente.

			En las elecciones federales de 2015, el pri tuvo una caída de más de 25% de su electorado y dejó de gobernar a 11 millones de mexicanos más. Porcentualmente, el pri había dejado de gobernar a más de 50 millones de personas, como había sido hasta entonces, y la mayoría legislativa que consiguió fue, por decir lo menos, atípica. El pri llegó a los comicios de 2018 con solo 14 gobernadores emanados de sus filas, la cantidad más baja en su historia antes de una elección presidencial. En 2015 fue derrotado en Michoacán, Nuevo León y Querétaro; en 2016, en Aguascalientes, Chihuahua, Durango, Quintana Roo, Tamaulipas y Veracruz y, en 2017, en Nayarit. Sin contar Chiapas, donde era aliado del gobernador Manuel Velasco, militante del Partido Verde, los priistas gobernaban a 52.4 millones de mexicanos en 14 entidades (43.8% de la población) y a 37.7 millones de electores (43% de la Lista Nominal del ine). Desde 2015, tan solo tenía la mayoría absoluta en los congresos de Campeche, Guerrero, Estado de México, Sonora y Yucatán, perdiendo, así, más poder local.

			En cuanto a municipios, el pri gobernaba 761 de los 2 mil 462 ayuntamientos, y solo tenía 11 de 31 capitales estatales: Campeche, Ciudad Victoria, Culiacán, Chilpancingo, Guanajuato, Hermosillo, Monterrey, Oaxaca, Tlaxcala, Toluca y Zacatecas. De las seis entidades más pobladas y con mayor número de electores: Estado de México, Ciudad de México, Veracruz, Jalisco, Puebla y Nuevo León, solo gobernaba el Estado de México y Jalisco. Pero en el Estado de México, donde habitan 11.6 millones de votantes, en 2017 sufrió una pérdida de casi un millón de votos, tras la contienda entre el priista Alfredo del Mazo y Delfina Gómez, candidata de Morena, quien superó al candidato del pri, en lo individual, por 56 mil votos. En Jalisco, el crecimiento de Movimiento Ciudadano (mc) y el posicionamiento del alcalde de Guadalajara, Enrique Alfaro, anticipaban su derrota en la disputa por la gubernatura en los comicios del 1 de julio de 2018. En Veracruz era tercera fuerza, por debajo del pan y Morena, y en la Ciudad de México, la cuarta, por debajo de Morena, prd y pan (Redacción, 2017, 3 de diciembre).

			En las elecciones de 2018 compitieron tres coaliciones de partidos: «Todos por México», con el pri acompañado del pvem y el Panal en torno de la candidatura presidencial de José A. Meade; «Por México al Frente», integrada por el pan y el prd, con Ricardo Anaya como candidato, y «Juntos Haremos Historia», con Morena, el pt y el pes, respaldando la candidatura de Andrés Manuel López Obrador. Además, y por vez primera, se registraron una candidata y un candidato independientes. En este texto analizamos la candidatura presidencial de la coalición «Todos por México», con José A. Meade como abanderado, al que llamaremos, de manera indistinta, candidato presidencial del pri, por ser esta la organización principal de la referida coalición.

			Como sugerimos, el desenlace de las elecciones conoce también, de manera relevante, causas externas a las decisiones propias de la vida interna del pri, que podemos ubicar como de largo alcance. Parafraseando a Garret (2001), la globalización y la adopción del Consenso de Washington contribuyeron a la neutralización ideológica del PRI. Fundamentalmente, las relacionadas con las decisiones del gobierno federal encabezado, precisamente, por un individuo surgido de sus filas y al que el pri respaldó plenamente durante su mandato. Por ello, en el fondo del resultado del 1 de julio están la desigualdad, la exclusión social y la corrupción gubernamental. Debido a que no son nuevas, su aumento las volvió un elemento determinante del resultado electoral. Lo que permitió la derrota del pri fue, además, el rechazo creciente de los millones de mexicanos desaventajados a políticas económicas que no dieron buenos resultados. Know y Pontusson (2010) explican que los factores internos, a su vez, están relacionados con la competencia política, con un sindicalismo oficial débil y con los mencionados efectos depredadores de las políticas económicas adoptadas.

			En la dimensión interna, la propiamente partidista, la derrota del candidato presidencial del pri tiene que ver con la designación de un abanderado que no militó ni surgió de sus filas, decisión que marcó el destino de la campaña presidencial. Si bien los partidos buscan maximizar votos, como ha sostenido Downs (1973), el problema del PRI era que ni siquiera pudo tener un candidato presidencial surgido de sus filas (Hopkin, 2003; Hazan y Rahat, 2009). Al problema de origen le siguió la selección de candidatos a senadores y diputados del círculo cercano del presidente de la República y en posiciones preferenciales, particularmente en las listas de Representación Proporcional. Por último, aunque no únicamente, están las propuestas de campaña centradas en la continuidad de las reformas promovidas por el gobierno de Enrique Peña Nieto, justamente, las más cuestionadas por sus efectos contraproducentes.

			En este texto privilegiamos las causas internas de la derrota del candidato presidencial del pri, sin menoscabo de las otras, buscando responder algunas preguntas básicas. Los partidos políticos, en tanto que organizaciones (Panebianco, 2009), son estructuras que deben adaptarse, modificarse y reaccionar a los cambios interiores y exteriores, adquiriendo así una dimensión de reorganización, aunque se trata de organizaciones conservadoras que solo se transforman cuando hay una necesidad imperiosa para hacerlo (Martínez y Mella, 2012). La selección de un no priista como candidato del pri, ¿fue un agravio al priismo o era una estrategia necesaria?; en la selección de candidatos al Senado y a diputados, ¿tuvieron preferencia las mismas familias que se habían heredado los cargos?, ¿fue esa una decisión del presidente que debilitó al candidato? Sobre las propuestas de campaña definidas como la continuidad de las reformas del gobierno de Peña Nieto, ¿puede verse como otra de las causas de la derrota del candidato del pri? Para su análisis, la exposición se organiza de la siguiente manera: una elección contra la corrupción, la inseguridad y la desigualdad; la designación del candidato no priista del pri, la selección de candidatos a senadores y a diputados y propuestas de campaña para asegurar la continuidad.

			Una elección contra la corrupción, la inseguridad y la desigualdad

			El candidato presidencial del pri se vio forzado a adoptar el tema de la corrupción como bandera, recurso impuesto por las circunstancias. El candidato de Morena, puntero en las preferencias de los electores, llevaba muchos años definiendo la agenda política gracias a su promesa de combatir la corrupción. El gobierno de Enrique Peña Nieto era percibido como el más corrupto de los últimos tiempos, al grado de que, para 2018, tenía el rechazo del 80% de ciudadanos.

			La delincuencia era el otro gran problema, estrechamente asociada a corrupción e impunidad. Con un aumento extraordinario de homicidios y secuestros, de 2012 a 2018 (Sistema Nacional de Seguridad Pública, 2018), la falta de seguridad personal era acompañada de la inseguridad jurídica (Consulta Nacional sobre el Modelo de Procuración de Justicia, 2017). La población vivía en situación de desprotección. Fue igualmente revelador el asesinato de políticos, candidatos a cargos de elección popular y funcionarios (512) y la renuncia de muchos más a las candidaturas (774) a causa de amenazas (Gómez y Aguirre, 2018).

			Sin crecimiento económico, el país se encontraba estancado: en los seis años del gobierno de Peña Nieto el promedio apenas rondó el 2 por ciento (Banco Mundial, 2017), pero la inflación llegó al 6.8 por ciento. La deuda pública se multiplicó, pero no la inversión: el endeudamiento se destinó al gasto corriente. La deuda pública pasó de 5.4 billones de pesos, en 2012, a 10 billones, en 2017 (Expansión, 2018). Por esa razón, México debía la mitad de lo que el país produce. Con la deuda externa, se multiplicó el desvío de recursos a causa de la corrupción gubernamental, así como el gasto en publicidad del gobierno. Fundar (2017, 28 de septiembre) publicó el informe Contar lo bueno cuesta mucho. El gasto en publicidad oficial del gobierno federal 2013 a 2016, en el que se documenta cómo tan solo en 2016 se ejercieron más de 10 mil 698 millones de pesos (mdp) en este tipo de gasto. Al sumar los cuatro primeros años del gobierno de Enrique Peña Nieto y el primer semestre de 2017, la cifra asciende a los 37 mil 725 mdp. Este dinero equivale a lo que gastó todo el gobierno federal para la atención y prevención de desastres naturales en 2015 y 2016. Además de las cuantiosas cantidades gastadas en materia de publicidad oficial, el gobierno se caracterizó por sobreejercicios que alcanzan, de 2013 a 2016, 71.86% más de lo aprobado por la Cámara de Diputados, es decir, pasó de 21 mil 099 mdp a los 36 mil 261 mdp. El monto sobreejercido equivale a más de 15 mil mdp adicionales en un periodo donde han existido recortes al presupuesto en sectores como salud, desarrollo social y medio ambiente.

			Al mismo tiempo, se fueron disminuyendo los recursos destinados a educación, salud, infraestructura y programas sociales. A pesar de los grandes montos que el gobierno decía invertir en programas de desarrollo social, prácticamente la mitad de la población vivía en condiciones de pobreza y pobreza extrema (Coneval, 2017).

			El gobierno presumía que el desempleo bajó en el sexenio 2012-2018, en 1.6%, de acuerdo con el inegi (2018), pero la esencia no cambió, porque se dio ese estatuto a personas con trabajos muy mal remunerados, para no hablar de los empleos formales que se perdían. El Coneval (2017) aseguraba que dos millones de personas salieron de la pobreza extrema para quedar como pobres, tout court, por obra de los apoyos gubernamentales directos. Sin haber salido de la pobreza, esas personas volverían a la situación anterior en cuanto dejaran de recibir los apoyos del gobierno.

			Por todo ello, en estas elecciones se disputaban dos proyectos sobre el papel del gobierno en el desarrollo: el que representaban los candidatos José A. Meade («Todos por México») y Ricardo Anaya («Por México al Frente»), por un lado, y el de Andrés Manuel López Obrador («Juntos Haremos Historia»), por el otro. Gobiernos del pan y del pri se habían alternado en la Presidencia de la República sin que se atendieran las necesidades primarias de la ciudadanía. La inseguridad, la arrogancia gubernamental, la corrupción, las promesas incumplidas y el desfase entre el discurso de los gobernantes y la realidad cotidiana identificaron la gestión de esos dos partidos y eran motivo del creciente descontento de amplios segmentos de ciudadanos.

			La propuesta de López Obrador aparecía como la única opción de cambio. Sus compromisos centrales eran la paz social y el progreso económico que, junto al combate a la corrupción y a la impunidad, establecerían las bases para transformar la realidad social del país. El presente, que debía cambiar, se caracterizaba por la falta de Estado de derecho, el desempleo, la inseguridad desbordada, el saqueo de los recursos públicos, la corrupción, la impunidad, la desigualdad acentuada y la pobreza. Seguir aplicando las mismas recetas gubernamentales del pan y del pri era cancelar las posibilidades de un futuro mejor. Los mexicanos llevaban décadas escuchando promesas de solución sin que se hubieran atendido los problemas. Al contrario, la situación había empeorado en materia de seguridad, así como de corrupción, a lo que se sumaba la falta de oportunidades para los jóvenes.

			El gobierno de Peña Nieto había dilapidado ingentes recursos públicos en publicidad gubernamental, pero su popularidad cayó en la misma proporción; creyó, con sus seguidores, que había transformado el país por haber impuesto reformas constitucionales que no contribuyeron al mejoramiento de las condiciones de vida de los mexicanos. El Pacto de 2012 diluyó los contrapesos constitucionales y, así, las instituciones sirvieron como medio para imponer el programa adoptado por el presidente. En ese proceso también se afectó la libertad individual, a la prensa independiente y a las organizaciones sociales (empresariales, sindicales, civiles). 

			La situación bajo los gobiernos surgidos del pan (2000-2012), que ofrecieron un cambio, no fue diferente. Intentaron eludir su responsabilidad culpando al Congreso por lo que ellos no hacían. Al igual que con Peña Nieto, promovieron una cantidad interminable de reformas y de leyes. Y pedían volver a reformar la ley que ya habían ajustado por considerarla insuficiente o incompleta, sin atender las causas de los problemas ni los problemas mismos. El recurso de las reformas constitucionales y legales se volvió el argumento para echar la responsabilidad al Congreso de la incapacidad del presidente e intentar controlarlo.

			El Congreso, por su lado, omitió su función de vigilancia. La presión a que fue sometido desde la Presidencia de Vicente Fox y los arreglos con él logrados para distribuir los recursos por bancadas en el Congreso lo fueron neutralizando. En una decisión polémica, ambas Cámaras le aprobaron la llamada Ley Televisa (2005), que fue declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), una vez que terminó el sexenio encabezado por el primer gobierno surgido del pan. Bajo la Presidencia de Felipe Calderón, segundo de naturaleza panista, el puntal de los arreglos en el Congreso siguió siendo el pri. Aunque ni a Vicente Fox ni a Felipe Calderón le aprobaron todo lo que planteaban, pri y pan coincidían en el rumbo económico trazado desde los años ochenta. Una vez que el pri recuperó el poder presidencial, en 2012, retomó los temas relevantes que los panistas no pudieron hacer aprobar. Ese fue el programa de gobierno del priista Enrique Peña Nieto.

			La alternancia presidencial del año 2006 y la de 2012 fue posible por la intervención decisiva del presidente de la República. El pacto entre pri y pan explica la derrota de López Obrador en 2006, entonces candidato presidencial del prd, así como la alternancia de 2012. Kirchheimer (1980) habla de un nuevo tipo de partido, el catch-all, que sacrifica una penetración ideológica profunda a cambio de un éxito electoral más rápido. Por su parte, Katz y Mair (1995) se refieren a los partidos cártel, esto es, la connivencia de estas organizaciones para emplear los recursos del Estado y garantizar su supervivencia colectiva.

			Su coincidencia programática se dio desde el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, cuando el entonces dirigente nacional del pan, Carlos Castillo Peraza, declaró que estaban ante la victoria cultural del panismo. En efecto, desde entonces, el gobierno y su partido, el pri, se convirtieron al neoliberalismo, doctrina económica que fundamentaba los principios del pan desde su creación en 1939. Con una posición distinta, López Obrador fue el portador de una propuesta transformadora: el principio era cambiar los privilegios que sustentan el poder del presidente y a los cuales cobijaba, porque es ahí donde estaba el obstáculo al desarrollo del país. Con el propósito de contrarrestar la presencia ascendente del candidato de Morena, el presidente de la República revivió la «liturgia» consistente en la designación, al más viejo estilo, del candidato presidencial del pri. Ante los asistentes del foro Impulsando a México. La Fortaleza de sus Instituciones, en una entrevista al presidente, Peña Nieto dijo, entre otras cosas: «Los priistas tenemos nuestra propia cultura, nuestra propia liturgia. Hay quienes nos estigmatizan porque somos diferentes, porque no hacemos primarias, porque no hacemos ejercicios que otros partidos eventualmente hacen o que otros partidos políticos de otros países hacen [...] El pri tiene su propia liturgia, sus tiempos, sus ritmos y es algo, además que el priismo asimila y entiende muy bien [...] Luego nos sincronizamos tan bien el presidente y el partido, que luego yo no sé quién le lee la mente a quién, si el partido al presidente o el presidente al partido» (Ajenjo, 2017, 24 de octubre).

			La designación del candidato no priista del pri

			El 12 de agosto de 2017, la xxii Asamblea Nacional del pri quitó el candado estatutario en el que se pedía el requisito de militancia partidaria de cuando menos diez años para aquellos que aspiren a ser candidatos a la Presidencia de la República, a una gubernatura o a la jefatura de Gobierno de la Ciudad de México. Sin limitantes legales, la posibilidad de convertir en candidato presidencial a una persona que no militara en ese partido abría anchas las puertas al presidente que desde antes de asumir el cargo había ejercido un control incontestable en su organización política.

			La reposición de la liturgia del «destape» (designación del candidato presidencial por el presidente sin consultar al partido), usando y desechando a los demás «tapados» (aspirantes y suspirantes a la candidatura que no hacen pública su intención: aparte de José A. Meade, el doctor José Narro, secretario de Salud; el secretario de Educación, Aurelio Nuño, y el de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong), eludió que la vieja liturgia ya no garantizaba el objetivo central de la ceremonia: que el finalmente «destapado» fuera el sucesor, es decir, el ganador de la contienda. La competencia entre partidos había sepultado la discrecionalidad del presidente, a pesar de tener en su órbita a los opositores del pan y del prd. Morena quedó como la única y auténtica alternativa. No hubo selección; el acto se resolvió en la designación de José A. Meade, sin militancia en el pri, como candidato del partido más viejo de la historia política mexicana.

			El paso siguiente del ungido candidato presidencial era hacerse presente ante el partido que lo adoptaría. «Háganme suyo», pidió el candidato externo a los priistas en la ceremonia de reconocimiento ante la Confederación de Trabajadores de México (ctm) (Redacción, 2017, 28 de noviembre), para luego ir a la Confederación Nacional Campesina (cnc), a la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (cnop) y a las organizaciones de mujeres y jóvenes. Sin haber ocupado un cargo de elección popular ni partidista, el hombre que sirvió a gobiernos del pan y luego del pri, se definía como «verdadero ciudadano». Ese tipo de pronunciamientos se percibía como ofensas a los militantes del pri. Lo hicieron suyo, en la forma, pero sin convicción: el presidente les había impuesto como abanderado a una persona que ni siquiera compartía la identidad partidaria. El (pre)candidato tenía que convencer a los priistas de que aun cuando no era como ellos y no formaba parte de ellos, le podían tener confianza para abanderarlos (Trejo, 2017, 4 de diciembre).

			La estrategia se quería exitosa. Entre las virtudes de un candidato no priista estaba el que la gente se identificara con una persona ajena al descrédito del pri (50% de ciudadanos decía votar en contra de ese partido) y a la impopularidad del presidente, quien rondaba el 20% de aceptación, la más baja desde que se tiene registro. El desafío de un candidato que fue dos veces secretario de Hacienda, una vez de Relaciones Exteriores y otra de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) era formidable, pues las críticas no lo eximían de responsabilidades, por acción u omisión, de casos como el de Odebrecht, ohl, la estafa maestra, las acusaciones de desvíos de fondos federales de los exgobernadores de Veracruz (2010-2016), Chihuahua (2010-2016) y Quintana Roo (2011-2017), todos del pri, o en la asignación de obra pública y su incumplimiento, como el llamado «socavón de Cuernavaca».

			Entre la búsqueda de construirse un estilo, definir el mensaje y asegurarse respaldos, la campaña del abanderado del pri carecía de atractivo. A finales de abril y principios de mayo se dieron a conocer acercamientos entre enviados del candidato del pan y el gobierno de Peña Nieto, en la búsqueda de un pacto. Querían un arreglo que detuviera la persecución que la Procuraduría General de la República (pgr) llevaba a cabo contra Ricardo Anaya por operaciones con recursos de procedencia ilícita, a cambio de seguridades a Peña Nieto y colaboradores, borrar de la campaña del panista el compromiso de meterlo a la cárcel, y juntos enfrentar a Andrés Manuel López Obrador. A mediados de mayo de 2018, el estancamiento de la campaña del abanderado del pri decidió a empresarios del Consejo Coordinador Empresarial (cce) y del Consejo Mexicano de Negocios (cmn) a pedir la declinación del candidato del pri en favor del panista Ricardo Anaya con el propósito de frenar al candidato de Morena, quien registraba gran ventaja en los sondeos de opinión. El 17 de mayo de 2018, una decena de grandes empresarios encabezados por Claudio X. González fue a Los Pinos a ver al presidente para pedirle que forzara al pri y a su candidato a retirarse de la contienda para hacer el equivalente a una «segunda vuelta» electoral y unir en un solo polo –el encabezado por Ricardo Anaya– a todas las fuerzas anti-AMLO y poder repetir por cuarta vez lo que ya se había hecho con buenos resultados (Meyer, 2018, 7 de junio). Para apuntalar su postura, el candidato del pan empezó a convocar al «voto útil», en su favor, desde luego, y en detrimento del candidato del pri, quien, en efecto, no lograba posicionarse en el ánimo de los ciudadanos. 

			El desencuentro entre aquellos grupos de empresarios y el presidente afectó al candidato presidencial del pri, aunque el distanciamiento entre ellos se produjo desde la aprobación de la reforma hacendaria, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de noviembre de 2013, pretendidamente por afectar más a quienes más tienen. En esta ocasión, de nueva cuenta, los empresarios volverían a hacer todo lo posible por derrotar a López Obrador, a quien combatieron por todos los medios en las elecciones de 2006 y en las de 2012, solo que esta vez lo harían sin el gobierno. No les fue difícil oponerse al presidente, su antiguo socio, quien al final de mandato no representaba ya utilidad alguna para sus intereses.

			El gobierno, a su vez, entró en campaña para enfrentar al candidato puntero en las encuestas. Todos los temas que López Obrador ponía en el centro de la agenda eran sistemáticamente respondidos por el presidente. La disputa no era con el candidato del presidente, sino con el propio gobierno y, desde luego, con empresarios que, legítimamente, defendían sus negocios. Cuando el candidato presidencial de Morena arreciaba sus cuestionamientos a la reforma educativa, por considerarla laboral y punitiva, Peña Nieto y empresarios salían a defenderla aludiendo el inverosímil argumento de que se afectaría la educación de calidad; cuando decía que echaría abajo el proyecto del Nuevo Aeropuerto Internacional (naim) por falta de transparencia, ejemplo de corrupción y muy costoso para las finanzas públicas, el presidente, su vocero y empresarios, se lanzaban contra López Obrador, argumentando que de ese proyecto dependía el desarrollo nacional; cuando el morenista decía que revisaría la reforma a Pemex, por privatizadora y dañina a los intereses nacionales, el presidente y el empresariado aparecían para asegurar que eso afectaría la inversión y el empleo, y pedían dar confianza a la inversión. A su entender, la inseguridad y la falta de garantías jurídicas no eran el motivo de la desconfianza en México, sino las posturas de un candidato presidencial en campaña. 

			El tema del naim fue la ocasión para la entrada abierta de los empresarios en campaña. Una rueda de prensa de Carlos Slim, empresario mexicano y uno de los hombres más ricos del mundo, a favor del nuevo aeropuerto (Redacción, 2018, 17 de abril), fue visto, sin embargo, como un evento cuyo objetivo era proteger los negocios privados ante cualquier acto de transparencia, así como buscar alinear políticamente al empresariado mexicano. Poco después, la organización Mexicanos Primero lanzó un spot dirigido a defender la reforma educativa, seguido de la noticia de una serie sobre populismo que contaba con una publicidad que colocaba a López Obrador en primer plano en enormes anuncios. Para no dejar dudas de su militancia política, vino luego un desplegado en la prensa (el 3 de mayo de 2018), en el que abiertamente se manifestaban contra López Obrador. El candidato de Morena respondió que se trataba de quienes siempre se beneficiaron de los recursos públicos y defendían su derecho a seguir decidiendo. La apabullante publicidad en contra de López Obrador prácticamente borró a los otros candidatos presidenciales, destacadamente, al del pri.

			El 2 de mayo se dio el primer cambio con el fin de meter al pri en la campaña del candidato que se decía no priista: renunció el presidente del Comité Ejecutivo Nacional (cen), Enrique Ochoa Reza, del círculo cercano del presidente Peña Nieto, encargado de preparar el terreno al candidato externo, y quien tampoco tenía militancia ni liderazgo en el pri (duró un año, 10 meses y 23 días en el cargo). El cambio fue necesario, aunque también tardío e insuficiente, para reactivar una campaña estancada, a la que le quedaban solo dos meses antes de las elecciones. El candidato presidencial y el presidente de la República no convocaban al priismo. El pri vivía un vacío hacia afuera, pues la campaña era manejada desde el gobierno, como ocurrió en el Estado de México, en las elecciones de 2017 y, hacia adentro, padecía la desarticulación de una organización compleja carente de un liderazgo unificador. La llegada de René Juárez Cisneros al frente del cen buscaba asegurar que la maquinaria electoral operara en todo el territorio nacional. El problema ya no era solamente la elección presidencial, sino que estaban en riesgo de perder las nueve gubernaturas en disputa, además de diputaciones estatales, senadurías y diputaciones federales.

			El domingo 6 de mayo se dio el relanzamiento de la campaña del candidato presidencial del pri, con el nuevo dirigente nacional a la cabeza. En esa reunión de priistas, el candidato, ahora enfundado en la chamarra roja del pri, aprovechó para repetir, una vez más, que ganarían del mismo modo en que lo hicieron en Coahuila y el Estado de México (en 2017), dos procesos que fueron fuertemente cuestionados por los recursos ilegales utilizados. En su intervención, pidió «luchar a muerte para asegurar el triunfo». La convocatoria era a movilizar el aparato del partido, excluido hasta entonces. Como lo había hecho desde su designación, buscaba el respaldo de los priistas, pero jurando ser muy distinto de ellos.

			La debilidad de los apoyos internos al candidato también tuvo otra de sus causas en la distribución de las candidaturas.

			La selección de candidatos al Senado y a la Cámara de Diputados

			Durante los preparativos de la xxii Asamblea Nacional del pri, celebrada en agosto de 2017, los militantes solicitaban ser considerados para seleccionar a los candidatos de su partido en 2018. Hablaban de «no más imposición» y de acabar con «acuerdos en lo oscurito» (Redacción, 2017, 20 de julio). Contrario a su solicitud, el método de consulta a la base fue desechado por la cúpula priista. En 2018 en el pri se utilizaron los métodos de convención de delegados y de comisión de postulación,3 además de que se cedieron algunas candidaturas en función del convenio de coalición firmado con el Partido Verde y Nueva Alianza.

			Dicho convenio incluyó 133 fórmulas de candidaturas a diputados federales por el principio de Mayoría Relativa en 16 entidades: Campeche, Chiapas, Coahuila, Colima, Estado de México, Guerrero, Hidalgo, Morelos, Oaxaca, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas. De manera que de los 300 candidatos priistas a diputados federales de mayoría, 124 fueron elegidos por una convención de delegados, 125 fueron designados por una comisión de siete integrantes y 51 fueron postulados por otro partido.

			Tabla 1

			Procedimientos para la postulación de candidatos a diputados federales por Mayoría Relativa

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Distritos según procedimiento de postulación

						
					

					
							
							Convención de delegados

						
							
							Comisión de postulación

						
							
							Cedido por convenio de coalición

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							
							1, 2, 3

						
							
					

					
							
							Baja California

						
							
							
							1 al 8

						
							
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							
							1, 2

						
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							
							
							1 pv; 2 na

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							5, 12, 13

						
							
							
							1-4, 6-8, 10, 11 pv; 9 na

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							
							1 al 9

						
							
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							1 al 24

						
							
					

					
							
							Coahuila

						
							
							1, 2, 3, 6, 7

						
							
							
							4 na, 5 pv

						
					

					
							
							Colima

						
							
							1, 2

						
							
							
					

					
							
							Durango

						
							
							
							1 al 4

						
							
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							1 al 15

						
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							1, 3, 4, 5, 6

						
							
							
							7, 8, 9 pv; 2 na

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							1, 2, 3, 4, 6

						
							
							
							5 pv; 7 na

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							1 al 20

						
							
							
					

					
							
							México

						
							
							1, 3, 4, 5, 6, 9, 10, 12, 15, 16, 17, 18, 20, 21, 22, 25, 26, 28, 30 al 41

						
							
							
							11, 14, 19, 23 pv; 2, 7, 8, 13, 24, 27, 29 na

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							
							1 al 12

						
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							
							3, 4

						
							
							1, 5 pv; 2 na

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							1, 2, 3

						
							
							
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							1, 4, 6, 9, 10

						
							
							2, 3, 5, 7, 8, 11, 12

						
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							1, 4, 7, 8, 9 10

						
							
							
							3, 5, 6 pv; 2 na

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							1, 3, 5, 7, 9, 11, 14

						
							
							2, 4, 6, 8, 10, 12, 13, 15

						
							
					

					
							
							Querétaro

						
							
							
							1 al 5

						
							
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							1, 2, 4

						
							
							
							3 pv

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							1, 2, 4, 5, 7

						
							
							
							3 pv; 6 na

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							4, 5, 6, 7

						
							
							
							1 pv; 2, 3 na

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							1, 2, 3, 5, 6, 7

						
							
							
							4 pv

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							
							1 al 6

						
							
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							1 al 9

						
							
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							1, 2

						
							
							
							3 na

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							
							1 al 20

						
							
					

					
							
							Yucatán

						
							
							5

						
							
							
							1, 4 pv; 2, 3 na

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							1, 3, 4

						
							
							
							2 pv

						
					

					
							
							Total

						
							
							124

						
							
							125

						
							
							51

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en pri (2018a y 2018b) e ine (2018a y 2018b).




			En el caso del Senado, fueron 34 las fórmulas que entraron en el convenio de coalición. De modo que de las 64 fórmulas priistas registradas en busca de senadurías por los principios de Mayoría Relativa y primera minoría, 26 candidatos propietarios fueron elegidos por una convención de delegados, 27 designados por la comisión de postulación y 11 candidaturas fueron cedidas al Verde o a Nueva Alianza.

			Tabla 2

			Procedimientos para la postulación de fórmulas de candidatos al Senado por entidad federativa

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Procedimiento de postulación

						
					

					
							
							Convención de delegados

						
							
							Comisión de postulación

						
							
							Cedido por convenio de coalición

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Baja California

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Campeche

						
							
							
							
							1ª pv, 2ª na

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							
							
							1ª y 2ª pv

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Coahuila

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Colima

						
							
							2ª

						
							
							
							1ª pv

						
					

					
							
							Durango

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Guerrero

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							1ª

						
							
							
							2ª na

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							México

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Michoacán

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Morelos

						
							
							
							2ª

						
							
							1ª na

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							2ª

						
							
							
							1ª pv

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Querétaro

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							2ª

						
							
							
							1ª na

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Sonora

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Tabasco

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							1ª y 2ª

						
							
							
					

					
							
							Veracruz

						
							
							
							1ª y 2ª

						
							
					

					
							
							Yucatán

						
							
							1ª

						
							
							
							2ª pv

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							1ª

						
							
							
							2ª pv

						
					

					
							
							Total

						
							
							26

						
							
							27

						
							
							11

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en pri (2018c y 2018d) e ine (2018a y 2018b).




			Llamó la atención que algunas candidaturas se declararon desiertas, y ante la falta de aspirantes se requirió la intervención del cen, por «causas de fuerza mayor», para designar a los candidatos un día antes de que se cerrara el plazo para el registro (18 de marzo de 2018). Fue el caso de los propietarios de las segundas fórmulas al Senado en Baja California, Guanajuato y Oaxaca, así como de los candidatos a diputados federales en 20 distritos.

			Tabla 3

			Distritos con candidaturas declaradas desiertas por el pri

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Distrito

						
							
							Cabecera

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							5

						
							
							San Cristóbal de las Casas

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							12

						
							
							Cuauhtémoc

						
					

					
							
							Durango

						
							
							2

						
							
							Gómez Palacio

						
					

					
							
							3

						
							
							Guadalupe Victoria

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							2

						
							
							San Miguel de Allende

						
					

					
							
							3

						
							
							León

						
					

					
							
							6

						
							
							León

						
					

					
							
							12

						
							
							Celaya

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							3

						
							
							Compostela

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							4

						
							
							Tlacolula de Matamoros

						
					

					
							
							9

						
							
							Puerto Escondido

						
					

					
							
							10

						
							
							Miahuatlán de Porfirio Díaz

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							1

						
							
							Playa del Carmen

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							7

						
							
							Tamazunchale

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							2

						
							
							Tantoyuca

						
					

					
							
							7

						
							
							Martínez de la Torre

						
					

					
							
							13

						
							
							Huatusco

						
					

					
							
							15

						
							
							Orizaba

						
					

					
							
							17

						
							
							Cosamaloapan

						
					

					
							
							19

						
							
							San Andrés Tuxtla

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en pri (2018e).




			En la primera etapa se desarrolló el proceso para seleccionar a los candidatos que competirían en cada uno de los 300 distritos. Se dio a conocer que 71 priistas aspiraban a una senaduría y 454 a una diputación por el principio de Mayoría Relativa, además de que se habían desechado 171 solicitudes para participar en los procesos internos de selección de candidatos (Redacción, 2018, 5 de febrero).

			Entre los candidatos nominados a una diputación federal aparecieron los entonces senadores Lilia Guadalupe Merodio Reza y Graciela Ortiz González, ambas de Chihuahua, así como Ricardo Urzúa, de Puebla, y Marcela Guerra, de Nuevo León. Otros nombres que llamaron la atención en su búsqueda de un lugar en el Senado fueron los de Lorena Martínez (líder del Movimiento Territorial), de los exgobernadores José Reyes Baeza (Chihuahua), Fernando Morena Peña (Colima), Manuel Andrade (Tabasco) y César Camacho Quiroz (Estado de México), quien también era coordinador de los diputados federales del pri.

			A la lista se sumaron la exdiputada Beatriz Pagés Llergo; Sylvana Beltrones Sánchez, hija de Manlio Fabio Beltrones; Jorge Carlos Ramírez Marín, presidente de la Cámara de Diputados; Bárbara Botello, expresidenta municipal de León, Guanajuato, y el excandidato a la gubernatura de Guerrero, Manuel Añorve (Redacción, 2018, 5 de febrero).

			Sin embargo, fue la aprobación de candidatos a diputados y senadores de Representación Proporcional la que evidenció más claramente las pugnas en la cúpula priista y las presiones internas. El pri espero hasta el límite legal, el 18 de marzo, para aprobar a sus candidatos. Se llegó a considerar como «una negociación con una tensión sin precedentes al interior del tricolor» en la que Meade buscaba evitar la inclusión de personajes involucrados en actos de corrupción para no afectar su campaña (Reporte Índigo, 2018, 18 de marzo). Entre los posibles candidatos plurinominales se manejaron los nombres del expresidente nacional, Manlio Fabio Beltrones; del secretario de Comunicaciones y Transportes, Gerardo Ruiz Esparza, y del interés que tenía Rosario Robles, secretaria de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, de convertirse en candidata, apoyada por Miguel Ángel Osorio Chong (Redacción, 2018, 12 de marzo). Ninguno de los tres fue postulado.

			De última hora, los integrantes de la Comisión Permanente fueron trasladados en autobuses de las afueras del Auditorio Nacional a la sede del pri en el Estado de México, en Toluca, ante la posibilidad de que la sede nacional, donde originalmente se desarrollaría el cónclave, fuera tomada por sectores del partido inconformes por ser excluidos de las designaciones (Redacción, 2018, 18 de marzo; Redacción, 2018, 19 de marzo).

			Entre los candidatos plurinominales al Senado destacaron Claudia Ruiz Massieu, secretaria general del partido y sobrina del expresidente Carlos Salinas; Vanessa Rubio, coordinadora de campaña de Meade; Miguel Ángel Osorio Chong, exsecretario de Gobernación; Pablo Gamboa Miner, hijo del entonces coordinador del pri en el Senado, Emilio Gamboa Patrón; Beatriz Paredes, expresidenta del partido; Carolina Viggiano, secretaria jurídica del cen y esposa del exgobernador de Coahuila Rubén Moreira, quien también apareció como candidato a diputado federal por el principio de Representación Proporcional. Además, se incluyó a Carlos Aceves del Olmo, líder de la ctm, y a Eruviel Ávila, exgobernador del Estado de México.

			También los candidatos a diputados reflejaban la continuidad del grupo hegemónico al lograr postular a personajes como Enrique Ochoa, presidente nacional del pri; Fernando Galindo, subsecretario de Egresos de la Secretaría de Hacienda; Luis Vega, secretario de Finanzas de ese partido; Luis Miranda, exsecretario de Desarrollo Social y cercano al presidente Peña Nieto; el líder del sector campesino, Ismael Hernández Deras, y el del sector popular, Arturo Zamora; a Isaías González, líder de la croc, y a Ana Lilia Herrera, presidenta de la Junta de Coordinación Política del Senado.

			Igualmente, fueron postulados Dulce María Sauri, expresidenta del pri, y Augusto Gómez Villanueva, decano de legisladores y cercano a Meade. Respecto a políticos ligados al grupo mexiquense, aparecieron en las listas plurinominales Ernesto Nemer, dirigente del pri en el Estado de México, Marcela Velasco e Israel Betanzos, cercano al exlíder del pri en la Ciudad de México, Cuauhtémoc Gutiérrez (Redacción, 2018, 18 de marzo; Redacción, 2018, 19 de marzo).

			Algunas de las nominaciones del pri fueron de las más polémicas de todo el proceso electoral. Una de ellas fue la de Ximena Puente de la Mora, quien apenas aseguró su postulación como candidata a diputada plurinominal renunció como comisionada del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (inai), del que fue su presidenta de mayo de 2014 a mayo de 2017 (Redacción, 2018, 20 de marzo).

			El pri también postuló como candidatos a diputados a líderes sindicales como Manuel Limón Hernández, cercano al líder petrolero Carlos Romero Deschamps e involucrado en las indagatorias del Pemexgate, como se le conoció al caso del desvío de 500 millones de pesos de las cuentas del sindicato petrolero para apoyar la campaña presidencial de Francisco Labastida en el año 2000. Dos líderes petroleros más también fueron considerados: Víctor Kidnie de la Cruz, de la sección 47, y al Senado, Fernando Pacheco, dirigente de la sección 24. Un líder sindical más es Carlos Pavón Campos, secretario general del Sindicato Nacional Minero Metalúrgico, y del también líder minero y senador electo por Morena, Napoleón Gómez Urrutia (Redacción, 2018, 20 de marzo).

			Otro caso polémico fue el de Cynthia López Castro, quien llegó a la Asamblea Legislativa del entonces Distrito Federal (aldf) a través del principio de Representación Proporcional en 2015. López Castro fue postulada por ese mismo principio a la Cámara de Diputados en 2018, siendo que el artículo 212 de los estatutos priistas fue modificado en 2017 para establecer que «quien ocupe un cargo de elección popular por el principio de Representación Proporcional, no podrá ser postulado por el Partido por el mismo principio electoral para ningún cargo en el proceso inmediato». De hecho, sus datos en la página de la aldf fueron modificados para borrar la información de que se trataba de una legisladora plurinominal y decir que era una diputada de «primera minoría», un principio no aplicable en su caso (Redacción, 2018, 21 de marzo).

			Como resultado del proceso electoral, el pri solo logró 47 diputados federales, ni siquiera el 10% de la cámara (9.4%). Además, la gran mayoría de los diputados priistas, 38 (80.9%), obtuvieron su curul mediante la Representación Proporcional, la misma que desde hace unos años ese partido buscó disminuir y hasta eliminar (Redacción, 2017, 2 de octubre). El pri solo ganó en nueve distritos de mayoría.

			Tabla 4

			Candidatos a diputados federales por Representación Proporcional

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Lugar

						
							
							Candidato

						
							
							Entidad

						
					

				
				
					
							
							Primera Circunscripción

						
					

					
							
							1

						
							
							Benito Medina Herrera*

						
							
							Baja California

						
					

					
							
							2

						
							
							Érika Sánchez Martínez*

						
							
							Sinaloa

						
					

					
							
							3

						
							
							Alfredo Villegas Arreola*

						
							
							Sinaloa

						
					

					
							
							4

						
							
							Irma Terán Villalobos*

						
							
							Sonora

						
					

					
							
							5

						
							
							Isaías González Cuevas*

						
							
							Baja California Sur

						
					

					
							
							6

						
							
							Hortensia María Luisa Noroña Quezada*

						
							
							Jalisco

						
					

					
							
							7

						
							
							Ismael Hernández Deras*

						
							
							Durango

						
					

					
							
							8

						
							
							Margarita Flores Sánchez*

						
							
							Nayarit

						
					

					
							
							9

						
							
							Luis Vega Aguilar

						
							
							Sinaloa

						
					

					
							
							10

						
							
							Gabriela Cisneros Ruiz

						
							
							Baja California Sur

						
					

					
							
							Segunda circunscripción

						
					

					
							
							1

						
							
							Pedro Pablo Treviño*

						
							
							Nuevo León

						
					

					
							
							2

						
							
							Ivonne Álvarez García*

						
							
							Nuevo León

						
					

					
							
							3

						
							
							Rubén Moreira Valdez*

						
							
							Coahuila

						
					

					
							
							4

						
							
							Mariana Rodríguez Mier y Terán*

						
							
							Tamaulipas

						
					

					
							
							5

						
							
							Carlos Pavón Campos*

						
							
							Zacatecas

						
					

					
							
							6

						
							
							Frinne Azuara Yarzaba*

						
							
							San Luis Potosí

						
					

					
							
							7

						
							
							Lenin Nelson Campos Córdova*

						
							
							San Luis Potosí

						
					

					
							
							8

						
							
							María Alemán Muñoz Castillo*

						
							
							Querétaro

						
					

					
							
							9

						
							
							Augusto Gómez Villanueva**

						
							
							Aguascalientes

						
					

					
							
							10

						
							
							Norma Guel Saldívar*

						
							
							Aguascalientes

						
					

					
							
							Tercera circunscripción

						
					

					
							
							1

						
							
							Juan Ortiz Guarneros*

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							2

						
							
							Dulce María Sauri*

						
							
							Yucatán

						
					

					
							
							3

						
							
							Héctor Yunes Landa*

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							4

						
							
							Soraya Pérez Munguía*

						
							
							Tabasco

						
					

					
							
							5

						
							
							Pablo Angulo Briseño*

						
							
							Campeche

						
					

					
							
							6

						
							
							Anilú Ingram Ballines*

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							7

						
							
							Manuel Limón Hernández*

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							8

						
							
							María Concepción Huerta Salgado

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							9

						
							
							Samuel Aguirre Ochoa

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							10

						
							
							Mariana Nassar Piñeiro

						
							
							Oaxaca

						
					

					
							
							Cuarta circunscripción

						
					

					
							
							1

						
							
							Lucero Saldaña Pérez*

						
							
							Puebla

						
					

					
							
							2

						
							
							Fernando Galindo Favela*

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							3

						
							
							Cynthia López Castro*

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							4

						
							
							René Juárez Cisneros*

						
							
							Guerrero

						
					

					
							
							5

						
							
							Claudia Pastor Badilla*

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							6

						
							
							Eleusis Córdova Morán*

						
							
							Puebla

						
					

					
							
							7

						
							
							Lisbeth Hernández Lecona

						
							
							Morelos

						
					

					
							
							8

						
							
							Armando Tonatiuh González Case

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							9

						
							
							Angélica Clementina Mireles

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							10

						
							
							Alfonso Godínez Pichardo

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							Quinta circunscripción

						
					

					
							
							1

						
							
							Enrique Ochoa Reza*

						
							
							Michoacán

						
					

					
							
							2

						
							
							Ana Lilia Herrera Anzaldo*

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							3

						
							
							Luis Enrique Miranda*

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							4

						
							
							Marcela Velasco González*

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							5

						
							
							Brasil Alberto Acosta Peña*

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							6

						
							
							Ximena Puente de la Mora*

						
							
							Colima

						
					

					
							
							7

						
							
							Ernesto Nemer Álvarez*

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							8

						
							
							Laura Barrera Fortoul*

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							9

						
							
							Fausto Zamorano Esparza

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							10

						
							
							Paula Hernández Olmos

						
							
							Hidalgo

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en pri (2018f) y Cámara de Diputados.

			*Candidatos que lograron la diputación.

			**En la lista final, Gómez Villanueva ocupó el décimo lugar; no logró acceder a la Cámara de Diputados.

			Tabla 5

			Diputados federales del pri por Mayoría Relativa

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Distrito

						
							
							Diputado

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							4

						
							
							Martha Hortencia Garay Cadena

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							7

						
							
							Fernando Donato de las Fuentes Hernández

						
					

					
							
							México

						
							
							1

						
							
							Ricardo Aguilar Castillo

						
					

					
							
							México

						
							
							9

						
							
							Eduardo Zarzosa Sánchez

						
					

					
							
							México

						
							
							36

						
							
							Cruz Juvenal Roa Sánchez

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							9

						
							
							Juan Francisco Espinoza Eguia

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							1

						
							
							María Sara Rocha Medina

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							2

						
							
							Alonzo Morales María Ester

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							5

						
							
							Juan José Canul Pérez

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en Cámara de Diputados.




			Respecto al Senado, tan solo 14 priistas consiguieron un escaño (el 10.9% de sus 128 integrantes), seis de ellos por Representación Proporcional (tabla 6). En siete casos se convirtieron en legisladores mediante el principio de primera minoría: Verónica Martínez García (Coahuila), Manuel Añorve Baños (Guerrero), Nuvia Magdalena Mayorga Delgado (Hidalgo), Ángel García Yáñez (Morelos), Mario Zamora Gastélum (Sinaloa), Sylvana Beltrones Sánchez (Sonora) y Claudia Edith Anaya Mota (Zacatecas).

			En 2018 el pri ganó únicamente una entidad en todo el país y fue Yucatán, lo que significó solo la llegada al Senado de Jorge Carlos Ramírez Marín, pues en ese estado le cedió al Partido Verde la segunda fórmula, que fue encabezada por Verónica Noemí Camino Farjat.

			Tabla 6

			Primeros lugares de la lista nacional de candidatos del pri al Senado

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Lugar

						
							
							Candidato

						
							
							Entidad

						
					

					
							
							1

						
							
							Claudia Ruiz Massieu Salinas*

						
							
							Guerrero

						
					

					
							
							2

						
							
							Carlos Aceves del Olmo*

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							3

						
							
							Vanessa Rubio Márquez*

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							4

						
							
							Miguel Ángel Osorio Chong*

						
							
							Hidalgo

						
					

					
							
							5

						
							
							Beatriz Paredes Rangel*

						
							
							Tlaxcala

						
					

					
							
							6

						
							
							Eruviel Ávila Villegas*

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							7

						
							
							Lorena Cruz Sánchez

						
							
							Estado de México

						
					

					
							
							8

						
							
							Jorge Estefan Charbel Chidiac

						
							
							Puebla

						
					

					
							
							9

						
							
							Julia Echeverría

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							10

						
							
							Pablo Gamboa Miner

						
							
							Yucatán

						
					

					
							
							11

						
							
							Carolina Viggiano Austria

						
							
							Hidalgo

						
					

					
							
							12

						
							
							Fernando Pacheco Martínez

						
							
							Guanajuato

						
					

					
							
							13

						
							
							Socorro Jasso Nieto

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							14

						
							
							Fernando Salgado Delgado

						
							
							Ciudad de México

						
					

					
							
							15

						
							
							María del Carmen Durán Aranvidez

						
							
							Baja California Sur

						
					

				
			

			Fuente: pri (2018f).

			*Candidatos que lograron un lugar en el Senado.

 

			Protegido el grupo cercano al presidente, el eje de las propuestas de campaña fue asegurar que no había habido mejor gobierno en México que el de Peña Nieto.

			Las propuestas de campaña: la continuidad

			El tema central de la Plataforma electoral y programa de gobierno 2018-2024, registrado por la coalición encabezada por el pri, fue el de «transformarse para transformar». Ahí se señala la capacidad del partido para generar instituciones que «han marcado la historia de nuestro país», pero también la de renovarlas «cuando estas no han estado a la altura». En esa defensa de la transformación, se dice del pri que 

			


fiel a su vocación, decidió transformarse para permitir una participación más activa de la sociedad en los asuntos públicos, y se abrió a la posibilidad de que los simpatizantes y ciudadanos sin militancia partidista pudieran ser postulados a cargos de elección popular (pri, pvem y na, 2018, p.3). 




			Desde el principio se quería justificar tener como abanderado presidencial a una persona sin militancia en las filas del pri.

			Los planteamientos propuestos en la Plataforma reflejan la dificultad de apoyarse en el gobierno de Peña Nieto, afectado por un alto nivel de desprestigio, y al mismo tiempo hablar de la necesidad de transformar el país: «como nación, hemos tenido avances importantes que debemos preservar. Debemos reconocer, también, que hay una realidad que exige soluciones diferentes». Pero las opciones diferentes se diluyeron durante la campaña del candidato presidencial, en buena medida por el control ejercido desde el gobierno y, en parte, por el compromiso del candidato con quien lo eligió.

			En el documento se despliega una defensa de las reformas aprobadas en el marco del Pacto por México, destacadamente la de educación, además de que se habla de un país próspero y un gobierno que estableció las bases para seguir avanzando: 

 

			México continúa avanzando en la construcción de leyes e instituciones, de derechos y libertades. Se sentaron bases para continuar consolidando nuestro Estado de Derecho con un nuevo sistema de justicia penal acusatorio, así como el andamiaje institucional creado en materia de transparencia y combate a la corrupción. Se hizo frente a los retos de seguridad que enfrenta nuestro país con el fortalecimiento de las fuerzas del orden (pri, pvem y na, 2018, p.5). 




			No obstante, el incremento exponencial de la delincuencia y de la corrupción durante el gobierno de Peña Nieto mostraban la realidad de un muy débil Estado de derecho.

			En la Plataforma también se encuentran referencias a los adversarios políticos que compitieron contra Meade, Andrés Manuel López Obrador y Ricardo Anaya: 




			frente a un escenario que propone retroceder en el tiempo, y otro que postula un camino sin convicciones ni rumbo, se requiere una transformación con visión de futuro. Frente a quienes no tienen más convicción que su hambre de poder, necesitamos experiencia y vocación de servicio en beneficio de quienes más lo necesitan (pri, pvem y na, 2018, p.4).

			


El problema era que las «reformas estructurales» impulsadas por el gobierno de Enrique Peña Nieto no trajeron los beneficios sociales prometidos: «Mover a México», como rezaba el anuncio gubernamental, se convirtió en el estancamiento de México. Quedaban las ruinas de un futuro que no llegó (ietd, 18 de noviembre 2014).

			La Plataforma y programa de gobierno se ordena a partir de cinco ejes: (1) Una economía abierta y dinámica que beneficie a las familias mexicanas; (2) Seguridad pública eficaz y justicia eficiente para todos; (3) Educación de excelencia para construir una sociedad del conocimiento; (4) México incluyente y solidario, y (5) México abierto al mundo. Además de los ejes, se plantean «tres causas transversales»: (1) Desarrollo sostenible; (2) Igualdad de género sustantiva, y (3) Apuesta por la juventud.

			El primer eje contiene 17 líneas de acción, entre ellas preservar la estabilidad macroeconómica, promover el desarrollo regional para reducir desigualdades, ampliar el acceso a vivienda para todos, impulsar fuentes limpias de energía, acceso universal a internet, aprovechar el bono demográfico, fomentar el emprendedurismo, impulsar la economía social y simplificación de trámites.

			En el eje de la seguridad se plantean 19 líneas de acción, de las que pueden destacarse: aplicar una estrategia integral e interinstitucional para reducir la inseguridad, fortalecer las corporaciones policiales locales, robustecer los sistemas de inteligencia, desmantelar las estructuras financieras del crimen organizado, focalizar la prevención del delito, impulsar la profesionalización del Ministerio Público, consolidar el juicio de amparo, fortalecer al inai, promover la implementación del Sistema Nacional Anticorrupción y legislar los alcances del gobierno de coalición.

			Respecto a la educación, eje 3, se proponen 22 líneas: mantener a la educación como prioridad de gobierno, avanzar hacia un modelo de educación inclusiva, consolidar el Servicio Profesional Docente, ampliar el número de escuelas de tiempo completo, promover el estudio de las ciencias y las ingenierías entre niños y jóvenes, universalizar la enseñanza del inglés, impulsar el desarrollo de habilidades digitales, fomentar la vinculación entre las instituciones educativas y el sector productivo, promover una cultura de la paz y fortalecer el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, entre otras.

			En el cuarto eje se enumeran 20 líneas de acción, entre las que pueden citarse la eliminación de carencias en la primera infancia, ampliar las transferencias directas para combatir la pobreza, mejorar el gasto social, combatir las desigualdades, transitar hacia un Sistema Único de Salud con cobertura universal, consolidar un piso de seguridad social universal, promover el desarrollo de zonas rurales, mejorar la calidad de vida en las ciudades, impulsar la igualdad de género, invertir en la juventud y asegurar el acceso de los migrantes a derechos sociales.

			Por lo que toca al eje de México abierto al mundo, se habla de defender la soberanía, contribuir al cumplimiento de los objetivos de desarrollo sostenible, mejorar la imagen de México en el exterior, defender a los migrantes, construir una relación respetuosa con Estados Unidos, incrementar la participación en organismos multilaterales y diversificar las relaciones estratégicas con todas las regiones del mundo, entre un total de 13 líneas de acción.

			De las causas transversales también derivan líneas de acción. Sobre el desarrollo sustentable y sostenible, algunas de las 16 son promover la adaptación al cambio climático, el uso de energías limpias y la transformación de basura en energía, así como combatir la deforestación, expandir las áreas naturales protegidas y proteger a los animales, destacadamente a los mamíferos marinos.

			En la segunda causa, compuesta de seis líneas, se propone combatir la violencia de género, establecer el principio de equidad salarial, promover el empoderamiento económico de las mujeres, incrementar los espacios en guarderías, educar para la igualdad y promover la salud para la mujer.

			Finalmente, en la tercera causa transversal (apuesta por la juventud) se enumeran ocho líneas de acción, entre las que destacan educación de calidad, fortalecer la orientación vocacional, combatir la deserción, facilitar el empleo, promover el emprendedurismo, fomentar el ahorro, promover la activación física y asegurar el acceso de los jóvenes a la justicia.

			Cabe destacar la parte final de la Plataforma y programa de gobierno. En ella se dice que el documento es apenas un «punto de partida» y que no pretende ser exhaustivo. Abre la posibilidad a seguir recogiendo demandas y expresiones para construir un «gobierno representativo», tanto de la sociedad en general como de los militantes y simpatizantes de los tres partidos que integran la coalición.

			Se argumenta que la campaña del candidato presidencial será de propuestas y que de seguirse «en el rumbo de la transformación», México será una potencia; aunque de igual manera se advierte: 

			


la nueva etapa de transformación del país tendrá que articularse no por el designio de una sola persona, con arbitrariedad, ni desandando el camino. Por el contrario, será garantizando el imperio de la ley, perfeccionando la democracia y abriendo canales de diálogo y cooperación entre la sociedad y el gobierno (pri, pvem y na, 2018: 65). 




			Todas ellas, promesas incumplidas del gobierno de Enrique Peña Nieto.

			Se trata, como puede notarse, de buenos deseos más que de propuestas concretas, por un lado. Por otro, puede observarse cierto nivel de desarticulación entre lo que la coalición registró como Plataforma y los «7 compromisos por la Nación» que el candidato Meade esgrimió durante su campaña, por lo menos en cuanto a la manera de agrupar las temáticas y jerarquizar las propuestas. El equipo del candidato presidencial identificó como entes colectivos prioritarios a las mujeres, los jóvenes y la familia, y se enfocó en los temas de educación, salud y combate a la pobreza y la inseguridad, como puede constatarse en la tabla 7.

			Tabla 7

			Propuestas de campaña de José Antonio Meade

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Compromiso

						
							
							Descripción

						
							
							Propuestas

						
					

				
				
					
							
							La prioridad serán las mujeres

						
							
							Voy a ser el presidente de las mujeres. Necesitamos que tengan igualdad de oportunidades y un entorno libre de violencia y discriminación. Vamos a eliminar cualquier obstáculo que les impida alcanzar su pleno desarrollo personal y profesional

						
							
							1. Seguridad para que vivan sin miedo,protegidas del acoso y de cualquier tipo de discriminación

							2. Seguridad Social para las trabajadoras del hogar. Haremos deducibles las cuotas que realicen al Seguro Social y facilitaremos los pagos de forma electrónica

							3. Las mujeres tendrán créditos a la palabra para que puedan emprender un negocio

							4. Haremos compatible la vida familiar y laboral con guarderías de tiempo completo con la educación preescolar para sus hijos, incluyendo horarios nocturnos

							5. Las mujeres tendrán el mismo salario que los hombres, para trabajo igual, sin regateos ni excepciones

							6. Casas de Día para el Adulto Mayor haciendo justicia a nuestros mayores, pero también reconociendo el esfuerzo de las mujeres

						
					

					
							
							Educación de excelencia para tus hijos

						
							
							Sin lugar a dudas, la educación es la herramienta para cambiar a México. Queremos que tenga más calidad y que las nuevas generaciones puedan contribuir al cambio

						
							
							1. Pasar de 25 mil a 100 mil escuelas de tiempo completo, con comedor y en donde nuestros hijos además aprendan inglés, arte, cultura y hagan deporte

							2. Reconoceré el esfuerzo de las y los buenos maestros con un aumento real y significativo en su salario base

							3. Le daré un impulso sin precedente al arte y a la cultura, nuestra mejor carta de presentación, para

						
					

					
							
							
							
							que sean parte de nuestra vida cotidiana y social

						
					

					
							
							Educación, trabajo o negocio propio para todos los jóvenes

						
							
							Los jóvenes son una fuerza transformadora y de innovación para el país. Es momento que hagan suyos los espacios de participación que les pertenecen y que aporten sus ideas y talento para avanzar hacia el país que merecemos y deseamos

						
							
							1. Cobertura universal de preparatoria Garantizaremos un lugar a todo el que quiera acceder a la educación superior

							2. Daré el mayor número de becas para estudiar en el extranjero

							3. Créditos accesibles para todos los jóvenes emprendedores

							4. Todo el apoyo para que los jóvenes puedan estudiar y trabajar con el modelo dual, desarrollar su talento y construir la vida que quieren

							5. Más y mejores fuentes de trabajo para quienes se integren al mundo laboral

						
					

					
							
							Hospitales públicos al cien para tu familia

						
							
							La salud es prioridad porque es un Derecho Humano y el gobierno tiene la responsabilidad de que todos los mexicanos puedan ejercerlo. Además, es un importante igualador social pues conservar la salud es esencial para realizar todas nuestras actividades y proyectos

						
							
							1. Vamos a equipar el 100 por ciento de los casi 3 mil hospitales y clínicas del país con un presupuesto de 30 mil millones de pesos

							2. Énfasis en la prevención en el sistema de salud

							3. Vamos a asegurar que todos puedan elegir el hospital público de su conveniencia para recibir atención médica

						
					

					
							
							Ningún bebé nacerá en pobreza extrema

						
							
							Vamos a alinear la política social federal y local para priorizar la atención de la primera infancia. Garantizaremos que al nacer se hagan realidad sus derechos

						
							
							1. Vamos a alinear la política social federal y local para priorizar la atención de la primera infancia

							2. Trabajaremos para que, al nacer, todos tengan garantizados el derecho a la salud, a una buena nutrición, a la educación y a una casa digna

						
					

					
							
							
							a la salud, a una buena nutrición, a la educación y a una casa digna

						
							
							3. Fortaleceremos el programa Prospera para que en donde haya una persona con discapacidad, reciba un mayor apoyo

						
					

					
							
							Combate a la inseguridad con un enfoque integral

						
							
							Trabajaremos para que la seguridad de las personas y de sus bienes sean una realidad cotidiana y palpable para todas y todos los mexicanos. Atenderemos las causas sociales de la delincuencia como las desigualdades en acceso a la alimentación, educación, salud, recreación y empleo dignos

						
							
							1. Combatiré tanto al crimen, como a sus causas, que comienzan con la desigualdad, pero se profundizan con la impunidad

							2. Vamos a evitar que las armas y el dinero lleguen a los delincuentes

							3. Acabaremos con la violencia aplicando la ley, no negociándola

							4. Anteponer la paz al conflicto y consolidar una cultura de respeto a la ley

							5. Estamos del lado de las víctimas, no de los criminales. No habrá perdón para quienes le han hecho daño a la sociedad, seguirán en la cárcel

							6. Incrementaré el sueldo y las prestaciones de nuestras Fuerzas Armadas

							7. Alumbrado, servicios de calidad y al menos un parque o espacio recreativo para cada colonia

						
					

					
							
							Avanzar contigo

						
							
							Mi gobierno pondrá especial atención y esfuerzo para lograr que todas las familias, y en especial las que viven en condición de pobreza, alcancen un piso mínimo de oportunidades y calidad de vida. No dejaremos a nadie atrás

						
							
							1. Encuesta para poner en marcha el programa Avanzar Contigo. Cada mexicano elegirá el apoyo que mejor le sirva

							2. Garantizar la inclusión y todos los derechos para todas y todos

							3. Inclusión sin excepción para la población más vulnerable, para los trabajadores del campo y para nuestras comunidades indígenas

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en el sitio web de la campaña de José Antonio Meade. <https://meade18.com/>. Consultado el 3 de julio de 2018.




			En los tres debates presidenciales organizados por el ine, el eje central del candidato presidencial del pri fue asegurar que no había habido mejor gobierno en México que el de Enrique Peña Nieto. La defensa del cuestionado gobierno saliente estancó la campaña de Meade. El primer debate tuvo lugar el 22 de abril de 2018 en la Ciudad de México. Entonces, el candidato del gobierno mostró ser un buen funcionario público, capaz y conocedor de la materia económica, pero poco avezado en manejo político y atado al desprestigio del gobierno al que sirvió y lo hizo candidato. Sin voz propia, su propuesta de combatir de fondo la corrupción caía en el vacío. Tercer lugar en la intención de voto, desde el principio, su posición no mejoró después del primer debate. En su defensa, aseguraba ser el primer candidato honesto de toda la historia del pri, el partido que lo respaldaba. Dicho por el candidato, esa afirmación sonaba a una seria descalificación de la organización que lo hizo su abanderado.

			El estancamiento de la campaña del candidato del pri inspiró la idea de una alianza, de facto, entre pan y pri. El objetivo: hacerle frente a López Obrador, candidato de Morena, y frenar a quien desde entonces se veía como el más probable triunfador (ver supra). En los días previos al primer debate, asesores del candidato presidencial panista hablaron de acercamientos con el pri para ese propósito. Los panistas querían limar asperezas con el gobierno federal para detener los ataques de la pgr contra su candidato presidencial, acusado de lavado de dinero, pero también para evitar tener en contra al candidato del pri en los debates. Ni el gobierno ni su partido estaban dispuestos a renunciar a la candidatura, pues era tanto como aniquilar sus posibilidades de mantener espacios políticos importantes a lo largo del país y debilitarse, aún más, frente a quien resultara triunfador en la elección presidencial.

			El segundo debate (Tijuana, 20 de mayo de 2018) ya no contó con la declinante candidata independiente, Margarita Zavala, siempre condescendiente con el candidato del pri y crítica del pan, pero, principalmente, del candidato de Morena. Esta vez, el candidato del pri fue un poco más beligerante para asegurar que todo iba bien en el gobierno de Peña Nieto y solo era cuestión de darle continuidad a las reformas para llegar al país prometido. Sobre el candidato que se decía campeón de la honestidad pesaba el desprestigio del presidente que lo hizo candidato, el del partido que lo arropaba y de una serie de malos manejos de recursos públicos ocurridos cuando fue secretario de Hacienda. Para entonces, el candidato del pri había agotado sus recursos personales sin que su campaña saliera del estancamiento en que se encontraba. Al igual que el gobierno de Peña Nieto, el exfuncionario de gobiernos panistas y priistas se presentaba como el experto del país imaginario, el del México inexistente. Su posición en la intención de los votantes tampoco mejoró después del segundo debate.

			Encuestas de intención de voto coincidían en mostrar el crecimiento constante del combatido candidato de la alianza «Juntos Haremos Historia», López Obrador, y el estancamiento de las campañas de Meade y Anaya (Redacción, 2018, 30 de mayo; Redacción, 2018, 4 de junio). Con 52% en la de Reforma y 50 por ciento en la de El Financiero, el candidato de Morena no tenía rival de peso enfrente: en ambas subió 4 puntos en un mes; Anaya perdía entre 2 y 4 puntos y Meade registraba un aumento marginal de 2 puntos: el 26% de Anaya se acercaba al 19 por ciento de Meade, en la encuesta de Reforma, mientras que El Financiero le daba 24% al primero y 22% al del pri. Así se perfilaban al tercer debate, que tuvo lugar el 12 de junio, en Mérida, Yucatán. Los dos anteriores habían probado el muy bajo impacto de esos ejercicios en el ánimo de los ciudadanos. Las pretensiones de los candidatos Anaya y Meade de «noquear» a López Obrador en los debates por medio de descalificaciones de todo tipo, y presentarse como quienes aseguraban la estabilidad, la paz y el combate a la corrupción, no les dio buenos resultados. Al contrario, entre más arreciaban sus críticas a López Obrador y seguidores, mayores respaldos acumulaba el candidato de «Juntos Haremos Historia» y más ineficaz aparecía el recurso de la descalificación. Era como si los candidatos del pri y del pan hubieran llegado al límite de su aceptación y a su agotamiento.

			Fenómeno inédito en el México de la transición democrática, la ciudadanía dio la espalda a los representantes de la continuidad y se volcó en favor de López Obrador: por vez primera, la elección ya no se dividió en tercios (Espinoza y Meyenberg, 2001): López Obrador y Morena registraron un respaldo social nunca visto en el México de la competencia política.

			Conclusiones

			La explicación de los procesos electorales es multicausal. Entre los factores que explican la derrota del pri en la elección presidencial de 2018 destacan la designación de un candidato no priista, lo que para algunos fue un agravio y para otros una estrategia llamada a ser exitosa dado el fuerte desprestigio del gobierno; la formación de la coalición «Todos por México» con partidos en tendencia electoral decreciente; la selección de candidatos al Senado y a diputados del pri en beneficio de cercanos al presidente que, a su vez, estrecharon el margen de acción del candidato presidencial para pactar con los grupos del pri y los gobernadores: sin compromisos recíprocos con el candidato, los priistas carecían de los incentivos necesarios para hacer suya la campaña presidencial. Igual de decisivo fue centrar las propuestas de campaña en la continuidad de reformas y políticas que no dieron los resultados ofrecidos. El intervencionismo gubernamental, exitoso en elecciones anteriores, quedó ahora aniquilado por decisión de los votantes. Más imprevisible fue la contundencia con la que la ciudadanía castigó al pri al convertirlo en la tercera fuerza política nacional luego de haberse instalado en la primera posición desde las elecciones de 2012.

			En su discurso de renuncia a la Presidencia del cen del pri, en junio de 2016, Manlio Fabio Beltrones delineó una agenda de reformas para ese partido. Aseguró que el pri requería una transformación a fondo para servir a la gente y conectarse más con la ciudadanía tanto en sus causas y aspiraciones como en el rechazo a políticas públicas con las que no coinciden. En su diagnóstico, estaba claro que «en muchos de los casos los electores dieron un mensaje a políticas públicas equivocadas o a políticos que incurrieron en excesos, que no tuvieron conductas transparentes y que no actuaron de forma responsable». El partido en el poder –dijo– debe apoyar y su gobierno debe comunicarse y comprometerse más con su partido. Sostuvo que es necesario que haya correspondencia y retroalimentación en las agendas de gobierno y partido, «respetando el ámbito de competencia de cada parte», inexistente entre ellos.

			Consideró urgente y prioritario reforzar la rendición de cuentas de los servidores públicos, legisladores y gobernantes que emanan del pri. Beltrones afirmó que están obligados a escuchar la voz y reclamo de los ciudadanos que exigen mejores resultados en sus gobiernos y combate a la corrupción e impunidad. Enfatizó que se requiere hacer efectivo el papel político del pri como vigilante de la gestión de los gobiernos priistas, con facultades estatutarias para actuar con determinación, y a tiempo reconocer y premiar aciertos, corregir errores y sancionar conductas irresponsables. «El pri debe ser un partido más funcional, mejor articulado y mucho más abierto», afirmó (Beltrones, 2016, 21 de junio). Lo que siguió, sin embargo, fue poner como presidente del partido a una persona no identificada con el priismo, para abrirle la puerta a un candidato presidencial del pri carente, también, de identidad partidaria.

			Desde el año 2013, el pri fue perdiendo gubernaturas importantes y presencia política. El candidato presidencial del pri, en 2018, solo contaba con un grupo reducido de gobernadores, y tampoco estuvo en condiciones de construir su candidatura, pues ni siquiera era militante de ese partido. Sus posibilidades de armar una sólida coalición de gobernadores que sostuviera su campaña eran estrechas; convertirse en el líder espontáneo de los priistas se presentaba como una tarea casi imposible. Sumado al hecho de que el pri estaba ubicado en tercer lugar en las encuestas, con fuerte desprestigio por los escándalos de corrupción del gobierno de Enrique Peña Nieto y sus gobernadores, un candidato no priista, de perfil tecnocrático, quería ser la salvación. Pero no funcionó.

			El proceso electoral fue la expresión de una fuerza social contenida durante mucho tiempo. Y fue contra partidos y gobiernos que renunciaron a servir a los intereses colectivos. El pri fue rechazado por considerársele puntal de la corrupción gubernamental, pagó los costos de la ineficacia de su gobierno y la ausencia de un candidato presidencial identificado con los priistas. Esta derrota no fue como la de 2000 ni como la de 2006. En estas, el pri quedó como la fuerza opositora más importante, pero también como el gran aliado del pan y puntal de la gobernabilidad bajo los gobiernos panistas de Vicente Fox y Felipe Calderón. No fue así en 2018. El daño infligido fue de tal magnitud que, para sobrevivir, el pri debe llevar a cabo la reforma que nunca realizó.
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El ine en la elección 2018

			Omar de la Cruz Carrillo1

			Introducción

			El presente es un análisis desde el enfoque teórico de la gobernanza electoral acerca de la labor del Instituto Nacional Electoral (ine) en el proceso electoral 2017-2018 en el que se eligió al presidente de la República, diputados y senadores, además de elecciones locales y en donde se votó en diversas entidades de la República por gobernador, diputados locales, presidentes municipales y alcaldes, en el caso de la Ciudad de México.

			El documento está integrado por cuatro secciones. En la primera se explica qué es la gobernanza electoral y su uso para el estudio de los procesos electorales. En la segunda, se analiza la reforma electoral y los cambios que produjo tanto a la gobernanza electoral como a la autoridad electoral administrativa. En la tercera, se realiza un análisis descriptivo del ine en organizar y llevar a cabo el proceso electoral de 2018. Por último, se discuten dos temas polémicos: la candidatura del candidato independiente Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón y la sanción por el fideicomiso llamado «Por los Demás», que confrontaron al Instituto Nacional Electoral con el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf).

			Gobernanza electoral

			La gobernanza electoral «es el conjunto extenso de actividades que crea y mantiene el marco constitucional en el cual se desarrollan los comicios y la competencia electoral» (Mozaffar y Schedler, 2003, p.80). Es decir, es el marco de análisis de las elecciones desde la elaboración de la normatividad a seguir hasta la declaración de los resultados y la resolución de los conflictos que surjan en el proceso electoral.

			La gobernanza electoral se divide en tres niveles: el diseño institucional (la elaboración de reglas), la organización electoral (la aplicación de las normas) y la adjudicación de disputas (la resolución de conflictos) (Mozaffar y Schedler, 2003, pp.80-81).

			1

			El primer nivel de la gobernanza electoral es el origen de las instituciones y el marco legal que definen las normas del juego electoral, cuya esencia es política al emanar de los cuerpos legislativos (Mozaffar y Schedler, 2003, p.82). 

			Entre las reglas electorales que forman parte de este bloque se encuentran el derecho al voto, el tamaño de la asamblea, la magnitud de los distritos, el calendario electoral, los requisitos que deben cumplir para votar y ser votados los ciudadanos, el registro de los partidos políticos, el financiamiento a los partidos y candidatos, el método para contabilizar los votos, el diseño institucional de las instituciones encargadas de organizar los comicios y resolver las diputas en el proceso (Mozaffar y Schedler, 2003, p.82). 

			El segundo nivel es la organización electoral o implementación de las reglas, la coordinación y ejecución de una serie de actividades, cuyo fin es construir las bases de la votación y la competencia electoral, las cuales deben desarrollarse de tal manera que haya confianza en el proceso de organización y los resultados que de él emanen. Para tal efecto, la organización electoral debe cumplir tres imperativos: eficiencia administrativa, neutralidad política y rendición de cuentas (Mozaffar y Schedler, 2003, p.82).

			El reto de la eficacia administrativa es distribuir en toda una nación los centros electorales necesarios para que la mayoría de los ciudadanos puedan acceder a ejercer su derecho al sufragio. Las dificultades se presentan al movilizar a grandes cantidades de personas, al intentar llegar a los diferentes rincones de un país, contar con el suficiente personal capacitado, sortear los posibles problemas que surjan en el proceso y llevar a cabo todas las tareas en tiempos específicos con miras a la celebración de la votación en un solo día.

			El desafío de la neutralidad política radica en contar con instituciones que lleven a cabo una labor sin favorecer a un contendiente en los procesos electorales. En América Latina, como respuesta a constantes fraudes electorales encabezados por gobiernos autoritarios durante el siglo xx, se edificaron instituciones autónomas de los poderes tradicionales del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) con el objeto de contar con comicios confiables y democráticos como parte de las transiciones a la democracia. El éxito de estos organismos ha radicado en la eficacia de su trabajo y la mayor despolitización posible del manejo de las elecciones (Mozaffar y Schedler, 2003, p.84).

			El reto de la rendición de cuentas, vinculado con los dos anteriores, fortalece la confianza y la credibilidad en los comicios al informar y justificar las acciones de las instituciones encargadas de su organización. Principalmente, las instituciones se han enfocado en transparentar al máximo la observación electoral, la vigilancia a los partidos, los sondeos de opinión con el objeto de detectar y corregir irregularidades que puedan presentarse. Además, la presencia de representantes partidistas en los comicios, la continua vigilancia de los medios de comunicación y las investigaciones académicas sobre la organización de las elecciones, obliga a los funcionarios en la materia a justificar sus decisiones (Mozaffar y Schedler, 2003, p.85).

			El último nivel de la gobernanza electoral es la adjudicación de disputas, es decir, la mediación y la resolución de los conflictos que pueden presentarse en el proceso electoral. Resolver disputas e inconformidades es uno de los aspectos más importantes en cuanto las elecciones y la legitimidad de estas. Muchas de las disputas en la materia tienen que ver con los vacíos legales, la interpretación y aplicación de las normas, así como elecciones competitivas (Mozaffar y Schedler, 2003, p.85).

			El enfoque de la gobernanza electoral permite auxiliar en el análisis del andamio legal e institucional electoral de un país en materia de elecciones. Este puede enfocarse en uno u varios de los niveles del concepto de gobernanza electoral, según los objetivos de la investigación.

			En el presente artículo se estudian los tres niveles de la gobernanza electoral en México a partir de la reforma de 2014, pero se hace hincapié en los niveles dos y tres de la gobernanza al estudiar al ine, la institución encargada de implementar las reglas y de ser la primera instancia de la resolución de disputas, y su relación con el tepjf, la máxima autoridad en materia electoral y el organismo que cuenta con la última palabra en la resolución de disputas en los comicios.

			El ine después de la reforma electoral de 2014

			Las reformas electorales han sido una de las principales características de la política en México, tomando en cuenta que fue por medio de cambios en la materia que se generó la transición a la democracia, fenómeno que Mauricio Merino (2003) denominó como «transición votada» y Mirón Lince (2011) como «transición en clave electoral».

			Las reformas electorales tienden a modificar la gobernanza electoral de un país, entendida como «el conjunto amplio de actividades que crea y mantiene el amplio marco institucional en el que tiene lugar la votación y la competencia electoral» (Mozaffar y Schedler, 2003, p.52), la cual considera tres niveles de análisis: (1) la elaboración de leyes: las reglas de competencia y reglas de gobernanza electoral; (2) la aplicación de las leyes, el desarrollo del proceso electoral con actividades, como el registro de los votantes, el escrutinio, registro de partidos y candidatos, educación ciudadana, conteo y publicación de resultados, la fiscalización de partidos y candidatos, entre otros, y (3) la adjudicación de las disputas, es decir, admisión de recursos, tramitación de las quejas y publicación de las fallas, resolución de conflictos postelectorales y la declaración de validez de resultados, entre otros (Mozaffar y Schedler, 2003, pp.52-54).

			La reforma electoral de 2014 modificó los tres niveles de análisis de la gobernanza electoral al cambiar las reglas de competencia y de gobernanza electoral al agregar, modificar y eliminar elementos de la antigua normatividad, así como integrar nuevos jugadores, como las candidaturas independientes. También cambió la aplicación de las leyes al edificar al Instituto Nacional Electoral (ine) que sustituyó al Instituto Federal Electoral (ife) con nuevas atribuciones, debido a que nuestro sistema es más complejo al contar con un federalismo electoral, es decir, dos niveles de organización y elección de representantes. Asimismo, la adjudicación de disputas se transformó con el fortalecimiento del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf).

			Con la modificación del artículo 41 constitucional, el ine nació con 74 atribuciones aproximadamente, 54 de las cuales son de carácter nacional, lo que implicó la nacionalización de la organización de los procesos electorales, aspecto que va contra la debilitación de las instituciones electorales de los estados en el país, los cuales se pretendió eliminar en la discusión de la reforma.2

			De esta forma, el ine continuó con la labor de organizar las elecciones federales (presidente de la República, diputados y senadores). Además, fue facultado para organizar elecciones internas de los partidos políticos, otorgar a los candidatos independientes acceso a radio y televisión y organizar consultas populares (cpeum, p.41).

			En cuanto a las funciones electorales que fueron nacionalizadas, es decir, que son exclusivas del ine en elecciones locales, se encuentran la capacitación electoral, la ubicación de casillas y la designación de los funcionarios de las mesas directivas, la geografía electoral, el diseño y determinación de los distritos electorales, la división del territorio en secciones electorales, el padrón y la lista de electores y la fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y candidatos (cpeum, p.41).

			Además, el ine puede crear lineamientos y normatividad en los programas de resultados preliminares, encuestas o sondeos de opinión, observación electoral, conteos rápidos, impresión y producción de materiales electorales, los cuales son ejecutados por los Organismos Públicos Locales (Oples) (cpeum, p. 41).

			Sin embargo, los Oples continúan teniendo labores importantes, como otorgar el derecho y acceso a las prerrogativas de los candidatos y partidos políticos; la labor de la educación cívica; la preparación de la jornada electoral; la impresión de documentos y producción de material electoral; escrutinio y cómputo; resultados preliminares, encuestas o sondeos de opinión, observación electoral, conteos rápidos (de acuerdo con los lineamientos establecidos por el ine); cómputo de la elección del Ejecutivo local; declaración de validez y otorgar constancia de elecciones locales; los mecanismos de participación ciudadana con base en la ley local (cpeum, p.41).

			La legislación que se construyó con la reforma de 2014 ha generado incentivos institucionales que crean la necesidad de una buena coordinación entre el ine y los Oples para el desarrollo de los procesos electorales; por tal motivo, se edificó la Comisión de Vinculación, integrada por cuatro de los 11 consejeros electorales del Instituto Nacional, la cual ha tenido que laborar con los distintos organismos locales para llevar a cabo diversas tareas de acuerdo con las necesidades distintas que requiere cada uno de ellos. 

			Empero, la relación ine-Oples no es igualitaria, no solo porque el primero tiene facultades que son competencia de los segundos, sino porque el Instituto Nacional Electoral, con el voto de por lo menos ocho de sus 11 consejeros, designa y puede remover a los consejeros electorales de los Organismos Públicos Locales; puede asumir todas las labores que son competencia de los Oples;3 asumir parcialmente una tarea que es función del Ople; atraer cualquier asunto de competencia del Ople cuando considere necesario, y delegar a los Oples funciones que son de su competencia considerando que hay los elementos para que la institución local pueda desarrollarlos (cpeum, p.41).

			Como se ha mencionado, los cambios en la gobernanza electoral de 2014 muestran la nacionalización de la organización de las elecciones al otorgarle al ine facultades de alcance nacional y local, lo que puede traducirse como una centralización a costa de las instituciones electorales locales que han quedado a subordinadas con el argumento de restar influencia a los gobernadores que llegan a controlar las instituciones locales, dejando de lado la opción del fortalecimiento de las instituciones locales sin ser dominadas desde las instituciones nacionales.

			Otros de los elementos que modificaron la gobernanza electoral con la reforma electoral de 2014 fue la regulación de las candidaturas independientes, figura que incursionó en la política mexicana en elecciones locales y que fue polémica en la elección presidencial de 2018.

			En cuanto al modelo de comunicación, se eliminaron los programas de cinco minutos, pero se incrementaron los minutos durante las precampañas, con lo cual se benefició la espotización de las elecciones, debido a que los ciudadanos se encuentran bombardeados por meses de spots relativos a precampañas y campañas electorales.

			Por otra parte, el Proceso Especial Sancionador (pes), producto de las quejas contra las campañas negativas, a partir de 2014 es una labor de colaboración entre el ine y el tepjf, debido a que el primero determina si la queja es precedente y el segundo, por medio de una sala especializada, determina si hay una sanción y cuál es esta (lgipe, pp.470-472). 

			Por último, a partir de la reforma electoral de 2014 se intensificó el fortalecimiento para que los mexicanos residentes fuera del territorio nacional pudieran ejercer el derecho al voto, siendo una labor que ha radicado principalmente en el Instituto Nacional Electoral, en el que se ha trabajado en forma conjunta con los Organismos Públicos Locales para construir la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero (lnere) y de esta forma incentivar la participación de los conacionales en otros países (lgipe, p.329).

			Por lo descrito en el presente apartado, la gobernanza electoral en México se modificó sustancialmente con los cambios en materia electoral de 2014, sobre todo por la nacionalización del sistema electoral mexicano y la incorporación de nuevos elementos que han dado una nueva dinámica a la labor de organizar procesos electorales y cuyos resultados de los comicios de 2018 serán señalados en la siguiente sección.

			El proceso electoral de 2018

			La elección de 2018 recibió gran atención, en principio, porque es considerada la más grande que se ha llevado a cabo en la historia de nuestro país, debido al gran número de puestos de representación popular disputados. Como consecuencia de la homologación de elecciones federales y locales 30 de los 32 estados tuvieron elecciones nacionales y estatales: en Jalisco, Guanajuato, Morelos, Puebla, Yucatán, Tabasco y Chiapas se eligieron gobernador, diputados y ayuntamientos; en Durango e Hidalgo se votó solo por diputados; en Baja California Sur, Sonora, Chihuahua, Sinaloa, Nuevo León, San Luis Potosí, Zacatecas, Querétaro, Colima, Michoacán, Estado de México, Guerrero y Oaxaca sufragaron por diputados y ayuntamientos; en la Ciudad de México se eligió la Jefatura de Gobierno, alcaldías, concejales y diputados; en Campeche votaron por diputados, ayuntamientos y juntas municipales; en Coahuila, Tamaulipas y Quintana Roo hubo comicios por ayuntamientos; en Veracruz se compitió por gobernador y diputados, además de celebrar elecciones extraordinarias en tres ayuntamientos; por último, Baja California y Nayarit fueron las entidades que no tuvieron comicios locales.

			Ilustración 1. Mapa de elecciones en 2018.

			[image: ]

			Fuente: Imagen obtenida del portal de internet del ine. <https://portal.ine.mx/wp-content/uploads/2018/02/Mapa-electoral-2018.pdf>.

 

			En el proceso electoral 2017-2018, en total, se diputaron 18 mil 299 cargos de representación popular, de los cuales 629 fueron federales (Presidencia, diputaciones y senadurías) y 17 mil 670 locales (gubernaturas, jefatura de gobierno, diputaciones, presidencias municipales, alcaldías, concejales, sindicaturas, regidurías, regidores étnicos y juntas municipales).

			Tabla 1

			Cargos electos en el proceso electoral 2017-2018
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			Fuente: ine (2018, p.6).




			La labor del Instituto Nacional Electoral fue fundamental para el desarrollo del proceso electoral, considerando que, además de organizar los comicios federales, también llevó a cabo tareas de gran trascendencia en los comicios locales, como son la fiscalización, la distribución de los medios de comunicación, el monitoreo de los medios y la capacitación de los funcionarios, entre otros.

			Para llevar a cabo elecciones federales y locales, el ine debe garantizar el derecho al voto al otorgar la credencial para votar a los ciudadanos y con ella conformar el padrón electoral y la lista nominal; esta última tiene la importancia de ser el documento que informa qué individuos pueden presentarse a votar. Para el proceso electoral 2017-2018, el padrón electoral se conformó por 89’332 031 ciudadanos, de los cuales 89’123 355 conformaron la lista nominal; por tanto, el ine logró una cobertura del 99.77% de cobertura de la lista nominal respecto al padrón electoral (ine, 2018, p.9).4

			Para las elecciones federales, objeto del presente estudio, se presentaron tres convenios de coalición: la coalición «Por México al Frente», integrada por el Partido Acción Nacional (pan), el Partido de la Revolución Democrática (prd) y el Partido Movimiento Ciudadano (mc), cuyo candidato a la Presidencia fue Ricardo Anaya Cortés; la coalición «Juntos Haremos Historia», compuesta por el Partido del Trabajo (pt), el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) y el Partido Encuentro Social (pes), y su aspirante fue el hoy presidente Andrés Manuel López Obrador; y la coalición «Todos por México», integrada por el Partido Revolucionario Institucional (pri), el Partido Verde Ecologista de México (pvem), y el Partido Nueva Alianza (na) siendo José Antonio Meade Kuribreña el candidato presidenciable. 

			Es importante mencionar las coaliciones electorales porque, debido a la reforma electoral de 2014, para mantener el registro un partido político debe obtener el 3% en alguna de las elecciones federales, pero el cambio se generó en que en la boleta cada organización política tenía un recuadro y los votos para obtener el umbral electoral contaban a partir del partido político, y en aquellos donde se selecciona más de un recuadro el voto se divide entre los elementos enmarcados. Esta modificación implicó un mayor desafío para los partidos, los cuales solicitaron al ciudadano el voto para su candidato, pero sobre todo para su partido con miras a mantener el registro. De esta forma, na y pes perdieron su registro y algunos como el prd, pt y mc, lo mantuvieron con un porcentaje bajo.

			Además de las coaliciones electorales, las candidaturas independientes también fueron tema de debate en las pasadas elecciones, actor que ya había competido en la elección de diputados de 2015, pero que participaba por primera vez en comicios en las elecciones para presidente de la República y senadores. En cuanto a la elección presidencial, se registraron ante el ine 87 manifestaciones de intención para obtener la candidatura por la vía independiente, de los cuales 39 no cumplieron con los requisitos y de los 48 restantes dos renunciaron5. Solo Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón, El Bronco, compitió por la vía no partidista (ine, 2018, p.28). 

			En cuanto a las candidaturas independientes para senadores, se presentaron 78 manifestaciones de intención, de los cuales 22 no cumplieron con los requisitos y uno desistió, 55 aspirantes pasaron el primer filtro; de ellos, 10 renunciaron, nueve alcanzaron el umbral y la dispersión, siete cumplieron con lo dispuesto en el artículo 371 y fueron candidatos, pero ninguno ganó una curul6 (ine, 2018, p.29).

			En cuanto a la elección de diputados, se presentaron 240 manifestaciones de intención: 53 no cumplieron con los requisitos y uno desistió, 187 aspirantes continuaron con el proceso, de los cuales 44 renunciaron, 64 alcanzaron el umbral y la dispersión; de ellos, 24 no cumplieron con la validación, uno no presentó informes de fiscalización, uno renunció y uno no acudió a su registro. Al final, 38 cumplieron con lo dispuesto en el artículo 371 y fueron candidatos, pero al igual que con el Senado ninguno ganó un escaño y los dos diputados sin partido que se encuentran en la actual legislatura compitieron como candidatos del pan7 (ine, 2018, p.30).

			Las candidaturas independientes son un actor político que ha incursionado en la política mexicana generando un amplio debate respecto a las barreras legales que hay para obtener una candidatura por esta vía y el rol como representantes no partidistas que deben de jugar. Como pudo observarse con los datos vertidos en los párrafos anteriores, es un hecho que los requisitos son un filtro trascendente para quien busque competir por esta vía; además, cuanto mayor importancia es el puesto al que se aspira competir son más los elementos que cubrir. Por tanto, a diferencia de lo que se especulaba hace unos años, las candidaturas independientes no han presentado una amenaza importante para los partidos políticos, en especial cuando se eligen distintos puestos de representación pública.

			En otro tema, el acceso a los medios de comunicación es un asunto que se ha discutido con amplitud en México, sobre todo a partir de la elección de 2006, como consecuencia de las denominadas campañas negras, que tuvo como consecuencia que el ine monopolizara el acceso a radio y televisión con la reforma de 2007. Desde entonces, los medios están obligados a ceder espacio para las campañas y las precampañas y el Instituto Nacional se encarga de que la distribución sea más equitativa. Para el proceso electoral pasado, 3111 emisoras de radio y tv integraron el catálogo de medios y se generaron 59’731 20 spots pautados para los comicios federal y los locales (ine, 2018, pp.34-37).

			Además de la distribución de los tiempos en radio y televisión, a partir de la reforma de 2014 se lleva a cabo un monitoreo de los medios de comunicación que abarca las menciones de los partidos y candidatos en noticias y programas de opinión con el objetivo de conocer si las piezas informativas contienen valoraciones positivas o negativas. Dicho trabajo lo lleva a cabo la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), en coordinación con el ine para las precampañas y las campañas electorales.

			En el monitoreo realizado en el proceso electoral 2017-2018 durante las precampañas electorales, la unam analizó 73 programas; 6013 piezas fueron analizadas, lo que equivale a 209 horas, 11 minutos; de ellos, 157 horas, 13 minutos fueron en radio y 51 horas, 58 minutos en televisión. En total, 77 piezas informativas tuvieron valoraciones positivas y 1414 piezas informativas con valoración negativa (ine, 2018, p.38).

			En cuanto al monitoreo de las campañas electorales, se examinaron 503 programas, de los cuales se analizaron 89 670 piezas, lo que equivale a 3627 horas, 33 minutos, de los cuales 3002 horas, 00 minutos, fueron en radio y 625 horas, 33 minutos, en televisión. En total, se obtuvieron 1280 piezas informativas con valoraciones positivas y 13 614 piezas informativas con valoración negativa (ine, 2018, p.38). 

			Como puede observarse, las valoraciones negativas en los programas de radio y televisión prevalecen en gran cantidad en contraste con las positivas. A pesar de que se ha regulado en la normatividad spots que centren campañas negras, es decir, que calumnien a un candidato o lo ataquen, los programas de opinión, y en algunos casos los spots también, continúan abrazando críticas o aspectos contrarios a los partidos políticos y candidatos. Al respecto, considero que tanto las opiniones como los spots deben contener información verídica positiva o negativa para que el ciudadano analice y conozca mejor a los candidatos; de lo contrario, se limita la información para la toma de decisiones.

			En las precampañas electorales, los partidos políticos son el centro de los comentarios y los spots; en el monitoreo realizado por la unam, el partido con mayores piezas informativas positivas fue Movimiento Ciudadano con 23, seguido del pri y Morena con 19, mientras que el pt, pvem y es, no tuvieron una sola pieza positiva. En cuanto a las piezas informativas negativas, Morena fue la organización política que obtuvo más con 308, seguido del pri con 265 y el pan con 163. Los partidos que menos piezas negativas se registraron con la labor de la Universidad Nacional son el pvem con 88, el pt con 92 y na con 95 (tabla 2).

			Tabla 2

			Valoración de piezas informativas (positivas y negativas) por partido político monitoreadas por la unam durante las precampañas electorales
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							265

						
					

					
							
							prd
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							137
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							1414

						
					

				
			

			 Fuente: ine (2018, p.43).

 

			En el periodo de las campañas electorales, los candidatos son el objeto de análisis de las piezas informativas. En 2018, en la elección presidencial y con base en los resultados del monitoreo de la unam, el candidato puntero en las encuestas, Andrés Manuel López Obrador, obtuvo mayor tiempo en radio y televisión con el 26.62% del tiempo total analizado. En segundo lugar se encuentra quien fuera el aspirante del partido en el gobierno, José Antonio Meade Kuribreña, con el 24.98%; en el tercer sitio Ricardo Anaya Cortés con el 23.77%; Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón en el cuarto, con 14.92%, y al final Margarita Zavala, con el 10.04% (tabla 3).

			Tabla 3

			Tiempo total de monitoreo por candidatura en radio y televisión a la Presidencia (Campañas electorales)

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Candidato

						
							
							Total de tiempo condensado
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							Andrés Manuel López Obrador

						
							
							753:44:00

						
							
							26.62

						
					

					
							
							José Antonio Meade Kuribreña

						
							
							707:15:04

						
							
							24.98

						
					

					
							
							Ricardo Anaya Cortés

						
							
							672:56:42
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							Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón

						
							
							414:03:19

						
							
							14.92

						
					

					
							
							Margarita Ester Zavala Gómez del Campo

						
							
							283:31:07

						
							
							10.04

						
					

				
			

			Fuente: ine (2018, p.42).




			En cuanto al tipo de valoración que recibieron cada uno de los presidenciables, encontramos que López Obrador obtuvo la mayor cantidad, tanto positivas como negativas: 117 y 6403, respectivamente. En cuanto a las favorables, Meade le seguía al candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia», con 719 y 3340, seguido de Anaya Cortés, con 522 y 3651, seguido del independiente Rodríguez Calderón, con 322 y 3651 y, al final, nuevamente Zavala Gómez del Campo, con 109 y 872 (tabla 4).

			Tabla 4

			Tipo de valoración (Radio y TV - Campañas electorales) en candidatos a la presidencia
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							Andrés Manuel López Obrador
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							José Antonio Meade Kuribreña
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							Ricardo Anaya Cortés
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							Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón
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							Margarita Ester Zavala Gómez del Campo
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							872

						
					

				
			

			Fuente: ine (2018, p.43).




			De la información anterior destaca que el independiente Rodríguez Calderón obtuvo mayor cifra de piezas negativas en el Monitoreo de la unam, datos que podrían explicarse por las declaraciones polémicas del aspirante en los debates presidenciales. En cuanto al lugar ocupado por López Obrador, tanto en cifras favorables como adversas, puede interpretarse como efecto de ocupar el primer puesto en las encuestas electorales desde el periodo de precampañas.

			Como parte de las campañas electorales, a partir de la elección de 2006 se integró a la legislación electoral mexicana el Procedimiento Especial Sancionador, cuyo objetivo es comenzar el análisis de quejas de spots presentados en radio y televisión que vulneren la legislación al acusar de algún hecho a un candidato o partido sin pruebas que lo sustenten. El procedimiento puede ser iniciado por partidos, ciudadanos o iniciados de oficio, y el ine es el encargado de determinar si es procedente la reclamación para enviarlo a la especial del tepjf encargada de resolver estos asuntos. En el pasado proceso electoral, el ine realizó 459 Procedimientos Especiales Sancionadores del 8 de septiembre de 2017 al 1 de julio de 2018, la mayoría iniciados por los partidos políticos y, en segundo lugar, por ciudadanos. 

			Tabla 5

			Procedimientos Especiales Sancionadores
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							Partidos políticos
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			Fuente: ine (2018, p.52).




			Las encuestas electorales es uno de los asuntos que ha fortalecido su regulación con las últimas reformas electorales con el propósito de no generar desinformación a los ciudadanos y el ine es el encargado de determinar cuáles son los criterios metodológicos que debe cumplir una encuesta. En los comicios de 2018 fueron detectadas por el Instituto Nacional Electoral 474 encuestas electorales, 259 de ellas fueron reproducciones y se realizaron 2380 citas. En relación con las encuestas de salida y los conteos rápidos no institucionales, 94 se tramitaron por medio del Sistema de Acreditaciones para Encuestas de Salida y Conteos Rápidos no Institucionales (saeycr) y 17 se gestionaron físicamente ante el ine (ine, 2018, pp.71-72).

			La labor del ine para el desarrollo de la jornada es imprescindible. Para tal efecto, lleva a cabo contratación de personal que se encargará de capacitar a los ciudadanos que serán los funcionarios de casillas; debe movilizar a su personal para determinar el lugar en el que se colocarán las mesas de votación, activa sus 300 distritos locales, los cuales se integran por consejeros ciudadanos, personal temporal y del servicio profesional para abarcar todo el territorio nacional. 

			En las pasadas elecciones, el Sistema de Información sobre el desarrollo de la Jornada Electoral (sije) registró, en cuanto a la integración de las mesas directivas de casillas, la instalación de 156 792, equivalente al 99.99% de las 156 807 aprobadas por los Consejos Distritales del ine y solamente 15 no se instalaron. 

			En cuanto a los funcionarios de casillas, se contó con 1.3 millones de ciudadanos designados y capacitados, incluyendo los suplentes, y participó el 97.86% de los que eran requeridos. De la fila fueron tomados 139 funcionarios para ocupar el cargo de presidente de casilla, es decir, que ninguno de los mexicanos capacitados y seleccionados se presentaron en esos lugares. 

			En cuanto a la presencia de los representantes de partido y de candidatos independientes,8 hubo presencia de estos en el 99.89% de las casillas. Por otra parte, se registraron en la jornada electoral 4153 incidentes, dirimidos por la autoridad competente o se dio aviso a la autoridad competente. Por último, respecto a los observadores electorales, se aprobaron 32 520 solicitudes de 38 354 solicitadas, ampliando la participación de la ciudadanía por medio de una figura que puede presenciar diversos momentos del proceso electoral, pero que no cuenta con voz ni voto (ine, 2018, pp.74 y 21).

			El nuevo modelo de fiscalización es uno de los temas más interesantes de la legislación electoral mexicana, producto de la reforma de 2014, en principio por la nacionalización de dicha actividad que llevó a la homologación de la fórmula del financiamiento de los partidos para las actividades ordinarias, así como para las precampañas y las campañas electorales, se homogeneizaron los códigos electorales en cuanto a fiscalización y financiamiento, se eliminaron topes de gastos de campañas en cuanto al financiamiento privado y se mantuvieron los límites por aportación (Gilas y De la Cruz Carrillo, 2017, p.85).

			Uno de los temas más polémicos, a la vez considerado una de sus fortalezas del nuevo modelo de fiscalización, es la contemplación de tiempos breves para la recepción y respuesta de informes emitidos por partidos y candidatos (Gilas y De la Cruz Carrillo, 2017, p.85). Se dice que es un aspecto positivo porque obliga a partidos políticos y candidatos a rendir cuentas respecto a sus ingresos y gastos de manera detallada. 

			Sin embargo, es un aspecto que también se critica porque el número de informes que recibe y revisa el ine se ha incrementado sustancialmente con la homologación de las elecciones federales y locales. Recordemos que en el pasado proceso electoral se contendieron 365 cargos de elección federal y 2298 local, de los cuales las candidaturas de partidos y candidaturas independientes fueron 2053 para las elecciones federales y 15 646 para las locales. En total, el personal del Instituto Nacional Electoral analizó 593 513 operaciones. 

			Tabla 6

			Proyección sobre sujetos fiscalizados durante las campañas del proceso electoral 2017-2018 (datos globales)

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Campaña

						
							
							Cargos de elección en contienda

						
							
							Candidaturas de partidos y candidaturas independientes registradas

						
							
							Operaciones

						
							
							Ingresos

						
							
							Gastos

						
					

					
							
							Federal

						
							
							365

						
							
							2053

						
							
							165 703

						
							
							$2 686 370 059.35

						
							
							$2 809 045 427.35

						
					

					
							
							Local

						
							
							2298

						
							
							15 646

						
							
							427 810

						
							
							$2 649 756 911.90

						
							
							$2 749 150 786.56

						
					

					
							
							Total

						
							
							2663

						
							
							17 699

						
							
							593 513

						
							
							$5 336 126 971.25

						
							
							$5 558 196 213.91

						
					

				
			

			Fuente: Elaborado con información del Instituto Nacional Electoral.




			El gran número de operaciones y el corto periodo de análisis hace de la fiscalización una labor titánica, la cual, en caso de llegarse a presentar en un contexto en el que la diferencia de los resultados entre los primeros contendientes sea mínima y haya la sospecha de una labor inadecuada en la fiscalización, podría ocasionar un grave cuestionamiento a la labor de la institución y al modelo. En la pasada votación no se presentó este problema, debido al amplio margen de victoria del ganador de la contienda presidencial, a pesar de una controversia surgida por el fideicomiso llamado «Por los Demás», la cual será analizada en el siguiente apartado.

			Para culminar con un breve análisis descriptivo de la labor del ine en el proceso electoral, se retoma el tema del voto de los mexicanos en el extranjero, el cual no inició con la reforma de 2014, pero sí fue fortalecido en dicha modificación a partir de la idea de construir la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero (lnere). 

			La primera labor del ine, en colaboración con los Oples, fue la credencialización en el extranjero, labor que implicó una amplia coordinación entre las instituciones gubernamentales y las electorales. Para el proceso electoral pasado, se logró registrar 181 256 solicitudes dictaminadas como procedentes con base en la lnere; de ellas, se obtuvieron 33 662 credenciales para votar emitidas en territorio nacional y 139 297 en el extranjero. La Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero está compuesta por 55% de hombres y 45% de mujeres (ine, 2018, pp.22 y 23).

			Los países con más mexicanos registrados para votar son Estados Unidos, Canadá, España, Alemania y Francia (tabla 7). Por otra parte, las entidades con mayor número de registros mexicanos por origen son la Ciudad de México, Jalisco, Michoacán, Guanajuato, Puebla, Estado de México, Guerrero, Oaxaca, Veracruz y Nuevo León (tabla 8).
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			Sin embargo, los votos que se efectuaron en el extranjero no tuvieron el mismo éxito que el proceso de credencialización, debido a que el ine registró 98 470 votos recibidos desde el extranjero, solo un poco más de la mitad de los registrados en la lnere. Un aspecto que puede destacarse es que, en contraste con las elecciones presidenciales de 2006 y 2012 en donde el pan obtuvo la mayoría de los votos provenientes del exterior, en 2018 la coalición «Juntos Haremos Historia» recibió mayor apoyo, al igual que el otorgado en el sufragio emitido en el territorio nacional. 

			Polémica institucional: la relación entre el ine y el tepjf

			El ine y el tepjf son las instituciones en las que recae la administración y la justicia electoral en nuestro país. Ambas han sido instituciones fundamentales para construir elecciones democráticas y ampliar derechos políticos a la ciudadanía. Sin embargo, entre los dos organismos se ha construido una relación complicada, debido a diversas polémicas que han generado confrontaciones entre ellas; en el presente apartado se analizan dos: el otorgamiento de la candidatura independiente a Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón, mejor conocido como El Bronco, y el Fideicomiso «Por los Demás».

			En toda confrontación que pueda generarse entre el ine y el tepjf, el primero es el jugador con menos probabilidades de ganar, por lo menos legalmente, debido a que el Tribunal es la máxima autoridad y la última palabra en la resolución de conflictos en materia electoral. Por tanto, cuando llegan a generarse discrepancias entre ambas instituciones, ambos recurren a la opinión pública con el objeto de justificar la decisión que hayan tomado, incluso cuando esta puede ser debatible.

			Como se ha mencionado a lo largo del texto, las candidaturas independientes generaron un cambio en la dinámica de la política mexicana; un sector importante de la ciudadanía consideró como positiva la aparición de esta figura al percibirla como una opción diferente a los partidos políticos, los cuales cuentan con mala reputación. 

			En el proceso electoral de 2018 se generó una polémica entre el ine y el tepjf respecto a la obtención del registro como candidatos a quienes aspiraron a participar por la vía independiente. El debate surgió cuando al validar las firmas el personal del Instituto Nacional Electoral descubrió que tanto Rodríguez Calderón, como Ríos Peter y Margarita Zavala, habían recolectado firmas inválidas o ilegales, mientras que la aspirante María de Jesús Patricio Martínez, Marichuy, no alcanzaba a recolectar las firmas necesarias, pero estas eran en su gran mayoría válidas, provocando cierta indignación entre la ciudadanía.

			Al final del proceso, solo Margarita Zavala cumplió con los requisitos, pero Jaime Heliodoro Armando Ríos Peter, al estar inconformes, cuestionaron la decisión del ine ante el tepjf. En la demanda interpuesta por El Bronco, entre las quejas interpuestas señala que el ine no revisó todas las firmas que presentó y que por medio de estimados estadísticos determinó que el aspirante a la Presidencia no contaba con los requisitos señalados por la ley. Este argumento fue considerado por el tepjf como uno de los más importantes para determinar con la sentencia sup-rep-43/2018, que se habían violentado los derechos de Rodríguez Calderón, debido a que la institución administrativa debió revisar cada una de las firmas presentadas y consideraba que al fallar de esta manera se elaboraba una sentencia a favor de los derechos políticos.

			Sin embargo, al resolver la queja interpuesta por Ríos Piter, el tepjf determinó que el ine debía revisar las firmas que no había revisado hasta ese momento dentro de los siguientes diez días a partir de la sentencia (García, 2018). Ante tal situación, ambas instituciones quedaron en contradicción, porque el Instituto Nacional Electoral pudo haber revisado las firmas de ambos candidatos y evitar de esta manera la impugnación y, por otra parte, los magistrados, quienes no votaron de manera unánime la sentencia de El Bronco, resolvieron dos sentencias similares de forma contradictoria, siendo la resolución a la queja de Armando Ríos Piter la que probablemente hubiera mejorado la imagen de ambas instituciones.

			Por último, el modelo de fiscalización aprobado en 2014 trajo consigo mayores facultades para que el ine investigara a profundidad los movimientos de candidatos y partidos. El tema de mayor trascendencia surgió con los informes finales de fiscalización al dar a conocer el Instituto el acuerdo ine/CG638/2018 en el que sancionaba al partido Movimiento de Regeneración Nacional por destinar parte de sus prerrogativas como organización política a fines distintos a los establecidos en la ley; en otras palabras, por crear y suministrar recursos al fideicomiso de origen privado denominado «Por los Demás».

			La investigación al fideicomiso es una de las más grandes labores en materia de fiscalización realizada por el ine que es solo comparable con los casos de «Amigos de Fox» y «Pemexgate», los casos en que se han impuesto sanciones ejemplares en materia de fiscalización electoral en la historia reciente de México.

			 	Sin embargo, la sanción impuesta por el ine a Morena por 197 millones de pesos fue revocada por el tepjf. La argumentación utilizada por los magistrados en la sentencia sup-rap-209/2018 Y ACUMULADO sup-rap-215/2018 fue que no se llevó a cabo una investigación exhaustiva que demostrara que los recursos del fideicomiso se utilizaran con fines políticos, dejando de lado un posible castigo al partido por el hecho de que los partidos políticos en México no pueden destinar dinero para efectos contrarios para los cuales señala la ley, en este caso, campañas electorales o gasto ordinario. En todo caso, la sentencia del Tribunal apoya la crítica al nuevo modelo de fiscalización, el cual, al ser nacional, tiene una sobrecarga de trabajo que no puede realizar en los tiempos tan cortos en los que debe integrar un caso y determinar una sanción.

			A manera de conclusión

			El ine es una de las instituciones con las que no podría explicarse la llegada y continuidad de la democracia en nuestro país, pero que en los últimos años ha enfrentado importantes desafíos como consecuencia de un incremento en sus facultades con las reformas electorales efectuadas en el pasar de los años y al exhibirse sus posturas frente a la última instancia en materia electoral, el tepjf.

			Como se describe en el artículo, la gobernanza electoral en México sufrió cambios en sus tres niveles (diseño institucional, aplicación de reglas y solución de disputas) con la reforma de 2014, entre las cuales destaca el incremento de tareas que lleva a cabo desde entonces el ine. Además, evidencian la problemática de aplicar una nueva normatividad, así como crear nuevos criterios entre dos instituciones con misiones y facultades diferentes, pero complementarias: el Instituto Nacional Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

			El documento expuesto describe la labor titánica que tiene el Instituto Nacional Electoral en la organización de las elecciones al conformar el padrón y la lista electoral, contratar personal que ayude a capacitar a los ciudadanos, la ubicación e integración de las mesas de casilla, la sustanciación del procedimiento especial sancionador, la credencialización y el voto en el extranjero, la fiscalización, etcétera, tareas que la institución lleva a cabo de manera automática, pero que a la vez muestra que las nuevas labores encomendadas representan un reto para la funcionalidad del organismo en el futuro, debido a que el modelo electoral mexicano o la nacionalización de este requiere de una mejor distribución o implementación de algunas actividades.

			La última parte del texto muestra algunas de las complicaciones de la gobernanza electoral con los últimos cambios normativos; en específico, evidencia la saturación de trabajo y el poco tiempo que tiene para ejecutarlo el ine, como sucedió al no analizar todas las firmas de El Bronco y Ríos Piter, así como no poder realizar una mejor y mayor investigación que fortaleciera la sanción que intentó imponer a Morena por el fideicomiso «Por los Demás».

			Estos temas mostraron que las instituciones encargadas de la gobernanza electoral (ine y tepjf) no comparten los mismos criterios en la resolución de los conflictos electorales, debido a la visión de los integrantes de cada organismo y al tratarse de nuevos temas por analizar. Estas situaciones no benefician la estabilidad de la gobernanza electoral, debido a que exponen al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y al Instituto Nacional Electoral a cuestionamientos de los actores políticos y la ciudadanía sobre su eficacia y neutralidad política
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					2	El senador por el pan, Javier Corral Jurado, argumentó en las sesiones de la Cámara de Diputados la importancia de eliminar la injerencia de los gobernadores en los procesos electorales locales. Versión estenográfica de la Sesión Ordinaria de la H. Cámara de Senadores, celebrada el martes 3 de diciembre de 2013.

				

				
					3	El ine puede asumir las labores de los Oples solamente en dos supuestos: (1) cuando haya factores sociales que afecten la paz pública o pongan a la sociedad en grave riesgo e impidan una elección pacífica, y (2) cuando no haya condiciones políticas idóneas, por injerencia o intromisión comprobable de algunos de los poderes públicos.

				

				
					4	Es preciso mencionar que los ciudadanos que no aparecen en la lista nominal debido a que no lograron volver a obtener su credencial para votar por diversas razones, pueden recurrir al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para solicitar hacer su derecho al voto. Si bien hay esta posibilidad, los casos que llegan a presentarse son pocos y, por tanto, no altera significativamente la cifra presentada por el ine en su Numeralia del proceso electoral 2017-2018, documento de donde se obtuvo la información presentada en este capítulo.

				

				
					5	Armando Ríos Piter y Margarita Ester Zavala Gómez del Campo; el primero no terminó el proceso de acreditación realizado por el ine y la segunda presentó su renuncia después de haber participado en el primer debate presidencial.

				

				
					6	En la actual Cámara de Senadores hay un senador sin partido, Emilio Álvarez Icaza Longoria, el cual ganó la elección como candidato de la coalición por «México al Frente» y después renunció a los partidos que lo ayudaron a ganar la elección.

				

				
					7	Los diputados Ana Lucía Riojas Martínez y Carlos Alberto Morales Vázquez se encuentran registrados como congresistas sin partido en la lxiv legislatura; sin embargo, compitieron en la elección como candidatos del pan.

				

				
					8	Incrementó el número de representantes de partido con la reforma electoral de 2014 al crear la casilla única y aumentar el número de estos, con la justificación de que vigilaran tanto los comicios locales como los federales.

				

			

		
		
			 


Nulidad de elecciones en el proceso electoral 2018
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			Introducción 

			El presente artículo tiene como objetivo analizar algunos casos relevantes que se presentaron en el proceso electoral de 2018. A partir de la revisión de casos enigmáticos antes de la reforma de 2014, se podrá identificar cómo es que Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) ha venido configurando una línea argumentativa que no necesariamente ha sido consistente en lo relativo a la validez o nulidad de las elecciones. En este sentido, se presentan casos locales que, como rasgo característico, tienen el que se planteó, por los impugnantes, la nulidad de los comicios, resolviéndose en algunas instancias favorablemente y, en otras, revocándose dichas resoluciones cuando se conoció en instancias revisoras. 

			Antecedentes 

			Desde la reforma electoral de 1996, donde se incorporó al tepjf al Poder Judicial, este se encargó de resolver, en sede judicial, las controversias suscitadas en materia electoral tanto en el ámbito federal como en los espacios estatales, municipales y los relacionados con el otrora Distrito Federal. En este sentido, el rubro de las nulidades estaba contemplado en el cuerpo secundario normativo que regulaba la materia, es decir, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y los procedimientos impugnativos se preveían en la Ley General de Medios de Impugnación en materia electoral. 

			Bajo ese esquema institucional es que se presentaron diversos casos de nulidad; sin embargo, habría que distinguir situaciones donde se anularon por causales específicas, es decir, aquellas contempladas en la norma electoral y elecciones donde las irregularidades llegaron a tal grado que la autoridad jurisdiccional determinó que se anularía una elección, pero mediante la construcción de un ejercicio interpretativo de la norma, lo que a la postre se le conocería como la causal abstracta de nulidad (Jurisprudencia, 23/2004).

			Dicha causal se construyó a partir de un caso enigmático donde se anuló la elección para gobernador en el estado de Tabasco, donde en esencia lo que señaló el tepjf era que los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), específicamente los relativos a elecciones libres, auténticas y periódicas, eran garante de toda elección democrática, por lo que si no se observaban tales principios de manera grave y generalizada se ponía en riesgo la credibilidad y legitimidad de una elección, por lo que lo procedente era anular dicha elección. 

			Otro antecedente de nulidad de elecciones para gobernador se presentó en el año 2003 en el estado de Colima, en el cual, por intervención indebida del gobernador de dicha entidad en el proceso electoral apoyando a uno de los candidatos, el tepjf determinó anular la elección, destacando el énfasis que se realizó de elementos cualitativos y cuantitativos, es decir, el primero relacionado con la presencia de violaciones a los principios sustanciales de una elección y el segundo de los elementos el vinculado a la acreditación de violaciones que repercutieran en los votos recibidos por alguno de los candidatos y que alteraran el resultado de la elección. 

			Es de acotarse que la causal de nulidad abstracta, al ser una creación de naturaleza jurisprudencial, tenía como crítica el que no estaba contemplada en la legislación específica, lo que podría redundar en la falta de certidumbre jurídica en que en algunos casos si se pudiera acudir a ella para resolver un asunto en concreto o, dependiendo de las circunstancias jurídicas o políticas, la autoridad jurisdiccional podría no utilizarla. Esta situación se presentó en la elección presidencial de 2006, donde la coalición «Por el Bien de Todos», encabezada por Andrés Manuel López Obrador, pretendió que se anulara la elección, aduciendo violaciones generalizadas a los principios establecidos en la cpeum. Sin embargo, el tepjf señaló que no se encontraba un medio impugnativo específico para determinar la nulidad de la elección, ya que esto se podría realizar solo mediante la calificación de la elección presidencial. Al final del día, dicha elección no fue anulada, pero sí generó el contexto para la reforma constitucional de 2007 y legal de 2008.

			Dichas reformas establecieron la limitación para que la posible anulación de comicios solamente se pudiera realizar mediante causales contempladas en la legislación electoral, sin recurrir a la que se había denominado causal abstracta o implícita de nulidad de elecciones (Medina, 2007). Lo que se introdujo en la reforma de aquel año fue la causal de nulidad por violación a principios constitucionales (González y Báez, 2010) con lo que se sostuvo la idea de una causal genérica para anular elecciones.

			Esta nueva causal se presentó en la elección del municipio de Yurécuaro, Michoacán, en el año de 2007, ya que la elección se impugnó por conductas indebidas del candidato del Partido Revolucionario Institucional en torno a acciones vinculadas a cuestiones de naturaleza religiosa, la cual, si bien es cierto no se contemplaba en el catálogo local de nulidades, sí atentaba contra el orden general constitucional que regulaba las elecciones, en específico, el principio de equidad en la contienda, por lo que se anuló la contienda en el citado municipio, generándose la «causal genérica de nulidad por violaciones a principios constitucionales».

			Otro caso relevante donde se presentó la nulidad de la elección fue en el municipio de Morelia, Michoacán. En ese caso, la elección se impugnó por diversas irregularidades antes de la jornada electoral, entre los que destacan actos de propaganda electoral fuera de los tiempos establecidos, lo que tuvo como consecuencia que, al realizar el estudio de dichas conductas, el tepjf determinara anular dicha elección por violación a principios constitucionales, ordenando la realización de una elección extraordinaria, en la cual, a la postre, ganaría el candidato del pri, que había ganado en la elección anulada. 

			Posteriormente, se hizo una reforma constitucional en 2014 que, a pesar de los antecedentes narrados, confirmó el precepto que indica que las salas Superior y regionales del Tribunal solo podrán declarar la nulidad de una elección por las causales que expresamente se establezcan en las leyes. Además, introdujo una regulación específica desde el artículo 41 constitucional, al señalar que la ley establecerá el sistema de nulidades de las elecciones federales o locales por violaciones graves, dolosas y determinantes, señalando tres casos específicos: (a) exceder el gasto de campaña en un 5% del monto total autorizado; (b) comprar o adquirir cobertura informativa o tiempos en radio y televisión, fuera de los supuestos previstos en la ley, y (c) recibir o utilizar recursos de procedencia ilícita o recursos públicos en las campañas. 

			Además, se indicó desde el mismo precepto constitucional que dichas violaciones deben acreditarse de manera objetiva y material, agregando que se presumirá que las violaciones son determinantes cuando la diferencia entre la votación obtenida entre el primero y el segundo lugar sea menor al 5 por ciento. Finalmente, la reforma señaló que, en caso de nulidad de la elección, se convocará a una elección extraordinaria, en la que no podrá participar la persona sancionada.

			Como se puede advertir, esta novedad de introducir causales de nulidad desde la Constitución, específicamente en el artículo 41, está direccionada más bien al órgano administrativo y no tiene mayor relación con la jurisdicción; es posible que se les haya ubicado en dicho artículo 41 porque la figura de rebase de topes es la que da pauta para la fiscalización de todas las elecciones por el órgano administrativo. En cualquier caso, el establecimiento de tales causales constitucionales es una deficiente técnica legislativa tanto por la ubicación como por la redacción de aquellas (Medina, 2015), lo que ha generado complicaciones desde su estipulación en 2014.

			De hecho, en los comicios federales de 2015 hubo en dos salas regionales (Monterrey y Xalapa) y en la Sala Superior del tepjf dos interpretaciones diferentes sobre anular elecciones. La sala Xalapa consideró que la elección de diputados federales en el estado de Oaxaca debía mantenerse, señalando que si bien es cierto que se dejó sin posibilidad de ejercer su voto a miles de ciudadanos por la quema y robo de 37 casillas, no todos los ciudadanos acuden a votar, lo que no resultaría determinante a la hora de observar la diferencia entre el primer y segundo lugar de los resultados electorales. 

			Asimismo, el tepjf señaló que no existieron elementos para presumir que los incidentes se realizaron de manera generalizada en todo el Distrito Electoral Federal 01 en Oaxaca; que los hechos ocurridos no impactaron en la totalidad de las casillas, que el porcentaje de casillas que efectivamente se instalaron superaron el 90% y que se recibió un porcentaje de 48% de participación ciudadana, lo que significó que a los ciudadanos que no se les permitió votar representaban el 4.6% de la Lista Nominal de Electores. En consecuencia, que dichos elementos no eran razón suficiente para tener por acreditado que dichos hechos de violencia afectaron el resultado final de la elección. Por tanto, debían mantenerse los resultados y solo anularse de manera excepcional, incluso con elementos probados de violencia social que no fue adjudicable a partidos y candidatos. Con esta argumentación tanto la sala Xalapa como la Sala Superior confirmaron los resultados de las elecciones de diputados federales en el estado de Oaxaca (SX-JIN-4/2015 y acumulados).

			Por el contrario, la sala Monterrey consideró que la anulación de comicios era posible cuando se presentan conductas que ponen en duda la certeza de los resultados y que una de esas conductas es la intervención de los funcionarios públicos en los comicios. En este sentido, la Sala Superior, corroborando el criterio sostenido por la sala regional Monterrey, señaló que la manera de actuar del gobernador del estado de Aguascalientes se tradujo en una irregularidad sustancial, ya que violó el principio democrático de imparcialidad de los recursos asignados a los servidores públicos, cuya finalidad es que no haya influencia indebida de estos en la competencia entre los partidos políticos. 

			En lo particular, habría que destacar que quedó demostrado que el gobernador de dicha entidad federativa el día de la jornada comicial hizo un recorrido en compañía de otros servidores públicos para acompañar a la candidata y a los candidatos a diputados federales postulados por el pri a emitir su voto, haciendo uso de un autobús destinado para sus actividades en el ejercicio de su cargo como gobernador. En consecuencia, con esta argumentación tanto la sala Monterrey como la Sala Superior anularon los comicios del distrito federal 1 en Aguascalientes (sm-jin-35/2015 y sup-rec-503/2015), lo que implicó convocar a una elección extraordinaria que, entre otras cuestiones, modificó al partido ganador y sirvió para que el Partido del Trabajo mantuviera el registro nacional que inicialmente había perdido al no alcanzar el porcentaje mínimo de votación nacional.

			En 2016, de nuevo las salas del tepjf tuvieron que hacerse cargo de dos elecciones complejas por la intervención de diversos actores políticos: las correspondientes a la gubernatura de Aguascalientes (sup-jrc-327/2016 y sup-jrc-328/2016) y al ayuntamiento de Zacatecas (sup-rec-258/2016 Y ACUMULADOS), capital del estado del mismo nombre. 

			En Zacatecas, la elección municipal fue impugnada por actos anticipados de campaña, que es una causal legal, en razón de que tanto el Tribunal local como la sala regional del tepjf concluyeron que se había incurrido en actos anticipados de proselitismo por la candidata del partido Morena al haber participado en una rueda de prensa en la que se enunció su nombramiento como «Promotora de la Soberanía Nacional», situación que tuvo como propósito posicionar su imagen de manera anticipada a los tiempos legales de proselitismo. 

			De igual manera, el tepjf concluyó que en el periodo de precampañas se difundió propaganda electoral con la imagen de la citada candidata, consistente en publicidad móvil y propaganda en muros; se tuvo como consecuencia un posicionamiento anticipado mediante actos públicos y elementos propagandísticos, situación que se configuró como actos anticipados de campaña y, por tanto, se vulneró el principio de equidad en la contienda de manera generalizada.

			En suma, en la elección municipal zacatecana el tribunal local, la sala regional Monterrey, así como a Sala Superior, consideraron demostrados los actos anticipados de campaña, por lo que ambas instancias jurisdiccionales declararon la nulidad de los comicios, determinando que la candidata y el partido infractores no podían participar en la elección extraordinaria, que es una sanción prevista en la legislación. En los comicios de reposición ganó un partido diferente al que inicialmente había obtenido el ayuntamiento.

			Por su parte, en el caso de la gubernatura de Aguascalientes, la impugnación se fundamentó por violación a los principios señalados en los artículos 24, 41, 130 y 134 constitucionales, en particular la participación de entidades y actores religiosos en la contienda electoral; lo anterior, entre otras conductas, en virtud de que se difundió un video en el que se pugnaba por la defensa de la familia conformada por un hombre y una mujer para el matrimonio; la difusión de una carta pastoral en la que se pidió responsabilidad civil con motivo de las elecciones, señalando que para un católico hay valores no negociables (vida, familia, libertad de enseñanza, libertad religiosa y bien común) que deben promoverse y protegerse, especialmente por las personas dedicadas a la política; el acuerdo del candidato Martín Orozco del pan con asociaciones civiles para la defensa de la libertad religiosa y una campaña del obispo de Aguascalientes para pronunciarse en contra de los matrimonios del mismo sexo. 

			En lo particular, el tepjf señaló que para determinar la nulidad de la elección de gobernador de Aguascalientes se tenía que acreditar fehacientemente que se violentó el principio de laicidad y separación entre la Iglesia y el Estado, además de que esto haya repercutido en el resultado final de la elección; es decir, a dicho del propio tribunal, «cuando efectivamente repercute en detrimento de los principios rectores de la materia electoral, principalmente en relación con la independencia de criterio de la ciudadanía, es decir, cuando dicha violación se ejerce para coaccionar el voto de la ciudanía…». En este sentido, el tepjf señaló que, si bien se logró constatar la indebida participación de ministros de culto en la contienda, dicha irregularidad no se consideró grave para invalidar la elección, al no traducirse en un acto de proselitismo que haya afectado la libertad del sufragio o a la equidad de la contienda, por lo que no resultó determinante para el proceso electoral o para los resultados de la elección.

			Como se puede advertir, la Sala Superior, en una votación empatada materialmente por contar con seis integrantes y que fue desempatada con el voto de calidad del presidente, consideró que debía validarse la elección, pues no se podía determinar con certeza el grado de influencia o determinación de las conductas indebidas de los ministros religiosos, por lo que, ante la duda, y debido a la diferencia de resultado en los votos entre el primero y el segundo lugar, era preferible mantener la validez de la elección que anularla.

			Cabe señalar que el tepjf sostuvo el criterio de que anular una elección es la última alternativa posible, la sanción más drástica y radical, frente a la acreditación de violaciones en una elección, pues el deber principal de las autoridades electorales consiste en proteger el derecho a votar y ser votado en las elecciones democráticas, de ahí que no cualquier irregularidad puede propiciar la nulidad de una elección, dado que ello implica, entre muchos otros aspectos, dejar sin efectos el derecho humano al voto ejercido en las urnas el día de la jornada electoral. Este precedente es importante porque será la base para los casos que se discutieron en las elecciones concurrentes de 2018, en lo relativo a la controversia en la elección del estado de Puebla. 

			Antes de revisar los comicios de este año, es preciso indicar que a fines de 2016 se renovó completamente la Sala Superior, ya que había terminado el periodo de los magistrados que habían comenzado en 2006. La renovación de la Sala Superior tuvo sus propios meandros; sin embargo, un acontecimiento a destacar es que, realizada la nueva integración por el Senado de la República, esta misma cámara modificó los periodos de escalonamiento de los nuevos magistrados. Se había establecido que los magistrados durarían tres, seis y nueve años para que cada tres años hubiera nuevos integrantes, lo que daría tanto renovación como estabilidad a la nueva Sala Superior.

			El Senado, en una decisión altamente cuestionada, determinó que sí debía haber renovación, pero no en el plazo establecido por la reforma legal, sino que de manera discrecional determinó que el plazo de renovación sería de un año de diferencia con lo que terminó designando magistrados por siete, ocho y nueve años, lo que implicó que a cuatro magistrados que habían sido designados por tres y seis años, respectivamente, se les volviera a tomar la protesta constitucional porque habían sido modificados sus periodos de designación. Este fue un mal antecedente que tanto la opinión pública como la académica consideraron negativo por parte del Senado y una mala señal para la nueva integración.

			Los comicios concurrentes de 2018 significaron una prueba importante para todo el armado de la gobernanza electoral de México, ya que se disputaban por primera ocasión una cantidad elevada de puestos de elección popular tanto nacionales como subnacionales de manera simultánea, según la autoridad electoral más de 18 mil cargos (tepjf, 2018, p.19), lo que implicó un esfuerzo notable de organización y de gestión electoral. Esto tuvo consecuencias en el ámbito jurisdiccional y, en específico, en lo que corresponde a la nulidad de elecciones. Son de destacar los asuntos correspondientes a la alcaldía de Coyoacán en la Ciudad de México, las presidencias municipales de Monterrey, en Nuevo León y de Querétaro, capital del estado del mismo nombre, además de la gubernatura de Puebla.

			Sentencias de validez de elecciones: Coyoacán, Querétaro y Puebla

			Como se indicó, ya en el precedente de la gubernatura de Aguascalientes en 2016 se pueden encontrar elementos que serán aplicados en las sentencias de los casos de 2018: la necesidad de demostrar las violaciones generales, que estas sean importantes y se pueda calcular de manera fehaciente, de preferencia en términos cuantitativos, el impacto de tales violaciones en el resultado de la elección. Además de que debe haber una diferencia estrecha entre el partido o candidatos ganadores y el segundo lugar porque si no se presenta este elemento material, a pesar de los requerimientos anteriores, la decisión será validar la elección.

			Justo los casos de 2018 pueden distinguirse de manera inicial por las diferencias en los resultados entre el primero y el segundo lugar. Mientras que en Coyoacán y Puebla la diferencia es amplia tanto en términos absolutos, varios de miles de votos, como en términos relativos: un porcentaje mayor al 5% entre el ganador y el segundo lugar; por su parte, en los casos de Monterrey y Querétaro, las diferencias en votos son menores. Otra diferencia a considerar es que la elección para la gubernatura de Puebla pasó del tribunal local del estado a Sala Superior, mientras que los comicios por las alcaldías pasaron por los tribunales locales, luego por la sala regional respectiva y, finalmente, por Sala Superior. Esta dinámica es importante tomarla en cuenta porque la Sala Superior revocó las determinaciones de las salas regionales: en los casos de Coyoacán y Querétaro determinó revocar las anulaciones y validar las elecciones, mientras que en el caso de Monterrey la decisión fue inversa: la Sala superior determinó revocar la validez y anular los comicios de ese ayuntamiento. En lo que sigue, revisamos las sentencias de la Sala Superior por ser las que definieron, en última instancia, la validez o no de las elecciones indicadas con algunas referencias a las sentencias de las salas regionales.

			Sentencia en el caso de la elección de Coyoacán

			(scm-jrc-194/2018 y scm-jrc-197/2018 acumulados).

			Como se indicó, esta resolución pasó por diversas instancias tanto administrativas como jurisdiccionales. En el caso concreto, el Instituto Electoral de la Ciudad de México, terminados los cómputos distritales en la elección correspondiente a la Alcaldía en Coyoacán en la Ciudad de México, determinó que el candidato ganador había sido Manuel Negrete Arias, candidato de la Coalición «Por la cdmx al Frente», integrada por los partidos políticos Acción Nacional, de la Revolución Democrática y Movimiento Ciudadano.

			Los partidos del Trabajo y Morena controvirtieron esos cómputos ante el Tribunal Electoral de la Ciudad de México (tecdmx-jel-235/2018 y acumulados), el cual, en esencia, modificó el cómputo de la elección al declarar la nulidad de ocho casillas; sin embargo, dicha resolución no alteró el resultado final de la elección, por lo que se confirmó la declaración de validez y la entrega de la Constancia de Mayoría en la elección de Alcaldía de Coyoacán a favor de Manuel Negrete Arias, acotando que hubo conductas consistentes en violencia política de género en contra de María de Lourdes Rojo e Inchaustegui, candidata a dicha alcaldía por Morena, lo que atentó contra su derecho político-electoral de contender en la campaña comicial en condiciones de igualdad en un ambiente libre de violencia por su condición de mujer.

			Ante la resolución del tecdmx, los partidos del Trabajo y Morena procedieron a controvertir dicha sentencia ante la sala regional de la Ciudad de México. A decir de los partidos políticos, la sentencia del tecdmx pasó por alto la acreditación de irregularidades graves que vulneraron los principios fundamentales de una elección democrática, por lo que, a causa de la trascendencia de las anomalías, ameritaba declarar la nulidad de la elección, pues, aun cuando fue imposible demostrar el impacto numérico, fue claro el comportamiento inusual del electorado.

			La sala regional de la Ciudad de México señaló que si el tecdmx había constatado violencia política de género en contra de la candidata María Rojo, dichas situaciones constituían actos de una grave violencia; en consecuencia, la Sala estimó que su resolución fue incorrecta al no actualizar la causal de nulidad por violaciones a principios constitucionales. Además, la Sala en cuestión indicó que para acreditar que una violación sustancial es determinante para el resultado de la elección, no es necesario precisar un número específico de personas que emitieron su voto a favor del candidato como consecuencia directa de los actos ilegales que se desplegaron, pues ello sería contrario al principio de voto secreto; así, no es indispensable contar con un dato numérico para apreciar que las irregularidades acreditadas son graves y determinantes. Por lo anterior, en atención a las irregularidades señaladas por la Sala, se declaró la nulidad de la elección de la alcaldía de Coyoacán.

			Dicha resolución fue controvertida ante la Sala superior, la cual manifestó que no bastaba con que acreditar la violencia política de género, sino había que analizar la determinancia de la irregularidad. En este sentido, indicó que no se contaba con elementos para conocer cuántas personas, durante la campaña, fueron influidas por las acciones configuradas como violencia política de género, así como su influencia el día de la elección. Además, la Sala superior argumentó que la diferencia de votos entre el primero y segundo lugar era un criterio que debía tomarse en cuenta para anular una elección; en el caso concreto, no se pudo razonablemente acreditar la determinancia o trascendencia al proceso electoral en su totalidad, si se toma en consideración que la diferencia entre primer y segundo lugar es de 45 922 votos, correspondientes al 11.11%, por lo que la violación alegada no denota por sí misma una afectación al proceso electoral.

			Finalmente, señaló que debía darse un peso preponderante al principio de conservación de los actos válidamente celebrados, porque la supuesta violación al principio de equidad, mediante actos de violencia política de género, fue focalizada, además de que las violaciones acreditadas no trascendieron al resultado de la elección, es decir, no se cuenta con medios para acreditar de qué manera influyeron efectivamente en el electorado. En consecuencia, la Sala Superior resolvió revocar la sentencia emitida por la Sala Ciudad de México que había anulado la elección. 

			Sentencia en el caso de la elección de Querétaro

			(sup-rec-1452/2018 y su acumulado)

			Este caso también pasó por diversas instancias locales y federales. El Consejo Distrital 01 del Instituto Electoral del Estado de Querétaro realizó el cómputo de elección para el ayuntamiento de Querétaro, declarando la validez de la elección y entregando la constancia de mayoría al candidato de la coalición encabezada por el Partido Acción Nacional. Ante tal resultado, la coalición integrada por Morena, Encuentro Social y Movimiento Ciudadano, impugnó dicha resolución ante el Tribunal Electoral del Estado, donde se modificó el cómputo, pero se confirmó la declaración de validez. Dicha sentencia fue impugnada en el espacio federal ante la sala regional Monterrey, la cual declaró la nulidad de la elección, resolución que a su vez también fue impugnada ante la Sala Superior del tepjf. 

			En la especie, este caso fue distinto porque en esa impugnación el agravio consistió en la intervención indebida del presidente municipal interino, específicamente por propaganda gubernamental y personalizada en redes sociales. Para la sala regional resultó evidente que se actualizó la propaganda gubernamental difundida en la cuenta personal de Facebook del presidente municipal interino de Querétaro donde se exaltaron las labores del gobierno en funciones, situación prohibida por el artículo 134 constitucional (sm-jrc-339/2018 y acumulados).

			Respecto a la determinancia, la sala regional Monterrey señaló que este concepto no impone como regla general el examen de ambos aspectos, cualitativo y cuantitativo, ya que dependerá en cada caso. Señaló que si lo cuantitativo basta para establecer que no puede sostenerse un resultado, tendrá una entidad suficiente y colmará el requisito en examen. En sentido contrario, si el tipo de violaciones por su cualificación –esto es, sin atender al número de votos o porcentaje de distancia entre el primer y segundo lugar– lleva a definir que se da una violación sustancial al principio vulnerado, el aspecto cualitativo de la determinancia tendrá peso suficiente para colmar la violación sustancial a los principios constitucionales y será suficiente para demostrar la causal de nulidad correspondiente. 

			En este caso, la sala regional Monterrey señaló como posible medir la determinancia cuantitativa, pues de acuerdo con los resultados se puede advertir una diferencia de 0.34% entre la candidatura común del pan, prd y Movimiento Ciudadano y la postulada por la coalición «Juntos Haremos Historia», ya que la diferencia de votos entre dichos contendientes fue de 1513 sufragios. Sin embargo, al no haber certeza de que las elecciones se desarrollaron de manera libre y auténtica, es que se determina que las violaciones a los principios constitucionales sí fueron determinantes, pues las mismas impiden aseverar plenamente que el resultado de la elección es consecuencia de la voluntad libre y auténtica del electorado. 

			Debe acotarse que la sentencia de sala Monterrey es un tanto ambigua porque califica como publicidad personal del alcalde interino sus publicaciones en redes sociales, pero después establece que tales publicaciones también son propaganda gubernamental por provenir de un funcionario público, situación que no se puede presentar, ya que no puede ser al mismo tiempo publicidad personal y propaganda del gobierno.

			Contrario a lo resuelto por la sala Monterrey, la Sala superior revocó la sentencia emitida señalando que no había elemento para determinar que el presidente interino municipal de Querétaro vulneró los principios relativos a la propaganda gubernamental, ya que las publicaciones referidas en su página personal de Facebook no tuvieron como finalidad hacer del conocimiento de la ciudadanía en general la existencia de logros, programas, acciones, obras o medidas de gobierno, y tampoco el cumplimiento de compromisos. 

			En este sentido, la Sala Superior consideró que el alcalde en funciones tenía derecho a manifestar en redes sus expresiones al ser publicidad personal y que tales manifestaciones no eran una indebida intervención en el proceso electoral; por tanto, consideró que no hubo afectación alguna en el resultado y, a pesar de que la diferencia fuera menor entre los dos primeros lugares, al no haber afectación lo procedente era validar la elección.

			Además, en lo atinente al uso de recursos públicos por parte del presidente municipal interino, la Sala Superior señaló que los actos que realicen los servidores públicos en relación con las funciones que tienen encomendadas vulnera los principios de imparcialidad en la disposición de recursos públicos y de equidad en la contienda electoral, solo si difunden mensajes tendientes a favorecer o perjudicar a un partido político o candidato, o que de alguna manera los vincule a los procesos electorales, lo cual, desde la perspectiva de la Sala superior, no se colmó. 

			La demanda del caso de Querétaro guarda relación con lo planteado para la gubernatura de Colima en 2015 en la que se alegó indebida intervención de funcionarios públicos y que tuvo como resultado la nulidad de la elección, con la diferencia de que en aquellos comicios fueron funcionarios estatales en actos públicos a quienes se les adjudicó la conducta infractora. También guarda relación con lo alegado en la gubernatura de Aguascalientes en 2016 por la indebida intervención de un jerarca religioso, aunque este no es un actor político, sino social, y en aquella impugnación la Sala Superior validó la elección estatal.

			En cualquier caso, está claro que, en el tema de intervención de funcionarios públicos, la línea jurisprudencial no ha sido estable, sino que ha ido teniendo ajustes y cambios que no han permanecido en los diferentes casos. A diferencia del tema de determinancia, en lo que corresponde a intervención de funcionarios, no ha sido posible encontrar una argumentación consistente.

			Sentencia en el caso de la elección de Puebla

			(sup-jrc-204/2018 y acumulado)

			Este caso retoma algunos criterios que se habían establecido para confirmar la validez de la elección de la alcaldía de Coyoacán, respecto a la determinancia para anular o no una elección. En el primer momento, el Tribunal Electoral del Estado de Puebla confirmó la declaración de validez de la elección para gobernador en la entidad realizado por el Instituto Electoral del Estado de Puebla, a través de la cual resultó ganadora Martha Érika Alonso Hidalgo. Ante esta resolución, la coalición «Juntos Haremos Historia», encabezada por el partido Morena, impugnó dicha resolución argumentando una serie de irregularidades entre las que destacaban la detención de brigadistas de Morena, el robo de material electoral, la compra generalizada de votos y la sustracción de documentos, así como la violencia en casillas. 

			Al respecto, la Sala Superior acreditó actos de violencia consistentes en el robo, quema y abandono de paquetes electorales; sin embargo, se consideró que los actos de violencia no fueron generalizados, ni incidieron en el resultado electoral, ya que existió una participación ciudadana del 67.65 por ciento. Asimismo, se logró acreditar que la bodega donde se resguardaron las boletas electorales no fue adecuado, pues en ocasiones ingresó personal del Instituto Electoral sin la presencia de representantes de los partidos políticos, aunado a que las bitácoras de control acceso a la bodega presentaron inconsistencias; empero, en este sentido la Sala Superior señaló que no pudo constatar que dichas circunstancias hubieran trascendido materialmente en la alteración de los paquetes electorales, ni en los resultados electorales. 

			La Sala Superior del tepjf, en suma, señaló que el robo de cuatro urnas y 800 boletas, la violencia en 59 casillas, el uso de un vehículo oficial, las irregularidades en la apertura y cierre de la bodega y las inconsistencias en la bitácora de control de acceso a la bodega, no eran suficientes para declarar la nulidad de la elección porque no fueron determinantes para el resultado de la elección. Al final de los recuentos, la diferencia entre el primero y el segundo lugar fue de 103 129 votos, un porcentaje de 3.57, situación que en términos electorales era considerable. 

			Habría que acotar que dicha sentencia no estuvo exenta de posicionamientos políticos y de enfrentamientos fuera y dentro del tepjf. Antes de que la Sala Superior sesionara para resolver el asunto de la elección de Puebla, el magistrado ponente del asunto, José Luis Vargas Valdez, indicó que el proyecto estaba encaminado a proponer que se anulara la elección de Puebla en atención a que se habían actualizado irregularidades determinantes para el resultado y la validez de los comicios, pues se involucraban hechos y actuaciones que incidieron en el sufragio libre, así como en el principio de equidad en la contienda. 

			Asimismo, el magistrado en comento señaló que presentaría denuncias ante las instancias correspondientes, ya que indicó que la presidenta del tepjf, Janine Otálora Malassis, debía renunciar al cargo por haber cometido conductas irregulares. Abordado el asunto, la votación obtuvo cuatro votos a favor de confirmar la validez de la elección, entre ellos el de la magistrada presidenta. Este antecedente es relevante señalarlo, ya que la sentencia en comento se emitió el 8 de diciembre de 2018; el 23 de enero de 2019, tras la renuncia de la magistrada presidenta, se nombró nuevo magistrado presidente de la Sala Superior a Felipe Alfredo Fuentes Barrera, quien, por cierto, había votado porque se anulara la elección de Puebla. 

			Sentencia de anulación de elecciones: Monterrey

			(sup-rec-1638/2018 y acumulados)

			De conformidad con los resultados generados por la Comisión Municipal Electoral, se declaró la validez de la elección del municipio de Monterrey, resultando ganadora la planilla encabezada por Felipe de Jesús Cantú Rodríguez, postulada por el Partido Acción Nacional. Dicha resolución se impugnó ante el Tribunal Electoral del Estado de Nuevo León, el cual modificó los resultados del cómputo municipal y cambió de ganador, ordenando que se expidiera la constancia de mayoría a la planilla postulada por el Partido Revolucionario Institucional. Posteriormente, se impugnó dicha sentencia ante la sala regional Monterrey; que, en esencia, ordenó modificar los cómputos municipales a fin de que se expidiera constancia de mayoría a favor de la planilla postulada por el pan. Finalmente, la Sala Superior conoció del asunto, vía recurso de reconsideración. 

			Al respecto, la Sala Superior señaló diversas inconsistencias en la cadena impugnativa, en atención a que el tribunal local, como la sala regional, no esclarecieron el número de casillas anuladas, así como la convalidación en lo referente a la violación de la cadena de custodia. La propia Sala Superior señaló que solo se anuló la votación recibida en 105 casillas, por violación a la cadena de custodia, por lo que la sala regional solo pudo haber convalidado dicha votación, no obstante lo realizó en más de 180 casillas. 

			Asimismo, la Sala Superior señaló que contrariamente a lo aducido por la sala regional, se presentaron irregularidades en la entrega de paquetes electorales, ya que no hay constancia sobre quienes hicieron dicha entrega, por lo que se vulneró el principio constitucional de certeza y, por ende, se estimó que no hay certidumbre ni seguridad respecto a la integridad de dichos paquetes electorales, lo que en consecuencia dejaba viciada la certeza de la votación recibida en las casillas respectivas. En suma, se vulneró la cadena de custodia en todos sus eslabones y fases.

			Como consecuencia de lo anterior, y dado que la Sala Superior señaló que no había certeza de los resultados obtenidos en la jornada electoral por las irregularidades presentadas en la cadena de custodia de diversos paquetes electorales, se acreditó que las violaciones fueron cuantitativamente determinantes, en atención a que, tomando en consideración los resultados del cómputo municipal, el pan obtuvo 153 035 votos y el pri 148 356, lo que resulta en una diferencia de 4679 votos, equivalente a .89% de la votación, por lo que al existir más de 180 casillas donde no se tuvo certeza sobre los votos, esa cantidad de votos podrían cambiar el resultado final de la elección. Por ello, se convocó a elección extraordinaria para el municipio de Monterrey, en los cuales se volverían a presentar resultados apretados, resultando vencedora la planilla encabezada por el pri.

			Conclusiones

			Como se pudo observar en el artículo de mérito, para los procesos electorales de 2018 no se presentaron casos relevantes respecto a las causales constitucionales; más bien, lo que se pudo identificar es una tendencia, principalmente desde la Sala Superior, para fortalecer los criterios sobre determinancia para validar o anular una elección, es decir, que no es suficiente que se hayan acreditado irregularidades de diversa naturaleza en los procesos electorales, sino lo realmente importante es que esas irregularidades se hayan podido cuantificar y determinar su incidencia en los resultados electorales. 

			Lo que también se pudo observar es que no necesariamente existe una congruencia argumentativa en las instancias jurisdiccionales; es decir, mientras en algunos casos las salas regionales anularon o validaron una elección, la Sala superior confrontó dichos criterios. En los casos de las alcaldías de Coyoacán y Querétaro, las salas regionales de la Ciudad de México y de Monterrey habían anulado los comicios y la Sala Superior revocó tales anulaciones validando, en última instancia, los resultados. 

			Los argumentos planteados en Sala Superior para validar los comicios de Coyoacán y Puebla fueron similares, ya que, si bien se acreditan conductas que afectaron las elecciones, no se consideraron las mismas determinantes para alterar el resultado porque las diferencias entre el primero y el segundo lugar fueron amplias; por tanto, tales diferencias no se pueden explicar a partir de las violaciones acreditadas.

			En buena medida, las argumentaciones en estos dos casos se construyeron desde una lógica de determinancia cuantitativa y se basaron en la jurisprudencia sobre la conservación de los actos públicos, lo que implica como preferible que se valide la elección a anularla porque, ante la diferencia del primero y el segundo lugar, se estaría castigando al partido ganador y a los electores que votaron de manera mayoritaria por esa alternativa.

			En el estado de Puebla y en la alcaldía de Coyoacán, las sentencias de la Sala Superior asumen como demostradas la violencia política por razones de género y conductas imputables a todos los actores políticos. Sin embargo, al establecer el requisito de que tales conductas afecten de manera determinante al resultado, esto ya no pudo ser demostrado porque las distancias en ambos casos son amplias. A diferencia de los argumentos de las salas regionales, que consideraron que con la afectación en las cualidades de la elección era suficiente para anular los comicios, Sala Superior estableció que es un requisito básico la determinancia de orden cuantitativo.

			El criterio de Sala superior acerca de la afectación cuantitativa es el mismo que se sostuvo en 2015 para anular la elección distrital de Aguascalientes, al igual que el de 2016 en los comicios municipales de Zacatecas: es preciso demostrar las conductas y calcular el impacto de las mismas en el resultado; si se obtiene una afectación igual o mayor a la diferencia entre el primero y el segundo lugar, entonces es dable anular la elección; de no presentarse tal afectación, lo procedente es validar los comicios, que fue lo que sucedió en Puebla y Coyoacán.

			En lo concerniente al caso Querétaro, la Sala superior revocó la nulidad de la elección del ayuntamiento de Querétaro que había decretado la sala regional Monterrey en el juicio de revisión constitucional 39 (srm-jrc-39/2018), porque no se demostró la indebida intervención del alcalde interino y, por ende, no hubo afectación en el resultado.

			Finalmente, en el caso de la alcaldía de Monterrey, la Sala Superior señaló la serie de anomalías en la valoración de las impugnaciones en que habían incurrido tanto el Tribunal Local como la sala regional Monterrey, así como la indebida valoración en la afectación en la cadena de custodia de diversos paquetes electorales, lo que tuvo como consecuencia que se anulara la elección, atendiendo al principio de determinancia cuantitativa por la diferencia que se presentó entre el primero y segundo lugar en dicha elección.

			En suma, el presente artículo nos lleva a identificar que la labor de los tribunales en relación con nulidad de comicios para las elecciones de 2018, se concentró en casos específicos subnacionales, privilegiando la validez de las elecciones por las autoridades jurisdiccionales, a pesar de la acreditación de irregularidades en las mismas, lo que en términos jurídicos puede ser sostenible, pero que en la lógica ciudadana deja la interrogante de cómo se demuestra la violación a la normatividad electoral de diversos actores políticos y eso no es suficiente para invalidar una elección. 

			Coda: ¿cuál es la importancia del Tribunal Electoral?

			Las sentencias analizadas muestran tanto la fortaleza como los déficits del te y su importancia en el régimen electoral. Comencemos por esto último. Todo régimen tiene un medio de cierre o mecanismo de clausura; ese cierre es el que define el final del proceso y también el que indica la determinación final. En etapas de la historia política previa, eran los colegios electorales legislativos los que cumplían esta función; ahora la realizan los tribunales de elecciones, y son justo estos órganos ejecutantes del cierre o clausura del proceso; de ahí su importancia, ya que son la última palabra para definir el resultado electoral y también por esto su alta responsabilidad. Los tribunales electorales son la instancia de resolución final y, al mismo tiempo, son el mecanismo de término del proceso comicial; así resuelven el resultado y dan por finalizada la disputa entre los participantes; ese es su papel y actividad principal. Ahora bien, tal centralidad denota varias problemáticas como son la naturaleza de los tribunales, la predictibilidad y estabilidad de sus decisiones e interpretaciones.

			Comencemos por analizar uno de los dilemas centrales de los tribunales: su naturaleza contra mayoritaria. Los tribunales regularmente no tienen un origen popular o de elección, sino que tienden a ser designados por los poderes electos popularmente. Si se piensa un momento, la naturaleza de los tribunales implica tener un origen derivado o de segundo orden, establecido y adjudicado por los órganos de origen popular o de primer orden: los legislativos y los ejecutivos, lo que nos explica por qué en la disputa o diferendo entre ellos es conveniente que haya un tercero que arbitre las diferencias y resuelva el conflicto.

			Algo similar ha ocurrido con las elecciones. En el origen, los comicios eran organizados por el gobierno y calificados por los congresos, lo que mostraba de nuevo la tensión entre la administración y la legislatura. Para superar esa dificultad, se establecen tribunales electorales que organicen y califiquen los comicios; posteriormente, se separaron la organización para un órgano administrativo y la calificación para uno jurisdiccional, siendo este la última palabra en la definición de las elecciones.

			Esta es la historia política de la que venimos y por lo que es pertinente recordar que antes de la actual calificación jurisdiccional que realizan los tribunales electorales existió la calificación política de los colegios electorales legislativos. En nuestro país, esto estuvo vigente hasta mediados de la década de los noventa del siglo pasado cuando se establecen un órgano administrativo, el ife, y uno jurisdiccional especializado, el tepjf.

			La segunda problemática de los tribunales es la predictibilidad de sus decisiones, directamente relacionada con la estabilidad de sus criterios interpretativos. Los tribunales deben ser predecibles para que las partes en el contencioso tengan idea de cuál podría ser el resultado de su demanda y con ello valorar si es que tienen alguna posibilidad de éxito o es mejor asumir el resultado sin llevarlo a la instancia jurisdiccional. Ahora bien, para que esa predictibilidad tenga sentido, los tribunales deben elaborar criterios interpretativos suficientemente sólidos que no varíen o sean modificados de forma radical, sino que sean estables y, que de llegar a variar, se expliquen prolijamente las razones del cambio de criterio interpretativo; es por esto que la predictibilidad y la estabilidad son dos piezas fundamentales de una eventual política judicial o doctrina judicial, como se le denomina desde el mundo de las formas jurídicas. En palabras de un magistrado electoral integrante de la sala superior del te: 

 

			Al ser este un tribunal para la finalización de los conflictos electorales, debe ser una institución confiable y predecible para los actores políticos y sociales. Debido a las decisiones vinculantes que toma tiene la obligación de considerar, por un lado, a las partes y al pasado, y por el otro, a las repercusiones que sus decisiones tendrán en el futuro de la sociedad… (Rodríguez, 2019, p.8).




			El problema es cuando por modificaciones legislativas o por litigios estratégicos, los tribunales son inestables en sus criterios interpretativos. Esto repercute directamente en la baja o nula predictibilidad de las decisiones del órgano jurisdiccional. Esta es la problemática de la actuación de los tribunales: mantener criterios que sostengan una línea jurisprudencial que sea guía en las resoluciones de los jueces, pero especialmente de los demandantes para que previo a presentar la impugnación evalúen la pertinencia de su demanda.

			Este el déficit principal que ha mostrado la jurisdicción electoral en su desempeño: sus criterios interpretativos han sido poco sólidos y han tendido a variar de manera notable en el tiempo. Es claro que en el tema de este capítulo, la nulidad de elecciones pasó de una primera etapa restrictiva a fines de los noventa a una fase expansiva a principios del siglo xxi, terminada con la reforma electoral de 2008, al determinar que las elecciones solamente se pueden anular por causales legales. Hasta ese momento, se comprende que los criterios tuvieron que variar por la reforma legislativa; sin embargo, después de esa fecha ha continuado la inestabilidad interpretativa, ya que si bien se ha mantenido la idea de que solo se anulan elecciones por causales legales, también ha sucedido que se han incorporado elementos generales como las violaciones a principios constitucionales y otras nociones ajenas al proceso electoral, como la noción de cadena de custodia, propia del derecho penal; ambas hipótesis fueron estudiadas en las anulaciones revisadas en las sentencias de mérito de este capítulo.

			Así, los elementos anteriores han redundado en una inestable configuración de criterios interpretativos provocando una falta de predictibilidad en las decisiones del órgano jurisdiccional, lo que es hasta el día de hoy el gran déficit de los tribunales de elecciones, porque eso vulnera uno de los principios básicos de los comicios: la certeza en el procedimiento. Si los tribunales electorales no pueden garantizar la certidumbre del proceso electoral, entonces su aporte y contribución a la democracia política es de baja intensidad. Por ello, es relevante que los órganos jurisdiccionales mantengan criterios estables para saber cuáles son los límites del proceso y determinar los alcances y las posibilidades de las impugnaciones electorales. Mientras esto no lo consigan, estaremos en presencia del déficit en su actuación.
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Las candidaturas independientes en 2018, la democracia simulada 

			Enrique Cuna Pérez1

			Introducción

			La democracia representativa instaurada en México tiene como eje de la representación política a los partidos políticos. Estos aspiran al poder de manera abierta a través de métodos legales y pacíficos, a partir del apoyo de la mayor cantidad de ciudadanos y la formulación de una propuesta para un futuro para la sociedad, aunque el activismo y capacidad de movilización han cedido su lugar a la acción estrictamente electoral, fincada en el marketing político, que ha conllevado el descrédito de la élite política partidaria.

			La necesidad de generar mecanismos que fortalezcan la representación política promovió como respuestas la personificación de liderazgos políticos que, anclados en la popularidad que otorga la aparición constante en la televisión, no han logrado mayor participación; se impulsó a los partidos llamados emergentes, los cuales tampoco contuvieron la poca credibilidad de la política, sino, al contrario, han evidenciado que mucho de su actividad es más para intereses personales, de grupo o de familia y poco para el conjunto de la sociedad que los mira desconfiables y como negocios personales; los últimos mecanismos implementados son las candidaturas independientes y la reelección. 

			La propuesta fue desarrollar las candidaturas independientes como actores de la democracia a escala local para crear lazos más estrechos con la población, que pudieran ser viables para la recuperación de la legitimidad del acto político, y sobre todo fueran la vía para construir canales de participación ciudadana en la gestión, control y fiscalización de la administración pública y en la evaluación del acto de gobernar. 

			Cuando aparecieron en la lucha político electoral –2015–, los resultados fueron halagüeños: un gobernador, un senador y un diputado federal victoriosos daban señales de aprobación y aceptación de la figura entre la ciudadanía, pues, no obstante la amplia trayectoria como actores políticos y sociales, se les reconoció como alternativa política.

			Por el contrario, la actuación de los candidatos independientes en 2018 fue desastrosa. Abusaron de un discurso victimista acusando a las instituciones políticas y a los políticos de impedir la competitividad y la igualdad de condiciones para la lucha electoral, lo que incluso –en el discurso de los mismos contendientes– les obligó a mentir y competir tramposamente en la recolección de los apoyos necesarios para su registro, además de que no tuvieron respuestas y propuestas ante la crisis en tres áreas particulares del desempeño de, por lo menos, los dos últimos gobiernos: el desempleo, la corrupción y la violencia. 

			Este capítulo argumenta que la propuesta de las candidaturas independientes, para generar un clima de competencia hacia los partidos políticos, es una simulación. Orquestada no solo por un andamiaje normativo escabroso y difícil de cumplir, sino también por el propio desempeño de los candidatos independientes, en su mayoría políticos profesionales y con trayectoria partidista que han encontrado en esta figura otra oportunidad de mantenerse en el espectro de la política y sus beneficios sin ofrecer novedad a la ciudadanía, solo más de lo que se ha cansado, discursos anquilosados y sin mayor propuesta que acerque al ciudadano a la solución de las problemáticas más lacerantes para el país. 

			Una primera evaluación

			El proceso electoral 2018 contempló la lucha por más de 3400 cargos en el país, de los cuales 629 se concentraron en diputaciones federales, senadurías y el Ejecutivo federal. Se presentaron a las urnas cuatro candidatos independientes a gobernador (ninguno obtuvo la victoria), siete candidatos independientes al Senado (ninguno ganó), 37 candidatos independientes a diputado federal (todos fueron derrotados), un candidato al Ejecutivo federal (obtuvo el 5.3% de la votación); finalmente, de mil 596 candidatos independientes a las alcaldías, consiguieron la victoria solo 17 de ellos.

			Las expectativas por las candidaturas independientes en la elección de 2018 se desvanecieron por el efecto de arrastre AMLO, que capitalizó el rechazo y el hartazgo del ciudadano ante la actuación del gobierno priista de Enrique Peña Nieto (epn) y por la pobreza de acción (discurso, propuesta, agenda y actuación) que las mismas candidaturas independientes ofertaron –nada alterno a la oferta partidista, incluso evidenciando el falso soporte ciudadano y antipolítico con el que la mayoría de los candidatos independientes se disfrazó.

			Esto es, los candidatos independientes durante el proceso electoral 2018 no lograron competir con el arraigo popular de Andrés Manuel López Obrador (AMLO), con el descontento y rechazo ciudadano a la gestión gubernamental de epn, no presentaron propuestas serias ante las dicotomías que gobernaban el escenario y contexto nacional (violencia-seguridad, pobreza-desempleo, corrupción-impunidad) y, finalmente, el desastroso desempeño de los candidatos independientes (repitieron vicios y prácticas nocivas que fueron evaluadas por los electores de manera implacable).

			Su oferta política consistió en mantener como estrategia de comunicación desprestigiar –aún más– la figura del político «profesional» y de los partidos políticos, presentándose como ciudadanos y no como políticos, mintieron y engañaron a la autoridad electoral y a la ciudadanía en la consecución de las firmas de los electores para competir en el proceso electoral. Lo que se construyó fue un discurso con una fuerte carga emocional radicado en dos dimensiones; por un lado, la apuesta a la persona; por otro, la profundización del desencanto y el descrédito de la política, con su efecto negativo, pues inhiben la participación política, lastimando la confianza y contribuyendo a extender los sentimientos de desafección política.

			Por otra parte, su actuación poco tuvo que ofrecer a los ciudadanos ante un contexto y coyuntura que mucho influyó en el ánimo de los electores. La corrupción evidenciada, la impunidad mantenida durante el gobierno de epn y la movilización social por la desaparición de los 43 jóvenes estudiantes de Ayotzinapa, tres temas poco atendidos en el discurso de los candidatos independientes (los temas más apremiantes, empleo y seguridad, fueron en todo momento secundarios en el discurso de los independientes). 

			Al observar los resultados electorales, destaca la poca presencia obtenida por los candidatos independientes. Más adelante, observaremos a detalle estos números (gráfico 1); sin embargo, los resumo de manera general: en la elección de la Presidencia se consiguieron 2’ 961 732 (5.23% del total del voto emitido), para el Senado 844 734 (1.92% del total) y para diputados 403 108 (solo 0.92% del total nacional).

			Gráfica 1. Votos obtenidos por independientes (global) 2018 (%)
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			Fuente: Elaboración propia, con base en datos del ine (2018).

			Reglamentación, primer desafío

			La figura de candidaturas independientes es distinta jurídicamente a las candidaturas postuladas por los partidos políticos a cargos de elección popular, llamadas candidaturas ciudadanas o candidaturas cívicas (ese tipo de candidatos puede tener o no un origen político o una trayectoria política no partidista o externa al partido de que se trate, y busca ser postulado o cobijado por un partido político con base en la coincidencia de intereses, ideologías, propósitos o en una simple oportunidad de acceder al poder político). Más bien, el trato que la ley le otorga corresponde a nombrarlas candidaturas externas a los partidos o candidaturas sin aval o apoyo partidista (lo que permite a un miembro de un partido ser candidato independiente). En todo caso, debe quedar claro que las candidaturas independientes no son sustitutos de los partidos, sino un complemento.

			México adoptó por primera vez la figura de candidaturas independientes en la Ley Electoral del 19 de diciembre de 1911, promovida por el presidente Francisco I. Madero. La figura fue conservada en leyes electorales posteriores (1916, 1917 y 1918), pero en 1946 dejaron de existir. Entre los años 2001 y 2012, varios grupos de ciudadanos postularon candidatos independientes a diversos cargos de elección popular, local o federal, pero les fue denegada la solicitud respectiva por la autoridad electoral, pues en la Ley era manifiesto que en procesos electorales locales solo los partidos políticos tenían el «derecho exclusivo» de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular. 

			Derivado de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al caso Jorge Castañeda Gutman vs. Estados Unidos Mexicanos, de fecha 6 de agosto de 2008, el entonces presidente Felipe Calderón incluyó el tema de las candidaturas independientes entre las diez propuestas de su iniciativa de reforma constitucional en materia político-electoral. Las principales fuerzas políticas del país también presentaron iniciativas con temas similares o complementarios y, luego de casi tres años de discusiones, la reforma político electoral de 2012 trajo de vuelta las candidaturas independientes, pues estableció en el artículo 35, fracción ii de la Constitución, la disposición en términos de un nuevo derecho político electoral. 

			La reforma electoral 2014 reconoció el derecho a ser candidato independiente para todos los cargos de elección popular en los ámbitos federal, estatal y municipal. Por principio, se estableció que no habría un límite de este tipo de candidaturas para las elecciones de presidente de la República, senadores y diputados, y se fijaron los requisitos a cumplir para que los aspirantes puedan obtener su registro. Para el caso de las elecciones presidenciales, los aspirantes dispondrán de 120 días para conseguir las firmas de al menos 1% de la lista nominal de electores en al menos 17 entidades federativas; las firmas requeridas en 2018 fueron casi 900 mil (tabla 1). En la recolección del respaldo ciudadano solo se contó con el uso exclusivo de recursos privados; sin embargo, sí se estableció como tope de gasto 33 millones 611 mil 208 pesos para los cuatro meses de recolección de firmas (si se rebasaba el tope, el registro sería cancelado o retirado, así como se tenía que reportar toda la actividad financiera para su fiscalización). 

			Tabla 1

			Cantidad de firmas requeridas para registro como candidato independiente a la Presidencia de la República 2018

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Estado

						
							
							Lista nominal

						
							
							Cantidad requerida (1%)

						
					

				
				
					
							
							Aguascalientes

						
							
							909 683

						
							
							9097

						
					

					
							
							Baja California

						
							
							2’636 873

						
							
							26 369

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							500 637

						
							
							5007

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							624 595

						
							
							6246

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							2’084 523

						
							
							20 846

						
					

					
							
							Colima

						
							
							517 529

						
							
							5176

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							3’416 770

						
							
							34 168

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							2’659 231

						
							
							26 593

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							7’465 580

						
							
							74 656

						
					

					
							
							Durango

						
							
							1’246 925

						
							
							12 470

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							4’254 038

						
							
							42 541

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							2’454 384

						
							
							24 544

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							2’057 224

						
							
							20 573

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							5’772 134

						
							
							57 722

						
					

					
							
							México

						
							
							11’459 228

						
							
							114 593

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							3’335 997

						
							
							33 360

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							1’408 562

						
							
							14 086

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							823 375

						
							
							8234

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							3’780 344

						
							
							37 804

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							2’789 857

						
							
							27 899

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							4’354 900

						
							
							43 549

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							1’524 677

						
							
							15 247

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							1’157 518

						
							
							11 576

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							1’920 264

						
							
							19 203

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							2’080 488

						
							
							20 805

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							2’041 466

						
							
							20 415

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							1’657 945

						
							
							16 580

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							2’558 888

						
							
							25 589

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							893 849

						
							
							8939

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							5’640 671

						
							
							56 407

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							1’496 422

						
							
							14 965

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							1’134 657

						
							
							11 347

						
					

					
							
							Nacional

						
							
							86’659 234

						
							
							866 593

						
					

				
			

			Fuente: ine.



			Obtenido el registro, al reunir las firmas de apoyo y ya con el estatus de candidatos independientes, tuvieron derecho no solo a tiempos de radio y televisión, como si se tratara de un partido de nuevo registro y en forma proporcional al tipo de elección y del número resultante de candidatos, sino también al financiamiento público para sus gastos de campaña (42 millones 963 mil 332). Los candidatos independientes a presidente de la República obtuvieron 14 millones 321 mil 110 pesos divididos entre ellos; el monto máximo de financiamiento público que recibió un candidato independiente a la Presidencia fue de 7 millones 160 mil pesos. 

			En el caso de los aspirantes a candidatos a senadores, estos tuvieron 90 días para conseguir las firmas de al menos 2% del electorado de la entidad que correspondía, mientras que aquellos que buscaban alcanzar una diputación contaron con 60 días para conseguir las firmas de al menos 2% del electorado del distrito.

			 Por otra parte, los candidatos independientes tuvieron que financiarse con recursos privados en un monto no mayor a 10% de tope máximo de gastos de campaña en la elección, pero también contaron con financiamiento público, el cual fue repartido –por tipo de elección– entre todos ellos por partes iguales, como si se tratara de un solo partido político de nuevo registro. Además, los candidatos que consiguieron su registro tuvieron acceso a tiempos en radio y televisión, como si fueran un partido de nuevo registro (no obstante, los aspirantes a candidatos independientes previo a su registro no contaron con acceso a los tiempos de radio y televisión para obtener apoyo ciudadano).

			Es obligación de los candidatos independientes dar a conocer por escrito ante el ine su intención de competir y presentar ante el ine la documentación que acredite la creación de una Asociación Civil (persona moral), a efecto de tener tratamiento fiscal igual que un partido político y recibir así financiamiento público y privado. Conforme al artículo 368, párrafos ٤ y ٥, este requisito implica el registro de la Asociación Civil como persona moral ante el Servicio de Administración Tributaria (sat) y su integración por tres personas (el aspirante a candidato independiente, un representante legal y un encargado de la administración de recursos).

			En la tabla 2 se resumen las dificultades normativas que se le imponen a la figura. Ilustra de manera clara las etapas y filtros que marginan a la mayoría de los candidatos y sus intenciones.

			Para la Presidencia, se inscribieron 87 ciudadanos, se les permitió conseguir firmas a 48, se aceptaron solo tres por cumplir los requisitos, dos renunciaron a su candidatura, y al final se presentó solo un candidato a la jornada electoral. El ine informó que se recabaron en total 6.9 millones de firmas requeridas para 48 aspirantes independientes con el apoyo de 41 mil auxiliares en activo que recogieron firmas para los aspirantes independientes por medio de una aplicación de celular.2 



			Tabla 2

			Etapas del proceso de registro y validación de candidatos independientes a la Presidencia de la República, al Senado y a diputaciones federales 2018

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Etapa

						
							
							Presidencia

						
							
							Senado

						
							
							Diputación

						
					

					
							
							Manifestaciones de intención

						
							
							87

						
							
							78

						
							
							240

						
					

					
							
							No cumplieron con los requisitos exigidos

						
							
							- 39

						
							
							-22

						
							
							-53

						
					

					
							
							Aspirante que habiendo cumplido con requisitos no recibió constancia por desistimiento

						
							
							
							-1

						
							
					

					
							
							Aspirantes al iniciar la captación de apoyo

						
							
							48

						
							
							55

						
							
							187

						
					

					
							
							Renuncias presentadas durante el proceso

						
							
							-2

						
							
							-10

						
							
							-44

						
					

					
							
							Aspirantes con proceso vigente durante la captación de apoyo

						
							
							
							45

						
							
							143

						
					

					
							
							Aspirantes con proceso vigente durante la captación de apoyo

						
							
							46

						
							
							
					

					
							
							Aspirantes que preliminarmente NO alcanzaron el umbral

						
							
							-43

						
							
							-36

						
							
							-79

						
					

					
							
							Aspirantes que preliminarmente alcanzaron el umbral y la distribución geográfica mínima de los apoyos

						
							
							3

						
							
							9

						
							
							64

						
					

					
							
							Aspirantes que no cumplieron por casos de simulación de la credencial para votar

						
							
							-1

						
							
							0

						
							
							-17

						
					

					
							
							Aspirantes que no cumplieron por fotocopias presentadas

						
							
							-1

						
							
							-2

						
							
							-6

						
					

					
							
							Aspirantes que no cumplieron al eliminar DUPLICADOS con otros aspirantes

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							-1

						
					

					
							
							Candidatos que cumplieron al final el registro

						
							
							1

						
							
							7

						
							
							40

						
					

				
			

			Fuente: ine (2018).




			Siete candidatos independientes a senadores participaron en el proceso electoral. Aunque 78 ciudadanos presentaron su postulación, solo nueve consiguieron las firmas de apoyo –en el momento de la revisión, fueron retirados dos de ellos por haber presentado anomalías al incluir fotocopias como registro–.

			Por otra parte, registrados 240 aspirantes, al final el ine solo aprobó la inscripción de 40 candidatos independientes al Congreso federal. Los aceptados contaron con un financiamiento común de alrededor de 14 millones de pesos que se dividió entre los mismos; al final, correspondió 360 mil pesos para cada candidato independiente. 

			Contexto político 2018. Segundo desafío

			Si bien el gobierno de epn, a través del «Pacto por México», reunió a la élite de las fuerzas políticas en torno a temas transversales y produjo reformas consensuadas (energética, educativa, telecomunicaciones, fiscal, transparencia, político-electoral) construyendo rápidamente una agenda política que sirvió de soporte político a las reformas legales y constitucionales que el Pacto impulsó (en contraposición al estancamiento legislativo que caracterizó al gobierno de Felipe Calderón), pronto se produjo un contexto de crisis: la violencia recurrente y la inseguridad desbordada, la desaparición de los 43 normalistas de Ayotzinapa, la corrupción exhibida que afectó la imagen del presidente y su entorno, la magra elevación de la calidad de vida de los mexicanos, entre muchos otros asuntos, acrecentó la desconfianza hacia el gobierno y los partidos políticos, creando el escenario propicio para la figura del candidato independiente.

			Los partidos políticos, ante el escenario descrito líneas arriba, optaron por el creciente uso de las alianzas electorales como estrategia no solo para competir, sino para mantenerse en el espectro político y en las arcas del financiamiento. Los partidos minoritarios vieron qué escenarios de comicios competidos les beneficiaba: no solo mantuvieron su registro –con las consecuentes prerrogativas asignadas–, sino que se convirtieron en fuerzas determinantes para la obtención de la victoria y la conformación de mayorías en los congresos estatales. Los candidatos independientes optaron, por su parte, por quejarse de los «políticos profesionales» y por repetir incansablemente el carácter ciudadano de su postulación, mas no así en proponer ni siquiera críticas –menos propuestas de solución– al grave contexto narrado. 

			Este contexto de crisis parece explicar el notable desalinieamiento partidario y la volatilidad del voto que se han acrecentado provocando un escenario donde las candidaturas independientes bien pudieron ser opción para atraer a los ciudadanos (gráfico 2). Sin embargo, no lo fueron. Y en buena medida debido a su pobre actuación. 



			Gráfico 2. Desalineamiento partidario entre los votantes. Porcentaje de partidistas y apartidistas en las elecciones presidenciales de 2000, 2006 y 2012, encuestas nacionales de salida. 
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			Fuente: Alejandro Moreno. El cambio electoral, fce, 2018, México.

			Su pobre actuación. Tercer desafío

			En general, el discurso de los candidatos independientes prosiguió declamando la indignación y el hartazgo con la política desde un discurso con una fuerte carga emocional radicado en dos dimensiones; por un lado, la apuesta a la persona; por otro, la profundización del desencanto y del descrédito de la política. El discurso, en la mayoría de los casos, más que presentar propuestas, radicó en un proyecto político en torno a un líder carismático que con una fuerte dosis de oportunismo aprovecha o capitaliza un entorno. Así, se presenta el candidato independiente, personaje simpático y débil que necesita ayuda y votos. Su inocencia y pureza radica no en su propuesta de acción, sino en su naturaleza de ciudadano. Sin embargo, si bien este discurso tuvo su impacto positivo en el proceso electoral de 2015, para 2018 lo opacó la presencia de un líder carismático que, desde un instituto político, avasalló emocionalmente al enarbolar no solo los principios de pureza y honestidad, sino también una bandera que sí incluyó las propuestas ante los problemas del país, un candidato partidista que –retomando la estrategia de los candidatos independientes– supo encauzar el enojo y hartazgo ante el penoso gobierno de Peña Nieto. El siguiente esquema ilustra la idea principal de este artículo: los candidatos independientes no supieron aprovechar el espacio que en el sistema político se les ha presentado, por inexperiencia, mala actuación, por repetir las mismas prácticas que dicen rechazar, por falta de ideas, o quizá porque no tuvieron oportunidad ante la opción Amlo. 

			Figura 1

			Resultados candidatos independientes 2018, explicaciones del fracaso
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			Fuente: Elaboración propia.

			Candidatos independientes para la Presidencia de la República

			Tres aspirantes destacaron por el número de firmas recibidas: Jaime Rodríguez, El Bronco, con dos millones 34 mil 432 apoyos ciudadanos, de los cuales el ine encontró en la lista nominal solo a un millón 209 mil 960 ciudadanos; Margarita Zavala, con un millón 578 mil 762 apoyos, de los cuales se localizaron en lista nominal un millón 67 mil 180, y Armando Ríos Piter, con firmas por un millón 765 mil 728, de las cuales se encontraron en el listado un millón 159 mil 514 apoyos (anexo 1).

			Otros candidatos reportaron números cercanos al umbral o incluso cumplieron el solicitado; sin embargo, no fueron validados por el ine al no encontrarse en la lista nominal o por entregar copias fotostáticas de las credenciales de elector como evidencia. Tal es el caso de Édgar Portillo, quien presentó un millón de firmas recolectadas, pero solo 27 mil fueron encontradas en el listado nominal.

			El total de aspirantes a una candidatura presidencial reportó ingresos por 26.8 millones y egresos por 29.4 millones de pesos durante los cuatro meses que duró la recolecta de firmas. Armando Ríos Piter logró 3.5 millones de pesos en aportaciones de simpatizantes, Jaime Rodríguez 15.2 millones de ingresos por aportaciones y gastó 14.4 millones de pesos, mientras que Margarita Zavala recibió 1.9 millones de pesos y gastó 10 millones de pesos. (Nación321, 2017).

			La inversión, el número de apoyos recibidos y la maquinaria que pusieron en juego los tres candidatos más experimentados –al ser políticos profesionales y con algún cargo político reciente– mostró que el éxito no depende de la voluntad ciudadana, como ingenuamente se presentó la figura de las candidaturas independientes, sino que requiere una maquinaria electoral muy ligada al sistema político y a los recursos que da la función de gobierno –como lo es la exposición mediática–; en el camino se quedaron aspirantes sin experiencia política o sin relación con el sistema de partidos políticos (anexo 2). 

			El gobernador con licencia Jaime Rodríguez Calderón perteneció 33 años al Partido Revolucionario Institucional (pri) y en 2014 se separó para postularse como candidato independiente a gobernador de Nuevo León. Sumó 17.7 millones de pesos en donativos de sus colaboradores y empresarios. Armando Ríos Piter, exsenador, dejó en 2017 el Partido de la Revolución Democrática (prd) tras diez años de militancia. Su base para obtener el registro se concentró en Guerrero; sumó 4.2 millones de pesos. Margarita Zavala renunció en 2017 a su afiliación de 33 años en el Partido Acción Nacional (pan), pues la dirigencia no respaldó sus aspiraciones a la Presidencia. Zavala presentó 2.9 millones de pesos en donativos. Por el contrario, María de Jesús Patricio, Marichuy, como la conoció la ciudadanía, la aspirante indígena respaldada por el ezln, no alcanzó el número de firmas necesarias para llegar a la boleta electoral: contó con un aporte de 177 mil pesos (Huffingtonpost, 2018).

			No obstante lo anterior –inversión en recursos económicos y humanos, así como la experiencia en las funciones de gobierno–, o quizá por ello mismo la autoridad electoral detectó al contrastar las firmas de apoyo recibidas con la lista nominal anomalías y ausencias. Por ello, el ine el 29 de marzo consideró que solo había cumplido apropiadamente con todos los requisitos Margarita Zavala.

			Jaime El Bronco Rodríguez no accedió a la boleta por sospechas de que malgastó recursos al intentar recopilar las firmas para ser candidato (posteriormente, el Tribunal Electoral resolvería a su favor un recurso de impugnación que le permitió estar presente en la lucha electoral y al final ser el único candidato que se presentó y mantenerse en la justa). A Rodríguez y a Ríos Piter, a pesar de que sumaron las firmas necesarias de manera preliminar, les fue negado el registro como candidatos después de que se detectaron irregularidades en una inmensa cantidad de las firmas que presentaron. Por ejemplo, el 76% de las firmas supuestamente recopiladas por Ríos Piter eran simuladas (las credenciales vinculadas a una firma tenían algún dato como la clave única de elector, pero otros campos estaban vacíos o ni siquiera tenían la fotografía del votante); respecto al autollamado Bronco, el ine le descalificó cerca de 400 000 firmas presentadas por razones similares y además por, posiblemente, malversar fondos del gobierno del estado de Nuevo León para su campaña.



			No obstante lo anterior, el único candidato que se presentó a la jornada electoral se caracterizaba así: «Represento un movimiento que inició hace cuatro años con cinco personas para independizar a México desde Nuevo León». 

			Jaime Rodríguez cree que «la tierra es tu madre y Dios es tu padre». 

			Repetía el discurso anti político y anti partidos: «El cáncer se quita si vas a quimioterapia. El cáncer son los partidos políticos. Ese es el verdadero cáncer».

			Su propuesta, hombres de tiempo completo: «Esa es la solución. Cuando yo hice el gabinete en Nuevo León el primer el requisito fue que tuvieran el permiso de su esposa para que estuvieran conmigo todo el tiempo».

			Su aspiración, que los empresarios gobiernen México: «En México hay miles de expertos. Gente grandiosa. ¿Por qué tiene que ser un economista el secretario de Hacienda? El gobernante debería ser empresario, un cabrón que le haya sufrido, ¿por qué tiene que ser un diputado el director de Pemex? No chingues».3



			Como se ve, el discurso del único candidato independiente no generaría mucha persuasión. Los resultados obtenidos por El Bronco señalan lo siguiente: en 17 entidades obtuvo del 0 al 5% (destacan Tabasco, Chiapas y Guerrero en donde obtuvo alrededor del 1% del voto); en 14 estados obtuvo del 5.1 al 10% (en Guanajuato, Querétaro y Aguascalientes consiguió cerca del 9%), y en una entidad logró más del 10% (Nuevo León le otorgó el 16.5% del voto, quedó en dicho estado en el tercer lugar por debajo de Amlo y Anaya) (tabla 3 y gráfico 2). 

			Tabla 3

			Resultados electorales Presidencia de la República 2018

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Candidato/ partido o coalición

						
							
							Votos

						
							
							Votos en el extranjero

						
							
							% obtenido

						
					

					
							
							«Juntos Haremos Historia»

							Amlo

						
							
							30’ 113 ,483

						
							
							63 863

						
							
							53.19

						
					

					
							
							Por México al Frente

							Anaya

						
							
							12’ 610 120

						
							
							26 344

						
							
							22.27

						
					

					
							
							Todos por México

							Meade

						
							
							9’ 289 853

						
							
							4613

						
							
							16.40

						
					

					
							
							Jaime Rodríguez

							Independiente

						
							
							2’ 961 732

						
							
							1868

						
							
							5.23

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en datos de ine 2018.




			Gráfco 3. % Votos obtenidos. Presidencia de la República 2018
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			Fuente: Elaboración propia, con base en datos de ine 2018.

			Candidatos independientes a gobernador

			Se presentaron cuatro candidatos independientes a las gubernaturas de los estados de Chiapas, Morelos, Tabasco yla Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México. Los resultados son casi invisibles: en Chiapas, Jesús Alejo Orantes Ruiz obtuvo solo el 2.0% de la votación; Fidel Demédicis Hidalgo, aspirante a la gubernatura del estado de Morelos, obtuvo un magro 4.8%; en Tabasco, Jesús Alí de la Torre apenas logró recabar el 2.1% de la votación total; finalmente, en la Ciudad de México, Lorena Osornio captó el voto de 1.1% de la población de la capital. La actuación de los cuatro candidatos se centró en presentarse como ciudadanos que –excluidos e incluso expulsados del sistema de partidos– lucharían por la limpieza de la actividad política y la persecución y castigo a los políticos corruptos (tabla 4 y gráfico 3). 

			Tabla 4

			Desempeño candidatos independientes gubernaturas 2018

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Votos obtenidos

							Partido vencedor

						
							
							% votos

						
							
							Votos obtenidos

							Candidato independiente

						
							
							% votos

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							2’ 537 454

							«Juntos Haremos Historia»

						
							
							47.05

						
							
							64 591

							Lorena Osornio

						
							
							1.19

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							697 072

							«Juntos Haremos Historia»

						
							
							39.84

						
							
							45 441

							Jesús Alejo

						
							
							2.59

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							373 600

							«Juntos Haremos Historia»

						
							
							52.45

						
							
							34 185

							Fidel Demedicis

						
							
							4.79

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							601 987

							«Juntos Haremos Historia»

						
							
							61.45

						
							
							19 434

							Jesús Alí

						
							
							1.98

						
					

				
			

			Fuente: ine (2018).

			Gráfico 4. Desempeño candidatos independientes gubernaturas 2018
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			Fuente: ine (2018).

			Candidatos independientes a senador 

			De los siete candidatos registrados, todos integrantes de la clase política al ya haber tenido algún cargo y responsabilidad legislativa o gubernamental –gobernadores, legisladores federal o locales, presidentes municipales y funcionarios de la alta burocracia–, destacan Pedro Kumamoto (candidato independiente en 2015 y legislador local en el estado de Jalisco), Pablo Salazar (exgobernador chiapaneco y político ligado al pri y al prd), Manuel Clouthier (candidato independiente en 2015 y legislador federal, con una amplia trayectoria legislativa como miembro destacado del pan). La lista de las entidades y los nombres son los siguientes (tabla 5): 

			Tabla 5

			Candidatos independientes a senador de la República 2018

			
				
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Aspirante

						
					

				
				
					
							
							Baja California Sur

						
							
							Lorenzo Ricardo García de León Coria

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							Pablo Abner Salazar Mendiguchía

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							Soledad Romero Espinal

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							José Pedro Kumamoto Aguilar

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							Raúl González Rodríguez

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							Manuel Jesús Clouthier Carrillo

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							Obed Javier Pérez Cruz

						
					

				
			

			Fuente: ine (2018).




			Si bien ninguno de ellos logró la victoria, los resultados, un poco más decorosos que los número obtenidos por los candidatos independientes a gobernador, sí señalan competitividad, aunque no les alcanzó para contender, sobre todo con el fenómeno Amlo y Morena.

			Pedro Kumamoto, que integró su fórmula con Juana Delgado Quintana en el estado de Jalisco, consiguió 22% de los votos (459, 981); sin embargo, no le alcanzó para derrotar al 32% de la coalición prd, pan y mc, y del 24% de la alianza de Morena, pt y pes. Kumamoto, de 28 años, fue el primer legislador independiente en el Congreso de Jalisco. Autodefinido socialdemócrata, pertenece a la organización Wikipolítica, un movimiento juvenil de izquierda fundado en 2013 (organización que tan solo en 2018 logró inscribir y respaldar a 17 miembros cubriendo los requisitos para ser candidatos independientes en las elecciones federales y estatales, incluido Kumamoto).4

			Wikipolítica, en palabras de Kumamoto, tiene como origen: «Compartimos la creencia y la consigna de que si no haces política, alguien más va a venir y la va a hacer por ti»; (Villegas, 2018) Kumamoto dice que quiere demostrar que la palabra «política» podía significar algo diferente a corrupción y robo –donó el 70% de su salario como diputado a una organización que impulsa proyectos de desarrollo comunitario–; como legislador, logró la aprobación de una iniciativa que eliminó el fuero en el caso de los funcionarios electos de Jalisco. A pesar de ello, no le alcanzó la popularidad para vencer las propuestas derivadas de las agendas partidistas. 

			Por su parte, en Sinaloa, Manuel Clouthier Carrillo –con María Guadalupe Saldaña García en la fórmula– logró el 7.9% (50,671 sufragios) muy lejano del 47.7% de la alianza «Juntos Haremos Historia» y de la coalición «Todos por México» (pri, na, pvem) que obtuvo 22.9 por ciento.

			Muy detrás de los dos candidatos anteriores quedaron los demás postulados de manera independiente al Senado. Lorenzo Ricardo García de León Coria, en Baja California Sur, perdió ante Morena, pues apenas acumuló el 6% de los votos, mientras que Morena obtuvo el 50% de las preferencias; Pablo Salazar Mendiguchía, candidato independiente en Chiapas, acumuló alrededor del 5% de los votos, frente al 51% del candidato de Morena; Soledad Romero Espinal, en Guerrero, apenas alcanzó el 1% de la votación, muy lejano al 50% del candidato de Morena; en Nuevo León, para el Senado, Raúl González Rodríguez obtuvo el 4% de los votos; finalmente, Obed Javier Pérez Cruz, en Tlaxcala, alcanzó 2% de la votación, mientras que el candidato de Morena obtuvo el 57 por ciento. 

			Candidatos independientes a diputado federal 

			De los 40 candidatos a este puesto de representación ninguno consiguió la victoria. Incluso, tomando los números globales, lograron un penoso .92% de voto. No hay mucho que decir al respecto, solo que al examinar sus propuestas y discursos redundan en lo ya conocido: políticos profesionales que no consiguen un lugar en las listas partidistas y optan por la vía independiente para alcanzar el objetivo de «servir al pueblo». 

			Tabla 6

			Candidatos independientes a Diputados Federales por Distrito, 2018

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							Distrito

						
							
							Aspirante

						
					

				
				
					
							
							Baja California

						
							
							8

						
							
							Víctor Manuel Escobar Sánchez

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							6

						
							
							Fernando Rodríguez Ozuna

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							10

						
							
							Obilfrido Gómez Álvarez

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							1

						
							
							Martha Beatriz Córdova

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							2

						
							
							Jurgen Ganser Carbajal

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							3

						
							
							Iván Antonio Pérez Ruiz

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							4

						
							
							María Antonieta Pérez Reyes

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							12

						
							
							Daniel Nieto Martínez

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							3

						
							
							Mario Hernández Herrera

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							4

						
							
							Iris Paola Gómez de la Cruz

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							5

						
							
							Víctor Joel Echeverría Valenzuela

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							2

						
							
							Julio Hugo Sánchez Quiroz

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							8

						
							
							Pablo Ricardo Montaño Beckmann

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							10

						
							
							Rodrigo Cerda Cornejo

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							13

						
							
							Alberto Valencia Bañuelos

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							16

						
							
							Aníbal Gómez Marquina

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							9

						
							
							Carlos Alberto Manzo Rodríguez

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							10

						
							
							Luisa María Guadalupe Calderón Hinojosa

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							1

						
							
							Daniel Altafi Valladares

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							4

						
							
							Enrique Alonso Plasencia

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							3

						
							
							Daniela González Rodríguez

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							4

						
							
							Olga Valentina Treviño Hinojosa

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							5

						
							
							Gregorio Farías Mateos

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							7

						
							
							Yamilett Orduña Saide

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							8

						
							
							Ángel Alberto Barroso Correa

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							9

						
							
							Jesús Siller Rojas

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							10

						
							
							David Eugenio Elizondo Cantú

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							11

						
							
							Luis Ángel Benavides Garza

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							12

						
							
							Raúl Guajardo Cantú́

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							6

						
							
							Alejandro Éric Cruz Juárez

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							2

						
							
							Paul Alfonso López de Santa Anna Baeza

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							5

						
							
							Jesús Humberto Alfaro Bedoya

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							6

						
							
							José́ Terencio Valenzuela Gallegos

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							1

						
							
							María Graciela Parra López

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							2

						
							
							Nora Vanessa Estrada Calles

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							3

						
							
							Carlos Arturo Córdova Cobos

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							6

						
							
							Julio César Osorio Pérez

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							7

						
							
							Pedro Gustavo Barragán Nuño

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							8

						
							
							Juan Jesús Antonio Manzur Oudie

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							4

						
							
							Antonio Illescas Marín

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en ine 2018.

			Candidatos independientes a ayuntamientos

			De las 1596 presidencias municipales que renovaron titular en 2018, solo 17 fueron ganadas por candidatos independientes (17 hombres) en nueve estados. En seis estados (Aguascalientes, Durango, Hidalgo, Tlaxcala, Veracruz y Quintana Roo) no se registró ningún candidato a presidente municipal. 

			Los alcaldes independientes que ganaron se distribuyen en diez estados: Nuevo León, 4 de 53 que obtuvieron el registro; Querétaro, 2 de 35; Oaxaca, 2 de 23; Puebla, 2 de 18; Chiapas, 1 de 41; Morelos, 1 de 29; Chihuahua, 1 de 16; Tamaulipas, 1 de 14; Sonora, 1 de 13 y San Luís Potosí, 1 de 12 (tabla 7). 

			Tabla 7

			Candidatos que ganaron alguna alcaldía compitiendo por la vía independiente, 2018

			
				
					
					
				
				
					
							
							Nombre del candidato vencedor

						
							
							Municipio/ estado

						
					

				
				
					
							
							Celso Nieto Estrada

						
							
							Coatitlán del Río, Morelos

						
					

					
							
							Eugenio de Jesús Jiménez López

						
							
							Tzimol, Chiapas

						
					

					
							
							Jorge Alfredo Lozoya Santillán

						
							
							Hidalgo de Parral, Chihuahua

						
					

					
							
							Daniel Carrión

						
							
							Sayula, Jalisco

						
					

					
							
							Miguel Bernardo Treviño de Hoyos

						
							
							San Pedro Garza García, Nuevo León

							Ciénega de Flores, Nuevo León

							García, Nuevo León

							Mier y Noriega, Nuevo León

							Los Ramones, Nuevo León

						
					

					
							
							Pedro Alonso Casas Quiñones

						
					

					
							
							Carlos Alberto Guevara Garza

						
					

					
							
							Santana Martínez Peña

						
					

					
							
							Jesús Plácido Rodríguez Treviño

						
					

					
							
							Ruffo Eder Soriano González

						
							
							San Pedro Tapanatepec, Oaxaca

							Putla Villa de Guerrero, Oaxaca

						
					

					
							
							Manuel Guzmán Carrasco

						
					

					
							
							Javier Meneses Contreras

						
							
							Domingo Arenas, Puebla

							Yehualtepec, Puebla

						
					

					
							
							Florencio García Hernández

						
					

					
							
							Belem Ledesma Ledesma

						
							
							San Joaquín, Querétaro

							Tequisquiapan, Querétaro

						
					

					
							
							José Antonio Mejía Lira

						
					

					
							
							Adrián Esper Cárdenas

						
							
							Ciudad Valles, San Luis Potosí

						
					

					
							
							Eduardo Quiroga Jiménez

						
							
							Cananea, Sonora

						
					

					
							
							Héctor Manuel de la Torre Valenzuela

						
							
							Llera, Tamaulipas

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en información del ine 2018.




			Analizando los antecedentes políticos y propuestas de campaña de los 17 candidatos victoriosos (rastreando sus redes sociales, los documentos entregados al ine y sus propios discursos recogidos por los medios de comunicación, incluyendo la escucha de varios «corridos» que algunos de ellos se mandaron a producir), destacan: la escasa propuesta –si la hay, está centrada en los problemas más comunes de la administración, como resolver la problemática del agua o los baches o pavimentación o incluso organización de «fiestas patronales» y eventos deportivos y culturales–; la victimización como carta de presentación –«fue difícil, pero aquí estamos», «alguien se tiene que sacrificar», «los políticos no nos quieren»–; la apelación al pueblo –«ustedes son los que deciden», «es hora del pueblo», «nos toca»–; la reiterada condición anti política y anti partido –«esos, ya nos quitaron todo», «los políticos son el cáncer», «no hay bien que venga de los partidos»; su condición ciudadana; la mayoría cuenta con experiencia partidista, ya sea como militante o como representante, y administrativa (varios de ellos se reeligieron por esta vía), pocos son los candidatos que no cuentan con ninguna experiencia política; asimismo, destaca en sus currículos la pertenencia al sector empresarial en sus estados.

			Veamos a detalle algunos casos

			En Morelos, Celso Nieto Estrada, maestro de primaria de 31 años, venció en el municipio de Coatlán. Nunca había participado políticamente y su propuesta se centró en la educación. Explica su triunfo por el carácter ciudadano y la confianza que esto generó: «Somos un municipio pequeño en donde la mayoría nos conocemos y saben que yo y mi familia somos gente de trabajo. Y eso fue lo que terminó de valorar la ciudadanía». Reconoce las dificultades para participar, pues hizo la campaña sin financiamiento público (los 8 mil 600 pesos que le correspondían se los entregaron un día antes de concluir la campaña y decidió no aceptarlos): «Me enfrenté al dinero, me enfrenté al poder y con esto estamos demostrando que cualquier ciudadano puede aspirar a ser presidente de su municipio» (Tonantzin, 2018).

			En Tzimol, Chiapas, el vencedor fue Eugenio de Jesús, quien se define así: «Fuerte por carácter, sostenido por formación, sensible por temperamento y humano por nacimiento» (De Jesús, 2018).

			En Parral, Chihuahua, se reeligió Jorge Alfredo Lozoya Santillán, quien se presenta así: «Soy un empresario que ha prosperado gracias a que me he diversificado, puedo darme el lujo de comprarme el carro que quiera o la ropa que me gusta, sin la necesidad de robarle un peso al Ayuntamiento o quitándole de los impuestos a los parralenses» (Lozoya, 2017).

			Para él, lo que explica el triunfo de los independientes es «la insatisfacción con el régimen político que ha sido propiciada por los propios políticos que han defraudado la confianza ciudadana». De ahí la importancia de los independientes, pues se requiere 



			dar una sacudida para que los partidos volteen a ver a la ciudadanía, que lo tengan en cuenta, que dentro de la ciudadanía encontrarán los perfiles para dirigir y para poner puestos de elección popular a trabajar de una forma honesta. 




			Y en su caso, su candidatura se debió a que «Necesitamos más tiempo para seguir cumpliendo como lo hemos hecho», pues un año y medio fue poco tiempo. 

			La presidencia municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, la conquistó Adrián Esper Cárdenas. Empresario y concesionario de telecomunicaciones de 41 años, nieto del exgobernador de Tamaulipas, Enrique Cárdenas González, conocido por una sola promesa: cobrar solo un peso como salario anualmente (Chávez, 2015).

			A la presidencia municipal de Cananea llegó Eduardo Quiroga Jiménez, expanista y empresario ganadero y metalúrgico. Apodado como El Loco. 

			En Tamaulipas, el alcalde de Llera (al que llegó postulado por el pan), Héctor Manuel de la Torre Valenzuela, contendió por segunda vez, ahora como candidato independiente en su afán de reelegirse, pues consideró que «el trabajo habla por sí solo, nos hemos dedicado a trabajar y somos gente de bien y, bueno, estamos levantando la mano porque sabemos hacer las cosas».

			Conocido como el Sapito, se autodefine de la siguiente manera: «Me dedico a servir a la gente y a hacer mandados, es mi pasión y porque la política no es para servirnos de la gente; la política es para servir a la gente». Aunque comenzó su carrera política en el pri, su padre fue un líder del gremio azucarero y militante del pri, luego de perder una elección interna de ese partido, el pan le abrió las puertas para contender por la Presidencia Municipal de Llera. 

			En Sayula, Jalisco (municipio que ha tenido alternancia entre el pri, pan, pvem y prd), Óscar Daniel Carrión Calvario, de 25 años, abogado, consiguió la victoria con 3043 pesos que le dio la autoridad electoral para hacer campaña. Explica el resultado: «Sayula siempre ha sido un municipio muy plural políticamente hablando. Yo creo que la gente buscó otra alternativa, un cambio, después de haberle dado la oportunidad a políticos de todos los colores.»

			Su propuesta más reiterada: recortarse el sueldo a la mitad, de 43 mil pesos a 21 mil 500 pesos mensuales, pues argumentó: «Con eso es suficiente, la política debe hacerse por convicción, no por dinero» (Rodríguez, 2018).

			A pesar de su juventud, tiene experiencia política, a los 17 años fue elegido presidente de la preparatoria regional de Sayula de la Universidad de Guadalajara (UdeG), fue coordinador ejecutivo de la Federación de Estudiantes Universitarios a su paso por la licenciatura también en la UdeG; afiliado al prd, renunció a este para competir como independiente. Su discurso también condena a los partidos políticos: «Fue todo un reto salir a competir en este proceso electoral con una candidatura independiente, contra partidos políticos y sus recursos desmedidos, contra las estructuras».

			En el estado de Oaxaca, dos candidatos independientes resultaron electos. Manuel Guzmán Carrasco, en Putla de Guerrero, y Ruffo Eder Soriano González, en San Pedro Tapanatepec. 

			Guzmán Carrasco se reeligió en esta contienda electoral. Militante de Nueva Alianza, en 2015 contendió como independiente y resultó victorioso por lo que 2018 fue para él una reelección. Con amplia trayectoria como funcionario gubernamental, regidor de Obras Públicas en el ayuntamiento putleco en 2005-2007, este empresario de la construcción contó con cerca de 200 mil pesos, 7 mil 475 pesos que le dio el instituto electoral de Oaxaca y el resto lo obtuvo de donaciones y aportaciones privadas. Su discurso reitera la antipolítica y el antipartidismo: «Hace seis años tuvimos la oportunidad de participar con un partido político y la verdad los arreglos entre los partidos [...] nos dejaron fuera a media campaña»; «La credibilidad de los partidos ya [no existe], nos hemos dado cuenta que ponen al que ellos quieren, y ponen al que dé más; estamos cansados de esto y nos decidimos a lanzarnos como candidato independiente» (Álvarez, ٢٠١٦).

			Por su parte, Ruffo Eder Soriano González, militante del pri hasta 2016, cuando se inscribió como precandidato del pri, pero no fue elegido y para 2018 prefirió impulsarse en la contienda electoral como un candidato independiente (Manzo, 2018).

			En Puebla, los candidatos independientes elegidos ya participaban de la vida política. Javier Meneses Contreras, médico de profesión y militante del Partido del Trabajo, resultó ganador en el municipio de Domingo Arenas, mientras que Florencio Galicia fue coordinador de Ana Teresa Aranda, la primera candidata independiente al gobierno del Estado de Puebla en 2015, fue elegido en Yehualtepec. Este último define la candidatura independiente como «la vía más democrática que hay actualmente y para estar cercano a la ciudadanía, es decir, se tiene el respaldo de la gente y sobre todo transparencia». (Alonzo, et. al., 2018). Asimismo, Florencio Galicia considera que postularse como candidato independiente requirió de un doble esfuerzo por el procedimiento para acreditarse como contendiente, así como la campaña y recorridos realizados, porque la gente desconocía de los candidatos ciudadanos y el financiamiento fue muy bajo. 

			En Querétaro, dos candidatos independientes obtuvieron la victoria. En San Joaquín, Belén Ledesma Ledesma, que ya había gobernado el municipio representando al pri en el periodo 2009-2012, ingeniero electromecánico y empresario local, es claro y conciso: salió del pri porque no se le apoyó en su idea de gobernar un nuevo periodo y la candidatura independiente fue la vía; «la dirigencia estatal del pri nos negó la posibilidad de representar al tricolor esta vez y por ello, y porque la gente nos manifestaba su confianza, decidimos contender como candidato independiente» (Contreras, 2018).

			Mientras que en Tequisquiapan, José Antonio Mejía Lira también salió airoso, por segunda ocasión, luego de haber gobernado en el periodo 1997-2000 bajo las siglas del pri. Empresario inmobiliario, licenciado en derecho, abandonó al pri porque este «perdió la brújula» y se volvió «una camarilla de cuates y amigos». 

			Por último, Nuevo León fue un caso muy particular de impulso a las candidaturas independientes. Al amparo del ejemplo y apoyo del gobernador Jaime Rodríguez, proliferaron las aspiraciones políticas por la vía independiente (aunque solo cuatro ganaron alcaldías), entre las que destacaron la suegra de El Bronco, María Teresa Martínez Galván, en la alcaldía de Santa Catarina; José Esequiel Rodríguez Calderón, sobrino de El Bronco, quien se desempeñaba como director de Educación Secundaria de la Subsecretaría de la Secretaría de Educación del estado; Carlos Alberto Guevara Garza, exescolta de Rodríguez Calderón y comisario de la oficina de Seguridad Gubernamental, quien ganó la alcaldía de García (Guevara sucedió a César Valdez, quien también ganó sin partido y era el secretario particular de El Bronco cuando este era edil ahí); (Campos, 2018) para Monterrey, Aldo Fasci Zuazua, quien fuera funcionario en el gobierno de Rodrigo Medina y dirigente del pri de Monterrey; Sanjuana Argelia Montes Mendoza, presidenta de la asociación civil Tribuna de Vigilancia Ciudadana; Francisco Esquivel Garza, a la alcaldía de Pesquería, fue candidato al mismo cargo en la elección pasada por el Partido Encuentro Social, es empresario transportista y dirigente de la croc en dicho municipio. En San Nicolás, la exregidora y exdiputada local del pan, Josefina Villarreal González; Camilo Ramírez Puente, expanista que se ha desempeñado como secretario de Seguridad Pública, director jurídico y secretario del Ayuntamiento en San Nicolás y ha tenido otros cargos en otros municipios; el extitular de la oficina del gobernador del estado, Miguel Treviño de Hoyos, en la alcaldía de San Pedro; el exdiputado local del pan, Fernando Elizondo Ortiz, hijo de Fernando Elizondo Barragán, gobernador sustituto y dos veces candidato a gobernador, por el pan y por Movimiento Ciudadano; Helios Imerio Salazar López, exdirigente del pan en Guadalupe; Daniel Torres Cantú, quien fue diputado local y federal por el pri; en Juárez, Américo Garza Salinas, quien en 2015 fue candidato a alcalde por el partido Encuentro Social y subsecretario de Desarrollo Social en el actual gobierno de El Bronco; y la lista continúa con un claro perfil: políticos profesionales que no encontraron respaldo en sus partidos políticos. 

			Veamos perfiles de los ganadores

			Miguel Treviño de Hoyos, electo en San Pedro Garza García, Nuevo León, es un empresario y funcionario público de 47 años con una amplia experiencia en la administración pública, economista, miembro del pan por más de veinte años, trabajó en Grupo Reforma, donde se desempeñó como coordinador de proyectos editoriales. Se define así: «Nací panista; gracias a mi padre […] que me enseñó el valor de la democracia» (Cubero, 2018).

			Pedro Alonso Casas, empresario en bienes raíces, ganó la elección del ayuntamiento de Ciénega de Flores, municipio que gobierna desde 2015 cuando ganó postulado por el prd, se reeligió ahora como independiente, a pesar de que en un principio el Tribunal Electoral del Estado de Nuevo León había invalidado los resultados de los comicios porque el candidato independiente habría recibido apoyos económicos, materiales y humanos de manera ilegal por asociaciones religiosas para la operación de su campaña.

			Santana Martínez Peña, en el municipio de Mier y Noriega, agricultor y quien define su papel así: «No soy político. Solo vengo a obedecer las órdenes de mis vecinos de Mier y Noriega. El presidente municipal en realidad son ustedes. Yo vengo a dirigir sus indicaciones para mejorar nuestro pueblo».

			En Los Ramones, el Programa de Resultados Preliminares dio el triunfo al independiente Jesús Placido Rodríguez Treviño; sin embargo, el conteo en la Comisión Municipal Electoral favoreció al panista Juan Antonio Guajardo con 33% de las preferencias sobre el 29% del independiente.

			Luego de esta larga lista, podemos concluir sobre el perfil de los candidatos independientes ganadores: amplia trayectoria como actores políticos y sociales (muchos de ellos derivados de los mismos partidos políticos) y con liderazgos surgidos en los sectores político y empresarial. En su estrategia, es clara la intención de mantener presente la dicotomía ciudadanía-político como un ente separado e incluso enfrentado que les garantizó construir un relato de limpieza, objetividad, valentía e inocencia que les permitió ubicarse como alternativa a los partidos políticos y a los políticos profesionales. Sin embargo, su propio discurso ahonda más el distanciamiento de la población hacia los partidos, creando con mayor fuerza la idea de la desconfianza, la corrupción y la baja reputación de la política.

			En la tabla 8 se intenta sistematizar la información sobre los perfiles de los políticos que utilizaron la figura de candidatos independientes para mantenerse en el espectro del poder al no tener el apoyo de sus partidos.

			Tabla 8

			Perfil de los candidatos independientes ganadores 2018

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Nombre del candidato vencedor

						
							
							Municipio/ estado

						
							
							Sexo

						
							
							Procedencia

						
							
							Experiencia gubernamental o política

						
							
							Reelección o número de competición

						
							
							Partido anterior

						
					

					
							
							Celso Nieto Estrada

						
							
							Coatitlán del Río, Morelos

						
							
							H

						
							
							Sector educativo

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							Eugenio de Jesús Jiménez López

						
							
							Tzimol, Chiapas

						
							
							H

						
							
							Empresario

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							prd

						
					

					
							
							Jorge Alfredo Lozoya Santillán

						
							
							Hidalgo de Parral, Chihuahua

						
							
							H

						
							
							Empresario

						
							
							Alcalde en funciones

						
							
							Reelección

						
							
							pri /pan

						
					

					
							
							Daniel Carrión

						
							
							Sayula, Jalisco

						
							
							H

						
							
							Sector educativo

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							prd

						
					

					
							
							Miguel Bernardo Treviño de Hoyos

						
							
							San Pedro Garza García, Nuevo León 

							Ciénega de Flores, 

							Nuevo León

							García, Nuevo León

							Mier y Noriega, Nuevo León

						
							
							H

						
							
							Empresario y funcionario

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							pan

						
					

					
							
							Pedro Alonso Casas Quiñones

						
							
							H

						
							
							Empresario y funcionario

						
							
							Alcalde en funciones

						
							
							Reelección

						
							
							prd

						
					

					
							
							Carlos Alberto Guevara Garza

						
							
							H

						
							
							Funcionario

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							Santana Martínez Peña

						
							
							H

						
							
							Empresario

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							No

						
					

					
							
							Ruffo Eder Soriano González

						
							
							San Pedro Tapanatepec, Oaxaca

							Putla Villa de Guerrero, Oaxaca

						
							
							H

						
							
							Funcionario

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							pri

						
					

					
							
							Manuel Guzmán Carrasco

						
							
							H

						
							
							Empresario y funcionario

						
							
							Alcalde en funciones

						
							
							Reelección

						
							
							Nueva Alianza

						
					

					
							
							Javier Meneses Contreras

						
							
							Domingo Arenas, Puebla

							Yehualtepec, Puebla

						
							
							H

						
							
							Empresario y funcionario

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							pt

						
					

					
							
							Florencio García Hernández

						
							
							H

						
							
							Funcionario

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							Independiente

						
					

					
							
							Belem Ledesma Ledesma

						
							
							San Joaquín, Querétaro

							Tequisquiapan, Querétaro

						
							
							H

						
							
							Empresario y funcionario

						
							
							Alcalde 2009-2012

						
							
							No

						
							
							pri

						
					

					
							
							José Antonio Mejía Lira

						
							
							H

						
							
							Empresario y funcionario

						
							
							Alcalde 1997-2000

						
							
							No

						
							
							pri

						
					

					
							
							Adrián Esper Cárdenas

						
							
							Ciudad Valles, San Luis Potosí

						
							
							H

						
							
							Empresario

						
							
							No

						
							
							No

						
							
							pri

						
					

					
							
							Eduardo Quiroga Jiménez

						
							
							Cananea, Sonora

						
							
							H

						
							
							Empresario

						
							
							Sí

						
							
							No

						
							
							pan

						
					

					
							
							Héctor Manuel de la Torre Valenzuela

						
							
							Llera, Tamaulipas

						
							
							H

						
							
							Funcionario

						
							
							Alcalde en funciones

						
							
							Reelección

						
							
							pri /pan

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en ine y organismos locales electorales. 

			Nota: La procedencia involucra los antecedentes profesionales y de actuación del candidato, si surgió de la esfera social (movimientos acciones colectivas vinculadas a las áreas fuera del gobierno), la esfera económica (asociada a la experiencia empresarial o privada) y la esfera política (con antecedentes políticos como militante, dirigente o representante político). 

			A manera de conclusión 

			Los resultados del proceso electoral señalan que el electorado eligió a los candidatos de Morena y demás partidos políticos antes que a los candidatos independientes; curioso es notar que ahora el voto del electorado se depositó en las plataformas ideológicas –en particular la de Morena– y poco en los candidatos –excepto Amlo–. 

			Así, la aparente ventaja que los candidatos independientes –su alejamiento de lo político y su honestidad– en un contexto de desconfianza y baja reputación de los partidos políticos, con escándalos de corrupción, una economía estancada, preocupación por los derechos humanos, la desaparición de 43 estudiantes de Ayotzinapa y el franco rechazo al gobierno de Peña Nieto, no sirvió para capitalizar el hartazgo. 

			Por un lado, la excesiva reglamentación y el magro financiamiento poco ayudan a los candidatos a lograr sus objetivos, no solo a difundir su propuesta, sino a satisfacer los requisitos formales para su registro. En palabras de Patricio Ballados, director ejecutivo para Prerrogativas y Partidos Políticos, unidad del ine: «Los partidos políticos hicieron las leyes y pusieron umbrales que lo que hacen es que sea una actividad muy compleja». (INE, 2018) Cierto es, como bien señalan Larrosa y Santiago al preguntarse si las candidaturas independientes resuelven la crisis de representación política en el sistema político mexicano, a lo que responden: 



			El régimen de candidaturas independientes fue insertado en un sistema electoral diseñado para que los partidos políticos fueran actores exclusivos en la competencia electoral. Por ello, para que las candidaturas independientes contrarresten la crisis de representación política, su regulación debe replantearse a la luz de las características del sistema político mexicano y la crisis de institucionalidad y legitimidad de los partidos (Santiago y Larrosa, 2018, p. 203).




			Por otro, los propios candidatos independientes ahondan la crisis de representación al persistir en un discurso antipolítica y no en crear agendas y propuestas a los principales problemas del país y, en su caso, de los estados y municipios que intentan representar. Un discurso serio que cree un imaginario en donde la figura del independiente se visualice realmente como una alternativa a los partidos políticos y sus ofertas y no solo despierte los lugares comunes de la crítica sin fundamento, la victimización de su figura o la chabacanería y las ocurrencias (al estilo de «al delincuente propongo cortarle las manos», o «a las niñas gordas no se les quiere», frases esgrimidas por el autonombrado Bronco y que difícilmente invitan al electorado a mirarlo con seriedad). La mayoría de los candidatos independientes que participaron en 2018 son políticos, han tenido experiencia de gobierno o de partido, 69% de los aspirantes al Congreso habían militado en algún partido o trabajaron en algún gobierno; esto los hace no solo parte de la clase política a la que dicen rechazar sino también en corresponsables de los problemas que a su vez critican (Ugalde, 2018).

			Su actuación en el proceso de 2018 es digna de olvidar. Primero, las trampas cometidas en aras de alcanzar las firmas solicitadas convierte la figura en una más de las formas que la clase política utiliza para mantenerse en las prebendas que el poder otorga y no en la solución a los problemas. Si bien es cierto, como han escrito Baez y Tello:

			


Mientras los partidos políticos tienen un proyecto de permanencia en el tiempo, que tiene por objeto allegarse de simpatizantes y militantes que auxiliaran al partido con su voto en distintas elecciones para formar tal gobierno, los independientes tienen un proyecto que se extingue naturalmente con la elección, y su pretensión se circunscribe al resultado de la contienda correspondiente y no pretende la formación de cuadros o de estructuras de gobierno permanentes, por lo cual resulta incorrecto asemejar a dos estructuras que son esencialmente distintas (Báez y Tello, 2018, p. 242).




			Lo anterior no los libera de la responsabilidad y del cumplimiento de las reglas democráticas de la competencia. Más bien, los candidatos independientes ha abusado de un discurso orientado hacia la personalización de su propuesta y la descalificación del opositor por encima de las ideas en el marco de «campañas negativas». Su actuación profundiza la baja reputación de la política y acelera la desconfianza hacia la esfera de la política impactando la frágil ciudadanía. 

			Como bien señala Peter Mair, lejos de tratar de fomentar una mayor participación ciudadana, o de hacer la democracia más significativa para el ciudadano corriente, muchas reformas institucionales favorecen las opciones que fomentan el distanciamiento de las masas. Y una de ellas, las candidaturas independientes. Sugiere Mair: 

			


debido a la creciente debilidad de la democracia de partidos y a la indiferencia hacia la democracia de partidos que se expresa a ambos lados de la divisoria política, ahora nos encontramos que se nos ofrecen como escenarios alternativos el populista o el experto supuestamente no político (Mair, 2015, p. 37).
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ANEXO 1

			Aspirante (candidato independiente) candidatura presidencial 2018

			
				
					
					
				
				
					
							
							Pedro Ferriz de Con

						
							
							Mario Fabián Gómez Pérez

						
					

					
							
							Alfonso Trujano Sánchez

						
							
							Dante Figueroa Galeana

						
					

					
							
							Wendolin Gutiérrez Mejía

						
							
							Alejandro Daniel Garza Montes de Oca

						
					

					
							
							Edgar Ulises Portillo Figueroa

						
							
							Jorge Cruz Gómez

						
					

					
							
							Roque López Mendoza

						
							
							Ángel Martínez Juárez

						
					

					
							
							Armando Ríos Piter

						
							
							J. Jesús Padilla Castillo

						
					

					
							
							José Francisco Flores Carballido

						
							
							José Antonio Jaime Reynoso

						
					

					
							
							Mauricio Ávila Medina

						
							
							Alexis Figueroa Vallejo

						
					

					
							
							María Elena Rodríguez Campia Romo

						
							
							Antonio Zavala Mancillas

						
					

					
							
							Eustacio Esteban Salinas Treviño

						
							
							Manuel Antonio Romo Aguirre

						
					

					
							
							Esteban Ruiz Ponce Madrid

						
							
							Porfirio Moreno Jiménez

						
					

					
							
							Rodolfo Eduardo Santos Dávila

						
							
							Fernando Eduardo Jalili Lira

						
					

					
							
							Silvestre Fernández Barajas

						
							
							Pedro Sergio Peñaloza Pérez

						
					

					
							
							Gabriel Salgado Aguilar

						
							
							Pablo Jaime Delgado Orea

						
					

					
							
							Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón

						
							
							Gerardo Dueñas Bedolla

						
					

					
							
							Ricardo Azuela Espinoza

						
							
							Jesús Alfonso Pérez García

						
					

					
							
							Gustavo Javier Jiménez Pons Mejía

						
							
							Raúl Pérez Alonso

						
					

					
							
							Ma. de Jesús Patricio Martínez

						
							
							Francisco Javier Becerril López

						
					

					
							
							María Concepción Ibarra Tiznado

						
							
							Eduardo Santillán Carpinteiro

						
					

					
							
							Aischa Vallejo Utrilla

						
							
							Jesús Morfín Garduño

						
					

					
							
							Francisco Javier Rodríguez Espejel

						
							
							Israel Pantoja Cruz

						
					

					
							
							Luis Modesto Ponce De León Armenta

						
							
							Gerardo Mojica Neria

						
					

					
							
							Gonzalo Navor Lanche

						
							
							Margarita Zavala Gómez del Campo

						
					

				
			

			Fuente: ine.

			ANEXO 2

			Perfiles de principales registrados a candidatos independientes a la Presidencia de la República, 2018

			
				
					
					
				
				
					
							
							Margarita Zavala

						
							
							Militante del pan, al que renunció para competir. Licenciada en Derecho en la Escuela Libre de Derecho. Ha sido diputada federal

						
					

					
							
							Armando Ríos Piter

						
							
							Senador. Renunció al prd en febrero de 2018. Originario de Guerrero. Ha sido diputado federal (2009-2012) por el prd, ha trabajado en el gobierno de Guerrero como secretario de Desarrollo Rural (2005-2009). Estuvo en la Secretaría de la Reforma Agraria, Hacienda y el Infonavit.Licenciado en Economía por el Instituto Tecnológico Autónomo de México (itam) y abogado por la unam

						
					

					
							
							Jaime Rodríguez Calderón

						
							
							Gobernador de Nuevo León. Expriista, fue alcalde del municipio de García (2009-2012), oriundo de Galeana, Nuevo León.Ingeniero agrónomo fitotecnista por la Universidad Autónoma de Nuevo León

						
					

					
							
							Pedro Ferriz de Con

						
							
							Periodista de 66 años radicado en la Ciudad de México. Estudió ingeniería civil en la Universidad Iberoamericana. También estudió la maestría en Matemáticas Aplicadas por el Fleming College de Lugano, en Suiza

						
					

					
							
							María de Jesús Patricio

						
							
							Nació en la comunidad nahua de Tuxpan, Jalisco. Fue elegida por el Congreso Nacional Indígena (cni) para representarlos.Dedicada a la medicina tradicional, dirige la Casa de Salud Calli tecolhuacateca tochan

						
					

					
							
							Édgar Portillo

						
							
							Académico adscrito a la Universidad Autónoma del Estado de México (uaem). Miembro del Sistema Nacional de Investigadores. Licenciado en Derecho, maestro en Administración Pública y doctor en Ciencias Políticas y Sociales por la unam

						
					

					
							
							Carlos Mimenza

						
							
							Impulsor de las autodefensas ciudadanas en Quintana Roo. De Mérida, Yucatán. Licenciado en Derecho en la Universidad Autónoma de Yucatán. Empresario maderero e inmobiliario

						
					

					
							
							Alfonso Trujano

						
							
							Empresario que vivió en Estados Unidos. De 41 años, vive en la Ciudad de México y tiene experiencia como asesor de campañas políticas en México y Estados Unidos. Estudió Ingeniería Civil en la universidad de Texas A&M en Kingsville

						
					

					
							
							Francisco Gerardo Becerra Ávalos

						
							
							Candidato a independiente en 2012 para la Presidencia. En Michoacán también buscó la candidatura independiente a gobernador en 2015, pero tampoco prosperó su intento.Economista de la Ciudad de México

						
					

					
							
							Héctor Luis Javalois

						
							
							Conocido por haber demandado a Andrés Manuel López Obrador tras declararse presidente legítimo en 2006. Vive en Tapachula, Chiapas, y trabajó en la Secretaría de Educación Pública

						
					

					
							
							Wendolín Gutiérrez Mejía

						
							
							Originaria de la Ciudad de México y estudió Derecho en la Universidad del Valle de México. Militante del pan. Presidenta de la organización llamada «Yo creo un México»

						
					

					
							
							Roque López Mendoza

						
							
							De Michoacán y graduado como contador público. Trabajó como subdirector general de la Secretaría de Hacienda. Hermano de Ygnacio López Mendoza, exalcalde del municipio de Santa Ana Maya, ubicado en Michoacán, y quien fue asesinado en 2013

						
					

					
							
							Francisco Flores Carballido

						
							
							Empresario originario de Hidalgo. Tiene bajo su cargo la fundación Yeshua Hamasiaj. En 2008 intentóregistrar dicha asociación como agrupación política nacional

						
					

					
							
							Alfredo Pérez Mata

						
							
							De la Ciudad de México, estudió Derecho en la unam. Perteneció al sindicato de ferrocarrileros e intentó fundar su propio partido político

						
					

				
			

			Fuente: nacion321. <http://www.nacion321.com/elecciones/ellos-son-los-aspirantes-indepen dientes-a-la-presidencia-que-quieren-tu-voto>.

			

			
				
					1	Profesor Investigador de la Universidad Autónoma Metropolitana (uam), Unidad Iztapalapa, México.

				

				
					2	El total de activaciones en celulares, de la aplicación del ine, fue de 135 mil 700, pero solo 31% realmente envió firmas desde ese aparato, es decir, 41 mil 672 en activo y 94 mil 28 ciudadanos que no recopilaron firmas, pero sí se inscribieron para apoyar a algún aspirante presidencial. El promedio de envíos de firmas por ciudadano activo fue de 167. Importante es señalar que Jaime Rodríguez contó con 14 mil 634 auxiliares en activo, Armando Ríos Piter tuvo 2 mil 287 y Margarita Zavala 13 mil 680.

				

				
					3	Aunque esta idea tuvo poca congruencia con los hechos. Desde su gubernatura, Nuevo León, construyó e impulsó a 17 funcionarios del gobierno estatal, quienes compitieron por un espacio a través de la figura de la candidatura independiente (incluyendo a su sobrino, a su suegra y a su chofer). Ellos aspiraban a una senaduría, cinco diputaciones federales, cuatro diputaciones locales y siete a alcaldías del estado. (Morán, 2018).

				

				
					4	Pese a su derrota, las candidaturas sin partido lanzadas por Wikipolítica fueron opciones que compitieron con los partidos. Por ejemplo, Rodrigo Cornejo, Pablo Montaño y Alberto Vale, candidatos independientes a diputaciones federales por los distritos 8, 10 y 13 de Jalisco, quedaron en segundo y tercer lugar, respectivamente; Susana de la Rosa, Susana Ochoa, Oswi Ramos y Alejandra Vargas, por distritos locales en Jalisco, quedaron en segundo lugar; Carlos Brito obtuvo el segundo lugar por la alcaldía de Jojutla, Morelos, por encima de los candidatos del pan y del prd.

				

			


El sistema de partidos políticos en México, 2000-2018. Entre elecciones locales y federales

			Pablo Xavier Becerra Chávez1

			Introducción

			El objetivo de este trabajo es analizar los cambios que tuvieron lugar en el sistema mexicano de partidos entre los años 2000 y 2018, en respuesta a los cambios en la estructura institucional de organización de las elecciones y a las condiciones propias de las coyunturas electorales, particularmente en el ámbito de las relaciones entre los partidos y la formación de coaliciones electorales. El análisis se realizará en dos niveles: el nacional de las elecciones federales y el local o subnacional de las elecciones de gobernadores.

			Se parte del marco teórico sobre los sistemas de partidos elaborado por Giovanni Sartori (la 1ª edición en inglés, 1976; actual en español, 2005), que considera dos grandes familias de sistemas: los competitivos y los no competitivos. Hasta la década de los noventa del siglo pasado, México se ubicaba con toda claridad en el ámbito no competitivo, en el sistema que el autor italiano definió como de partido hegemónico, es decir, de un partido (para el caso mexicano, el Partido Revolucionario Institucional, el pri) que tenía supremacía sobre el resto de los partidos, garantizada por su control sobre la organización de las elecciones. En ese sistema, la alternancia en el poder era imposible, a menos que se produjeran cambios sustanciales precisamente en las instancias encargadas de organizar las elecciones, lo que ocurrió en nuestro país después de la crisis de 1988, con la creación del ife en 1990 y su evolución.

			Las sucesivas reformas del periodo 1990-2014 modificaron sustancialmente el sistema electoral. Junto al ife se creó el Tribunal Federal Electoral, que en 1996 se transformó en Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf). Estas dos instituciones se convirtieron en el entramado institucional que permitió la transición a un sistema competitivo de partidos. Su primera prueba fue la elección de 1997, cuando el pri perdió la mayoría en la Cámara de Diputados y se formó el primer gobierno dividido en México (Larrosa, 2001; Becerra, 1998). La segunda gran prueba fue la elección del año 2000, que produjo la primera alternancia en la Presidencia de la República, que confirmó que el sistema de partidos ya era competitivo (Espinoza et al., 2003; Becerra, 2001).

			Entre los años 2000 y 2018 se han producido tres alternancias en la Presidencia de la República. En la primera, la del año 2000, el pri perdió frente al pan, el antiguo partido de la derecha moderada, en la oposición desde 1939. Con ello inició un periodo de 12 años de gobiernos panistas, en los que se sucedieron los gobiernos de Vicente Fox y Felipe Calderón. Durante esos años se pensó que el pri tendería a desaparecer, pero ocurrió lo contrario: el pri supo reinventarse desde la oposición y regresó a la Presidencia en 2012. 

			Pero el desempeño del joven presidente Enrique Peña Nieto, cuya máxima experiencia había sido la gubernatura del Estado de México, su ineficiencia, la crisis de inseguridad y la explosión de la corrupción en todos los niveles, condujeron a la tercera alternancia, la de 2018, esta vez protagonizada por el aguerrido candidato perdedor de 2006 y 2012, Andrés Manuel López Obrador, un político formado en el pri y que luego hizo lo fundamental de su carrera política en el prd, el partido fundado por iniciativa de Cuauhtémoc Cárdenas en 1989. 

			La tercera alternancia en la Presidencia fue posible gracias a la formación de un nuevo partido, Morena, de claro corte personalista, un típico partido que gira en torno a un dirigente carismático, López Obrador. La candidatura de López Obrador logró aglutinar a otros dos partidos en torno a Morena: el pt (partido de izquierda de origen maoísta, fundado en el inicio de los años noventa) y el pes (partido de derecha moderada con orientación religiosa). Esta coalición logró el triunfo arrollador en la Presidencia, en las dos cámaras del Congreso y en las posiciones locales en disputa, con lo que rompió la lógica tripartidista que caracterizó al sistema de partidos entre 2000 y 2018.

			La lógica centrada en los tres grandes partidos consolidados entre 1990 y 2012 –pan, pri y prd– fue demolida por la irrupción de Morena, partido que ganó la Presidencia con una votación que por primera vez después de más de dos décadas rebasó el 50%, la mayoría en las dos cámaras del Congreso de la Unión, cinco gubernaturas y la mayoría en al menos 19 legislaturas locales. 

			Del año 2000 a 2012

			La elección del año 2000 constituyó la prueba de fuego del ciclo de reformas electorales desarrolladas entre 1977 y 1996, que incluyó la creación del Instituto Federal Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, instituciones fundamentales para garantizar elecciones competidas e imparciales. Ya la elección de 1997 había conducido a la formación del primer gobierno dividido en la segunda mitad de la administración Zedillo (1997-2000), con la condición minoritaria en que quedó el pri en la Cámara de Diputados, aunque aún conservó una Mayoría Relativa en el Senado.

			Tabla 1

			Resultados electorales de 2000. Presidencia, diputados y senadores

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido o coalición

						
							
							Votación

							Presidencia

						
							
							%

						
							
							Votación diputados

						
							
							%

						
							
							Votación senadores

						
							
							%

						
					

					
							
							Al x Cambio

						
							
							15’988 172

						
							
							42.52

						
							
							14’226 082

						
							
							38.23

						
							
							14’215 252

						
							
							38.10

						
					

					
							
							pri

						
							
							13’575 291

						
							
							36.10

						
							
							13’734 261

						
							
							36.91

						
							
							13’707 778

						
							
							36.74

						
					

					
							
							Al x México

						
							
							6’257 353

						
							
							16.64

						
							
							6’952 853

						
							
							18.69

						
							
							7’032 452

						
							
							18.85

						
					

					
							
							pcd

						
							
							208 263

						
							
							0.55

						
							
							428 938

						
							
							1.15

						
							
							521 346

						
							
							1.40

						
					

					
							
							parm

						
							
							157 118

						
							
							0.42

						
							
							272 621

						
							
							0.73

						
							
							275 132

						
							
							0.74

						
					

					
							
							pds

						
							
							592 075

						
							
							1.57

						
							
							699 114

						
							
							1.88

						
							
							669 890

						
							
							1.80

						
					

					
							
							No Reg.

						
							
							32 457

						
							
							0.09

						
							
							30 438

						
							
							0.08

						
							
							31 080

						
							
							0.08

						
					

					
							
							Nulos

						
							
							789 838

						
							
							2.10

						
							
							865 932

						
							
							2.33

						
							
							852 627

						
							
							2.29

						
					

					
							
							Total votos

						
							
							37’600 567

						
							
							100.00

						
							
							37’210 239

						
							
							100.00

						
							
							37’305 557

						
							
							100.00

						
					

					
							
							Lista nominal

						
							
							58’789 209

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							% Participación

						
							
							
							63.96

						
							
							
							63.29

						
							
							
							63.46

						
					

				
			

			Fuente: Elaborado con base en información del ife y del tepjf.

			Al x Cambio: coalición «Alianza por el Cambio», integrada por el pan y el pvem.

			Al x México: coalición «Alianza por México», integrada por prd, pt, Convergencia, psn y pas.




			La derrota del pri en el año 2000 no resultó tan desastrosa para ese partido, que durante setenta años fue el partido hegemónico de la política mexicana. Aún conservó una buena proporción del Legislativo federal y de los gobiernos estatales. Así, todavía el pri conservó un 42% de la Cámara de Diputados y un 46% del Senado, frente a un 44.8% y un 39.06, respectivamente, de la alianza foxista. Esto le permitió al pri mantener bloqueado al primer gobierno panista, que se vio obligado a negociar con el otrora partido hegemónico. Además, el presidente Fox prefirió negociar con el pri en lugar de confrontarlo, debido a su aversión natural a negociar con el partido neocardenista, el prd, que con sus aliados (pt y Convergencia) tenía el 13% de los diputados y el 15% de los senadores (Becerra, 2001 y 2014; Valdés, 2004).

			Durante el primer sexenio panista el sistema de partidos se caracterizó por la presencia de estas tres fuerzas: el pan, formalmente a cargo de la Presidencia, pero fuertemente acotado por el pri, frente al prd, minoritario, pero que ejercía fuerte presión. En un principio, el pvem se alió al pan, pero al cabo de un año ese pequeño partido prefirió aliarse al pri, alianza que se mantiene hasta la fecha. Por su parte, el prd tendió a aliarse con el pt, de origen maoísta, y Convergencia, formado por políticos escindidos del pri. Cuauhtémoc Cárdenas fundó el prd como el vehículo para su postulación a la Presidencia, pero finalmente la elección de 2000 fue su último intento porque el político tabasqueño apoyado por él para ser Jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel López Obrador, finalmente lo desplazaría como líder carismático al frente del prd. 

			Para la elección de 2003, el pri logró una votación de 35%, con lo que logró el 45% de los diputados, a los que se sumarían el equivalente al 3.4% del pvem, su nuevo aliado, mientras el pan apenas tenía el 30% de los legisladores. Con esto se completó la pinza del pri sobre el gobierno foxista, que en su segunda mitad simplemente permaneció paralizado. Las promesas foxistas de grandes transformaciones (por ejemplo, combatir la corrupción mediante el encarcelamiento de «peces grandes») se convirtieron en letra muerta. Vicente Fox terminó convertido en un presidente de minoría, incapaz de tomar decisiones relevantes para afectar las estructuras básicas del régimen priista (Larrosa y Becerra, 2005).

			En esas circunstancias, la elección de 2006 se convirtió en una prueba de fuego para el panismo en el poder. El pan se enfrentaba a la necesidad de superar la inercia foxista mediante un candidato surgido de sus filas (recordemos que Fox siempre fue un forastero para el panismo) que le permitiera gobernar verdaderamente con el pan, no a pesar del pan, como lo hizo Fox.

			 

			Tabla 2

			Resultados electorales de 2006. Presidencia, diputados y senadores

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido o

							Coalición

						
							
							Votación

							Presidencia

						
							
							%

						
							
							Votación diputados

						
							
							%

						
							
							Votación senadores

						
							
							%

						
					

					
							
							pan

						
							
							14’916 927

						
							
							35.89

						
							
							13’753 636

						
							
							33.39

						
							
							13’896 869

						
							
							33.54

						
					

					
							
							«Al x México»

						
							
							9’237 000

						
							
							22.23

						
							
							11’619 679

						
							
							28.21

						
							
							11’629 727

						
							
							28.07

						
					

					
							
							Coal pbt

						
							
							14’683 096

						
							
							35.33

						
							
							11’941 842

						
							
							28.99

						
							
							12’298 745

						
							
							29.69

						
					

					
							
							pna

						
							
							397 550

						
							
							0.96

						
							
							1’872 283

						
							
							4.54

						
							
							1’677 934

						
							
							4.05

						
					

					
							
							pasc

						
							
							1’124 280

						
							
							2.70

						
							
							845 751

						
							
							2.05

						
							
							787 797

						
							
							1.90

						
					

					
							
							No Reg.

						
							
							298 204

						
							
							0.72

						
							
							128 343

						
							
							0.31

						
							
							118 966

						
							
							0.29

						
					

					
							
							Nulos

						
							
							900 373

						
							
							2.17

						
							
							1’033 676

						
							
							2.51

						
							
							1’017 545

						
							
							2.46

						
					

					
							
							Total votos

						
							
							41’557 430

						
							
							100.00

						
							
							41’195 210

						
							
							100.00

						
							
							41’427 583

						
							
							100.00

						
					

					
							
							Lista nominal

						
							
							71’350 976

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							% participación

						
							
							
							58.24

						
							
							
							57.74

						
							
							
							58.06

						
					

				
			

			Fuente: Elaborado con base en información del ife y del tepjf.

			Al x México: coalición «Alianza por México», integrada por el pri y el pvem.

			Coal pbt: coalición «Por el Bien de Todos», integrada por el prd, el pt y Convergencia.




			Para el pri, la elección de 2006 era la oportunidad de regresar a la Presidencia, pero sus conflictos internos lo debilitaron mucho. Su presidente nacional Roberto Madrazo, exgobernador de Tabasco, utilizó abiertamente su posición de dirigente para apoderarse de la candidatura presidencial, ante lo cual otros cuadros priistas formaron el famoso tucom («Todos Unidos contra Madrazo»), que finalmente postuló como precandidato al exgobernador del Estado de México, Arturo Montiel, para enfrentar a Madrazo. Pero finalmente la precandidatura de Montiel se vio frustrada ante la exhibición de su historial de corrupción por Madrazo y este maniobró para deshacerse de la secretaria general del partido, la célebre dirigente vitalicia del snte Elba Esther Gordillo (que para entonces ya estaba formando su propio partido, el Partido Nueva Alianza, pna o panal, como se le conoce popularmente), y acabó convirtiéndose en el candidato de la alianza pri-pvem.

			Para el prd, la elección de 2006 podía haber sido la ocasión para la cuarta candidatura presidencial de Cuauhtémoc Cárdenas, pero en el camino creció la figura de López Obrador (a quien Cárdenas convenció seis años antes para ser candidato a Jefe de Gobierno del Distrito Federal), gracias a su política social y a su capacidad protagónica para enfrentar al gobierno foxista. Después de los famosos «video escándalos» y del intento de desafuero, resultaba evidente que AMLO tenía la candidatura del prd en la bolsa y que había llegado la hora para el retiro de Cárdenas. Para el hijo del presidente mexicano más famoso del siglo xx resultó muy difícil aceptarlo, porque después de todo él había fundado el prd para ser su instrumento personal, pero finalmente declinó postularse en el proceso interno y prefirió ausentarse del país durante la campaña electoral. De esa forma, AMLO se convirtió en un protagonista fundamental de la elección de 2006.

			La elección de 2006 tuvo otra vez en el centro a los tres partidos fundamentales, pero ahora varió el orden. El pri, aliado con el pvem, cayó hasta el tercer lugar y lo más doloroso para Madrazo es que su votación fue muy inferior a la de sus candidatos a diputados y senadores (poco más de dos millones de votos de diferencia), algo parecido a lo que le pasó a Cárdenas en 2000. Eso le permitió al pri y a su aliado el pvem mantener una presencia en la Cámara de Diputados de casi 25% y en el Senado de 30 por ciento. 

			La disputa básica se produjo entre el candidato del pan, Felipe Calderón (que por cierto no era el favorito de Fox), y el candidato del prd y sus aliados, AMLO. Por primera vez en la historia, la distancia entre el ganador y el segundo lugar fue de menos de un punto porcentual. AMLO aprovechó esa circunstancia para desarrollar una estrategia poselectoral de denuncia de un supuesto fraude, que le permitiera posicionarse como la única opción hacia la siguiente elección presidencial. En lugar de participar en el análisis de su estrategia de campaña y de reincorporarse a su militancia partidaria, se autoproclamó «Presidente legítimo» y se colocó por encima de los tres partidos que lo postularon, al mismo tiempo que les exigía lealtad absoluta. Eso le permitió moverse por todo el país a lo largo del sexenio calderonista, con financiamiento de los legisladores leales a su causa, en una verdadera campaña permanente (que repetiría también después de su derrota de 2012), y que 12 años después le ha rendido frutos (Becerra, 2008; Peschard, 2007). 

			Desde 2006 resultó evidente la fuerza de atracción de AMLO, lo cual se evidencia con la votación a favor de su candidatura, superior en cerca de tres millones de sufragios a la de los candidatos de su coalición a diputados y senadores. Sin embargo, esa votación le permitió a los tres partidos de izquierda convertirse en la segunda fuerza en la cámara baja. El problema posterior fue que los partidos pt y Convergencia (este último después cambió de nombre y pasó a llamarse Movimiento Ciudadano) mantuvieron su lealtad hacia AMLO y eso los fue alejando del prd. A tal punto llegó esta situación que en 2009 AMLO utilizó a esos dos pequeños partidos como su plataforma personal con vista al 2012. De hecho, varios personajes cercanos a AMLO participaron como candidatos del pt y le ganaron posiciones al prd. También en 2009 esos dos partidos desarrollaron una campaña propagandística, con cargo a sus tiempos de ley en radio y tv, a favor de AMLO, cuyo lema central fue «Estaríamos mejor con López Obrador».

			Finalmente, el ganador de la Presidencia, el panista Felipe Calderón, desarrolló una estrategia de legitimación basada en una guerra frontal contra el crimen organizado, que sumió al país en una larga noche de terror. Si el gobierno de Fox fue el sexenio de la frivolidad y la ignorancia, el de Calderón fue el de la lista interminable de muertos y de la presencia del ejército en las calles. 

			En ese contexto, inició la recuperación del pri. En la elección de 2009 el pri obtuvo 37% de los votos y su aliado el pvem alcanzó un 7 por ciento. Entre los dos partidos superaron el 50% de la cámara baja. Mientras tanto, el pan solamente obtuvo el 28% de los sufragios, que se correspondió con el 29% de los diputados. Para la segunda mitad de su sexenio, el gobierno calderonista quedó reducido a la condición de gobierno de minoría (Becerra, 2011).

			La elección de 2012 produjo un vuelco sustancial en el sistema de partidos. El pan, que tuvo la Presidencia los 12 años anteriores, quedó reducido al tercer lugar, lejos de la disputa real entre el pri y la coalición de izquierda, ahora llamada Movimiento Progresista. La distancia entre el candidato priista ganador y el segundo lugar, que por segunda vez fue AMLO, desactivó en alguna medida las protestas poselectorales, que ahora se concentraron en la supuesta compra masiva del voto, a diferencia de seis años atrás, cuando se planteó que se habían manipulado los paquetes electorales con la complicidad del ife. Pero López Obrador ya tenía lista su estrategia para recuperarse de su derrota: organizar su propio partido político, en el cual nadie le disputara el liderazgo ni la candidatura. Así, convirtió a su asociación civil Movimiento de Regeneración Nacional, que fundó en 2011, en partido político. El mismo fin del año (2012) inició los trabajos de organización y acreditación y para mediados de 2014 ya tenía el registro legal. 

			Tabla 3

			Resultados electorales de 2012. Presidencia, diputados y senadores

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido o coalición

						
							
							Votación

							Presidencia

						
							
							%

						
							
							Votación Diputados

						
							
							%

						
							
							Votación Senadores

						
							
							%

						
					

					
							
							pan

						
							
							12’732 630

						
							
							25.39

						
							
							12’885 414

						
							
							25.89

						
							
							13’120 533

						
							
							26.28

						
					

					
							
							ccxm

						
							
							19’158 592

						
							
							38.21

						
							
							18’938 363

						
							
							38.05

						
							
							18’470 008

						
							
							36.99

						
					

					
							
							pri

						
							
							16’354 938

						
							
							32.62

						
							
							15’892 978

						
							
							31.93

						
							
							15’600 165

						
							
							31.25

						
					

					
							
							pvem

						
							
							2’803 654

						
							
							5.59

						
							
							3’045 385

						
							
							6.12

						
							
							2’869 843

						
							
							5.75

						
					

					
							
							cmp

						
							
							15’848 827

						
							
							31.61

						
							
							13’423 427

						
							
							26.97

						
							
							13’604 671

						
							
							27.25

						
					

					
							
							prd

						
							
							11’122 251

						
							
							22.18

						
							
							9’135 149

						
							
							18.35

						
							
							9’265 578

						
							
							18.56

						
					

					
							
							pt

						
							
							2’597 905

						
							
							5.18

						
							
							2’286 892

						
							
							4.59

						
							
							2’325,913

						
							
							4.66

						
					

					
							
							mc

						
							
							2’128 671

						
							
							4.25

						
							
							1’992 102

						
							
							4.00

						
							
							2’013 180

						
							
							4.03

						
					

					
							
							pna

						
							
							1’146 085

						
							
							2.29

						
							
							2’031 486

						
							
							4.08

						
							
							1’845 439

						
							
							3.70

						
					

					
							
							No Reg.

						
							
							20 625

						
							
							0.04

						
							
							41 120

						
							
							0.08

						
							
							130 612

						
							
							0.26

						
					

					
							
							Nulos

						
							
							1’236 857

						
							
							2.47

						
							
							2’465 407

						
							
							4.95

						
							
							2’755 674

						
							
							5.52

						
					

					
							
							Total

						
							
							50’143 616

						
							
							100.00

						
							
							49’775 933

						
							
							100.00

						
							
							49’926 937

						
							
							100.00

						
					

					
							
							Lista nominal

						
							
							79’433 171

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							% participación

						
							
							
							63.13

						
							
							
							62.66

						
							
							
							62.85

						
					

				
			

			Fuente: Elaborado con base en información del ife y del tepjf.

			ccxm: coalición Compromiso con México, formada por el pri y el pvem.

			cmp: coalición Movimiento Progresista, formada por el prd, el pt y mc.

 

			La segunda alternancia en la Presidencia, entonces, condujo de regreso al pri en 2012. El pan regresó a la oposición, desde donde desarrolló una estrategia para reconquistar el poder a partir de ganar espacios locales, estrategia que pareció exitosa hasta el año 2016. En la izquierda se desarrolló una disputa encarnizada entre el prd y Morena, en la que el balance finalmente se inclinó hacia el partido fundado por AMLO (Becerra, Larrosa y Santiago, 2014). Es necesario recordar que el prd fue un partido fundado por un líder carismático, Cárdenas; que luego fue sustituido por otro líder carismático, AMLO. Cuando el político tabasqueño abandonó al prd, este partido se quedó, por decirlo así, sin materia de trabajo. Ninguno de sus dirigentes podía sustituir el carisma del político tabasqueño y se fue vaciando poco a poco. 

			En la esfera local, de las siete gubernaturas que estuvieron en disputa tres las ganó la coalición pri-pvem (Chiapas, Jalisco y Yucatán), otras tres la coalición prd-pt-mc (Distrito Federal, Morelos y Tabasco) y, finalmente, el pan una (Guanajuato). Las elecciones de Chiapas y el Distrito Federal tuvieron los triunfos más holgados, alcanzando en ambos casos arriba del 60% la coalición triunfadora, con márgenes de triunfo (puntos porcentuales entre el primero y el segundo) superiores a cuarenta. En los cinco casos restantes, la competencia era bipartidista, en algunos casos con el protagonismo del pri y el pan (Guanajuato y Yucatán), en otros con el pri y el prd como actores centrales (Morelos y Tabasco), y el último caso con el pri y mc en la contienda central.

			Tabla 4

			Elecciones a gobernadores, 2012

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Entidad

						
							
							pri -pvem

						
							
							pan

						
							
							prd-pt-mc

						
							
							mc

						
							
							1°

						
							
							2°

						
							
							Margen 1°-2°

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							67.1

						
							
							9.0

						
							
							17.5

						
							
							
							pri -pvem

						
							
							prd-pt-mc

						
							
							49.6

						
					

					
							
							D. F.

						
							
							19.7

						
							
							13.6

						
							
							63.7

						
							
							
							prd-pt-mc

						
							
							pri -pvem

						
							
							44.0

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							40.9

						
							
							48.3

						
							
							5.0

						
							
							0.9

						
							
							pan

						
							
							pri -pvem

						
							
							7.4

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							38.6

						
							
							19.8

						
							
							3.4

						
							
							34.3

						
							
							pri -pvem

						
							
							mc

						
							
							4.7

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							34.7

						
							
							15.1

						
							
							43.3

						
							
							
							prd-pt-mc

						
							
							pri -pvem

						
							
							8.6

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							43.7

						
							
							4.8

						
							
							51.4

						
							
							
							prd-pt-mc

						
							
							pri -pvem

						
							
							7.7

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							50.5

						
							
							41.5

						
							
							5.3

						
							
							
							pri -pvem

						
							
							pan

						
							
							9.0

						
					

				
			

			Fuente: Institutos electorales locales.

			De 2015 a 2017 

			Ya desde la elección de 2015 se produjo una tendencia que prefiguraría la tónica del periodo 2015-2018. Una nota dominante de los resultados de la elección de 2015 fue la gran fragmentación del voto ciudadano (Casar, 2015). Ningún partido rebasó un tercio de los sufragios. El partido del presidente de la República, el pri, apenas llegó al 30% y el partido que tuvo la Presidencia dos sexenios, el pan, apenas logró un modesto 22 por ciento. El que llegó a ser el principal partido de la izquierda, el prd, quedó en tercer lugar con apenas poco más de una décima parte del caudal electoral, mientras que su reciente escisión, Morena, se ubicó en cuarto lugar, a apenas dos puntos porcentuales de aquel.

			Para fortuna del partido del presidente, su socio, el pvem, llegó al 7% de los votos, en tanto que el nuevo socio de la coalición gobernante, el Panal, obtuvo casi el 4 por ciento. Con estos añadidos, dicha coalición sumó poco más del 40% de los sufragios, que se tradujeron en una ajustada mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, gracias al sistema electoral que permite una sobrerepresentación de hasta ocho puntos porcentuales.

			Pero regresemos a la fragmentación. Resulta que los tres partidos que protagonizaron la competencia partidaria en el último cuarto de siglo pasaron de tener el 80% de los votos a apenas representar el 60 por ciento. Esto permitió que dos recién llegados, Morena y Encuentro Social, encontraran acomodo. De Morena no sorprendió porque finalmente es el partido fundado por quien ha sido el más fuerte candidato presidencial en la historia del prd, López Obrador, más fuerte incluso que el propio fundador de ese partido, Cuauhtémoc Cárdenas. Morena fue creado para disputar el voto del prd y cumplió con creces. El que sorprendió fue el Partido Encuentro Social, que logró superar el 3% sin grandes dificultades. Finalmente, el Partido del Trabajo conservó su registro, a pesar de que en el principio parecía que lo perdería, con lo que permanecieron en la competencia electoral nueve partidos. El que no se salvó fue el recién llegado Partido Humanista (ph) (Corona y Becerra, 2016; Freidenberg, 2016).

 

			Tabla 5

			Votación y Diputados obtenidos por los partidos políticos en 2015

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido

						
							
							Votación válida emitida

						
							
							Porcentaje

							votación

						
							
							Diputados M. R.

						
							
							Diputados R. P.

						
							
							Total diputados

						
							
							Porcentaje

							diputados

						
					

					
							
							pan

						
							
							8’337 535

						
							
							22.10

						
							
							56

						
							
							53

						
							
							109

						
							
							21.80

						
					

					
							
							pri

						
							
							11’636 957

						
							
							30.70

						
							
							155

						
							
							48

						
							
							203

						
							
							40.60

						
					

					
							
							prd

						
							
							4’335 321

						
							
							11.44

						
							
							28

						
							
							27

						
							
							55

						
							
							11.00

						
					

					
							
							pt

						
							
							1’134 101

						
							
							2.99

						
							
							6

						
							
							0

						
							
							6

						
							
							1.20

						
					

					
							
							pvem

						
							
							2’757 170

						
							
							7.27

						
							
							29

						
							
							18

						
							
							47

						
							
							9.40

						
					

					
							
							mc

						
							
							2’431 063

						
							
							6.41

						
							
							10

						
							
							15

						
							
							25

						
							
							5.00

						
					

					
							
							pna

						
							
							1’486 626

						
							
							3.92

						
							
							1

						
							
							10

						
							
							11

						
							
							2.20

						
					

					
							
							Morena

						
							
							3’345 712

						
							
							8.83

						
							
							14

						
							
							21

						
							
							35

						
							
							7.00

						
					

					
							
							ph

						
							
							856 716

						
							
							2.26

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0.00

						
					

					
							
							pes

						
							
							1’325 032

						
							
							3.50

						
							
							0

						
							
							8

						
							
							8

						
							
							1.60

						
					

					
							
							Cand Ind

						
							
							225 029

						
							
							0.59

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0.20

						
					

					
							
							Total

						
							
							37’911 262

						
							
							100.00

						
							
							300

						
							
							200

						
							
							500

						
							
							100.00

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral.




			Con base en la votación para diputados de mayoría, en 11 entidades se produjo un cambio de partido en el primer lugar. Algunos partidos ganaron esa posición en algunas, pero la perdieron en otras. La gubernatura de Nuevo León la ganó un candidato independiente, pero la mayoría de diputados en ese estado la ganó el pan. En el Distrito Federal, Morena desplazó como primera fuerza al prd, que hasta entonces se había comportado como un auténtico partido hegemónico en la capital del país. En Chiapas ocurrió por primera vez que el pvem tuvo más votos que el pri, casi el doble (45.6% y 23.8%, respectivamente), con lo cual la suma de ambos partidos alcanzó el 70% de los votos. Aunque el prd tuvo más votos que Morena a escala nacional (10.87% contra 8.39%), el partido lopezobradorista se colocó por delante de aquel en 15 entidades, incluido el D. F. El partido fundado por Cuauhtémoc Cárdenas fue el principal partido de izquierda tan solo en 13 entidades, en tanto que Movimiento Ciudadano hizo lo propio en tres (Jalisco, con el 29%, Nuevo León y Tamaulipas) y hasta el pt se colocó en primer lugar en una (Durango).

			Las elecciones locales de 2015 mostraron algunas sorpresas interesantes (Mirón, 2016). La más llamativa, por supuesto, es el triunfo de un candidato independiente a la gubernatura de Nuevo León, lo cual rompió la lógica bipartidista en la que se había movido ese estado. Pero también en la elección de las otras ocho gubernaturas hubo aspectos importantes a destacar.

			Tabla 6

			Elecciones de Gobernadores de 2015

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estados

						
							
							Ganador

						
							
							Segundo lugar

						
							
							Tercer lugar

						
							
							Situación

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							pan -prs (local) (44.8%)

						
							
							pri -pvem-pna (35.2%)

						
							
							prd-pt-mc

							 (8.6%)

						
							
							Se mantuvo el pan

						
					

					
							
							Campeche

						
							
							pri -pvem 

							(40.5%)

						
							
							pan (31.1)

						
							
							Morena 

							(17.8%)

						
							
							Se mantuvo el pri

						
					

					
							
							Colima

						
							
							pri -pvem-pna 

							(40.7%) (44.1%)

						
							
							pan

							 (40.5%) (40.5%)

						
							
							mc 

							(12.2%) (12.2%)

						
							
							Se mantuvo el pri

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							pri -pvem 

							(40.9%)

						
							
							prd-pt 

							(34.71%)

						
							
							mc 

							(8.0%)

						
							
							Alternancia 

							(del prd al pri)

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							prd-pt-pna 

							(36.2%)

						
							
							pri-pvem

							 (27.8%)

						
							
							pan 

							(23.8%)

						
							
							Alternancia 

							(del pri al prd)

						
					

					
							
							Nuevo León

						
							
							Candidato independiente Jaime Rodríguez 

							(48.8%)

						
							
							pri-pvem-pna-pd (local) 

							(23.9%)

						
							
							pan 

							(22.3%)

						
							
							Alternancia 

							(del pri a un independiente)

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							pan 

							(48.6%)

						
							
							pri-pvem-pna-pt (41.1%)

						
							
							Morena 

							(5.8%)

						
							
							Alternancia 

							(del pri al pan)

						
					

					
							
							San Luis Potosí

						
							
							pri-pvem-pna

							 (37.9%)

						
							
							pan 

							(35.0%)

						
							
							prd 

							(19.6%)

						
							
							Se mantuvo el pri

						
					

					
							
							Sonora

						
							
							pri-pvem-pna 

							(48.7%)

						
							
							pan 

							(41.6%)

						
							
							prd 

							(3.4%)

						
							
							Alternancia 

							(del pan al pri)

						
					

				
			

			Fuente: Páginas electrónicas de los Oples respectivos.




			En Colima hubo elección extraordinaria. El primer paréntesis de cada partido corresponde a la elección ordinaria y el segundo a la extraordinaria.

			En ocho de nueve estados que eligieron gobernador la participación electoral fue superior a 50%, con los niveles más altos en Campeche y Colima con 60 por ciento. La excepción fue Michoacán, que tuvo una participación de apenas 45%, menor a la observada en la elección federal.

			Ninguna candidatura ganadora logró superar la barrera del 50%, lo que quiere decir que en los nueve estados el ganador lo hizo con Mayoría Relativa. El porcentaje más alto fue el que obtuvo el candidato independiente Jaime Rodríguez, conocido como El Bronco, en Nuevo León, el 48.8%, porcentaje que más que duplicó lo obtenido por la alianza pri-pvem, que quedó en segundo lugar, y por el candidato del pan, en tercero. De hecho, aunque estas dos candidaturas se hubieran unido, no le hubieran arrebatado el triunfo al ganador. 

			En otros seis casos, el ganador superó el 40%: Baja California Sur, ganado por el pan con el 44.8% y un margen de triunfo cercano a 10 puntos porcentuales en relación con la coalición pri-pvem-na; Campeche, donde la alianza pri-pvem ganó con 40.5%, a 9 puntos de distancia del pan; Colima, donde la coalición pri-pvem-na obtuvo el 44.1% en la elección extraordinaria, a 3.6 puntos del pan; Guerrero, estado recuperado por el pri en coalición con el pvem, que obtuvo el 40.9%, cinco puntos arriba de la coalición prd-pt; Querétaro, ganado por el pan con el 48.6%, siete puntos de distancia de la coalición encabezada por el pri, y Sonora, ganada por la coalición pri-pvem-na con el 48.7%, cinco puntos arriba del pan. De estos seis estados, cinco se caracterizan por un bipartidismo en el que los protagonistas son el pri y el pan, mientras Guerrero se caracteriza por un bipartidismo pri-prd.

			En los restantes dos estados, los triunfadores no lograron superar el 40%: Michoacán, recuperado por el prd, en alianza con el pt y na, con el 36.2%, a ocho puntos de la coalición pri-pvem, y San Luis Potosí, ganado por la coalición pri-pvem-na con el 37.9%, a poco menos de tres puntos del pan. 

			En suma, en 2015 el pri ganó cinco gubernaturas, el pan dos, el prd una y un candidato independiente la novena. Con excepción de esta última, se trató de elecciones muy cerradas. En la mayor parte de los estados se observó una competencia fuerte entre el pri y el pan, quedando relegado el prd a ser un competidor relevante solo en dos estados. Y, finalmente, se presentó la alternancia en varios casos: el pri perdió Michoacán ante el prd, pero este perdió Guerrero ante aquel, en tanto que Querétaro fue perdida por el pri ante el pan y en Nuevo León también el pri perdió, pero ante un independiente. 

			Durante el año 2016 se renovaron las gubernaturas de 12 estados. En ocho de ellos triunfaron coaliciones: cinco estaban encabezadas por el pri (Hidalgo, Oaxaca, Sinaloa, Tlaxcala y Zacatecas) y tres por el pan (Puebla, Quintana Roo y Veracruz). En un estado más, Durango, triunfó la candidatura común postulada por el pan y el prd. Solamente en tres estados triunfó un partido por sí solo (el pan): Aguascalientes, Chihuahua y Tamaulipas. 

			La alianza más frecuente del pan fue con el prd, en cinco estados, pero solamente fue ganadora en los tres mencionados. Las dos coaliciones pan-prd perdedoras fueron en Oaxaca (segundo lugar) y en Zacatecas (tercer lugar). En el estado de Puebla, el pan encabezó la coalición triunfadora con el pt, na y dos partidos locales (Partido Compromiso por Puebla y Partido Pacto Social de Integración). El pan participó por sí solo en seis estados, en tres de los cuales ganó (Aguascalientes, Chihuahua y Tamaulipas) y en otros tres perdió: Hidalgo (segundo lugar), Sinaloa (tercer lugar) y Tlaxcala (tercer lugar).

			En los 12 estados que eligieron gobernador, el pri participó en coalición con el pvem y en 11 con na. De las doce coaliciones que encabezó el pri, solamente ganó en cinco y perdió en siete. Para el pvem y na ya es una costumbre aliarse con el pri. El único estado en que na no se alió al pri fue Puebla, donde participó en la coalición ganadora encabezada por el pan. En algunos casos, se añadieron algunos partidos locales a la coalición priista: en Durango, el pd; en Tlaxcala, el ps, y en Veracruz, la ave y el pc. Pero de estos tres estados solamente en Tlaxcala ganó la coalición dirigida por el pri.

			El prd participó en coalición con el pan en cinco estados, de los cuales ganó en tres (Durango, Quintana Roo y Veracruz) y perdió en dos (Oaxaca, segundo lugar, y Zacatecas, tercer lugar). Como partido en lo individual, no ganó gubernatura alguna. Su mejor resultado fue en Tlaxcala, donde por sí solo quedó en segundo lugar con 30.1% de los votos, a 2.36% de la coalición triunfadora, pri-pvem-na-ps. En Hidalgo y Aguascalientes quedó en tercer lugar, con 14.4% y 5.1%, respectivamente. 

			Tabla 7

			Elecciones de gobernadores, 2016

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estados

						
							
							Ganador

						
							
							Segundo lugar

						
							
							Tercer lugar

						
							
							Situación

						
					

					
							
							Aguascalientes

						
							
							pan 

							(43.82%)

						
							
							Coalición pri-pvem-na-pt 

							(40.89%)

						
							
							prd 

							(5.14%)

						
							
							Alternancia (del pri al pan)

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							pan 

							(39.68%)

						
							
							Coalición pri-pvem-na-pt 

							(30.74%)

						
							
							Candidato independiente (18.63%)

						
							
							Alternancia (del pri al pan)

						
					

					
							
							Durango

						
							
							Candidatura Común pan-prd 

							(46.06%)

						
							
							Coalición pri-pvem-na-pd (local) (30.74%)

						
							
							pt 

							(4.22%)

						
							
							Alternancia (del pri a pan-prd)

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							Coalición pri-pvem-na 

							(43.14%)

						
							
							pan 

							(27.88%)

						
							
							prd 

							(14.37%)

						
							
							Se mantiene el pri

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							Coalición pri-pvem-na 

							(32.07%)

						
							
							Coalición pan-prd (24.87%)

						
							
							Morena

							 (22.87%)

						
							
							Alternancia (del prd al pri)

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							Coalición pan-pt-na-pcpp-psi 

							(locales) (45.19%)

						
							
							Coalición pri-pvem-es (33.42%)

						
							
							Morena 

							(9.69%)

						
							
							Se mantiene el pan

						
					

					
							
							Quintana Roo

						
							
							Coalición pan-prd (45.08%)

						
							
							Coalición pri-pvem-na 

							(36.13%)

						
							
							Morena 

							(11.17%)

						
							
							Alternancia (del pri a pan-prd)

						
					

					
							
							Sinaloa

						
							
							Coalición pri-pvem-na 

							(41.73%)

						
							
							Coalición mc-pas (local) 

							(26.04%)

						
							
							pan 

							(17.60%)

						
							
							Alternancia (del pan al pri)

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							pan 

							(50.14%)

						
							
							Coalición pri-pvem-na 

							(36.00%)

						
							
							mc 

							(5.89%)

						
							
							Alternancia (del pri al pan)

						
					

					
							
							Tlaxcala

						
							
							Coalición pri-pvem-na-ps 

							(32.49%)

						
							
							prd 

							(30.13%)

						
							
							pan 

							(18.38%)

						
							
							Se mantiene el pri

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							Coalición pan-prd (34.40%)

						
							
							Coalición pri-pvem-na-ave-pc 

							(30.29%)

						
							
							Morena 

							(26.40%)

						
							
							Alternancia (del pri a pan-prd)

						
					

					
							
							Zacatecas

						
							
							Coalición pri-pvem-na 

							(37.41%)

						
							
							Morena

							 (27.39)

						
							
							Coalición pan-prd (17.83%)

						
							
							Se mantiene el pri

						
					

				
			

			Fuente: Páginas electrónicas de los Oples respectivos.

			Partidos locales: Durango: Partido Duranguense (pd). Puebla: Partido Compromiso por Puebla (pcpp); Pacto Social de Integración (psi). Sinaloa: Partido Sinaloense (pas). Tlaxcala: Partido Socialista (ps). Veracruz: Alianza Veracruzana (ave); Partido Cardenista (pc). 




			En otros cuatro estados en donde participó, el prd quedó del cuarto lugar hacia abajo: en Chihuahua, en sexto y último lugar, con 2.2%; en Puebla, cuarto lugar, con 3.9%, solamente arriba de la candidata independiente Ana Teresa Aranda y muy debajo de Morena, que tuvo el 9.7%; en Sinaloa, donde en 2010 formó parte de la coalición que llevó a la gubernatura a Mario López Valdez, quedó en sexto lugar, con 2.2%, por debajo de Morena; finalmente, en Tamaulipas ocupó el sexto lugar, con 1.2 por ciento. 

			En todos los estados, Morena participó en las elecciones sin formar coaliciones. Su mejor desempeño lo tuvo en los siguientes estados: segundo lugar en Zacatecas, con 27.4%; tercer lugar en Oaxaca, con 22.9%; tercer lugar en Puebla, con 9.7%; tercer lugar en Quintana Roo, con 11.2%, y tercer lugar en Veracruz, con 26.4 por ciento. En los restantes estados quedó del cuarto lugar hacia abajo. Con esos resultados en 2016, Morena quedó como la tercera fuerza partidaria, debajo del pan y el pri, y como la primera de izquierda, por arriba del prd. 

			En 2017 hubo elecciones en los estados de México, Coahuila, Nayarit y Veracruz. En el primero solo se eligió gobernador del estado; en el segundo y el tercero hubo elecciones para gobernador, diputados y ayuntamientos; y en el cuarto solo hubo comicios para ayuntamientos. Evidentemente, los comicios de los estados de México y Coahuila eran los más importantes del año. El primero, porque se trata del estado más poblado del país y porque es el estado del Presidente Peña Nieto. El segundo, porque es el estado que había sido gobernado por los hermanos Moreira, muy cercanos al presidente.

 

			Tabla 8

			Elecciones a gobernadores, de 2017

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estados

						
							
							Ganador

						
							
							Segundo lugar

						
							
							Tercer lugar

						
							
							Situación

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							Coalición pri-pvem-pna y 4 locales 

							(38.22%)

						
							
							Coalición pan-pes y 2 locales (35.75%)

						
							
							Morena 

							(11.99%)

						
							
							Se mantiene el pri

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							Coalición pri-pvem-pna-pes (33.69%)

						
							
							Morena 

							(30.91%)

						
							
							prd 

							(17.89%)

						
							
							Se mantiene el pri

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							Coalición pan -prd-pt y uno local (38.60%)

						
							
							Coalición pri-pvem-na 

							(26.33%)

						
							
							Independiente (12.46%)

						
							
							Alternancia (del pri a pan -prd-pt)

						
					

					
							
							Veracruz 

							(municipales)

						
							
							Coalición pan -prd 

							(32.88%)

						
							
							Coalición pri-pvem 

							(18.09%)

						
							
							Morena 

							(17.44%)

						
							
							Se mantiene la Coalición pan -prd

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con base en información de los Oples respectivos.




			En estas dos elecciones, el gobierno federal y los gobiernos de ambos estados pusieron en práctica todos los recursos a su alcance, lícitos e ilícitos, para mantenerse en el poder, pues ambas gubernaturas eran vitales para conservar el poder presidencial en la elección de 2018. Esto hizo de ambos comicios algo muy parecido a elecciones de Estado, lo que permitía pensar que el gobierno federal intentaría lo mismo a escala nacional el siguiente año. El principal instrumento gubernamental fue la utilización masiva de la política social, mediante la entrega de dádivas de todo tipo en eventos muy parecidos a mítines electorales, en los que integrantes de los gobiernos federal y local hacían acto de presencia. En ambos estados, además, la integración de los consejos generales de los Oples estuvo desde el principio muy sesgada a favor del pri, lo cual garantizó la virtual complicidad con ese partido de los organizadores de las elecciones (Corona y Becerra, 2018). 

			A pesar de todas las maniobras oficiales, en el Estado de México la coalición priista (pri, pvem, pna y pes) apenas superó levemente el tercio de los votos, superando con poco menos de dos puntos a la candidata de Morena. Si este partido hubiera ido en coalición con el prd, habría ganado con facilidad la gubernatura. De cualquier manera, la gran sorpresa fue precisamente la caída del voto priista y el ascenso vertiginoso de Morena. De hecho, a nivel de partidos en lo individual, el partido lopezobradorista superó al pri (30.9% contra 30.2% de la votación). Esta elección, además, confirmó que algunos institutos electorales locales (los ahora llamados Oples) siguen al servicio de los gobiernos priistas –con la honrosa excepción de algún consejero electoral– (Barranco, 2018).

			En Coahuila logró mantenerse el pri en la gubernatura también con el apoyo del instituto electoral local, fuertemente controlado por ese partido, en medio de fuertes irregularidades.

			En el caso de Nayarit, si bien también es cierto que los gobiernos federal y local hicieron todo lo posible para que el pri triunfara, resultó imposible lograrlo, debido a la amplitud de la coalición opositora, que alcanzó el triunfo. Por supuesto, también ayudó mucho que buena parte de la organización electoral fue asumida por el ine, debido a que el Ople virtualmente carecía de una estructura sólida en todo el estado y sus mandos directivos estaban muy penetrados por el pri y el gobierno estatal.

			Finalmente, para el caso de Veracruz operó otra lógica, debido a la derrota que el pri había sufrido en la renovación de la gubernatura en 2016, como resultado de la desastrosa y corrupta gestión de Javier Duarte. La coalición que logró ganar la gubernatura, integrada por el pan y el prd, logró afianzarse en los ayuntamientos con la finalidad de prepararse para la renovación de la gubernatura en 2018. 

			Las elecciones de 2018

			La jornada electoral del 1 de julio de 2018 culminó los trabajos de varios meses de organización de las elecciones. La misma noche de ese día se conocieron las encuestas que ya adelantaban el resultado final de la elección presidencial y los resultados de las elecciones de gobernadores. Más tarde, se dio a conocer el conteo rápido del ine que no dejaba lugar a dudas. Se confirmaban las tendencias que las encuestas adelantaron a lo largo de varios meses: el triunfo holgado, por más de treinta puntos porcentuales, como no se había visto al menos desde hace tres décadas, del candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia» (jhh), Andrés Manuel López Obrador.

			Todas las especulaciones de las semanas previas, que anunciaban un gigantesco fraude electoral cuyo experimento habría sido el del Estado de México del año previo, se vinieron abajo en unos instantes conforme fluía la información. Los candidatos ubicados en segundo (coalición pan-prd-mc) y tercer lugares (coalición pri-pvem-pna) reconocieron su derrota y el triunfo de AMLO apenas minutos después de cerradas las casillas. De pronto parecía que vivíamos en otro país. Parecía cumplirse una de las características de la democracia: no solo la certeza sobre quién es el ganador en un proceso imparcial, justo y correcto, sino, sobre todo, que los derrotados acepten su derrota.

			Por supuesto, es necesario destacar el papel del ine en la calidad del proceso electoral. Si bien sigue siendo cierto que el nombramiento de los integrantes del Consejo General se realiza con arreglo a cuotas partidistas, no se puede negar que el ine organizó unas elecciones impecables, a pesar de los obstáculos que una y otra vez puso el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

			Un elemento que enturbió el proceso electoral fue la utilización de la pgr para golpear permanentemente al candidato ubicado en el segundo lugar de las encuestas, Ricardo Anaya, con filtraciones permanentes. Curiosamente, ahora no hubo ataques desde el gobierno contra el candidato de Morena, lo que permitió que el propio López Obrador reconociera que el gobierno federal y particularmente el presidente Peña Nieto estaban respetando el proceso. Por supuesto, hubo intentos tímidos de ataques contra el puntero (como miles de llamadas telefónicas para denostar a AMLO), pero en lo fundamental la ofensiva gubernamental se dirigió contra Anaya, tal vez con el objetivo de permitirle al candidato oficialista ubicarse al menos en el segundo lugar.

			Como resultado de las reglas establecidas desde la reforma de 2008, el ine recontó en sus 300 órganos distritales alrededor del 75% de los paquetes electorales, debido a pequeños errores o inconsistencias que no ponían en riesgo la elección. Todo ello permitió que en unos cuantos días se conocieran los resultados de los cómputos distritales de las tres elecciones federales: Presidencia, diputaciones y senadurías. 

			Tabla 9

			Resultados de los cómputos distritales. Presidencia, diputaciones y senadurías,

			 2018. Porcentaje sobre Votación Total

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido o coalición

						
							
							Presidencia

							Votación

						
							
							Presidencia %

						
							
							Diputados

							Votación

						
							
							Diputados

							%

						
							
							Senadores

							Votación

						
							
							Senadores

							%

						
					

					
							
							jhh

						
							
							30’113 483

						
							
							53.19

						
							
							24’538 267

						
							
							43.58

						
							
							24’746 578

						
							
							43.65

						
					

					
							
							Morena

						
							
							25’186 577

						
							
							44.49

						
							
							20’972 573

						
							
							37.25

						
							
							21’261 577

						
							
							37.50

						
					

					
							
							pt

						
							
							3’396 805

						
							
							6.00

						
							
							2’211 753

						
							
							3.92

						
							
							2’164 442

						
							
							3.82

						
					

					
							
							pes

						
							
							1’530 101

						
							
							2.70

						
							
							1’353 941

						
							
							2.40

						
							
							1’320 559

						
							
							2.33

						
					

					
							
							pmaf

						
							
							12’610 120

						
							
							22.28

						
							
							15’549 755

						
							
							27.62

						
							
							15’611 117

						
							
							27.54

						
					

					
							
							pan

						
							
							9’996 514

						
							
							17.66

						
							
							10’096 588

						
							
							17.93

						
							
							9’971 804

						
							
							17.59

						
					

					
							
							prd

						
							
							1’602 715

						
							
							2.83

						
							
							2’967 969

						
							
							5.27

						
							
							2’984 861

						
							
							5.27

						
					

					
							
							mc

						
							
							1’010 891

						
							
							1.79

						
							
							2’485 198

						
							
							4.41

						
							
							2’654 452

						
							
							4.68

						
					

					
							
							tpm

						
							
							9’289 853

						
							
							16.41

						
							
							13’397 304

						
							
							23.80

						
							
							12’848,848

						
							
							22.66

						
					

					
							
							pri

						
							
							7’677 180

						
							
							13.56

						
							
							9’310 523

						
							
							16.53

						
							
							9’013 658

						
							
							15.90

						
					

					
							
							pvem

						
							
							1’051 480

						
							
							1.86

						
							
							2’695 405

						
							
							4.78

						
							
							2’528 175

						
							
							4.46

						
					

					
							
							pna

						
							
							561 193

						
							
							0.99

						
							
							1’391 376

						
							
							2.47

						
							
							1’307 015

						
							
							2.31

						
					

					
							
							jhrc

						
							
							2’961 732

						
							
							5.23

						
							
							---

						
							
							---

						
							
							---

						
							
							------

						
					

					
							
							Independientes

						
							
							
							
							539 347

						
							
							0.95

						
							
							1’109 149

						
							
							1.95

						
					

					
							
							No Registr.

						
							
							31 982

						
							
							0.06

						
							
							32 959

						
							
							0.05

						
							
							31 820

						
							
							0.05

						
					

					
							
							V nulos

						
							
							1’571 114

						
							
							2.78

						
							
							2’242 615

						
							
							3.98

						
							
							2’344 357

						
							
							4.13

						
					

					
							
							MEZGdC

						
							
							32 743

						
							
							0.06

						
							
							
							
							
					

					
							
							Vot. Total

						
							
							56’611 027

						
							
							100.00

						
							
							56’300 247

						
							
							100.00

						
							
							56’691 869

						
							
							100.00

						
					

					
							
							Lista Nom.

						
							
							89’250 881

						
							
							
							
							
							
					

					
							
							% Particip.

						
							
							
							63.43

						
							
							
							
							
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral.

			jhh: coalición «Juntos Haremos Historia», integrada por Morena, pt y pes.

			pmaf: coalición «Por México al Frente», integrada por pan, prd y mc.

			tpm: coalición «Todos Por México», integrada por pri, pvem y pna.

			jhrc: Candidato independiente Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón.

			MEZGdC: Candidata independiente Margarita Esther Zavala Gómez del Campo. Voto nulo por registro cancelado.

			Cand. Ind: Candidatos independientes a diputaciones y senadurías.




			En cuanto a los resultados, destaca que López Obrador, por medio de la coalición integrada por Morena, pt y pes, alcanzó 53% de los votos en la elección presidencial, algo que no se lograba hacía más de dos décadas, y obtuvo el triunfo en 31 entidades federativas, casi todo el país, con la única excepción del estado de Guanajuato, donde triunfó Ricardo Anaya. Este candidato, postulado por la coalición formada por el pan, el prd y mc, quedó en segundo lugar, a treinta puntos porcentuales del ganador. José A. Meade, candidato de la coalición formada por el pri, el pvem y pna, fuerza gobernante hasta ese momento, que cayó al tercer lugar, casi a 40 puntos del ganador, lo que constituye la peor derrota del partido que entre 1929 y el año 2000 fue hegemónico en nuestro país. 

			Otro hecho que debe subrayarse es el vertiginoso ascenso del partido Morena a la condición de primera fuerza electoral del país, a pesar de que apenas obtuvo su registro hace cuatro años. Por sí solo, logró el 44% de la votación presidencial y el 37% de la de diputados. La coalición que postuló a AMLO se convierte en la fuerza mayoritaria en las dos cámaras del Congreso de la Unión: con el 43% de votos (10% menos que la votación para presidente, debido al voto diferenciado) controla el 61% de la Cámara de Diputados y el 54% del Senado. 

			Tabla 10

			Diputados obtenidos por coaliciones y partidos, 2018

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido o coalición

						
							
							Votación Diputados %

						
							
							Diputados 

							M. R.

						
							
							Diputados 

							R. P.

						
							
							Total diputados

						
							
							Diputados %

						
					

					
							
							jhh

						
							
							45.42

						
							
							220

						
							
							88

						
							
							308

						
							
							61.06

						
					

					
							
							Morena

						
							
							38.82

						
							
							106

						
							
							85

						
							
							191

						
							
							38.20

						
					

					
							
							pt

						
							
							4.09

						
							
							58

						
							
							3

						
							
							61

						
							
							12.20

						
					

					
							
							pes

						
							
							2.51

						
							
							56

						
							
							0

						
							
							56

						
							
							11.20

						
					

					
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							pmaf

						
							
							28.78

						
							
							66

						
							
							63

						
							
							129

						
							
							25.80

						
					

					
							
							pan

						
							
							18.69

						
							
							40

						
							
							41

						
							
							81

						
							
							16.20

						
					

					
							
							prd

						
							
							5.49

						
							
							9

						
							
							12

						
							
							21

						
							
							4.20

						
					

					
							
							mc

						
							
							4.60

						
							
							17

						
							
							10

						
							
							27

						
							
							5.40

						
					

					
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							tpm

						
							
							24.80

						
							
							14

						
							
							49

						
							
							63

						
							
							12.60

						
					

					
							
							pri

						
							
							17.23

						
							
							7

						
							
							38

						
							
							45

						
							
							9.00

						
					

					
							
							pvem

						
							
							4.99

						
							
							5

						
							
							11

						
							
							16

						
							
							3.20

						
					

					
							
							pna

						
							
							2.58

						
							
							2

						
							
							0

						
							
							2

						
							
							0.40

						
					

					
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Cand. Ind.

						
							
							1.00

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0.00

						
					

					
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Total

						
							
							100.00

						
							
							300

						
							
							200

						
							
							500

						
							
							100.00

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral.

			El porcentaje de la votación de diputados está calculado sobre la votación válida emitida.

			Morena obtuvo por sí solo 8 diputados de M. R. y 98 en coalición.

			La coalición jhh obtuvo 210 diputados y Morena por sí solo 8.

			La coalición pmaf obtuvo 63 diputados de M. R. y el pan por sí solo 5.

			La coalición tpm ganó 13 diputados de M. R. y el pri por sí solo 1.




			Paradójicamente, uno de los partidos integrantes de esa coalición, el pes, perdió su registro porque no alcanzó el 3% de la votación válida emitida, a pesar de lo cual tiene un grupo parlamentario de 30 diputados, después de descontar los que en realidad eran de Morena, pero contendieron bajo sus siglas, gracias al generoso convenio de coalición que estableció con Morena. El pt también alcanza un grupo parlamentario récord en la cámara baja, de 28 diputados, igualmente después de descontar a los militantes de Morena, algo que nunca hubiera imaginado ni en la más optimista de sus proyecciones. Aunado a lo anterior, después de la cesión de algunos diputados del pvem y otros del pt, Morena alcanzó 256 diputados, los que sumados a los del pt y pes dan un total de 314 diputados, A esta coalición le bastaría lograr el apoyo de unos 20 diputados de otros grupos parlamentarios para alcanzar la mayoría calificada en la cámara baja, indispensable para reformar la Constitución.

			Sin embargo, en el Senado la coalición jhh tiene una mayoría menos acentuada (el 54%), por lo que es más complicado alcanzar la mayoría calificada por medio de alguna alianza. En efecto, Morena tiene 55 senadores, el pt 6 y el pes 8, lo que da un total de 69 senadores, lo que representa el 53.91% de la cámara alta. 

			Tabla 11

			Senadores obtenidos por coaliciones y partidos, 2018

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Partido o Coalición

						
							
							Votación Senadores %

						
							
							Senadores MR

						
							
							Senadores 1ª Min

						
							
							Senadores RP

						
							
							Total Senadores

						
							
							Senadores %

						
					

					
							
							jhh

						
							
							45.56

						
							
							50

						
							
							5

						
							
							14

						
							
							69

						
							
							53.91

						
					

					
							
							Morena

						
							
							39.14

						
							
							38

						
							
							4

						
							
							13

						
							
							55

						
							
							42.97

						
					

					
							
							pt

						
							
							3.98

						
							
							5

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							6

						
							
							4.69

						
					

					
							
							pes

						
							
							2.43

						
							
							7

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							8

						
							
							6.25

						
					

					
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							pmaf

						
							
							28.74

						
							
							12

						
							
							16

						
							
							10

						
							
							38

						
							
							29.69

						
					

					
							
							pan

						
							
							18.36

						
							
							7

						
							
							10

						
							
							6

						
							
							23

						
							
							17.97

						
					

					
							
							prd

						
							
							5.50

						
							
							1

						
							
							5

						
							
							2

						
							
							8

						
							
							6.25

						
					

					
							
							mc

						
							
							4.89

						
							
							4

						
							
							1

						
							
							2

						
							
							7

						
							
							5.47

						
					

					
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							tpm

						
							
							23.66

						
							
							2

						
							
							11

						
							
							8

						
							
							21

						
							
							16.41

						
					

					
							
							pri

						
							
							16.59

						
							
							1

						
							
							7

						
							
							6

						
							
							14

						
							
							10.94

						
					

					
							
							pvem

						
							
							4.65

						
							
							1

						
							
							3

						
							
							2

						
							
							6

						
							
							4.69

						
					

					
							
							pna

						
							
							2.41

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
							
							0.78

						
					

					
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Cand. Ind.

						
							
							1.95

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0.00

						
					

					
							
							
							
							
							
							
							
					

					
							
							Total

						
							
							100.00

						
							
							64

						
							
							32

						
							
							32

						
							
							128

						
							
							100.00

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral.

			La coalición jhh ganó 48 senadores como coalición y dos que gana por sí solo Morena.

			Morena ganó dos senadores por sí solo y 36 como parte de la coalición jhh.

			pt y pes solamente ganan como parte de la coalición jhh.

			La coalición pmaf ganó 10 senadores como coalición y dos que gana por sí solo mc.

			mc ganó dos senadores por sí solo y otros dos como parte de la coalición pmaf.

			La coalición pmaf obtuvo 15 senadores como coalición y uno que ganó el pan por sí solo.

			


Además, la coalición lopezobradorista ganó cinco de las nueve gubernaturas en disputa, incluyendo la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, que le arrebató al prd, y la mayoría legislativa en 19 congresos locales (Reforma, Revista R, 19 de agosto de 2018, p.2). Todo lo anterior permite pensar en la posibilidad de que se logren reformas constitucionales impulsadas por la nueva fuerza mayoritaria. 

			La coalición que postuló a Ricardo Anaya se convierte en la segunda fuerza parlamentaria, pero a gran distancia de la primera, con 26% en diputados y 30% en senadores. El pan se consolida como el principal partido opositor, pero muy lejos de Morena, mientras el prd queda reducido a una condición marginal (4% en diputados y 6% en senadores), por debajo del pt y mc, antiguos aliados suyos.

			Tabla 12

			Elecciones de Gobernadores de 2018

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Estados

						
							
							Ganador

						
							
							Segundo lugar

						
							
							Tercer lugar

						
							
							Situación

						
					

					
							
							Chiapas

						
							
							Coalición Morena - pt-pes 

							(39.26%)

						
							
							Coalición pvem-2 locales ChU-MaCh (22.54%)

						
							
							Coalición pri-pna (20.18%)

						
							
							Alternancia (de pri-pvem a Morena y aliados)

						
					

					
							
							Ciudad de México

						
							
							Coalición Morena -pt-pes 

							(47.05%)

						
							
							Coalición pan -prd-mc 

							(31.02%)

						
							
							pri 

							(12.83%)

						
							
							Alternancia (del prd a Morena y aliados)

						
					

					
							
							Guanajuato

						
							
							Coalición pan -prd-mc (49.84%)

						
							
							Coalición Morena -pt-pes 

							(24.32%)

						
							
							pt 

							(12.78%)

						
							
							Se mantiene el pan (aliado con prd y mc)

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							mc 

							(39.05)

						
							
							Coalición Morena -pt-pes 

							(24.71%)

						
							
							pri 

							(16.60)

						
							
							Alternancia (del pri a mc)

						
					

					
							
							Morelos

						
							
							Coalición Morena-pt-pes 

							(52.59%)

						
							
							Coalición pan -mc (14.05%)

						
							
							Coalición prd-psd (local) 

							(11.66%)

						
							
							Alternancia (del prd a Morena)

						
					

					
							
							Puebla

						
							
							Coalición pan-prd-mc y dos locales (38.14%)

						
							
							Coalición Morena-pt-pna 

							(34.10%)

						
							
							pri 

							(18.36%)

						
							
							Se mantiene el pan (aliado con prd y mc)

						
					

					
							
							Tabasco

						
							
							Coalición Morena-pt-pes 

							(61.46%)

						
							
							Coalición pan-prd-mc 

							(19.35%)

						
							
							pri 

							(11.76%)

						
							
							Alternancia (del prd a Morena y aliados)

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							Coalición Morena-pt-pes 

							(44.03%)

						
							
							Coalición pan-prd-mc 

							(38.39%)

						
							
							Coalición pri-pvem (13.96%)

						
							
							Alternancia (del pan y aliados a Morena y aliados)

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							Coalición pan-mc (39.60%)

						
							
							Coalición pri-pvem-pna 

							(36.09)

						
							
							Coalición Morena-pt-pes 

							(20.45%)

						
							
							Alternancia (del pri al pan y aliados)

						
					

				
			

			Fuente: Páginas electrónicas de los Oples respectivos. 

			Para Guanajuato y Tabasco es información del prep.




			Por el lado de la coalición formada en torno al pri, el resultado fue verdaderamente desastroso. El pri cayó al cuarto lugar en diputados (el 9% de la cámara) y al tercero en senadores (el 11% del Senado). De su condición de partido gobernante nada quedó, pues no logró ganar ni una sola gubernatura; bajó de tener 203 diputados a apenas 45 y de 54 senadores a tan solo 13, y en la mayoría de las legislaturas locales queda reducido a la condición de minoría. Se trató de una auténtica debacle para el partido que regresó a la Presidencia en 2012.

			En el espacio electoral local, es necesario destacar los cinco triunfos en gubernaturas de la coalición jhh, de los cuales sobresalen Tabasco, estado en el que el triunfador alcanzó 61%, con un margen sobre el segundo lugar superior a 40 puntos porcentuales, así como Morelos con 53% y 39 puntos, respectivamente. En otras dos entidades, la coalición encabezada por Morena ganó la gubernatura con porcentajes entre 40 y 50%: Ciudad de México (47% de votos y margen de 16 puntos porcentuales) y Veracruz (44% y 5.64 puntos, respectivamente). Finalmente, en Chiapas la coalición morenista logró el triunfo con el 39% de la votación, gracias a la división del pvem y el pri, que encabezaron sendas coaliciones que alcanzaron el 22.5 y el 20% de los votos. Es necesario recordar que el gobernador saliente fue postulado por la alianza pri-pvem.

			La coalición «Por México al Frente» consiguió el triunfo en tres entidades: Guanajuato, bastión del pan, donde el triunfo fue holgado; Puebla, con un triunfo muy cerrado que aún está impugnado ante los tribunales, y Yucatán (pero solamente con el pan y mc), también con un triunfo muy ajustado.

			Finalmente, el partido mc alcanzó por sí solo el triunfo en la gubernatura de Jalisco, donde, si bien solamente obtuvo el 39%, superó con 14 puntos porcentuales al segundo lugar (coalición mor-pt-pes). En este estado, el candidato ganador a la gubernatura de Movimiento Ciudadano insistió que él no aceptaría ser candidato de la coalición que ese partido sí hizo en otros estados, al igual que en el propio estado de Jalisco para la elección presidencial, y que solamente sería candidato de su partido, mc. Finalmente, su apuesta fue acertada y logró el triunfo, el primero para mc en una gubernatura. 

			El voto diferenciado

			Ya desde hace algunas elecciones se había presentado en México el fenómeno del voto diferenciado, es decir, el hecho de que un mismo ciudadano votara por partidos distintos en los diferentes cargos en disputa. Eso es posible porque el elector tiene a su disposición varias boletas, según el cargo a elegir. Lo más lógico, desde el punto de vista del sentido común, sería que marcara todas sus boletas con su opción preferida. Después de todo, si vota por un partido o candidato es porque quiere verlo gobernar y, para ello, es preferible que tenga mayoría en las cámaras.

			El asunto se complica más cuando se consideran elecciones concurrentes, como la que México vivió en 2018. El ciudadano pudo marcar de manera diferente sus boletas de la elección federal y de la local. El 1 de julio pasado en varias entidades estuvieron en disputa la Presidencia de la República, los 500 diputados federales, los 128 senadores, las nueve gubernaturas (entre las cuales está la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México) y los varios cientos de puestos de diputados locales e integrantes de los ayuntamientos y las alcaldías (en el caso de la Ciudad de México).

			En esta elección hubo una gran sincronización del voto ciudadano a favor del candidato presidencial de la coalición «Juntos Haremos Historia», encabezada por el partido Morena, y sus candidatos a diputados federales y senadores. En la elección presidencial, López Obrador obtuvo, en números redondos, 30 millones de votos, que representaron el 53%, al tiempo que sus candidatos a diputados y senadores alcanzaron poco más de 24 millones y medio (alrededor de 43.6%). Estos datos, más algunas maniobras parlamentarias, le han permitido a dicha coalición tener una cómoda mayoría en el Congreso de la Unión.

			Sin embargo, ya en esta dimensión nacional de la conformación del nuevo poder político, se puede advertir la existencia del voto diferenciado. El candidato presidencial obtuvo cinco millones y medio más de votos que los candidatos a parlamentarios de la misma coalición. El partido de López Obrador, Morena, obtuvo cerca de cuatro millones de votos menos en la segunda pista electoral que en la primera. 

			Hay varias causas posibles de lo anterior, entre las cuales se encuentra el comportamiento del electorado perredista, que brindó un millón 300 mil votos más a sus candidatos a legisladores que a su candidato presidencial, Ricardo Anaya, a quien nunca vieron con gran simpatía. Esos votos de diferencia seguramente fueron a dar a AMLO. Algo parecido ocurrió con el electorado de Movimiento Ciudadano, tradicional aliado del prd y de AMLO. Este partido solamente aportó un millón de votos a la candidatura de Anaya, pero aportó poco más de dos millones y medio a sus candidatos a legisladores.

			Otro factor fue la alianza de facto que se estableció entre AMLO y el pvem de Chiapas, particularmente el gobernador Velazco, que permitió que un buen número de votos en el estado del sureste fueran hacia el político tabasqueño. De ahí a la alianza posterior entre Morena y el pvem, ya con la nueva legislatura instalada, solamente se necesitó un paso.

			Los datos de la coalición encabezada por el pri también evidencian el voto diferenciado. Entre la votación de Meade (nueve millones) y la de sus candidatos a legisladores (alrededor de 13 millones) hubo cerca de cuatro millones de diferencia. Seguramente, muchos votantes priistas, que en otras condiciones hubieran votado por el candidato de su partido, ahora prefirieron votar por AMLO, debido a que a Meade jamás lo sintieron identificado con el pri y más bien lo vieron como una imposición del presidente Peña Nieto. La extraña aventura de postular a un supuesto candidato ciudadano le salió bastante cara al partido tricolor.

			Si se analiza la distribución del voto por entidades, en la elección federal, se advierten algunos efectos del voto diferenciado. AMLO ganó en 31 entidades; la única excepción fue Guanajuato, donde ganó Anaya. Pero en la elección de senadores, la coalición morenista ganó en 26. La coalición encabezada por el pan ganó los senadores de mayoría en Aguascalientes, Guanajuato y San Luis Potosí. La coalición priista ganó en Yucatán y mc en Jalisco y Nuevo León. 

			Si la comparación se hace con elecciones locales, también se advierte una gran sincronización del electorado de la coalición encabezada por Morena, lo que le permitió ganar la mayoría en 19 legislaturas, cosa que, dicho sea de paso, lo acerca mucho a la posibilidad de empujar reformas constitucionales. Pero de nuevo se puede distinguir una magnitud importante de voto diferenciado. Así, de las nueve entidades que eligieron gobernador, la coalición morenista ganó en cinco: Chiapas, Ciudad de México, Morelos, Tabasco y Veracruz. Pero en tres ganó la coalición encabezada por el pan: Guanajuato, Puebla (que se está litigando en tribunales) y Yucatán. La gran sorpresa la dio el partido Movimiento Ciudadano que ganó por sí solo, sin coalición con el pan y el prd, la gubernatura de Jalisco, gracias a un liderazgo local muy fuerte (Enrique Alfaro). De hecho, si este partido hubiera ido en alianza con el pan y el prd, habría pasado del 39% al 51% de la votación.

			Entre la votación de la elección presidencial y la de gobernador hubo fuertes diferencias. Por ejemplo, en este último caso de Jalisco mc obtuvo 39% de los votos, pero en la elección presidencial, ya sumando al pan y al prd, solamente alcanzaron 33.7 por ciento. La coalición morenista tuvo un 24.7% de la votación para gobernador, pero ganó la presidencial con el 41.8 por ciento. En el caso de Puebla, la coalición morenista ha planteado como una gran irregularidad el hecho de que la votación de su candidato a gobernador (un millón de votos) fue bastante menor que la de su candidato presidencial (un millón 700 mil), pero esta es una característica que se repite en otros estados. En Chiapas la diferencia es de 500 mil votos; en Ciudad de México, de 600 mil; en Guanajuato de 150 mil; en Morelos, de 130 mil; en Veracruz, de 400 mil, y finalmente en Tabasco, de 360 mil. Este último es relevante por ser el estado natal de AMLO. Aquí la coalición jhh ganó la gubernatura con el 61.5% de los votos y una diferencia de más de cuarenta puntos porcentuales sobre el segundo lugar, pero en la presidencial ganó la misma coalición con el 80% de los sufragios y una diferencia de 70 puntos porcentuales sobre el segundo lugar (el candidato de la coalición encabezada por el pri), que apenas tuvo el 9 por ciento. 

			En resumen, aunque la coalición que postuló a López Obrador ganó con gran amplitud la elección, tanto en la pista federal como en la local, hubo una importante magnitud de voto diferenciado, que no puso en riesgo el predominio de dicha coalición, pero sí le imprimió características peculiares a la conformación del poder local. Un estado que ejemplifica a la perfección el extremo de esta peculiaridad local es Yucatán. En la elección presidencial ganó AMLO; en la de gobernador ganó el candidato de la coalición encabezada por el pan; en la de senadores, los candidatos de la coalición encabezada por el pri; en la de diputados federales, la coalición priista se llevó tres de mayoría y la panista dos y, finalmente, en la de diputados locales, el pri ganó diez, el pan cuatro y Morena solamente uno.

			Conclusiones

			El proceso electoral de 2018, en el que confluyeron la elección federal y las elecciones en 30 entidades, de las cuales en 27 se eligieron diputados locales, en 24 a integrantes de gobiernos municipales (alcaldías para la Ciudad de México) y en nueve a gobernadores (Jefatura de Gobierno, en el caso de la Ciudad de México), modificó sustancialmente el sistema de partidos propio de la etapa de la transición a la democracia que se vivió en las tres décadas anteriores. El pri, partido hegemónico de la era posrevolucionaria; el pan, histórico partido opositor de derecha moderada, y el prd, partido que fusionó a la izquierda socialista con el sector nacionalista revolucionario del pri, esos tres partidos que caracterizaron a la transición, que negociaron las reformas políticas que permitieron la alternancia en la presidencia, y que representaban a un 80% del electorado, fueron barridos por la irrupción de un partido que recibió su registro apenas en 2014, Morena, y que representa el caso más exitoso de un partido de reciente creación en México. 

			Si bien Morena integra a un sector de políticos que provienen del prd (y por esa vía, del pri), la presencia del liderazgo carismático de López Obrador le permitió desarrollar una capacidad de atracción sobre muchos liderazgos provenientes de otros partidos y, sobre todo, de muchos ciudadanos no identificados previamente con partido alguno. Así, desde la formación del partido Morena y durante el año electoral, vimos desfilar toda una pléyade de personajes provenientes del pan (sus expresidentes nacionales Germán Martínez y Manuel Espino, Tatiana Clouthier, Gabriela Cuevas, etc.), del pri, del prd (partido que verdaderamente se desfondó), del mundo empresarial (empezando con dos empresarios muy cercanos a AMLO, Alfonso Romo y José María Rioboó). 

			El sistema de partidos gira ahora en torno a Morena y sus aliados, que a pesar de haber obtenido poco más de la mitad de los votos para la Presidencia, o poco menos para diputados y senadores, lograron el control del Congreso y de la mayoría de las legislaturas locales, gracias a la distribución de sus votos en todo el país. Morena logró superar una de las principales limitaciones de las oposiciones anteriores (pan y prd): su concentración en pocos estados de la república, y alcanzó el triunfo más extendido de la historia reciente, incluso en estados que eran bastiones regionales del pri o del pan.

			Por el contrario, el pri, el partido hegemónico durante la mayor parte del siglo xx y que logró regresar a la Presidencia desde la oposición, quedó reducido a la condición de una fuerza marginal. Ese partido perdió por primera vez la Presidencia en el año 2000, y aun así alcanzó el 36% de la votación. En 2012 la recuperó en coalición con el pvem con un 38%, pero por sí solo el partido tricolor apenas obtuvo el 32 por ciento. En 2018, la coalición que postuló a Meade alcanzó el 16%, pero el pri solo apenas tuvo el 13.6 por ciento. Su presencia en las cámaras del Congreso se redujo drásticamente, lo mismo que en las legislaturas locales. El caso más notable es el del Estado de México, en el que el gobernador priista ha quedado avasallado frente a una legislatura dominada por Morena, al igual que los gobiernos municipales. El futuro inmediato seguramente conocerá más derrotas de ese partido, que seguramente perderá la mayor cantidad de sus posiciones y estará en riesgo de extinción. 

			El pan, dentro de la derrota de su candidato presidencial, que quedó a 30 puntos porcentuales del ganador, por lo menos tiene el premio de consolación de ser la principal oposición en las cámaras del Congreso. El prd, por su parte, ya sin líder carismático alguno, ha quedado convertido en un partido marginal, que ahora tiene menos legisladores que sus antiguos socios. El camino de la extinción está cada vez más cerca del partido que en las últimas dos décadas y media llegó a ser el principal partido de la izquierda.

			En fin, el sistema de partidos de la transición, centrado en tres partidos, el pri, el pan y el prd, llegó a su fin. El pri dejó de ser un partido hegemónico en 1997 y en el año 2000 perdió la Presidencia, gracias a que ya había elecciones competitivas. El pan lo sucedió durante los siguientes 12 años, pero nunca llegó a configurar un nuevo sistema de partido hegemónico, gracias a la vigilancia y el equilibrio que lograban los tres partidos mayores. El sistema electoral cambió tanto entre 1996 y 2014 que ya no hubo posibilidades de torcer los resultados electorales, de tal manera que la competitividad siguió abriéndose paso a fuerza de votos ciudadanos, lo que permitió el regreso del pri en 2012 y luego el triunfo de la coalición dirigida por Morena en 2018. 

			Por tanto, el sistema de partidos sigue siendo competitivo, pero la vocación autoritaria del líder de Morena, hoy convertido en presidente de la República, no permite mirar con optimismo el futuro inmediato. López Obrador ha insistido desde su triunfo en que «ahora sí» se instaurará la democracia, como si no fuera precisamente gracias a la democracia, incipiente e imperfecta, pero democracia al fin, que su triunfo fue posible. Lo visto en los meses posteriores a la elección permite pensar que AMLO podrá proponer cambios para establecer las condiciones bajo las cuales se obstruya al máximo una posible alternancia en el futuro, entre las cuales estaría por supuesto tomar el control de las instituciones electorales (ine y tepjf), que han permitido las tres alternancias producidas en los años 2000, 2006 y 2012, pero a las cuales acusa de arrebatarle el triunfo en sus dos intentos anteriores. La debilidad de sus contrapesos partidarios le permite un gran margen para intentar reformas regresivas, a diferencia del periodo inmediato anterior. No se puede afirmar aún que se trate de un nuevo sistema de partido hegemónico, pero hay la probabilidad de que avance hacia allá. Solo el tiempo dirá.
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El papel de los grupos de poder económico y empresarial durante el proceso electoral de 2018: nuevas lecciones

			Rocío Magdalena Aguilar Rodríguez1



			El objetivo de este trabajo es presentar el seguimiento y análisis de la participación de algunos grupos en el sector empresarial mexicano durante la contienda electoral para elegir al presidente de la República Mexicana en 2018. Se plantea un cuestionamiento sobre cuál fue la postura, acciones y divergencias del empresariado organizado frente a la tercera candidatura de Andrés Manuel López Obrador –Amlo– en este proceso electoral. 

			Mediante una revisión hemerográfica, de documentos oficiales y electrónicos, se identificaron las intervenciones de algunos de los grupos de interés económico en dicho proceso electoral. En la primera parte se introducen algunos elementos teóricos y de contexto, que son parte importante en la historia precedente, de manera particular durante uno de los procesos electorales previos; en la segunda parte se exponen los aspectos más relevantes de su intervención en el proceso electoral de 2018. Finalmente, se presenta un breve balance sobre las lecciones y perspectivas de la participación del actor empresarial en el ámbito electoral nacional.

			Introducción

			En todo sistema democrático la participación plural de los diferentes actores y grupos de la sociedad es potencialmente generadora de un ambiente de sana competencia y fundamental para aumentar el nivel de representatividad y calidad de la democracia. Sin embargo, en México las estrategias de participación de algunos sectores del empresariado en los procesos político electorales han generado inquietudes sobre la legalidad y equidad de las contiendas. 

			En México, los procesos de apertura política y transición democrática no son de ninguna manera la única fase en la que los intereses privados han buscado influir el ámbito político. Los trabajos de Millán (1988), Luna (1992), Garrido (1992), Concheiro (1996), Durand (1997), Valdés (1997) y Puga (2004), entre otros, muestran una larga historia plagada de anécdotas y vaivenes sobre la interacción entre el sector que representa los intereses económicos y la clase política nacional. 

			En dicha historia, hay una constante que hace referencia a los recursos de los poderes fácticos y que, en el caso de los grandes empresarios, señala su capacidad económica como el origen de su fuerza, puesto que no solo cuentan con la posibilidad de implementar estrategias tácticas coyunturales, sino que, además, es común la advertencia sobre un posible traslado de sus inversiones a otros contextos, pudiendo causar estragos en el país de origen e incluso por amenazas de fuga masiva de capitales.

			Al respecto, es posible caracterizar a estos poderes facticos (del latín factum, ‘hecho’) siguiendo la distinción entre el poder político de jure que proviene de las instituciones políticas, tales como el marco legal y la misma Constitución, y el poder político de facto que en este caso surge de una acción colectiva y del despliegue de recursos privados (Acemoglu y Robinson, 2006). El problema de los llamados poderes facticos deriva de su capacidad o posible impacto sobre la disputa formal del poder o informalmente con presencia en las instituciones. 

			Un precedente relevante ocurrió en el proceso electoral federal de 2006 cuando se presentó Amlo por primera vez como candidato de izquierda; contra él se implementó una campaña de miedo en la que el empresariado habría jugado un papel importante para su derrota en las urnas. Para las elecciones de 2018, el mismo candidato plantearía una estrategia dual en la que, por una parte, proyectó el diálogo y la apertura respecto a las demandas del mismo empresariado con el que se había enfrentado en el proceso de 2006; por otra, apuntaló un discurso en directa confrontación contra el mismo empresariado y conforme avanzaba el proceso se sintetizaría en una lucha contra los poderes fácticos, personalizándola incluso con nombres de algunos de los empresarios. 

			Las estrategias del empresariado nacional durante la coyuntura electoral de 2018 fueron semejantes a experiencias anteriores y no reflejaron un entendimiento claro del sentir de la sociedad. Asimismo, se hicieron evidentes las diferencias dentro del sector, sumado a los tropiezos en los que se vieron involucrados por la falta de consenso entre la élite gobernante para posicionar a un solo candidato.

			El legítimo argumento planteado en reiteradas oportunidades por el empresariado sobre el derecho a la libertad de expresión se había combinado con la realidad del uso de recursos privados no siempre fiscalizados; anteriormente, dicha combinación sorteó la regulación electoral existente. Sin embargo, para el proceso electoral de 2018 la nueva regulación electoral había incorporado los aprendizajes del proceso de 2006, derivados de la confrontación del mismo candidato y algunos grupos empresariales.

			La participación de empresarios y grupos empresariales en el proceso electoral de 2018

			A semejanza de otras coyunturas electorales, las estrategias tradicionales de los grupos empresariales aparecieron desde su sector organizado como la presentación de la agenda del sector privado (México Mejor Futuro 2018, 8 de febrero de 2018), reuniones para sesiones de preguntas, ampliación de temas y presentación de preguntas a los candidatos;2 sin embargo, algunas otras estrategias de tono negativo también fueron atribuidas a empresarios, empresas o asociaciones ligadas a los mismos.

			En palabras del consejero presidente del ine, algunos empresarios estaban «jugando al límite de la Ley» (García, 2018). Entre sus estrategias estaban la «orientación» del sentido del voto a empleados de empresas; un spot con los «niños candidatos» de la asociación Mexicanos Primero; animaciones y cartones con información sesgada; el anuncio sobre la presentación de una serie televisiva sobre populismo en la que se aludía al comparativo de la propuesta lópezobradorista con regímenes como el de Hugo Chávez, y hasta una campaña telefónica que, mediante preguntas dirigidas, introducía información negativa de López Obrador.

			Es importante mencionar del cambio en las vías, tanto para la emisión de mensajes de los actores como en la interacción entre los mismos. El uso no solo de medios digitales, sino en particular de las redes sociales durante este proceso electoral, marcó un sesgo distintivo con procesos electorales federales anteriores. El caso de la participación e incidencia de los empresarios se vio marcada por el mismo sesgo. 

			A semejanza de procesos electorales anteriores en los que una mayor competitividad había sido la marca, la postura de los empresarios y el discurso frente a la competencia electoral mantuvo las siguientes líneas (1) abierta al dialogo con todos los candidatos; (2) por el respeto a las reglas e instituciones; (3) en pro de la promoción del voto, y (4) respetuosa de las preferencias de los mexicanos. Pese a lo anterior, la constante en sus declaraciones fue la presencia de aclaraciones particulares que dejaban fuera a López Obrador.

			Respecto a su relación con candidatos minoritarios en las preferencias, llamó la atención una reunión en la que el candidato independiente a la Presidencia, Jaime Rodríguez Calderón,El Bronco, cuya candidatura había estado envuelta en múltiples escándalos por falsificación de firmas y violaciones al proceso, firmó la agenda #MéxicoMejorFuturo impulsada por el Consejo Coordinador Empresarial (cce, 2018 a).

			Derivado de la experiencia acumulada de los dos procesos electorales en los que López Obrador había contendido (2006 y 2012), donde la relación con los empresarios había sido ríspida, conflictiva y de abierto desencuentro con el sector empresarial; Andrés Manuel López Obrador incorporó a su equipo desde 2012 a una figura clave para el proceso electoral de 2018. Alfonso Romo quien, como empresario activo en diferentes áreas de la economía mexicana en las últimas décadas, representó el vínculo y enlace permanente con el sector empresarial.

			Las credenciales como hombre de negocios de Romo ayudaron a calmar la incertidumbre e incluso la oposición que permeaba en algunos sectores del empresariado, principalmente en los estados del norte. Para la estrategia de campaña de 2018, Romo encabezó al equipo de expertos que elaboró el «Proyecto de Nación 2018-2024» que López Obrador usaría para buscar la elección presidencial por tercera ocasión;3 su presencia en la campaña resultó crucial en las labores de consejero y como constructor de un vínculo eficaz con el empresariado mexicano.

			En cuanto a la autoridad electoral, a diferencia de procesos anteriores en los que el ife intervino solo después de aparecer reclamos públicos por coacción del voto por parte de los patrones a los trabajadores; esta vez, el ine anticipó la postura institucional mediante reuniones en las que se planteaba el favorecimiento a que la libertad de expresión prevaleciera, pero siempre con un respeto a la regulación en la materia electoral. Para este momento, la institución ya contaba con nuevas herramientas derivadas de la reforma electoral 2007-2008; sin embargo, no quedó claro si estas fueron suficientes. 

			Por tercera ocasión consecutiva, el proceso de 2018 para la Presidencia de la República se distinguió por un conflicto abierto entre la élite del empresariado organizado en México y el candidato Amlo. Las fases del conflicto pueden observarse en tres periodos: 

			El primer momento, previo a las campañas en el que ya se hacían declaraciones de rechazo abierto a los planteamientos del candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia» y que dejaban ver sus preferencias, aunque aún indefinidas por alguna de las otras dos opciones, el candidato Ricardo Anaya, de la coalición «Por México al Frente» (pan/prd/mc), y José Antonio Meade, de la coalición «Todos por México» (pri/pv/Nueva Alianza). El episodio desencadenado a partir de la frase de López Obrador sobre «soltar al Tigre» y la postulación de Napoleón Gómez Urrutia como candidato plurinominal al Senado posicionó claramente a los actores en un tono ya beligerante.

			El segundo periodo, durante abril y mayo, e iniciadas las campañas, el conflicto fue incremental y cada vez más ríspido, incluyendo una cascada de desplegados en prensa y los casos del spot con niños de la asociación Mexicanos Primero, la serie prevista para cine y televisión llamada «populismo», acciones de «promoción del voto» por empresarios (patrones), múltiples declaraciones de ida y vuelta entre López Obrador y algunos empresarios y líderes del sector, así como el distintivo episodio con el Consejo Mexicano de Negocios, organización élite del sector privado, siempre en tonos de abierta confrontación y rechazo mutuo.

			Transversalmente, el caso del Nuevo Aeropuerto Internacional de México –naim– permaneció latente en las declaraciones de empresarios y López Obrador, y que fue transitando desde el planteamiento de la cancelación definitiva del proyecto, hasta una postura de viabilidad plena, pasando por la opción de la revisión de contratos y la licitación. Este caso involucró, incluso, de manera personal al empresario Carlos Slim.

			El tercer y último periodo del conflicto se suscitó en el mes de junio, y se caracterizó porque, ante la cercanía de la jornada electoral, se dio un viraje hacia una explicita reconciliación. Esta fase dejó ver a un empresariado prácticamente resignado, que incluso fue parte de supuestas filtraciones de información que revelaban una encuesta auspiciada por ellos y que presuntamente había sido elaborada en dos versiones para simular posiciones distintas entre el candidato José Antonio Meade y el candidato Ricardo Anaya. La última semana, previa a la elección, los empresarios regresaron al tono institucional, respetuoso de la voluntad de los mexicanos y abierto para trabajar «con quien ganase la elección».

			Estrategias empresariales, detalles y resultados 

			Para ampliar los detalles de esta periodización, nos remontamos al periodo entre precampaña y campaña, del 12 de febrero al 29 de marzo, en el que en diversas oportunidades, medios y foros, el empresariado organizado del Consejo Coordinador Empresarial –cce– hizo referencia no explícita al candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia», Andrés Manuel López Obrador, en el sentido de que, en caso de no resultar favorecido, estaba promoviendo un clima anti institucional de denostación, desconfianza y fomentando el uso de la fuerza. Asimismo, y en relación con algunas declaraciones del candidato por «expresiones de denostación que se han lanzado en contra de las instituciones de México, la Suprema Corte de Justicia, las Fuerzas Armadas y los Órganos Electorales» (Reyna, 2018), el mismo cce apareció en todas las portadas de los principales diarios con un enérgico «Ya basta de agravios». 

			La candidatura de Napoleón Gómez Urrutia

			Posteriormente, dos acciones marcan el inicio del conflicto. Primero, la postulación como plurinominal del líder sindical minero Napoleón Gómez Urrutia para el Senado de la República, en cuyo caso los empresarios expresaron el carácter «inaceptable de que se postulara a quienes han cometido actos de corrupción y violación de la ley», o de quien ha promovido directamente el conflicto y el boicot contra México, a quien utilizó sin transparencia los recursos de su gremio, de sus trabajadores, a quienes representaba, y combatió en foros internacionales la paz laboral y las instituciones mexicanas (De la Luz, 2018).

			Cabe recordar que Germán Larrea Mota-Velasco, empresario, presidente ejecutivo del Consejo de Administración de Grupo México, quien había sido favorecido durante el periodo de gobierno de Carlos Salinas en el proceso de adquisición de minas, se enemistó con Napoleón Gómez Urrutia por los sucesos en Cananea; el candidato plurinominal de Morena había revivido el pago en acciones que el empresario quiso omitir al adjudicarse la mina pagando solo un porcentaje de la misma, por lo que Urrutia pidió la intervención de Gobernación para que pagara el resto de su adeudo.

			Hacia finales de mayo, el mismo empresario Germán Larrea protagonizaría junto con Alberto Bailléres, presidente de grupo Bal, un episodio de «promoción del voto» entre sus empleados; en el caso de Larrea, mediante una carta firmada personalmente pedía a 50 mil colaboradores de grupo México «no votar por un gobierno populista el 1 de julio, pues eso implicaría un retroceso en el país, además de que se devaluaría la moneda y se provocarían fuertes alzas de precios en productos y servicios», entre otras aseveraciones que iban en contra del candidato Andrés Manuel López Obrador (El Financiero, 2018 a).

			De las empresas de Bailléres4 se reportó que ejecutivos de El Palacio de Hierro habían sido reunidos en el comedor de la tienda en Perisur para una reunión mandatoria y durante 40 minutos, se reiteró a los asistentes el siguiente mensaje: vote por el candidato que tenga la mejor oportunidad de vencer al candidato puntero. «Esa es la mejor oportunidad que tenemos de preservar el sistema económico que permite que tenga su empleo» (Navarro, 2018). Las presentaciones incluían un video de seis minutos creado por ConcienciaMX (grupo financiado en parte por tres de las principales organizaciones empresariales del país). El mensaje principal del video fue: Usted y México en general no están tan mal como cree. Los salarios y el poder adquisitivo han aumentado en las últimas décadas, los servicios públicos son mejores, el comercio exterior está en auge y juntos podemos continuar mejorando la sociedad mexicana. Infórmese y reflexione antes de votar, mientras un gráfico instaba a los espectadores a no votar por enojo.5

			La respuesta de López Obrador vendría más adelante cuando a finales de mayo reavivaría el conflicto después de un discurso en Veracruz en el que pedía a los empresarios «no andar asustando» con la amenaza de la inestabilidad económica y financiera; las menciones sobre Larrea lo ponían como ejemplo de la mafia en el poder, de los beneficiados del periodo neoliberal y los empresarios traficantes de influencias.6 El candidato presidencial hizo mención de la explosión en la mina de Grupo México en Pasta de Conchos que provocó la muerte de 65 trabajadores y acusó a Larrea de no haber entregado los cuerpos de los mineros a sus familias, además de la contaminación de los ríos Bacanuchi y Sonora por el derrame de residuos tóxicos de otra de sus mineras, respecto a lo cual López Obrador dijo que Grupo México salió impune.

			El episodio del Tigre 

			La segunda acción partió el 9 de marzo durante la 81 Convención Bancaria organizada por la Asociación de Banqueros de México –abm–, en donde López Obrador lanzó un mensaje de confianza a los banqueros cuando aclaró que «se va a apoyar a la banca, no vamos a confiscar bienes, no se van a llevar a cabo expropiaciones ni nacionalizaciones»; sin embargo, al responder a la pregunta respecto a si habría de reconocer los resultados de la elección del 1 de julio, aún si no le fueran favorables, la respuesta fue: «Si las elecciones son libres, limpias (y pierdo) me voy a Palenque, Chiapas, tranquilo». Pero «si se atreven a hacer un fraude electoral, yo me voy también a Palenque, y a ver quién va a amarrar al tigre. El que suelte al tigre que lo amarre, ya no voy a estar yo deteniendo a la gente».

			El episodio del tigre marca significativamente el principio del conflicto con los empresarios, al desatar un escándalo en medios de comunicación y medios digitales, en la opinión pública, la comunidad académica y, por supuesto, con el sector empresarial y el mismo cce en cuyo seno se agrupa la abm, en cuyo foro se hizo tal declaración. 

			Para apreciar algunas aristas del episodio, se muestran aquí cifras del Índice Glac, el cual señala que el comentario del candidato sobre un eventual fraude electoral generó 42 mil 200 comentarios en redes sociales (GLAC, 2018). El análisis detalla que



			Los repuntes de las menciones más significativas sobre López Obrador fueron originados por las muestras de apoyo, así como referencias desfavorables a causa de las posibles consecuencias económicas si llegara a la Presidencia. La difusión de comentarios de López obradoren discursos, entrevistas y eventos fue uno de los principales motivos del incremento del volumen de menciones.	

			Figura 1
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			Fuente: glac 03/2018.




			El Índice Glac identifica que López Obrador registró diversos repuntes negativos, por temas como la postulación del líder mineroNapoleón Gómez Urrutiacomo candidato plurinominal de Morena al Senado de la República.	

			Figura 2
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			Figura 3
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			También en esta fase se muestra una señal en muchos sentidos, demostrativa de los nuevos tiempos, con el proceso que se desata cuando el 22 de febrero aparece en prensa, uno de los famosos desplegados del cce en el que señalaban que «el poder legislativo es y será fundamental en los próximos años para la consolidación y fortalecimiento del sistema democrático mexicano [...] Es inaceptable que se promueva la impunidad, postulando a candidatos que quebranten la ley» en referencia a Napoleón Gómez.

			Tan solo un día después, ciudadanos, jóvenes, académicos e integrantes de la organización Democracia Deliberada (Democracia Deliberada, 2018) respondieron con un comunicado, también en prensa, en el que exhortaban a «grupos empresariales y sus cúpulas» a que 



			se abstengan a intervenir en la elección con financiamientos encubiertos y en especie [...] Es inaceptable que se promueva la impunidad orquestando campañas que quebranten la ley, como lo hicieron en 2006, tal y como fue reconocido por el Tribunal Electoral (dof/08/09/2006), con las consecuencias políticas y sociales conocidas por todos.




			El episodio inició una guerra mediática que mostró, por una parte, al cce usando medios tradicionales como la prensa escrita, apelando a interlocutores usuarios de los mismos, con múltiples desplegados que incrementalmente subían de tono; y por la otra a miles de ciudadanos que respondían y que con facilidad lograron trasladar la discusión a redes sociales, principalmente a twitter, dejando ver el perfil del sector que tomó interés en el asunto y que respondía con herramientas innovadoras, sencillas, gratuitas, públicas y de gran alcance.

			 Como resultado, se dejó en evidencia primero la participación en el proceso electoral de un sector de la sociedad, jóvenes en buena aparte, con altos niveles de escolaridad e informados (que se comprobaría después con los demográficos de los votantes de la elección), cuya intención sería hacer valer los precedentes legales derivados de experiencias pasadas, y segundo, la repetición de estrategias tendientes a la ilegalidad por el cce, que no mostraban intención de acatar la evolución en la jurisprudencia y derivada de experiencias recientes que involucraban a muchos de los mismos actores.

			Este periodo de conflicto cierra con diversos posicionamientos en muchos medios por parte del cce (Huffingtonpost, 2018) en los que sin hacer explícito el nombre del candidato rechazaban abiertamente el proyecto económico y político propuesto por López Obrador. En palabras de Juan Pablo Castañon, Presidente del cce7:



			«Nos preocupa, que en el espectro de las propuestas haya pronunciamientos que van en contra de una verdadera economía de libre mercado y de apertura».

			«Que quede claro: los empresarios estamos convencidos de que debemos continuar y profundizar el modelo de apertura que ha fortalecido a México».

			«Los empresarios demandamos garantías de que se respetarán los contratos otorgados en la reforma energética y en la construcción del nuevo aeropuerto».




			Cabe recordar que en 2008 la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) negó la entrada a varios amparos interpuestos por integrantes del mismo cce en contra de la disposición constitucional que prohíbe a toda persona física o moral la contratación de propaganda en radio y televisión para fines proselitistas, misma que quedó plasmada en la reforma electoral aprobada en 2007. También durante 2008 una resolución del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ordenó al Consejo General del entonces ife a sancionar a los partidos pan, pri y pvem por una serie de spots difundidos por el cce en radio y televisión en los que se criticaba al candidato presidencial López Obrador.

			De acuerdo con dicha resolución,



			Los spots del cce tuvieron la finalidad de influir en la percepción de la población respecto de un candidato, otros se beneficiaron, pero no denunciaron la posible violación de las normas electorales, tampoco implementaron medidas idóneas y eficaces para lograr la suspensión o retiro del spot, en general, evitar que el ilícito se consumara o continuara.




			La segunda fase del conflicto identificada a lo largo de dos de los tres meses de campañas (abril y mayo) se distingue, entre otros, por la intensificación del tono en la disputa por vía de la prensa y por algunos incidentes tales como el spot de Mexicanos Primero que sí tuvo implicaciones en materia electoral.

			Posicionamiento del Consejo Mexicano de Negocios y más desplegados 

			Un intenso ir y venir de desplegados y declaraciones ante la prensa se desató entre el candidato López Obrador y algunos empresarios líderes de sus organizaciones cúpula. El debate se hizo extensivo y profundizó entre usuarios de redes sociales y medios digitales dejando un balance más o menos claro en negativo para los empresarios. La postura de estos dejaba ver preocupaciones diversas, iniciaban con exhortos a cambiar el tono y los adjetivos y continuaban evidenciando la búsqueda de un compromiso del candidato para mantener las vías y la lógica de inclusión, incluso formal, en los procesos de decisión que hasta ese momento se habían sostenido; por su parte, López Obrador se mantuvo firme al señalar los nombres de algunos de ellos como las cabezas de «La mafia en el poder», responsables de la pauperización de la sociedad mexicana, privilegiados en transacciones irregulares con el régimen y el saqueo de recursos públicos.

			Después de las afirmaciones en un discurso pronunciado por López Obrador en Zongolica, Veracruz,8 y algunas más en cuanto a la búsqueda de una alianza entre algunos empresarios, el presidente Peña Nieto y los candidatos J.A. Meade y R. Anaya, para ganarle en la contienda,9 se publicó en diferentes diarios de circulación nacional un nuevo desplegado, esta vez a nombre del Consejo Mexicano de Negocios (cmn). En la publicación, cuyo encabezado decía «Así NO», se condenaba que «un candidato a la Presidencia de la República recurriera a los ataques personales y descalificaciones infundadas. Los empresarios aseguraban que «las condiciones de confianza y certeza jurídica son fundamentales para preservar y promover el ahorro, la inversión, el crecimiento económico y el empleo», «La confianza se cultiva. No se dicta ni se obliga».

			Cabe destacar que esta asociación de empresarios, el Consejo Mexicano de Negocios, cambió su nombre, que era Consejo Mexicano de Hombres de Negocios; durante décadas, agrupó apenas a alrededor de 20 empresas y hoy cuenta con aproximadamente cincuenta. Es la asociación más importante del país, principalmente por el poder económico que reúne entre sus escasos miembros; asimismo, por su influyente posición tanto en el sistema de representación de intereses del sector privado como en la evolución del régimen corporativista, y que mantuvo tradicionalmente vínculos informales con el gobierno al más alto nivel. Pese a lo anterior, el hoy cmn había sido una organización de carácter hermético y con muy bajo perfil en la escena pública (Briz, 2002).

			El cmhn ha marcado la pauta para el empresariado organizado en momentos críticos, incluso bajo la dirección del mismo Claudio X. Gonzales padre. Por ejemplo, durante la firma del Pacto de Solidaridad Económica, la negociación del tlcan y la consolidación de las políticas de privatizaciones y creación de empresas competitivas a escala internacional, además de la coyuntura electoral del 2000 y los primeros años en los que se trazara una nueva ruta en la relación con el Congreso y el Poder Ejecutivo.

			La exigencia básica del empresariado de élite hacia el candidato López Obrador en el proceso electoral de 2018 fue la del respeto e inclusión ante el siempre posible triunfo del candidato. Señalaban que «No es denigrando ni calumniando como se establece y fortalece una relación constructiva y de confianza con el sector productivo y empresarial de México». Fue así que, rompiendo con el hermetismo tradicional del Consejo, algunos de sus miembros ofrecieron entrevistas ante el debate suscitado en los medios; de igual forma, el cce mostró posicionamientos de preocupación en diferentes oportunidades. 

			Alejandro Ramírez, director de Cinépolis y presidente del Consejo Mexicano de Negocios:



			No tiene nada de guerra sucia salir a decir que queremos un diálogo respetuoso [...] Pareciera que en este país los empresarios no podemos expresar nuestro punto de vista y tenemos un punto de vista legitimado, queremos una economía abierta al mundo.10



			Las expresiones y descalificaciones infundadas no ayudan a generar confianza y, por otro lado, cancelar el aeropuerto. Todo eso genera incertidumbre: el tema de cómo van a revisar la reforma energética, cómo van a cancelar la reforma educativa, la amnistía para criminales.




			Juan Pablo Castañón, presidente del Consejo Consultivo Empresarial (cce):




			Es preocupante que no se pueda hablar con libertad y que cualquiera que esté en una posición diferente, que difiera de las propuestas del candidato sea denostado de esta manera. De ninguna manera existió esa reunión en el sector empresarial organizado.11 



			Todo aquel país en donde el gobierno no está en sintonía con la sociedad, hay retroceso y perdón, pero los empresarios somos parte de la sociedad, los empresarios desde los más pequeños hasta los más grandes, generamos 9 de cada 10 empleos [...] Si quiere construir un México con Mejor Futuro tenemos que hacerlo juntos.12



			El equipo lopezobradorista y su candidato negaron en diversas oportunidades un enfrentamiento generalizado con la cúpula empresarial mexicana y si en cambio la existencia de casos focalizados. El mismo López Obrador reiteró que en esta oportunidad no iba a engancharse e incluso se retractó de su afirmación, en el sentido de que Roberto Hernández, presidente honorario de Grupo Citibanamex, estaba involucrado en el financiamiento de la ‘guerra sucia’ y en cambio pidió aclarar «cuánto dinero le están aportando a la ‘guerra sucia’» en su contra (El Financiero, 2018 b).

			Frente al recrudecimiento del conflicto y en un afán de limpiar la dañada imagen del empresariado, un desplegado más en la prensa con cuatro páginas, publicado en 80 ciudades del país y firmado por el cce, buscaba dar muestra de unidad al titular el documento como «Trabajamos por México»:

			


Las empresas somos parte de la solución, no las causantes del problema. La única manera de reducir la pobreza de forma sostenida es a través de la inversión productiva y del empleo formal» [...] «Responsabilizar a las empresas de ser las causantes de la mayoría de los males que aquejan al país es no entender la naturaleza del sector productivo que arriesga y genera 9 de cada 10 empleos y aporta 8 de cada 10 pesos que se invierten en el país.13 



			El mismo presidente del cce, Juan Pablo Castañón, aclaraba que 




			Es una manifestación de unidad de todo el sector empresarial. Como se puede observar [...] lo respaldan cámaras de pequeño comercio, de distintas regiones del país, industriales, representaciones de Coparmex, de Canacintra, en fin […] micro, pequeñas, medianas y grandes empresas, y es para mostrar la unidad y nuestra protesta cuando se habla que somos los empresarios los que causamos la gran crisis hay en el país. 

			También es una forma de protestacontralos comentarios de que los empresarios son “rateros y ladrones”, así como frente posturas de que se podrían expropiar, con facilidad empresas de México.

			 La fuerza del sector productivo es la que mueve la economía, no es el gobierno que aspiran a representar los que están hoy en campaña electoral. (Redacción, 7 de mayo de 2018).

			El spot de Mexicanos Primero

			En este spot, la asociación Mexicanos Primero, cuya presidencia recae actualmente en Alejandro Ramírez Magaña, también presidente del Consejo Mexicano de Negocios, en su contenido se presentaba a cinco niños de supuestos nombres Andrés, Ricardo, Pepe, Jaime y Margarita, en abierta alusión y fuerte caracterización y caricaturización (con acento) a los candidatos a la Presidencia de México: Andrés Manuel López Obrador, Ricardo Anaya, José Antonio Meade, Jaime Rodríguez Calderón y Margarita Zavala, respectivamente.

			Tabla 1

			Spot de Mexicanos Primero 

			«Y si los niños fueran candidatos»

			
				
					
				
				
					
							
							–Soy Ricardo. Me gustaría una educación para lograr mis sueños, no los de los políticos.

							–Soy Pepe. Y quiero que mis maestros sean un ejemplo para todos.

							–Soy Andrés. Quiero que a mis maestros les hagan exámenes como nos hacen a nosotros.

							–Soy Jaime. Y quiero escuelas con tecnología y que me enseñen inglés.

							–Yo soy Margarita. Y quiero que el cambio en mi escuela no se detenga.

							(Ricardo) –Que los maestros no se preparen es insulting and unacceptable.

							(Pepe) –Quiero que mis maestros se preparen como yo mero.

							(Jaime) –Y quiero que la transformación educativa avance.

							(Andrés) –Quiero una educación que no la tenga ni Obama.

							(Margarita) –(risas).

						
					

					
							
							(Andrés) –La «magia» del poder, es poder estudiar.

							(Ricardo) –(sonríe)

							(Jaime) –Quiero aprender a aprender.

							(Margarita) –Y quiero que mis maestros se preparen mejor.

							(Pepe) –Nombre, unos genios.

							(Jaime, Andrés y Margarita) (Voz de niño en off) –Piensa bien y elige al candidato que apoye la transformación educativa.

							(Todos a cuadro) –¡México!

							(Voz en off) –Mexicanos Primero.

							(Cuadro Final) (Logotipo de Mexicanos Primero, más la leyenda «La educación de tus hijos no es negociable»).

						
					

				
			

			Jorge Alcocer Villanueva presentó una queja ante la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral del Instituto Nacional Electoral por infracciones a disposiciones electorales, con solicitud de investigación e implementación de medidas cautelares para hacer cesar los actos denunciados. En respuesta, el 30 de abril la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Nacional Electoral (ine) decidió mantener el spot por mayoría de dos votos (consejeros Benito Nacif y Adriana Favela) contra uno (consejera Claudia Zavala); la Comisión rechazó emitir las medidas cautelares contra el anuncio que se difundía tanto en cines como en televisión.

			El argumento en el escrito de Alcocer Villanueva fue que el spot violaba los artículos 41 de la Constitución y 447 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, que prohíben expresamente a personas morales y particulares la contratación de propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos (Voz y Voto, 2018). Esta herencia normativa provenía precisamente de la experiencia de 2006, también derivada de los posicionamientos y acciones de empresarios en contra de uno de los candidatos (López Obrador) y que consistió en la emisión de un spot del Consejo Coordinador Empresarial (cce) para atacar a la coalición «Por el bien de Todos» en aquel momento conformada por prd, pt y Convergencia, y por el que el Tribunal Electoral resolvió que el Instituto Federal Electoral (ahora ine) sancionaría al pri, al pan y al Partido Verde, quedando en el aire el papel de los empresarios involucrados.

			Es importante recordar que de acuerdo con el artículo 128 del Reglamento de Elecciones vigente, las organizaciones ciudadanas deberán abstenerse de 



			usar fotografías, nombres, siluetas, imágenes, lemas o frases, que puedan ser relacionados de algún modo con los partidos políticos, aspirantes, precandidaturas, candidaturas, frentes, coaliciones y agrupaciones políticas nacionales vinculadas con partidos políticos, para inducir el voto a favor o en contra de alguna de ésta figuras, así como expresiones calumniosas.




			El argumento de Nacif y Favela para mantener el spot fue que el video no vulneraba el modelo de comunicación política, pues no constituía propaganda electoral dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de alguna de las personas contendientes para la Presidencia de la República.

			La decisión tomada fue rechazada por al menos tres consejeros electorales que no formaban parte de la Comisión. A través de sus cuentas personales en Twitter, José Roberto Ruiz, Ciro Murayama y Pamela San Martín aseguraron que no compartían la determinación.14

			Para ir en contra de la decisión, el partido Morena y Jorge Alcocer Villanueva presentaron un recurso de revisión ante el tepjf para impugnar y solicitar que fuera retirado el spot de Mexicanos Primero; sus afirmaciones se sostenían sobre el carácter inconstitucional del incidente.

			Finalmente, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) determinó revocar el acuerdo de la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Nacional Electoral (ine) que negó el retiro provisional del promocional denunciado. El Pleno señaló que las prohibiciones constitucionales relativas a la contratación de promocionales que pretenden influir en las preferencias electorales son absolutas, por lo que sí se consideraba que contenía elementos suficientes para justificar la adopción de las medidas cautelares solicitadas, en tanto que sí podía influir en las preferencias electorales. Incluso, por el solo hecho de que en el spot se hacía una invitación a pensar el voto a favor de una opción que fuera coincidente con la idea de la transformación educativa.

			La magistrada y los magistrados de la Sala señalaron que «el promocional contiene elementos directamente relacionados con el proceso electoral federal que se lleva a cabo, en particular la frase “piensa bien y elige al candidato que apoye la transformación educativa”». En consecuencia, la Sala Superior ordenó, como medida cautelar, suspender de inmediato la difusión del promocional en radio y televisión; sin embargo, no hubo una argumentación respecto a la sanción impuesta, que consistió en la amonestación pública a la organización Mexicanos Primero Visión 2030.

			La serie Populismo en América Latina

			Durante esta segunda fase también destacan los hechos alrededor de una serie documental llamada Populismo en América Latina15 que en su quinto y último capítulo presentaría a «El furioso redentor» en el que buscaba asociar conceptos sobre populismo con el perfil del candidato presidencial Andrés Manuel López Obrador. Los anuncios de la serie habían sido introducidos en calles de la Ciudad de México con publicidad en camiones de transporte público, donde la figura de Amlo se insertaba junto a las de Lula Da Silva, Hugo Chávez y Juan Domingo Perón. 

			Ante algunas denuncias en redes sociales, el candidato López Obrador declaró el 25 de abril en un video transmitido desde You Tube,16 y también durante un mitin en Durango, que la guerra sucia de los empresarios incluía la serie que había costado 100 millones de pesos y que fue financiada por el expresidente Carlos Salinas de Gortari, el exdirector de Banamex, Roberto Hernández, y el presidente del Consejo de Kimberly-Clark de México, Claudio x. González Laporte. Este último, empresario permanentemente activo en la política mexicana durante varios sexenios, varias veces presidente del Consejo Coordinador Empresarial, protagonista de la participación de los empresarios en los procesos de negociación del tlc (sexenio salinista) y durante la campaña en contra de López Obrador durante el proceso electoral de 2006, también padre de Claudio x. González Guajardo (hijo), quien encabezó a la asociación Mexicanos Primero. 

			Algunos días después, el periodista Ciro Gómez Leyva presentó el tráiler del capítulo sobre México (Gómez, 2018); el periodista Pascal Beltrán del Río anunció el inicio de transmisiones de la serie por National Geographic en la que incluyó capítulos sobre el presidente de Rusia v, Putin y el presidente D. Trump;17 sin embargo, NatGeo lo desmintió. Mientras tanto, la coordinadora de campaña de López Obrador invitaba a esclarecer el origen del financiamiento del documental (sembrarlapaz, 2018), mismo que quedaría sin esclarecerse, así como el origen del pago por la publicidad que sí incluía la imagen del candidato. 

			Finalmente, y después del gran revuelo que causara la posibilidad de su transmisión en distintos medios y plataformas, el 25 de junio, a menos de una semana de que se celebraran las elecciones del 1 de julio, el servicio de streaming de Amazon, Prime Video estrenó la serie.

			La reconciliación

			La postura conciliadora vendría principalmente de los empresarios. Sin embargo, la operación de enlace y diálogo permanentes se había sostenido a lo largo de toda la campaña en manos de Alfonso Romo; como muestra, durante la fase más tensa del conflicto Romo afirmaba que el proyecto de López Obrador contaba con gran confianza desde la pequeña y mediana empresa, y a detalle explicó en términos ambiguos, pero sí por nombre, el conflicto que se había presentado con «un pequeño grupo de empresarios, no muchos, 10, 12, 15...». Romo afirmo haberse sentado con todos y cada uno de ellos y resumió los enfrentamientos como derivados de un problema de confianza y comunicación. «En el fondo no hay problema, hay bastante entendimiento y hay desacuerdos como en todos lados, pero los desacuerdos tenemos que manejarlos más en privado y menos públicos» (Torres, 2018).

			 	Es así que el último periodo marcadamente de reconciliación dejó atrás la andanada de desplegados y declaraciones en prensa y entrevistas, las caricaturas, acusaciones y en general de las estrategias que desde el empresariado habían buscado identificar a López Obrador como una opción peligrosa, improductiva, falsa y negativa. Las manifestaciones desde ambos lados se hicieron presentes cuando Alfonso Romo, el enlace con el empresariado, habló de las últimas reuniones que finalmente se habían concretado con el candidato y en las que quedaba claro que el ya claramente puntero en las encuestas consideraría y posicionaría al empresariado como «el motor de la economía».18

			 	Romo también mencionó que tanto Andrés Manuel López Obrador como los empresarios apostaban por el mismo modelo económico y status quo, por lo que no había ya preocupación en hacer cambios radicales, ni cambios de leyes ni de estructura. A la reunión asistieron Juan Pablo Castañón, presidente del Consejo Coordinador Empresarial (cce); Germán Larrea, presidente de Grupo México; Claudio X. González Guajardo, fundador de Mexicanos Primero –y a quien López Obrador acusó de estar detrás de la producción de un supuesto documental titulado Populismo en América Latina–; Carlos Slim Domit, Valentín Díez Morodo, del Consejo Empresarial Mexicano de Comercio Exterior, Inversión y Tecnología, y Emilio Azcárraga, presidente del Consejo de Administración de Grupo Televisa, entre otros.

			Durante este periodo, y pocos días después de haber bajado la intensidad en el clima de conflicto con los empresarios, el presidente del ine Lorenzo Córdova se manifestó sobre la importancia del respeto a la Ley General de Delitos Electorales en lo que se refería al ejercicio a la libertad de expresión (Reyes, 2018). Por su parte, las declaraciones del cce transitaron hacia un tono distinto; por ejemplo, en sus respuestas a la solicitud del presidente del ine en el sentido de evitar presiones para el voto de los empleados, el presidente del organismo afirmó que aunque coadyuvarían a la promoción del voto, los empresarios se apegarán a la legalidad y no apoyarían, «en conjunto», a ningún candidato presidencial (Gutiérrez, 2018).

			Ya para el tercer debate, al 12 de junio, las declaraciones del empresariado fueron en positivo y en palabras del presidente del cce, Juan Pablo Castañón, «Si no coincidimos en toda la agenda no pasa nada, lo que sí queremos es obtener el compromiso de donde sí coincidimos y de donde no coincidimos discutirlo, en caso de ser ganador, en el tiempo de la transición». 

			Dijo Castañón en referencia a López Obrador» (Nava, 2018). En adelante, su posición fue constante alrededor de la idea de que 



			A pesar de tener discrepancias con algunas propuestas de un candidato a la Presidencia de la República, los empresarios de México respetarán los resultados del próximo 1 de julio y trabajarán con quien resulte electo como mandatario de nuestro país (Castañón, 2018).

			El caso del naim

			Finalmente, y como se anticipaba al principio, el caso alrededor del proyecto del Nuevo Aeropuerto Internacional de México resultaría icónico en la relación entre el presidente electo y el sector empresarial en más de un sentido; primero, por la falta de seriedad en las posturas, ya que, tanto López Obrador transitó entre opciones en polos opuestos, desde la cancelación definitiva del proyecto, hasta la viabilidad plena; como el empresariado se ha sostenido en la postura de la continuidad sin pruebas claras que lo respalden,19 y segundo, porque si bien es cierto que el ejercicio de consulta planteado por el equipo de transición no tiene validez legal y no es jurídicamente vinculante, también lo es que la garantía de imparcialidad, objetividad y seguridad tan exigida por los empresarios, en realidad es una omisión compartida por el sector (CCE, 2018). 

			Al respecto, puede revisarse el análisis «El naicm. Un mal negocio para México»,20 en el que entre otras observaciones se señala un «esquema opaco de fideicomisos privados» por donde pasa toda la deuda contraída por el proyecto y donde no se puede distinguir el origen público o privado de los pagos. Asimismo, respecto de los beneficiarios reales, se señala que el 70% del total de contratos fueron adjudicaciones directas, sin licitación pública, y se muestra como son cinco empresarios los que concentran más de la mitad de los contratos. ica, de Bernardo Quintana, es la más beneficiada, con nueve contratos por más de 24.7 mil millones de pesos. Es importante destacar que el proyecto del Nuevo Aeropuerto salvó a esta empresa, que estaba en quiebra. A ica se suman Grupo Carso, de Carlos Slim; Grupo Hermes, de Carlos Hank Rhon; prodemex y Grupo Empresarial Ángeles, de Olegario Vázquez Raña, y Constructora y Edificadora gia+a, de Hipólito Gerard Rivero.

			Las posiciones encontradas entre el próximo equipo de gobierno y la élite del empresariado en torno a las opciones del naim son prueba de dos frentes que sustentan aún prácticas más parecidas a la cultura política del régimen autoritario y que tienen de frente retos que van aún más allá del ya de por si complejo proyecto aeroportuario. Por ejemplo, los de garantizar imparcialidad, objetividad y máxima transparencia.

			Consideraciones finales

			Respecto del objetivo de este trabajo, podemos concluir que durante el proceso electoral del 2018 en México, la postura de los principales grupos de poder económico y empresarios organizados en asociaciones cupulares nacionales fue, en primera instancia, la de reiterar y posicionar el mensaje sobre la inconveniencia de la candidatura de López Obrador, probadamente exitoso frente la opinión pública de la experiencia de 2006. 

			En contraparte, los empresarios se enfrentaron a las vicisitudes de una élite política dividida, sin acuerdos y sin un candidato que claramente representara competencia al candidato de izquierda. Asimismo, enfrentaban resultados del acumulado de una larga campaña del candidato López Obrador quien, después de su tercer intento, resultaría electo como presidente de la Republica y que había construido el mensaje central de su campaña y su propuesta, sobre el corolario de combatir y eliminar las prácticas de privilegios y corrupción de las cuales el gran empresariado nacional había sido señalado como beneficiario directo del régimen precedente, «la mafia en el poder».

			Al avanzar la campaña y la posición de López Obrador en las encuestas, además de sobrevenir múltiples tropiezos tan solo durante los intentos hacía el diálogo (presentación de propuestas, discusión sobre el naim); la postura de los empresarios transitó a la búsqueda por garantizar la continuidad del marco de interlocución privilegiada construido arduamente durante el largo periodo presidencialista y de partido único. El marco de respeto mínimo que exigían los empresarios por ser en sus palabras «los principales empleadores del país» no encontró eco en el discurso del candidato, pues, incluso, López Obrador diferenció entre los buenos empresarios y aquellos que mediante privilegios irregulares habían saqueado al país.

			En cuanto a las acciones específicas del empresariado, se observó continuidad desde estrategias que buscaban sortear las limitantes del marco legal, principalmente en las que dan impulso y financiamiento de proyectos de la sociedad civil y bajo el mismo argumento de la libertad de expresión. Sin embargo, la operación formal de dichos proyectos deja en evidencia a las nuevas generaciones del mismo sector de elite empresarial, como líderes de tales manifestaciones civiles. 

			Una nueva coyuntura crucial para el sector empresarial, por una parte, porque lo que alguna vez se vio como estrategias sofisticadas de intervención en el ámbito político, hoy se han vuelto obsoletas; y por la otra, porque el también viejo planteamiento sobre la posibilidad de injerencia directa del sector de intereses económicos en el gobierno, se reaviva desde la posición de jefe de gabinete del nuevo gobierno, con un empresario que habría sido parte del grupo cúpula del empresariado mexicano, específicamente, del mismo Consejo Mexicano de Hombres de Negocios, principal impulsor del cce y protagonista directo de las acciones durante la campaña. Alfonso Romo Garza, presidente de Pulsar Internacional. Miembro activo del cmhn. De acuerdo con la lista de miembros del cmhn, elaborada por la secretaría del mismo en 1995. (Briz, 2002) . Existe experiencia al respecto; sin embargo, surgen interrogantes.

			Por otra parte, la tendencia democrática en el proceso de transición política mexicana dio apertura a la participación de actores que no siempre habían sido reconocidos, así como para el reacomodo de las fuerzas políticas. Este fue el caso del actor empresarial, quien a lo largo de sus diferentes experiencias de interacción con el régimen se vio en la necesidad de sofisticar sus estrategias, por ejemplo, durante sus intervenciones en los procesos electorales; al mismo tiempo, el sector fue mostrando aspectos relevantes para su vida organizativa como el de su heterogeneidad y diversidad que durante coyunturas como la de este periodo, reflejó diferencias o falta de acuerdos legítimos en cuanto a las posturas o incluso preferencias políticas que podrían adoptarse.

			Una vez que se conocieron los resultados oficiales de la elección y pese a las muestras de empresarios en diferentes instancias sobre su apertura a la colaboración,21 es posible visualizar a la clase empresarial mexicana como uno de los grandes damnificados en el proceso político. En cuanto al proceso electoral se observan algunas grietas que tendrían que salvar estrategias veladas de promoción del voto, coacción desde la posición patronal e intervenciones de «actores sociales» que quedan fuera o que constantemente buscan el límite de la «institucionalidad» democrática electoral.

			La falta de certeza en cuanto al posible ganador significó para los empresarios equivocaciones en su apuesta y sus estrategias. Si bien fue constante la postura y el discurso de beneplácito ante la incertidumbre, apertura y respeto a la divergencia democrática, así como la supuesta búsqueda del respeto irrestricto de las instituciones; en los hechos, durante ambos procesos implementaron acciones que infringieron la ley. Las rebuscadas estrategias cobijadas bajo los argumentos de la participación ciudadana, la acción de organizaciones sociales y la libertad de expresión son un índice claro de los retos que quedan para la normatividad electoral.

			El balance del proceso también muestra al empresariado públicamente dividido en cuanto a qué hacer y a quién dar su apoyo político; desgastado frente a la opinión pública, alejado de las preocupaciones más importantes de la población mexicana y también, con una distancia en algún momento explícita, de las posturas del régimen en turno. Lo anterior implicaría una reflexión sobre su liderazgo y sobre estrategias para lidiar con las limitaciones y retos en sus opciones para el desempeño futuro. 

			En 2018, el triunfo con amplio margen de aceptación de la opción de izquierda deja importantes lecciones para el empresariado después del último proceso electoral durante el cual: (1) padecieron una clara indefinición o división sobre el candidato a quién apoyar de manera unificada; (2) optaron por una estrategia de enfrentamiento abierto con el bloque ganador desde la precampaña y durante la mayor parte de la campaña electoral; (3) su desempeño incluyó acciones precipitadas que no contemplaron un mejor pulso del sentir ciudadano, lo expuesto en la dinámica de las redes sociales fue un gran ejemplo de una brecha generacional que evidenciaba lo que la cúpula empresarial no logró visualizar. Pese a que, una vez más el cce se promovió como un líder ciudadano capaz de articular una agenda entre distintos sectores; (4) la realidad dejó ver el enorme distanciamiento entre su discurso en pro de la continuidad del régimen y la invitación al voto razonado e inteligente, frente al enojo y anhelo generalizados en la ciudadanía que esperaban un cambio. 

			El concepto del cambio fue la propuesta de López Obrador, quien logró posicionar al empresariado como el sujeto con nombres y apellidos, beneficiarios del sistema político y económico prevaleciente. En contraparte, si bien el empresariado organizado hace tiempo busca asesoría en materia político electoral y se allega información especializada; (5) fue clara la necesidad de una mayor profesionalización y eficiencia en las metodologías empleadas por los organismos para la lectura y proyección de preferencias políticas y opinión pública. 

			 	Las lecciones podrían dar pauta a una nueva agenda de incidencia política a los empresarios, una agenda que debería partir de un diagnóstico claro sobre el status que tienen los empresarios en el ánimo de la opinión pública, así como de las preocupaciones más sentidas de la población. Asimismo, una revisión del papel desempeñado por sus liderazgos y la genuina representatividad, todo ello les permitiría dirigir su agenda a un posicionamiento fundado en postulados más realistas y constructivos. 

			Los resultados y experiencias, producto de décadas durante las que buscaron y lograron posicionarse como un actor e interlocutor legitimo en el régimen mexicano, deberían ser aprovechados para impulsar desde «la oposición» (en cuanto a las posturas y visión del modelo económico), no solo la legalidad y la transparencia de nuevas iniciativas, sino también nuevos vínculos y estrategias de trabajo conjunto tanto con los partidos, como con actores e instituciones que han cuestionado sus métodos y sus posturas.

			La relevancia de la actuación política del empresariado durante los procesos electorales es hoy aún más marcada porque se inscribe en un proceso de transición en el que los alineamientos, instituciones y los mismos actores se encuentran en redefinición. La importancia de una autoridad electoral fuerte que pueda hacer frente a actores poderosos cómo al sector empresarial es clara. 
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El debate público en el proceso electoral por la Presidencia de la República en 2018

			María Eugenia Valdés Vega1

			Introducción 

			Los contendientes por el poder político en un régimen democrático deben tener las mismas o semejantes oportunidades para que sus mensajes, propuestas y propaganda, sean conocidos por los ciudadanos; es decir, debe aceptarse la pluralidad y diversidad en la sociedad con el fin de que se expresen opiniones divergentes acerca de todos los temas a debate en una campaña electoral. Lo anterior significa que los medios de comunicación deben ser compatibles con esta exigencia de la democracia, en especial los tradicionales, como la radio y televisión, debido a que aún son la principal vía para que los políticos aspirantes al poder entren en contacto con las grandes audiencias, a pesar del evidente e importante papel de las redes sociales en las sociedades modernas. Este fue el supuesto empírico inicial del trabajo.

			Se partió de la interrogante básica acerca de los motivos de la vigencia y relevancia de la radio y tv en la campaña presidencial de 2018, con el objetivo de conocer el impacto de las reformas electorales y de medios efectuadas durante 2013-2014 en la calidad del debate político. La hipótesis general planteó que las reformas en telecomunicaciones y radiodifusión, así como las que se refieren a la materia político-electoral, han sido la base jurídica para crear una continuidad en la comunicación política fragmentada y de escasa calidad del debate público en el proceso para elegir al presidente de la República para el periodo 2018-2024. 

			A pesar de que los temas de fondo del debate público no pudieron plantearse con profundidad y amplitud durante la campaña electoral –en gran medida, por la evidente pobreza de ideas y propuestas difundidas masivamente a través de los spots en radio y televisión con un formato donde imperó la cantidad sobre la calidad de los mensajes–, se observó una gran participación de los ciudadanos en el mundo digital paralelo de las redes sociales e internet, cuya calidad no se analiza en este trabajo debido a que no era uno de sus objetivos. Sin embargo, aquí se demuestra que un sector social (el más pobre y marginado que vive en las zonas remotas y aisladas del país) no tiene acceso a ese mundo y no contó con ninguna oportunidad de intervenir en la discusión pública de los graves problemas de México en la coyuntura que fueron apenas abordados por los candidatos: violencia e inseguridad, corrupción e impunidad, pobreza y desigualdad. Aunque se tratara en realidad de dos mundos paralelos divididos por la brecha digital, ambas formas de comunicación le dieron el tono a la campaña y los mensajes e imágenes que se produjeron en esos medios serán recordados en el futuro por el histórico resultado de la elección presidencial, donde por primera vez triunfó la izquierda en México.

			Consideraciones teóricas

			Uno de los problemas iniciales al estudiar la relación entre política y medios de comunicación es el papel de estos últimos en la percepción de la realidad que rodea la vida de los seres humanos. Tal como lo planteaba Ernest Nagel (1991), para mostrar las dificultades metodológicas en las ciencias sociales, el mero conocimiento de los fenómenos sociales puede modificar el comportamiento de las personas en forma masiva. Según su perspectiva, el efecto del conocimiento previo de cuestiones de interés en la conducta de las personas puede conducir a que se realicen predicciones suicidas cuando se difunde algo que es cierto, pero el efecto final es una falsedad, o bien que se produzcan lo que este autor llama profecías autorrealizadoras, aquellas que son falsas en el momento en el que se hacen, pero que resultan verdaderas debido a las acciones emprendidas como consecuencia de creer en ellas (Nagel, 1991, pp.423 y 426).2

			François Bourricaud (2001) se apoya en ejemplos similares para hablar de la eficacia de los mensajes en la comunicación política porque afirma que esta tiene como finalidad la modificación de las reacciones, expectativas o actitudes de los posibles receptores de tales mensajes; y a pesar de que la comunicación puede fracasar en su intento, para el autor es lo que le da sentido, pues la comunicación sería el producto exitoso de la interacción entre el emisor y el receptor de un mensaje, donde el primero logra su pretensión de modificar la conducta del segundo. Dicha pretensión marca una diferencia entre comunicar e informar a causa de que el simple enunciado de un hecho no implica que se modifique la relación entre emisor y receptor, pero no suministrar información sobre ese hecho, o suministrar una información falsa, es decir, retener una información o manipularla, sería lo contrario de la información –según Bourricaud hasta se le llama «desinformación»– y, sin embargo, es una forma de comunicación porque apunta a modificar la relación entre el emisor y el destinatario, y a establecer la influencia o acrecentar el poder del primero sobre el segundo.3 En política, se comunica con la intención de influir en la conducta de la gente.

			Y dado que los recursos más importantes para la eficacia del mensaje que emite el comunicador están en el público receptor, solo hay que movilizarlos. Esta movilización significa que en una coyuntura existen recursos que no han sido empleados o que están latentes. En el ámbito de la política –no exclusivamente, ya que puede darse en otros como el religioso, económico, etc.–, la comunicación intenta liberar fuerzas latentes y luego emplearlas en tareas nuevas, trata de activar las simpatías difusas y de escasa intensidad. En la primera etapa, la movilización puede solo ser de concientización y posteriormente pasar a otra etapa de acción. El vínculo comunicación-movilización permite advertir el carácter dinámico de la comunicación, pues modifica la vida del grupo de manera más o menos rápida, más o menos continua, más o menos pacífica. Aunque la comunicación política no es el único mecanismo de movilización de los recursos sociales (una catástrofe o un simple accidente pueden provocar esta movilización casi mecánicamente), produce cambios en la cohesión del grupo ya sea uniéndolo o dividiéndolo a causa de la naturaleza simbólica de la movilización. Se trata de recursos no únicamente materiales, sino simbólicos, que pueden resultar eficaces, esto es, que pueden producir efectos reales solamente porque pueden anticipar sus resultados. Este simbolismo es una especie de autoencendido, pues si aun de manera inadecuada alguien se representa algunas situaciones, ello le conduce a proceder como si esas situaciones, que solo son imaginadas, pudieran existir. Más radicalmente, la validez del mensaje solamente puede ser confirmada al final porque se recibe como si ya estuvieran presentes los resultados que anuncia (Bourricaud, 2001, p.268). 

			Lo anterior es relevante para el estudio de la influencia de los medios de comunicación en la política, debido a que considera que los receptores pueden cambiar y movilizarse como resultado final de esa interacción. Es en este sentido que importan mucho los medios masivos abiertos y gratuitos, como la radio y particularmente la televisión, debido a que, de acuerdo con Manuel Castells (2012), esta sigue siendo la principal fuente de información política y todavía establece la agenda de los temas concretos hacia donde pretende dirigir la discusión pública, lo que consigue de diversas formas: con la repetición continua de la información sobre los hechos, poniendo la información que se quiera resaltar en los titulares de las emisiones, «aumentando la duración de su cobertura, afirmando su importancia, seleccionando las palabras y las imágenes para representarla y anunciando las historias que tratarán en la emisión» (Castells, 2012, pp.214-216).

			El papel de los medios masivos de comunicación es, pues, de la mayor importancia para el debate público, entendido como una dimensión de la vida democrática que, junto a la participación de los ciudadanos en las elecciones y su consecuente representación política, son las dos dimensiones que sirven para ubicar el nivel de democratización de una determinada sociedad. Robert Dahl (1993) afirma que puede clasificarse el grado de democratización de los regímenes de acuerdo con la cantidad de personas que tiene derecho a participar tanto en las elecciones mediante su voto, como, con mayor o menor igualdad, en el control y discusión de la política del gobierno; para este autor, participar no significa solamente ejercer el derecho al voto, sino que también equivale a tener voz en el debate público (Dahl, 1993, p.17).

			Giovanni Sartori (1997) coincide con Dahl acerca de que las libertades de pensamiento y de expresión son condiciones necesarias para la formación de una opinión pública autónoma. La libertad de pensamiento se basa en el valor de búsqueda de la verdad y en el respeto por ella, en tanto que la libertad de expresión se concibe solamente en una «atmósfera de seguridad» y en la libertad de organización. Además, plantea un elemento fundamental que atiende directamente a las condiciones en que se crean y funcionan los medios: el policentrismo, que se refiere a la estructura de los medios de comunicación en múltiples centros (Sartori, 1997, p.65). Pero Sartori atribuye a los individuos que forman parte de la sociedad un papel más pasivo que activo en la constitución de la opinión pública, en especial en su relación con los medios, y reduce el elemento de la voluntad individual, del libre albedrío. En política esto es sumamente importante porque pareciera que al hablar de opinión pública se considerara que desaparece la facultad de las personas para obrar por reflexión y elección, y este es el significado de albedrío. 

			De ahí parte la preocupación de Daniel Yankelovich (1995) por distinguir los términos opinión masiva y criterio público. Conceptualiza la primera como aquella opinión pública de escasa calidad, es decir, caracterizada «por su incoherencia, volatilidad y carencia de responsabilidad», en tanto que define el criterio público como la opinión cuya calidad es buena, esto es, cuando se trata «de un punto de vista estable, coherente y responsable» (Yankelovich, 1995, p.48). La gente participa de la opinión masiva cuando no acepta las consecuencias de sus opiniones sobre determinados temas debido a una falta de conciencia. En ese caso, la información es pertinente para aumentar la calidad de la opinión pública, debido a que se advierte a las personas sobre las consecuencias de sus puntos de vista –consecuencias que hasta ese momento ignoran, lo que ya habla de una calidad pobre– y entonces comienzan a considerarlas. Sin embargo, la información debe ser de un tipo particular porque explica las consecuencias, la trascendencia de decisiones políticas específicas y no lo que los periodistas suelen calificar como estar bien informado, esto es, saber «los nombres y rostros de las noticias» (Yankelovich, 1995, p.33). Para lograr que la gente tenga opiniones sólidas, firmes y bien meditadas en muchos asuntos, se necesita que haya evaluado con suficiente tiempo y empeño las consecuencias de sus puntos de vista; esta opinión de buena calidad (o criterio público) puede no coincidir con la opinión de los expertos o la que sostienen las élites y es lo contrario a una opinión pública insegura, errática y precipitada que puede ser «manipulable por los demagogos y creadores de imágenes» (Yankelovich, 1995, p.29).

			La democracia requiere que los medios de comunicación masiva como la radio y la televisión coadyuven a la formación de una opinión de buena calidad para incorporar al debate público a la mayor parte de los diversos grupos sociales, precisando que aquí se utiliza ese término para intentar una descripción de aquella masa de gente que se organiza en público con el propósito de discutir un asunto que afecta a la sociedad y el cual tiene una naturaleza controversial; es decir, el debate público incluye a «personas que reconocen un problema, que producen ideas en conflicto sobre lo que hay que hacer, considerando tales alternativas, e intentando resolver el asunto a través de la creación de un consenso sobre una línea de acción» (Price, 1994, p.100). De este modo, el debate público tiene un profundo significado para el funcionamiento democrático de una sociedad, ya que en él participan no solamente los actores políticos (partidos, candidatos, gobernantes, representantes legislativos, etc.), sino los sectores de la sociedad interesados en el diario acontecer de la política.

			Una característica fundamental de los regímenes democráticos es la existencia de partidos políticos que compiten en las elecciones para obtener el poder. Los dirigentes partidarios y los candidatos que se presentan ante los ciudadanos con propuestas para resolver los problemas de la sociedad –sus ofertas políticas– convierten a los medios de comunicación masiva en sus principales instrumentos con el objeto de crear el clima de opinión propicio para sus fines. Y si bien en los últimos años es un fenómeno mundial el incremento del uso de las redes sociales por usuarios principalmente jóvenes, en México no se dispone de un marco normativo para difundir temas políticos por medios de las nuevas tecnologías de información y comunicación. El sistema electoral mexicano solamente regula los tiempos señalados para la propaganda en la radio y televisión en los procesos electorales y además no hay suficiente cobertura digital en el país, por lo que en este trabajo el análisis acerca de la calidad del debate público se centrará en los mensajes emitidos allí. 

			Las reformas

			Las elecciones presidenciales en julio de 2012 dieron como resultado el regreso del pri al Poder Ejecutivo federal en diciembre de ese año. Enrique Peña Nieto encabezó el nuevo gobierno priista en medio de protestas de sus contendientes opositores y de sectores sociales que cuestionaron la campaña que lo llevó al triunfo (Garduño, 2012). En particular, se criticaba la excesiva exposición mediática en la televisión cuando todavía era gobernador de Estado de México –entidad que circunda la capital del país y es una de las más importantes por el tamaño de su población y economía–, lejos del inicio del proceso de sucesión presidencial y por esa razón con ventaja sobre sus posibles contendientes políticos (Villamil, 2009). 

			De vuelta en el poder tras doce años de gobiernos presididos por el Partido Acción Nacional (pan), tanto el presidente Peña Nieto como su partido encontraron un país diferente con contrapesos que no había enfrentado el antiguo régimen en el cual era hegemónico el pri y por ello requerían de alianzas políticas que permitieran la gobernabilidad del país ante poderes de facto de diferentes sectores sociales: grupos de empresarios, sindicatos, medios de comunicación, el crimen organizado y las iglesias de todas las denominaciones, pero especial la Católica.

			Esa fue la razón por la que surgió el Pacto por México, formalmente suscrito por el presidente de la República, los dirigentes de los principales partidos políticos y el apoyo de los presidentes de las dos cámaras del Congreso, los coordinadores parlamentarios y 27 de los 32 gobernadores. Los 95 compromisos que firmaron el 2 de diciembre de 2012 abordaban cinco temas generales: sociedad de derechos y libertades; crecimiento económico, empleo y competitividad; seguridad y justicia; transparencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción, así como gobernabilidad democrática (Guerrero y Hernández, 2014).

			Las dos reformas constitucionales aprobadas en los dos primeros años del gobierno priista que afectaron el debate público en la sucesión presidencial de 2018 fueron la referida a la radiodifusión y telecomunicaciones –nueva en su totalidad– y la que abordó la materia político-electoral, la cual no modificó sustancialmente el tema de la comunicación y la propaganda ya reformado desde 2007.

			Reforma a radiodifusión y telecomunicaciones

			El acuerdo entre las principales fuerzas políticas en el país consiguió que se dieran reformas que, como en el caso del marco legal para el funcionamiento de los medios masivos de comunicación, ya eran impostergables. Enrique Peña Nieto prometió que se generaría más competencia en telefonía, servicio de datos, televisión y radio, con el objetivo de que los mexicanos accedieran a productos y servicios de mayor calidad y a mejores precios (Baranda y Arteta, 2014).

			Las reformas constitucionales respecto a la estructura de las industrias de radiodifusión y telecomunicaciones en 2013-2014 ocupan un lugar muy importante entre las que se aprobaron en esos dos primeros años del gobierno de Enrique Peña Nieto y han sido cruciales para el desarrollo del país, a pesar de que las leyes secundarias que norman su aplicación fueron materia de un ríspido debate legislativo.4 Según los detractores de la iniciativa presidencial sobre las leyes secundarias que se aprobó sin mayores cambios, su puesta en práctica sería motivo de conflicto, pues perjudicaban más los intereses empresariales en telecomunicaciones que los de radiodifusión, es decir, habría un enfrentamiento entre Carlos Slim y Emilio Azcárraga Jean, dueños de América Móvil y Televisa, respectivamente (Guerrero y Salazar, 2014). 

			Los hechos comprobaron que las nuevas leyes ampliaron la competencia económica en las telecomunicaciones, pero no afectaron en la misma medida al duopolio de las empresas televisoras, especialmente a Televisa. Los datos que ofrece la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) indican que, efectivamente, entre 2011 y 2016 aumentaron casi diez puntos porcentuales (9.6) las personas que usan celular para comunicarse por teléfono (lo que equivale a 17 millones de suscripciones adicionales) y, de manera espectacular (48.5 puntos porcentuales), quienes acceden a internet desde sus celulares, en tanto que casi no se incrementó el número de suscripciones de banda ancha fija y la telefonía fija incluso disminuyó (ocde, 2017, p.93) (tabla 1).

			Tabla 1

			Acceso a servicios de telecomunicaciones en México (2011-2016)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Servicios 

						
							
							2011

						
							
							2016

						
							
							Variación

						
					

					
							
							Suscripciones de telefonía móvil (celulares)

						
							
							81.8

						
							
							91.4

						
							
							9.6

						
					

					
							
							Suscripciones de telefonía fija (teléfono fijo)

						
							
							17.3

						
							
							16

						
							
							-1.3

						
					

					
							
							Suscripciones de banda ancha fija (internet en casa)

						
							
							10.6

						
							
							13.3

						
							
							2.7

						
					

					
							
							Suscripciones de banda ancha móvil (celulares con acceso a internet)

						
							
							12.4

						
							
							60.9

						
							
							48.5

						
					

				
			

			Fuente: ocde, Estudio de la ocde sobre telecomunicaciones y radiodifusión en México 2017, Éditions, ocde, París.




			Los cambios también son evidentes en los datos obtenidos en la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares (endutih, 2016). Con la aplicación de la nueva normatividad producida por la reforma en telecomunicaciones, la variación que se observa en los servicios de televisión de paga y de conexión a internet en los hogares aumentó considerablemente (15.4 y 16.3 puntos porcentuales, respectivamente), así como el número de usuarios de internet mayores de 6 años y los hogares con computadora, que variaron en el periodo 2013-2016 en 16 y 9.8 puntos porcentuales. De manera opuesta, la encuesta expresa que los usuarios de computadora aumentaron muy poco y que inclusive disminuyeron los hogares con televisión abierta (tabla 2).

			Tabla 2

			Cambios en la disponibilidad y uso de tecnologías 

			de la Información en los hogares (2013-2016)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Porcentajes 

						
							
							2013

						
							
							2016

						
							
							Variación

						
					

				
				
					
							
							Hogares con tv

						
							
							94.9

						
							
							93.1

						
							
							-1.8

						
					

					
							
							Hogares con tv de paga

						
							
							36.7

						
							
							52.1

						
							
							15.4

						
					

					
							
							Hogares con computadora

						
							
							35.8

						
							
							45.6

						
							
							9.8

						
					

					
							
							Hogares con conexión a internet

						
							
							30.7

						
							
							47.0

						
							
							16.3

						
					

					
							
							Usuarios de internet (6 años o más)

						
							
							43.5

						
							
							59.5

						
							
							16

						
					

					
							
							Usuarios de computadora

						
							
							46.7

						
							
							47.0

						
							
							0.3

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia, con datos de inegi, Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares 2016.




			En su análisis del desempeño del mercado de las telecomunicaciones antes y después de la reforma, la ocde señala que ese sector en México ha registrado cambios profundos con una evolución significativa en términos de la inversión, número de suscripciones, calidad del servicio, innovación en materia de nuevos servicios y composición de la industria. Sin embargo, el organismo internacional se refiere también a rezagos importantes que se relacionan principalmente con la cobertura y menciona específicamente que aun cuando aumentaron las suscripciones de banda ancha fija, en diciembre de 2016 México tenía la penetración más baja entre los países de la ocde (ocde, pp.92 y 94). 

			De esta manera, la reforma no estaría cumpliendo con su oferta de conectividad para abatir las desigualdades en el país, y muestra de ello es la gran diferencia entre los porcentajes de usuarios de internet en los ámbitos urbano y rural en todas las entidades federativas, cuyos promedios reportados en 2017 eran de 71.2% y 39.2%, respectivamente, una distancia de más de 30 puntos porcentuales entre ambos (endutih, 2017). Además, la brecha digital, como se conoce este tipo de desigualdad, establece una diferencia entre las entidades que componen la República Mexicana y separa Baja California, Sonora, la Ciudad de México, Quintana Roo, Baja California Sur y Nuevo León, donde es alto el porcentaje de usuarios de internet (más de 75%), de aquellas entidades caracterizadas por la pobreza y con numerosa población indígena como Chiapas, Oaxaca y Guerrero, en las cuales el porcentaje de usuarios de internet no llega al 50%.

			Gráfica 1

			Usuarios de internet por entidad federativa

			[image: ]

			Fuente: inegi, Encuesta Nacional de Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares (endutih, 2017). <http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/enchogares/regulares/dutih/2017/>.




			Si bien el desarrollo tecnológico y las reformas en telecomunicaciones han producido un cambio positivo, menos de la mitad de los hogares cuenta con servicio de internet y además el acceso a esta herramienta fundamental de comunicación es muy desigual en México. Según la ocde, hay un nivel máximo que supera el 70% de hogares con acceso a internet en ciertos estados de la República, pero en algunos otros este porcentaje cae por debajo del 30 por ciento. El organismo apunta a que estas diferencias 

 

			destacan la necesidad de contar con políticas que promuevan la competencia para ampliar en la mayor medida posible los servicios comerciales, y al mismo tiempo, de aprovechar programas como la Red Compartida, tanto para promover la competencia como para enfrentar los desafíos que representan las zonas más remotas y desatendidas (ocde, 2017, p. 98). 

			Gráfica 2 

			Porcentaje de hogares con acceso a Internet

			[image: ]

			Fuente: inegi, Encuesta Nacional de Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares (endutih, 2017. <http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/enchogares/regulares/dutih/2017/>.




			Así que en cuanto a las telecomunicaciones –que en México incluyen telefonía, internet y televisión de paga–, la crítica al cumplimiento de lo ofrecido por las reformas enfatiza los insuficientes esfuerzos para conectar a todos los mexicanos, pues las políticas en la materia se han enfocado en el intento de generar competencia sin cobertura. Según la Asociación Mexicana de Derecho a la Información (amedi, 2017), a pesar de ser un mandato constitucional contemplado en el artículo sexto y décimo cuarto de la reforma de 2013, no hay políticas públicas que fomenten el acceso universal a las tecnologías y servicios de telecomunicaciones con mejor calidad y velocidad. En el último tramo del gobierno de Enrique Peña Nieto, no se ha cumplido con el derecho a la conectividad para un importante segmento de los mexicanos y fue evidente la falta de infraestructura y de cobertura de servicios de telecomunicaciones después de los terremotos de 2017 en varios estados del país. 

			A pesar del avance en el acceso a las nuevas tecnologías de la información, en México, al igual que en otros países firmantes de compromisos en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, persiste la brecha digital que separa a quienes tienen acceso efectivo a las nuevas tecnologías digitales y de la información (en particular internet), y quienes carecen o tienen un acceso muy limitado a ellas. Esto es grave, pues la falta de acceso a internet incrementa la vulnerabilidad y profundiza la desigualdad, perpetuando la exclusión de muchos. Como en otros países de la región, en México se dio además un fenómeno muy negativo, ya que la transición de todos los servicios de radiodifusión al formato digital (la llamada migración digital) se ha realizado sin asegurar el acceso de la totalidad de la ciudadanía a esos servicios. En ese sentido, las comunidades pobres, aisladas y remotas pueden ser doblemente perjudicadas porque en realidad pierden el acceso a la totalidad de los servicios de comunicación y no solo a los digitales (cidh, 2017, p.419); es decir, ya no pueden utilizar sus viejos aparatos de televisión analógicos y tampoco tienen los digitales. Es por esas razones que, en cuanto a la radio y la televisión en las zonas más aisladas y pobres, el reclamo ha sido en torno a las desventajas de los medios comunitarios no solucionadas por la reforma. 

			En México, los medios comunitarios cumplen una función fundamental para que distintos sectores de la sociedad ejerciten los derechos a la libertad de expresión y al acceso a la información. La cidh y la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión plantearon en el informe de 2016 que los países pertenecientes a ese organismo internacional deben concretar las siguientes acciones: (1) reconocer legalmente a los medios comunitarios; (2) contemplar reservas de espectro equitativas para este tipo de medios; (3) otorgar condiciones adecuadas de acceso a las licencias que tomen en cuenta las circunstancias de los medios comunitarios, esto es, que debe haber procedimientos equitativos y sencillos para la obtención de licencias que no impliquen el cumplimiento de requisitos tecnológicos o de otra índole que supongan barreras desproporcionadas de acceso a ellas, y (4) en su funcionamiento no deben ser objeto de tratamientos diferenciados que no se encuentren adecuadamente justificados (cidh, 2017, p.289).

			Por otra parte, el estudio de la ocde indica que la televisión abierta (gratuita) continúa siendo el medio audiovisual con la mayor penetración en México, pues en 2016 alrededor de 93% de los hogares tenía un televisor, porcentaje parecido a los promedios de América Latina (94%) y Norteamérica (98%). Una de las razones por las cuales la ocde resaltó en 2012 la necesidad de incrementar las alternativas disponibles al duopolio comercial constituido por Televisa y tv Azteca (que tienen cobertura nacional) fue precisamente el alto alcance de la tv abierta en un país con bajos índices de penetración para otros servicios de comunicación. Y de las dos cadenas más de tv abierta con cobertura nacional que en el inicio de su mandato había prometido Enrique Peña Nieto para que compitieran con el duopolio ya existente, solamente se lanzó una hasta finales de 2016 (cidh, 2017, p.106).

			Pero la tv abierta dejó de ser el negocio más boyante para Televisa por el rápido crecimiento de la televisión restringida o de paga a raíz de las reformas. Antes de ellas, entre 2005 y 2011, la tv restringida no atraía fácilmente la atención de la audiencia porque su participación de tiempos de transmisión aumentó tan solo de 12% a 19 por ciento. Después de las reformas, entre 2012 y 2016, este porcentaje pasó de 24% a 41% y sus espectadores aumentaron notoriamente en los años 2015 y 2016. Es un hecho que la audiencia ha perdido interés en la tv abierta y eso se refleja en su participación de mercado, que cayó de más de 80% a menos de 60% (cidh, 2017, p.107).

			El estudio de la ocde no se refiere a los beneficios inmediatos que obtuvo Televisa de las reformas aprobadas entre 2013 y 2014. Entonces, las empresas de Emilio Azcárraga Jean y las de Carlos Slim fueron declaradas agentes económicos preponderantes en sus respectivos sectores, es decir, el Grupo Televisa en el sector de radiodifusión (que solo considera a la televisión abierta y la radio) y América Móvil en telecomunicaciones fijas y móviles. Empero, la empresa de Azcárraga fue eximida de ese trato en televisión de paga, a pesar de que tiene una alta participación de mercado (57.1%) con sus marcas Izzi, Sky, Cablevisión, Cablecom y Televisión Internacional, entre otras. Dado que una empresa es dominante o tiene poder sustancial en materia de competencia económica cuando puede fijar precios en un mercado específico, en este caso el de televisión de paga, los competidores de Televisa se encontraron con una desventaja evidente (Notimex, 2017).

			Una vez que se reconoció en febrero de 2017 su preponderancia en la tv de paga, Televisa se enfrentó a que debía cumplir con las medidas regulatorias que se le impusieran y que podrían ser relativamente leves como establecer topes en las tarifas de los servicios y regular los contenidos, o más duras, como obligarla a compartir su infraestructura con otros concesionarios para el acceso a su red pública de televisión de paga y registrar y hacer públicas sus tarifas, así como otras obligaciones específicas relacionadas con calidad de servicio y eliminar el beneficio de la regla de gratuidad de los contenidos de radiodifusión (must offer) a sus cableras y sky. La medida asimétrica más fuerte y necesaria para incentivar la competencia en el pujante sector de las telecomunicaciones sería abrir la entrada a nuevos competidores en la televisión de paga, la de mayor crecimiento y beneficios económicos. A pesar de que ha mostrado interés, Carlos Slim no ha podido entrar a ese negocio por limitaciones de su concesión, aunque su empresa Telmex cuenta con más de 12 millones de líneas fijas instaladas a lo largo del país y una infraestructura que usa cables de cobre o fibra óptica que bien podrían usarse para dar televisión de paga (Rodríguez, 2017).

			Jugar con ventaja benefició mucho a Televisa, pues retrasó la aplicación de medidas que hubieran obligado a esa empresa a competir más equitativamente, lo que tuvo efectos económicos en contra de los intereses de los usuarios. Si bien entre 2013 y 2017 hubo notable mejoría en los precios en telefonía porque se volvieron gratuitas las llamadas de larga distancia nacional, disminuyeron sustancialmente los precios de las llamadas internacionales y el servicio en telefonía móvil (más de 40% en ambos casos), e incluso la telefonía fija registró una leve mejoría de -4.9% en su precio, en internet y la televisión de paga no hubo disminución de precios. Al contrario, aun cuando fuera poco (1.1%), pero el costo de internet se incrementó y mucho más la televisión de paga, como era de esperarse porque Televisa tenía una ventaja sobre sus competidores; allí los precios crecieron 9.6% en el periodo (tabla 3). 

			Tabla 3

			Variación de los precios en telecomunicaciones entre 2013 y 2017

			
				
					
					
				
				
					
							
							Servicios

						
							
							Variación %

						
					

					
							
							Larga distancia nacional

						
							
							-100

						
					

					
							
							Larga distancia internacional

						
							
							-40.3

						
					

					
							
							Internet

						
							
							1.1

						
					

					
							
							Telefonía móvil

						
							
							-42.7

						
					

					
							
							Telefonía fija

						
							
							-4.9

						
					

					
							
							TV de paga

						
							
							9.6

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Federal de Telecomunicaciones, Las telecomunicaciones a más de tres años de la reforma constitucional en México. Evolución de los sectores regulados (2T 2013-1T 2017).

			Reformas político-electorales en materia de radio y televisión

			Al igual que en 2007, en 2014 se realizaron reformas político-electorales y específicamente en lo concerniente a la propaganda en medios masivos de comunicación, como la televisión y la radio para resolver los cuestionamientos de las fuerzas políticas derrotadas en la contienda por la presidencia de la República inmediatamente anterior. 

			En ese tema, el Pacto por México propuso una reforma electoral para reducir y transparentar el gasto de partidos, disminuir los topes a gastos de campaña, incorporar como causal de nulidad el rebase de los topes, el uso de recursos ilegales y la compra de cobertura informativa, revisar los tiempos oficiales de radio y televisión, prohibir la entrega de utilitarios, evitar el uso de esquemas financieros para inducir y coaccionar el voto, y crear una sola ley y una sola autoridad nacional para las elecciones federales, estatales y municipales (Núñez, Zermeño y Martínez, 2012).

			En un breve resumen, las reformas político-electorales más destacadas de 2014 fueron las siguientes: 

			
					Los partidos políticos se obligan a garantizar la paridad entre los géneros en candidaturas a legisladores federales y locales.

					Creación del Instituto Nacional Electoral (ine).

					Aumento del umbral al 3% para mantener el registro como partido político nacional o estatal.

					Reelección de legisladores. Los senadores podrían ser electos hasta por dos periodos consecutivos y los diputados al Congreso de la Unión hasta por cuatro periodos consecutivos.

					Acceso a prerrogativas para las campañas electorales de los candidatos independientes. 

					Rebase de tope de gastos de campaña como causal de nulidad de una elección, cuando sea determinante en el resultado de la contienda.

					Gobiernos de coalición: el presidente de la República electo en 2018 podrá gobernar en alianza con otras fuerzas políticas y el Senado participará en la ratificación de los integrantes del gabinete, a excepción de los titulares de Defensa y Marina.

					Establecimiento de nuevas fechas políticas: inicio del sexenio presidencial del 1 de diciembre de 2018 y conclusión el 30 de septiembre de 2024. En adelante, el presidente de la República iniciará su mandato el 1 de octubre de 2024.

					Autonomía a la Procuraduría General de la República (dof, 10 de febrero de 2014)5.

			

			Las reformas constitucionales en materia político-electoral de 2014 que inciden directamente en la relación entre el poder político y los medios de comunicación masiva son aquellas que regulan las precampañas donde se decide la postulación de candidatos en los procesos internos de los partidos políticos y, de manera especial, las campañas electorales y la propaganda política en radio y televisión. Así es que el análisis se centrará en las reformas y adiciones de los artículos constitucionales que abordan esos temas.

			Si bien hubo reformas o adiciones en los artículos 41 y 116 de la Constitución, para el tema de este trabajo el más importante es el primero de ellos, debido a que de él depende gran parte del funcionamiento democrático en los procesos electorales y la vida política del país. Y específicamente en lo concerniente al uso de los tiempos en radio y televisión para la propaganda política, los cambios más relevantes en la reforma de 2014 fueron los siguientes: 

			
					En el primer párrafo de su base iii, en el artículo 41 se introduce el derecho de los candidatos independientes a acceder a las prerrogativas para las campañas electorales, pero se entiende que no tendrán derecho –como sí lo tienen los partidos políticos nacionales– al uso de manera permanente de los medios de comunicación social. 

					Se sustituye al ife por el ine como autoridad única para la administración del tiempo que corresponda al Estado en radio y televisión (48 minutos diarios) y se precisan los tiempos para cada fase del proceso electoral: Primera, a partir del inicio de las precampañas y hasta el día de la jornada electoral esos 48 minutos se distribuyen en dos y hasta tres minutos por cada hora de transmisión en cada estación de radio y canal de televisión entre las 6 y las 24 horas. Segunda, durante sus precampañas los partidos políticos disponen en conjunto de un minuto por cada hora de transmisión. Tercera, en el periodo comprendido entre el fin de las precampañas y el inicio de las campañas, el 50% de los tiempos de radio y televisión son utilizados por las autoridades electorales para sus fines propios y el resto se destinan a la difusión de mensajes genéricos de los partidos políticos. Cuarta, durante las campañas electorales se destinará al menos el 85% del tiempo total para cubrir el derecho de los partidos políticos y los candidatos. Así que con esta reforma persiste el fenómeno de espotización (o emisión excesiva de mensajes muy breves) que ha sido duramente criticado, en lugar de asignar lapsos que permitan la emisión de mensajes más elaborados y con mayor contenido que propicien mayor calidad al debate político. 

					Una de las novedades en este rubro es que se toman en cuenta a las candidaturas independientes porque a pesar de que continúa el reparto de 70% del tiempo entre los partidos políticos de acuerdo con los resultados de la elección para diputados federales inmediata anterior, el 30% restante se divide en partes iguales y una de ellas puede ser asignada a los candidatos independientes en su conjunto; adicionalmente, a cada partido sin representación en el Congreso de la Unión se le asignará solamente la parte correspondiente al porcentaje igualitario.

					Permanece la disposición acerca de que fuera de los tiempos electorales se le asigna al Instituto el 12% de los 48 minutos de tiempo del Estado en radio y televisión; la mitad de ese total se distribuirá igualitariamente entre los partidos políticos nacionales, mientras que el resto lo usa para fines propios o de otras autoridades electorales tanto federales como de las entidades federativas. Pero desaparece la norma acerca de que cada partido utilizaría ese tiempo «en un programa mensual de cinco minutos y el restante en mensajes con duración de veinte segundos cada uno [entre las 6 y las 24 horas]».6

					Como sucedía ya con el ife, para fines electorales en las entidades federativas será el ine el que administre los tiempos que corresponden al Estado en radio y televisión en las estaciones y canales de cobertura en la entidad de que se trate.7

					Hubo un ligero cambio en la disposición sobre la propaganda política o electoral que difundan los partidos y candidatos, ya que solo deben abstenerse de expresiones que calumnien a las personas y ya no, como en la reforma anterior, que también debían «abstenerse de expresiones que denigren a las instituciones y a los propios partidos».8

					Se faculta al ine para investigar las infracciones a estas disposiciones e integrar expedientes que someterán al conocimiento y resolución del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf). En el procedimiento, el Instituto puede imponer, entre otras medidas cautelares, la orden de suspender o cancelar de manera inmediata las transmisiones en radio y televisión. Lo sobresaliente en esta reforma es que el ine solo se encarga de investigar y queda en manos del tepjf la facultad de sancionar.9

			

			Una de las razones para la reforma de 2014 era garantizar que no se volviera a generar un mercado negro de compra de entrevistas y de propaganda electoral camuflada en los llamados infomerciales y la propaganda integrada, como había sucedido en 2012. Al respecto, y después de un debate que trascendió a algunos sectores de la sociedad, se logró una modificación posterior a la reforma aprobada en 2013 en la cual se señala que las elecciones podrán anularse en el caso de que se compre o adquiera cobertura informativa o tiempos en radio y televisión (dof, 7 de julio de 2014). De este modo, aumentó la posibilidad de que la reforma pudiera cumplir con la expectativa de garantizar la supresión de propaganda simulada en radio y televisión. Pero la garantía plena no se dio todavía dado que no se corrigió un aspecto clave para la equidad en la competencia por el poder político en México: aunque debe suspenderse durante los procesos electorales, en el resto del tiempo hay un gasto descontrolado de propaganda por parte de los políticos en el ejercicio de sus funciones.10

			Por otra parte, desde 2007 se había quitado a los empresarios el negocio tan redituable en que se había convertido el acaparamiento casi exclusivo de la conexión entre los candidatos y los ciudadanos en las campañas electorales, así que no es mérito de la reforma de 2014. Es cierto que en esta última reforma hubo algunos avances en otros aspectos, pero es insuficiente, pues no logró revertir el deficiente modelo de comunicación política asentado en mensajes mínimos (la espotización) aprobado siete años antes.11 Aunque hay otros factores que intervienen en la calidad del debate público, la forma institucional que adquiere el andamiaje jurídico de derechos y obligaciones construido por las fuerzas políticas en México para exponer sus propuestas a los electores marca su poca disposición a un debate abierto que invite a participar en el juego democrático.

			La propaganda electoral en 2018

			Si bien los cambios tecnológicos impulsaron nuevas formas de comunicación política y de propaganda electoral en el proceso electoral de 2018 –logrados en gran medida por la reforma en la normatividad de las industrias de radiodifusión y telecomunicaciones de 2014– formalmente la campaña presidencial estuvo regida por las leyes producidas tras la reforma constitucional que se refiere a la materia político-electoral aprobada ese mismo año. De acuerdo con ese marco legal, el ine estableció las pautas para que los medios de comunicación transmitieran los spots –que denominó «promocionales de 30 segundos»– en cada fase del proceso electoral. En total, se transmitieron casi 60 millones de mensajes en 3111 emisoras de radio y televisión, de los cuales 41 millones fueron de partidos y candidatos, distribuidos según la votación que habían obtenido en las elecciones federales de 2015 (Núñez, Bruno, 2017) (tabla 4).

			Tabla 4

			Distribución de spots por partido según votación obtenida en 2015

			
				
					
					
				
				
					
							
							Partidos políticos

						
							
							Spots

						
					

					
							
							Partido Revolucionario Institucional

						
							
							9’388 998

						
					

					
							
							Partido Acción Nacional

						
							
							7’267 296

						
					

					
							
							Partido de la Revolución Democrática

						
							
							4’629 168

						
					

					
							
							Movimiento de Regeneración Nacional

						
							
							3’982 080

						
					

					
							
							Partido Verde Ecologista de México

						
							
							3’611 871

						
					

					
							
							Movimiento Ciudadano

						
							
							3’400 323

						
					

					
							
							Partido Nueva Alianza

						
							
							2’787 456

						
					

					
							
							Partido Encuentro Social

						
							
							2’678 571

						
					

					
							
							Partido del Trabajo

						
							
							2’566 575

						
					

					
							
							Candidatos independientes

						
							
							690 642

						
					

					
							
							Total partidos y C.I.

						
							
							41’002 980

						
					

					
							
							Autoridades electorales

						
							
							18’728 220

						
					

					
							
							Total

						
							
							59’731 200

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral.




			En un complicado esquema, los partidos y coaliciones tendrían que haber cumplido con las actividades definidas para cada periodo: contiendas internas en el periodo de precampañas entre el 14 de diciembre y el 11 de febrero, registro y revisión de candidaturas por el ine en el periodo de intercampañas entre el 12 de febrero y el 29 de marzo, las campañas propiamente dichas donde partidos y candidatos invitarían a votar por ellos entre en 30 de marzo y el 27 de junio, y el llamado periodo de reflexión hasta el día de la jornada electoral entre el 28 de junio y el 1 de julio.

			Tabla 5

			Aspectos considerados para la difusión de spots en las elecciones de 2018

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Periodo

						
							
							Fechas

						
							
							Actividades

						
							
							Número de spots

						
					

					
							
							Precampaña (60 días)

						
							
							14 de diciembre de 2017 a 11 de febrero de 2018

						
							
							Realización de contiendas internas en los partidos y coaliciones para nominar candidaturas

						
							
							17’919 360

						
					

					
							
							Intercampaña (46 días)

						
							
							12 de febrero a 29 de marzo de 2018

						
							
							Registro y revisión de candidaturas en el ine

						
							
							13’738 176

						
					

					
							
							Campaña (90 días)

						
							
							30 de marzo a 27 de junio 2018

						
							
							Invitación abierta al voto por partidos y candidatos

						
							
							26’879 040

						
					

					
							
							Reflexión y jornada electoral (4 días)

						
							
							28 de junio a 1 de julio de 2018

						
							
							Prohibición de propaganda y promoción de la participación electoral 

						
							
							1’194 624

						
					

				
			

			Fuente: Instituto Nacional Electoral.




			Pero durante las que se llamaron precampañas hubo una simulación, ya que del 14 de diciembre al 11 de febrero de 2018 los ciudadanos no vieron transcurrir la realización de contiendas internas porque Ricardo Anaya Cortés, José Antonio Meade Kuribreña y Andrés Manuel López Obrador fueron siempre candidatos únicos de las tres coaliciones que se formaron para competir en la elección por la Presidencia de la República. En este periodo, los conflictos e impugnaciones más importantes se relacionaron con el caso omiso que hicieron tanto el pri como Morena a las advertencias del ine de que no permitiría la difusión de spots de precandidatos únicos.

			En el caso del pri, envió spots al ine donde aparecían imágenes del mitin encabezado por Meade el 3 de diciembre cuando le entregaron su constancia como precandidato único a la Presidencia de la República en la sede nacional de ese partido. Aunque al final se aclaraba que el mensaje solo estaba dirigido a los integrantes de la Convención Nacional de Delegados del pri que elegiría al candidato presidencial en febrero, era clara la intención de promover su imagen entre toda la ciudadanía. Morena (y el pt), por su parte, lanzaron promocionales en los cuales no se nombraba a Andrés Manuel López Obrador, pero se le aludía nítidamente con el mensaje del spot donde se señalaba «Estaríamos mejor con ya sabes quién» (Gutiérrez, Guerrero, 2017). En ambos casos, los spots fueron avalados por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación no obstante que el ine había solicitado criterios claros, congruentes y consistentes, para permitir un arbitraje adecuado de la contienda (Gutiérrez, 2017). Más adelante, los spots fueron el centro de los reclamos de los candidatos independientes quienes se quejaron de inequidad frente a los candidatos propuestos por los partidos políticos (González, Gutiérrez, 2018).

			La primera experiencia de candidaturas independientes a la Presidencia de la República tuvo como fondo una notoria inequidad respecto al uso de los tiempos para propaganda política, pues el ine aprobó que los candidatos independientes presidenciales, a diputados federales y los que buscaran una senaduría, se repartieran durante los 90 días de campaña 221 promocionales en los canales de televisión abierta que son retransmitidos por concesionarios de televisión restringida satelital, es decir, los canales 2, 5, 7 y 13 de Televisa y tv Azteca, que son transmitidos en Sky, Dish y Start tv. En su momento, la consejera electoral Pamela San Martín advirtió que era inequitativa la regla de acceso a radio y televisión porque trataba «a todos los independientes en su conjunto como si fueran un partido, cuando no trabajan conjuntamente, no pueden gastar conjuntamente, no pueden promocionarse conjuntamente». Sin embargo, se impuso ese acuerdo de la autoridad electoral con el argumento de que la televisión restringida satelital no puede focalizar contenido (González, 2018). 

			Margarita Zavala y Armando Ríos Piter, aspirantes presidenciales independientes, quienes finalmente se retiraron de la contienda, impugnaron la decisión del ine de meter a todos los candidatos a cargos federales en una misma bolsa para spots y se quejaron de que ellos no tuvieron tiempos asignados en las precampañas y la intercampaña (González, Gutiérrez, 2018). Además de otros factores que los situaban en desventaja, los candidatos independientes en realidad tenían pocas oportunidades en la competencia electoral sin la propaganda masiva de los spots. 

			En suma, aun cuando hay anécdotas en torno al contenido y la forma en que asumieron estos mensajes en la competencia electoral de 2018 –el niño Yuawi de Movimiento Ciudadano, las frases en inglés y francés del panista Ricardo Anaya o el señalamiento que hizo el pri acerca del parecido de las propuestas de Amlo con las de Hugo Chávez– (Gutiérrez, 2018), es cierta la crítica acerca de que el sistema electoral mexicano no ha favorecido la deliberación, la evaluación de las gestiones de los candidatos y el contraste de propuestas, por lo que ha reducido la democracia a un ejercicio de mercadotecnia a través de los spots en radio y televisión, que fueron creativos en algunos casos, pero otros resultaron patéticos en las campañas presidenciales de 2018 (Álvarez, 2018).

			Algunas conclusiones

			Es muy interesante que si bien las nuevas tecnologías de la información irrumpieron con mucha fuerza en el debate público sobre las propuestas de los candidatos presidenciales y la imagen que proyectaban porque Facebook, Twitter, YouTube y WhatsApp se utilizaron como nunca antes en México –«benditas redes», las llamó Amlo el día en que ganó la elección–, los spots transmitidos oficialmente por la radio y la televisión continuaron como el insumo más abundante de información para la mayoría de los ciudadanos y eso repercutió en un nivel bajo de calidad en la discusión de los tres pares de graves y urgentes problemas que enfrentaba el país en 2018: violencia e inseguridad, corrupción e impunidad, pobreza y desigualdad.

			Hay varias consecuencias negativas en el fenómeno de proliferación excesiva de spots que vale la pena resaltar porque afectan la vida democrática en México. En primer lugar, se empobrece el debate público, debido a que la difusión de mensajes tan cortos elimina la posibilidad de exponer datos y argumentos más amplios y sólidos para la presentación de las propuestas de los candidatos y la discusión de sus diferencias. En segundo lugar, este fenómeno disminuye el interés de los ciudadanos por las contiendas electorales porque en el mejor de los casos se torna en una sucesión aburrida de mensajes sin mucho sentido para ellos. Por último, la espotización juega un papel antipedagógico al no elevar los conocimientos de la ciudadanía sobre los temas públicos, pero, asimismo, propicia que los políticos no elaboren sus ideas con la precisión requerida para que después rindan cuentas, precisas también, ante los electores.

			La suma de todos los aspectos negativos de la forma institucional en que se lleva a cabo la propaganda electoral en México puede influir en la formación de una opinión pública de escasa calidad, incoherente, volátil e irresponsable. Este tipo de opinión masiva se crea cuando la gente carece de información que explique la trascendencia de sus decisiones políticas y por ello no acepta las consecuencias de sus opiniones sobre determinados temas. Con el esquema mediático de la espotización, los ciudadanos no cuentan con la información y el tiempo suficientes para evaluar las consecuencias de sus puntos de vista y por ello es casi imposible que tengan opiniones sólidas, firmes y bien meditadas, acerca de los asuntos colectivos, esto es, un criterio público contrario a una opinión pública insegura, errática y precipitada que puede ser objeto de manipulación.

			La necesidad de cambios en la legislación es manifiesta en el tema de la comunicación política (no sólo electoral) por radio y televisión, pero también deben considerarse cambios en la política que debe implementarse en las industrias de radiodifusión y telecomunicaciones porque no puede aspirarse a elevar el nivel democrático del debate público y, en general, de la comunicación entre gobernantes y gobernados, con una estructura de medios que continúa siendo básicamente monopólica. A pesar de los avances en el acceso de muchas más personas a los nuevos medios de comunicación masiva desarrollados por la tecnología, hay rezagos al respecto y por ello una parte de la ciudadanía –la más pobre y aislada de México– se ve privada del conocimiento generado por la humanidad en esta etapa de la historia. De este modo, además de la asignatura pendiente respecto a la construcción de un debate de mayor calidad que enriquezca la democracia mexicana, hace falta incluir a todos los ciudadanos para que participen en la discusión de los problemas nacionales.
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					2	Nagel dio como ejemplo de predicción suicida el anuncio de una recesión comercial que era verdad cuando se hizo, pero después no se produjo (y por eso fue falsa al final), debido a que los empresarios redujeron los precios de productos estratégicos en el mercado y así lograron aumentar su demanda efectiva e inhibieron la recesión anunciada por esa advertencia. Para las profecías autorrealizadoras, el ejemplo que ofreció fue el de la quiebra de un banco producida porque los depositantes creyeron firmemente que iba a quebrar, lo que provocó un retiro masivo de ahorros; así, lo que era falso al inicio se transformó en verdad al final. 

				

				
					3	A medida que se desarrolla, la comunicación política puede adaptarse a las reacciones efectivas o anticipadas del público (o de los públicos), de tal modo que no se reduce a un adorno de la información, y Bourricaud ofrece la manera de distinguir a una de la otra: «Cuando le digo a mi vecino: ‘son las diez de la mañana’, enuncio un hecho que, en la mayor parte de los casos, no modifica su relación conmigo. Pero yo podría negarme a suministrarle esa información, o podría darle una información falsa, por ejemplo, para hacerlo llegar tarde a una cita importante». En estos últimos casos, la desinformación es comunicación (Bourricaud, 2001, p.267).

				

				
					4	Expedidas simultáneamente en el decreto promulgado el 14 de julio de 2014, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión consta de 315 artículos y la Ley del Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano tiene 31 artículos propios. 

				

				
					5	dof son las siglas del Diario Oficial de la Federación.

				

				
					6	Véase el artículo ٤١, base iii, apartado A, inciso g, en los decretos de reforma de 2007 y 2014.

				

				
					7	Conforme a lo siguiente: (1) para los casos de los procesos electorales locales con jornadas comiciales coincidentes con la federal, el tiempo asignado en cada entidad federativa estará comprendido dentro del total disponible; (2) para los demás procesos electorales, la asignación se hará en los términos de la ley conforme a los criterios de esta base constitucional, y (3) la distribución de los tiempos entre los partidos políticos, incluyendo a los de registro local, y los candidatos independientes, se realizará de acuerdo con los criterios señalados en el apartado A de la base iii y lo que determine la legislación aplicable (dof, 10 de febrero de 2014).

				

				
					8	En 2014 no se tocó al segundo párrafo de ese mismo apartado que desde 2007 ordena lo siguiente: «Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales federales y locales y hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial, deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda gubernamental, tanto de los poderes federales y estatales, como de los municipios, órganos de gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones y cualquier otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior serán las campañas de información de las autoridades electorales, las relativas a servicios educativos y de salud, o las necesarias para la protección civil en casos de emergencia» (dof, 13 de noviembre de 2007).

				

				
					9	El artículo 99 de la Constitución fue reformado para que el tepjf resolviera de forma definitiva e inatacable: (a) los conflictos o diferencias laborales entre el ine y sus servidores; (b) la determinación e imposición de sanciones por parte del ine a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, que infrinjan las disposiciones constitucionales y las leyes en la materia; (c) los asuntos que el ine le envíe acerca de violaciones «a las normas sobre propaganda política y electoral, así como por la realización de actos anticipados de precampaña o de campaña, e imponer las sanciones que correspondan», y )d) las demás «que señale la ley». (dof, 10 de febrero de 2014). 

				

				
					10	Al menos durante la primera mitad de su sexenio, Enrique Peña Nieto fue ejemplo del gasto excesivo y discrecional de dinero público en propaganda oficial. Sin cumplir con el compromiso que hizo como candidato de crear un órgano ciudadano para supervisar la contratación de publicidad oficial, durante ese lapso su administración usó discrecionalmente más de 13 mil millones de pesos en propaganda y comunicación social. En 2013, único año del que se tienen datos precisos sobre el gasto ejercido en este rubro, el gobierno encabezado por Peña Nieto gastó un promedio de 19 millones de pesos diarios. Según especialistas en comunicación y derecho a la información, ese gasto fue utilizado por el gobierno como «una herramienta para influir en líneas editoriales y construir una imagen positiva de un Presidente al que, desde su campaña, se le acusaba de ser el candidato de las televisoras». (Aguilar, 2015).

				

				
					11	De acuerdo con la Real Academia Española, spot es un término inglés que puede traducirse como anuncio (el soporte en que se transmite un mensaje publicitario), pero también es la versión corta de spotlight y nombra al foco de luz potente y directa que se utiliza en fotografía, cine, teatro, etc., para iluminar una zona pequeña. En la política se refiere a un mensaje de muy corta duración emitido en radio y televisión para hacer propaganda.

				

			

		
		
			 


Violencia política y el debilitamiento del federalismo mexicano en el proceso electoral 2017-2018

			Gerardo Hernández1

			Introducción

			El proceso electoral 2017-2018 en México se ha catalogado como la elección más grande de la que se tenga registro en el país debido a que se eligieron 3400 cargos a escala local y federal. Sin embargo, el proceso electoral no solo estuvo marcado –al menos en las tres recientes elecciones presidenciales– por la polarización entre partidos políticos, coaliciones y grupos políticos, sino también por el contexto de las políticas de seguridad contra las organizaciones criminales. Este panorama ha generado que en el proceso electoral se haya incrementado la violencia política reflejándose –hasta el 10 de junio de 2018– en el asesinato de 112 políticos, entre los que se encuentran precandidatos, exalcaldes, regidores militantes, dirigentes, ex regidores, diputados, síndicos y exsíndicos asesinados (efe, 2018).

			El incremento de la violencia política se ha sumado como una variable más al estudio del proceso electoral en México; asimismo, el hecho de que no sean eventos focalizados en el territorio nacional conlleva a cuestionar por qué se ha dado este tipo de violencia en el cual se ve una marca del poder de fuego y de infiltración del crimen organizado en las instituciones del Estado mexicano. En la hipótesis que se maneja en el presente capítulo se plantea que el incremento de la violencia política es reflejo de la fragmentación del poder político en el cual el federalismo mexicano ha sido evidenciado como una red de intereses y complicidades más que de trabajo de cooperación entre poderes. En este contexto, los gobernadores han tenido un rol fundamental en la pérdida territorial e institucional del Estado ante el avance de los grupos criminales, los cuales no perciben un contrapeso que detenga o disminuya su poder de fuego.

			Lo anterior también conlleva a que en el proceso electoral 2017-2018 las propuestas de los principales candidatos a la Presidencia de la República generen dudas acerca de cómo abordar el tema de la inseguridad y sobre todo el cómo articular y cohesionar al federalismo que parece estar fragmentado. El capítulo se divide en tres secciones. En la primera se explica cómo los gobiernos estatales adquirieron mayor poder e independencia en la medida en que la transición a la democracia se daba en México. Lo anterior fracturó el federalismo que se conocía, es decir, un poder central que disciplinaba, premiaba y castigaba a los gobiernos subnacionales. En el segundo apartado se expone la manera en que el federalismo en México presenta ambivalencias; por un lado, las políticas en las que hay cooperación y, por otro, las políticas en las que pareciera no haber incentivos para que haya trabajo interinstitucional, lo cual ayuda a explicar la violencia político-electoral que se vivió en el proceso electoral 2017-2018. En este apartado se toma como referente las administraciones federales 2006-2012 y 2012-2018, así como las principales propuestas de los candidatos presidenciales en el proceso electoral 2017-2018. El último apartado se presenta las conclusiones.

			El federalismo en México y las causas de la violencia política 

			El nacimiento del federalismo en México tiene como antecedentes la guerra de reforma donde la lucha entre conservadores y liberales buscaba establecer el modelo de organización política para el convulso Estado mexicano. Con la victoria de los liberales se consideró el federalismo como la única solución para preservar la unidad nacional y sobre todo para detener el ánimo separatista de varias provincias del territorio (Aguilar, 1996).2 Esta salida tomó fuerza y se consolidó con la victoria de los liberales. Aunque es necesario precisar que ante este panorama –en el que se estaba conformando una autoridad central, se carecían de instituciones y de control territorial– el federalismo fue más retórica que una realidad:

			El principio, decía, de organizar en diversas secciones del territorio, autoridades suficientemente facultadas para atender sus necesidades locales, en un principio tan fuerte y universalmente adoptado como lo fue el de la independencia nacional, y desde Chiapas hasta las Californias la República no tiene más que una voluntad sobre esto. Inútil sería ir a predicarles las ventajas del centralismo; ellos saben muy bien que en ese centro que no los conoce, que no se les parece, que está a gran distancia de ellos que no se interesa naturalmente en su suerte, más que de una manera secundaria y con el que muchos tienen una comunicación en extremo tardía, no hay ni el poder de conocer sus diversas necesidades, ni la capacidad de abrazarlas en su conjunto ni, en fin, el interés de dictar las medidas convenientes con la oportunidad debida. Ellos conocen que sus necesidades son diversas y urgentes y su derecho es, pues, el que se den a cada uno de los medios que reclama, con la brevedad y el conocimiento que es preciso, cosa que pueden hacer las autoridades locales (Gaxiola, citado en Gutiérrez, 1982).

			De esta manera, el propósito inicial de la retórica del federalismo no solo fue la construcción del Estado nacional, sino la configuración del sistema político una vez terminado el conflicto revolucionario. Estas urgencias aunadas a la necesidad de modernizar la vida social y económica del país acentuaron el predominio del gobierno federal, en particular, el de la institución presidencial. Así, la centralización administrativa, política y económica, fue una tendencia dominante del pacto federal en México (Aguilar, 1996). Por tal motivo, no fue sorpresivo que el presidente y sus decisiones de política pública se ubicaran por encima de la soberanía de los estados y de los gobiernos locales. 

			No resulta sorpresivo que desde 1929 a 1989 todos los gobiernos estatales (el Senado hasta el año 2000 y la Cámara de Diputados hasta 1997), estuvieron bajo el control del Partido Revolucionario Institucional (pri) o de sus antecesores: el Partido Nacional Revolucionario (pnr) y el Partido de la Revolución Mexicana (prm) (Reynoso, 2002). No obstante, la pérdida de influencia en las cámaras legislativas también se debió a la pluralidad actores políticos, como los partidos políticos, los cuales buscaban mayor participación en el régimen político. La apertura, por medio de reformas políticas y electorales –1989-1990; 1993, 1994 y 1996– tuvieron un lugar preponderante en la agenda pública desde la administración de Salinas de Gortari y Ernesto Zedillo las continuó.3 Estos cambios en las reglas, como se señaló, impactaron en la configuración no sólo de las cámaras legislativas, sino en el federalismo en México. Esto debido a que también se dio la alternancia política en la Presidencia de la República con la llegada de un partido opositor al pri, el Partido Acción Nacional (pan).

			Lo anterior no significó que la lucha por la democracia fuera el único tema en la agenda nacional, pero fue el que tuvo el mayor protagonismo. La consecuencia de esto fue el bajo perfil que se le dio al tema de la inseguridad en el país; esto no implicó que la seguridad, crimen organizado y el tráfico de drogas no estuviera presente en el territorio nacional. De acuerdo con Valdés (2013), la realidad del Estado mexicano después del inicio de la Revolución en 1910 condicionó la respuesta de México en el tema. El gobierno mexicano no contaba con la capacidad real para respaldar las leyes de prohibición, así como los compromisos del régimen internacional en materia de narcóticos. No había un aparato administrativo ni un andamiaje institucional capaz de controlar el territorio nacional o el movimiento a través de sus fronteras y no existía tampoco la capacidad para reclamar de manera efectiva el monopolio legítimo de la violencia (Serrano, citado en Valdés, 2013).

			Los gobiernos revolucionarios que fueron los encargados de fortalecer y consolidar al Estado mexicano enfocaron sus intereses en mantener el control político a través del fomento a la educación, el reparto agrario, la estabilidad y la paz política (Serrano, citado en Valdés, 2013). Al no ser un tema prioritario para el gobierno central, el asunto del tráfico de narcóticos quedó como un asunto de gobiernos locales (Astorga, 2015). Estos fueron fortaleciéndose –económica y políticamente– debido a la estrecha relación que establecieron con los criminales. Los políticos locales, principalmente los gobernadores, necesitaban dinero para fortalecer su dominio y garantizar la estabilidad política, mientras que los criminales requerían protección e impunidad para operar sin problemas y crecer sin obstáculos (Grillo, citado en Valdés, 2013). Esto se llevó a cabo sin representar un problema para el gobierno central. 

			Este panorama evidenció que mientras el país transitaba hacia la democracia, el mercado ilegal de las drogas incrementaba su presencia económica y territorial. En otras palabras, el poder de infiltrar y corromper a las instituciones por los grupos criminales se manifestó durante los distintos gobiernos y por su parte los intereses de los partidos políticos estaban en ganar mejores posiciones de poder. La consecuencia en materia de seguridad fue la falta de creación de eficientes instituciones de seguridad (Astorga, 2009). 

			El escenario tomó relevancia con la llegada de la democracia, lo cual significó tener gobiernos centrales con mayor índice de rendición de cuentas, más vigilados, cuestionados, con congresos divididos, algo que sin duda reconfiguró la institución presidencial. A escala subnacional, el escenario fue distinto porque si bien el proceso de democratización inició en las regiones –en 1989 el pan ganó la gubernatura en Baja California– la dinámica y los equilibrios políticos se modificaron muy poco. Por ejemplo, cuando el pri retorna al poder presidencial en 2012 controlaba 19 de 32 entidades federativas. Pero también hay casos como el de Baja California en los cuales, una vez que se dio la alternancia, el equilibrio político se ha mantenido bajo dominio del pan; también está el caso como el de Quintana Roo, donde la alternancia se dio del pri al pan pero liderados por grupos de priistas que cambiaron de partido. Ante esta serie de peculiaridades, cabe cuestionar: ¿por qué los equilibrios políticos a nivel subnacional se han mantenido durante tanto tiempo y después de la alternancia a nivel central y, sobre todo, podría esto ayudar a entender la violencia político-electoral de 2018? 

			Una de las posibles respuestas se encuentra, y de acuerdo con Gibson (2007), en la forma en que los gobiernos estatales conducen su política territorial. Lo anterior no se refiere al territorio en sí, sino a cómo la política se organiza y se ajusta a través del territorio. Desde esta perspectiva, los grupos locales de los gobiernos subnacionales plantean la política territorial con la finalidad de aislar a sus provincias y resistir las presiones democratizadoras provenientes del centro; por ello es que los enclaves autoritarios emergen en países que están democratizando sus instituciones (pp.165-169). Cabe señalar que en el caso de México, el federalismo construido hasta antes de la llegada de la democracia estuvo muy alejado del concepto de federalismo que por ejemplo plantea Dahl, es decir: 



			Sistema en el cual algunos asuntos están exclusivamente dentro de la competencia de ciertas unidades –cantones, estados y provincias– que no se encuentran constitucionalmente al alcance de la autoridad del gobierno nacional, y donde otros asuntos están constitucionalmente fuera del alcance de la autoridad de las unidades pequeñas (1986, pp.114-126). 




			En el caso de México, fue marcadamente un sistema vertical y de control en el que por mucho tiempo los gobiernos subnacionales estuvieron destinados a acatar las disposiciones del centro. Aunque esto contrajo ventajas como el de los subsidios federales (participaciones y aportaciones federales) que ha tenido como consecuencia una dependencia financiera excesiva que ha representado una limitación para la autonomía de los gobiernos subnacionales al impedir la responsabilidad fiscal (Ibarra, Sandoval y Sotres, 2001). Esta dependencia a la que se alude no ha sido alterada ya dentro de un contexto democrático en el país, incluso ha representado mayores ventajas para los gobiernos subnacionales, debido a que ya no se tiene una institución presidencial fuerte como en el pasado. En el caso de la administración federal 2012-2018, estas aportaciones y participaciones federales han crecido considerablemente sin que esto implique responsabilidades o consecuencias más allá de lo que la retórica puede marcar (gráfica 1).

			Gráfica 1. Participaciones y Aportaciones Federales a los Estados 2012-2016 (Miles de millones de pesos).

			[image: ]

			Fuente: Elaborado con datos de Estadísticas de finanzas públicas estatales y municipales, Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi, 2018).




			Los efectos indeseados de este tipo de equilibrios se pueden establecer en dos frentes: el primero, los gobernadores, quienes controlan la economía local, haciendo que los actores sociales sean menos autónomos y políticamente menos exigentes; es decir, los ciudadanos tienden a subordinarse, los activistas y políticos se suman al partido gobernante y la oposición tiene dificultades para encontrar seguidores; en el segundo, este tipo de prácticas no democráticas conlleva la probabilidad de que un mismo partido político gobierne por periodos muy extensos y tenga amplias mayorías electorales y un abrumador control del Poder Ejecutivo sobre el Legislativo (Gervasoni, 2011). 

			Lo anterior no solo ha generado discrecionalidad en la toma de decisiones, sino también espacios para la impunidad, panorama que se ha remarcado con la llegada de la democracia, debido a que los gobiernos estatales consolidaron sus enclaves autoritarios no importando que pertenecieran al mismo partido en el poder central, además de no tener incentivos políticos para responder a un presidente que también tenía que rendir cuentas al estar en un régimen democrático. En otras palabras, la forma en que se ha conducido el federalismo mexicano en democracia ha generado una fragmentación del poder político en lugar de incrementar la corresponsabilidad entre poderes. Aunque este panorama no es desconocido en el país, basta con revisar lo mencionado para identificar la dinámica con la que se condujo el federalismo en sus inicios y en los periodos de 1823-1847 y 1867-1911. 

			Esta complejidad, ya advertida por algunos autores antes de la transición, como Alvarado (1996), Arroyo y Sánchez (1996), Aguilar (1996) y Reynoso (2002), establecieron las bases para señalar que ya en democracia fue evidente el vacío institucional para responder a varios contextos –como el de la inseguridad en el país–; por tanto, hubo que crearlas o reformarlas, y como todo proceso de política pública se presentaron agentes –como los gobernadores– a los cuales no les resultó apostar su capital político en desgastar sus enclaves de poder. Este vacío institucional, la falta de control territorial y la fragmentación del poder político han sido rentabilizados por grupos del crimen organizado, los cuales operan como un Estado paralelo, es decir, monopolizando la violencia, brindando protección y obteniendo legitimación de sectores de la población (Tilly, 1985). Es decir, tanto los grupos criminales y el Estado tienen una relación estrecha: los dos buscan quitarles recursos a la sociedad (Olson, 2000). Lo anterior generalmente se lleva a cabo con la complicidad de las autoridades locales. 

			Aun así, en el periodo 2012-2018, y debido a la presión pública más que a querer establecer un verdadero estado de derecho, fueron procesados al menos once exgobernadores –César Duarte (Chihuahua), Jesús Reyna (Michoacán), Guillermo Padrés (Sonora), Andrés Granier Melo (Tabasco), Javier Duarte de Ochoa (Veracruz), Eugenio Hernández Flores (Tamaulipas), Tomás Yarrington (Tamaulipas), Roberto Borge Angulo (Quintana Roo), Luis Armando Reynoso Femat (Aguascalientes), Flavino Ríos (Veracruz), y Rodrigo Medina (Nuevo León)– por los delitos de corrupción, lavado de dinero, fraude, asociación delictuosa, delincuencia organizada, defraudación fiscal, delitos contra la salud y peculado agravado, entre otros (García, 2018). Aunque es importante señalar que Alvarado (1996), Arroyo y Sánchez (1996), Aguilar (1996), y Reynoso (2002), indicaron de los pendientes del federalismo en México, sobre todo porque para vivir en democracia se requiere de crear instituciones y velar por su adecuado funcionamiento, panorama en el que los gobernadores deberían asumir una labor determinante para hacer cumplir los preceptos federalistas –es decir, el trabajo de coordinación, colaboración y cooperación multilateral–. Algo que no necesariamente se ha llevado a cabo por lo mencionado, es decir, por lo costoso que resulta implementar ciertas políticas públicas como las de seguridad. 

			La violencia político-electoral y los saldos del débil federalismo en México

			Los costos que se señalan en el apartado anterior hasta antes del proceso electoral que se analiza en este capítulo, no habían representado un foco rojo en el país. No obstante, el hecho de que en el proceso electoral 2017-2018 la violencia política haya registrado más de 112 asesinatos de personas relacionadas con un cargo de elección popular ha generado preocupación y búsqueda de explicaciones. Una de ellas podría ser el tamaño de la elección, 3400 puestos de elección popular, indica mayor probabilidad de políticos asesinados. Aunque es importante esclarecer el concepto de violencia política, el cual se entiende como “…cualquier acto o amenaza, fortuita o deliberada, para intimidar, hacer daño físico, chantajear, o abusar de un actor político con el propósito de determinar, retrasar o influir un proceso electoral” (Fischer, 2001, p.3). Este tipo de violencia se da contra el régimen, sus actores entre los que se incluyen a los grupos políticos competidores como a titulares o sus políticas y donde necesariamente debe estar presente la intención de dañar, agredir o destruir la vida de otra persona (Graham y Gurr,1969), (Lawrence, 1970) y Herranz (1991). En este mismo sentido, la intensidad de la violencia política depende de los instrumentos que se utilicen y sin dejar de lado que ésta entra en juego allí donde se está perdiendo autoridad y el poder es más débil (Arendt, 1983).

			De lo anterior es que resulta fundamental retomar el contexto sociopolítico en el que el país ha estado inmerso en las dos recientes administraciones federales, es decir, las políticas de seguridad contra el crimen organizado, las cuales en 2017 dejaron 25 340 homicidios, la cifra más alta registrada en los recientes 12 años (sesnsp, 2018). De esta manera, la violencia político-electoral tampoco es un fenómeno focalizado en el territorio nacional, debido a que esta se ha suscitado en Guerrero, Oaxaca, Tamaulipas, Veracruz, Chihuahua, el Estado de México y se ha extendido en todo el país (en 19 entidades asesinaron al menos a una persona relacionada con las campañas y se registraron agresiones en al menos 167 municipios de 29 entidades) (El Economista, 2018). Lo anterior ha marcado como algo atípico al proceso electoral 2017-2018. 

			Gráfica 2: Candidatos asesinados en los procesos electorales 2008-2018. 
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			Fuente: Elaborada con datos de Integralia (2018).




			Sin embargo, a las cifras de la violencia político-electoral se le suma el nivel cualitativo de violencia que ejercen los grupos criminales y los mensajes que buscan enviar al Estado, los cuales podrían explicarse en dos vertientes: (1) la dinámica de poder del crimen organizado en la violencia política-electoral, y (2) la falta de respuestas excepcionales por el Estado ante la inseguridad.

			La dinámica de poder del crimen organizado en la violencia política-electoral

			Los asesinatos de los candidatos, excandidatos, exalcaldes y una gran variedad de agentes políticos tienen como común denominador el modus operandi del crimen organizado. Pero lo que se debe resaltar de todo este escenario, y para entender la violencia política electoral, es que la confrontación del Estado a las organizaciones criminales durante el sexenio del expresidente Felipe Calderón fragmentó el mercado ilegal de las drogas y muchos de los equilibrios delincuencias –entre los que se encuentran los del poder político y criminales– también colapsaron. Lo anterior se puede corroborar con la tendencia del número de homicidios dolosos entre la transición de las administraciones 2006-2012 y 2012-2018, la cual fue a la baja.

			Gráfica 3: Homicidios en México, 2012-2017 (por cada 100 mil habitantes). 
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			Fuente: Elaboración propia, con datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (sesnsp) 2018.




			No obstante, a pesar de que en 2014 las cifras llegaron a su nivel más bajo, estas volvieron a incrementar hasta el punto en que en 2017 se registró como el año más violento en México. De ahí la interrogante de: ¿a qué obedece este incremento de la violencia? Y sobre todo, ¿qué relación tiene relación con la violencia política-electoral? La respuesta a ambas interrogantes podría estar en la política de seguridad implementada por la administración federal 2012-2018, la cual en los primeros años de gobierno bajó considerablemente el perfil a la estrategia de seguridad para apostar por la aprobación de las reformas estructurales: Reforma Energética, Reforma en materia de Telecomunicaciones, Reforma en Competencia Económica, Reforma Financiera, Reforma Hacendaria, Reforma Laboral, Reforma Educativa, Reforma Político-Electoral y la Reforma en materia de Transparencia. 

			Llevar a cabo reformas constitucionales involucra negociación con una gran parte de actores políticos en las cámaras legislativas, sobre todo con aquellos a quienes los legisladores deben sus carreras políticas, es decir, los gobernadores. De esta manera, la relación entre Ejecutivo federal y estatales para lograr la aprobación de los citados cambios institucionales se condujo bajo la dinámica en la que el ejecutivo federal cedió poder político y económico —véase gráfica 1— ante los gobernadores a cambio del apoyo en las reformas estructurales. La consecuencia de este equilibrio conllevó a que el tema de la inseguridad no fuera prioridad y sobre todo no hubiera contrapeso para exigir a los gobernadores atender el problema de la violencia.

			En el proceso electoral 2017-2018 se eligieron gobernadores en nueve entidades federativas, pero en ocho de ellas –Tabasco, Ciudad de México, Guanajuato, Puebla, Jalisco, Veracruz, Morelos y Chiapas– los saldos en inseguridad no han sido positivos. Los delitos que suman los citados estados son: homicidio doloso, secuestro, robo de hidrocarburo, feminicidio, lesiones dolosas, narcomenudeo, robo de vehículo, robo a negocio, asalto a transeúnte en vía pública y trata de personas (Espino, 2018). A este contexto se le sumó la violencia político-electoral, la que afectó en gran medida a los municipios.

			En el periodo 2004-2018 han sido asesinados 178 alcaldes en funciones, exalcaldes, alcaldes electos y candidatos a alcaldes. La razón de esto, de acuerdo con Pérez y De Paz (citados en Martínez, ٢٠١٨), se debe a que los municipios son la primera línea de contención al crimen organizado. En 2017, la Asociación Nacional de Alcaldes (anac) señaló que en los estados de Durango, Michoacán, Oaxaca, Veracruz, Estado de México, Guerrero, Puebla y Tamaulipas, es riesgoso ser alcalde (Rosagel, 2017). Asimismo, la violencia política ha ido acompañada de las variables como la marginación, sin que sea una condición determinante. Por ejemplo, de los estados mencionados, cuatro tienen los municipios con mayor índice de marginación: Durango (Mezquital), Oaxaca (San José Tenango), Veracruz (Tehuipango y Mixtla de Altamirano), y Guerrero (Cochoapa el Grande y José Joaquín Herrera) (conapo, 2016). Asimismo, durante el proceso electoral 2017-2018 la inseguridad ha sido factor para que un gran número de candidatos renunciaran a postularse a cargos públicos (tabla 1), escenario que no necesariamente es un fenómeno focalizado; por el contrario, abarca todo el territorio federal.

			Tabla 1

			Candidatos que renunciaron a postularse a cargos públicos 2017-2018

			
				
					
					
				
				
					
							
							Estado

						
							
							Número de renuncias 

						
					

					
							
							Oaxaca

						
							
							1660

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							1225

						
					

					
							
							Guerrero

						
							
							477

						
					

					
							
							Jalisco

						
							
							674

						
					

					
							
							Michoacán

						
							
							736

						
					

					
							
							Chihuahua

						
							
							84

						
					

					
							
							Baja California Sur

						
							
							12

						
					

					
							
							Querétaro

						
							
							176

						
					

					
							
							Tamaulipas

						
							
							51

						
					

					
							
							Hidalgo

						
							
							70

						
					

					
							
							Tlaxcala 

						
							
							5

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							19

						
					

					
							
							Yucatán

						
							
							70

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia (2018).




			Este escenario, junto con el número de políticos asesinados, conduce a las interrogantes de por qué se dio la inusitada violencia política precisamente en este proceso electoral. Esto se cuestiona debido a que la presencia del crimen organizado como poder fáctico en la política no es algo reciente; cabe recordar la detención denominada “Michoacanazo” de 11 alcaldes en 2009 en el estado de Michoacán por sus nexos con el crimen organizado. También el operativo de intervención en ese mismo estado en la administración del presidente Enrique Peña Nieto en la cual se desapareció la figura del gobernador. No obstante, la violencia acentuada en el asesinato de un gran número de políticos revela una nueva dinámica de comportamiento del crimen organizado en México.

			Esto quiere decir que las organizaciones criminales al no tener contrapeso del Estado se reagruparon y ante un mercado fragmentado y con una gran cantidad de agentes criminales disputándose los espacios de trasiego y venta de droga buscaron garantizar su influencia sobre sus mercados criminales no solo por la vía de la intimidación, sino también formando parte de los organigramas de la administración pública en los gobiernos locales.4 Lo anterior permitió el acceso a información privilegiada de grupos de interés con poder económico, como los empresarios y también la posibilidad de obtener recursos de los gobiernos municipales y estatales, así como la cooptación total, en algunos casos, de las policías municipales y estatales, lo cual ha ocasionado que aumenten el grado de impunidad y los espacios para delinquir.

			Cuando estos espacios que se mencionan, incrementan por la ausencia del Estado los presidentes municipales, policías, gobernadores y funcionarios de alto nivel terminan siendo empleados bien remunerados por el crimen organizado. Este problema, al que no se atendió o al que se le bajó el perfil, ha crecido y ahora es más complejo hacerle frente debido a la cantidad de agentes políticos asesinados y el riesgo que significa ser postulado a un cargo de elección popular, lo cual se ha convertido en un reto para la consolidación de la democracia en México y para el desarrollo económico del país, tan solo en 2017 el costo nacional a causa de la inseguridad y el delito fue de 229 mil millones de pesos.

			Gráfica 4: Costos nacionales estimados a consecuencia de la inseguridad y el delito 2012-2017 (miles de millones de pesos). 
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			Fuente: Elaboración propia, con datos de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (envipe) 2012-2017.

			La falta de respuestas excepcionales por parte del Estado ante la inseguridad

			El panorama de violencia política en el país pareció tomar por sorpresa al gobierno mexicano, debido a que ante la ola de asesinatos no hubo respuestas excepcionales y quedó claro lo poco que se ha dimensionado el nivel de estructura y de intereses que posee el crimen organizado. De ahí que las propuestas de los tres principales candidatos a la Presidencia de la República no parecieran mostrar una salida sencilla de cómo abordar el problema de la inseguridad (tabla 2). 

			Tabla 2

			Propuestas en materia de seguridad candidatos a la Presidencia de México

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Andrés Manuel López Obrador (Morena-pt-pes)

						
							
							Ricardo Anaya Cortés (pan-prd-Movimiento Ciudadano)

						
							
							José Antonio Meade Kuribeña (pri-pvem-panal)

						
					

				
				
					
							
							Amnistía para los criminales

						
							
							Profesionalizar a la policía

						
							
							Reducción del tráfico de armas

						
					

					
							
							Eliminación gradual de la militarización

						
							
							Reformar las leyes sobre el financiamiento de campañas

						
							
							Mejor capacitación y salarios para la policía

						
					

					
							
							Desaparición del Centro de Investigación y Seguridad Nacional (cisen)

						
							
							Bloquear las señales de telefonía celular en las cárceles

						
							
							Estandarización de los castigos para los crímenes (Código Penal Único)

						
					

					
							
							Crear la Secretaría de Seguridad Pública Federal

						
							
							Implementación de las políticas preventivas

						
					

					
							
							Reforma del aparato de inteligencia e información (Agencia de Investigación Especializada)

						
					

					
							
							Crear una Guardia Nacional

						
							
							Secretaría de Seguridad Ciudadana

						
							
							Cuadriplicar la capacidad de investigación del Estado

						
					

					
							
							Fiscal General Autónomo

						
							
							Prevención del delito y uso de la tecnología

						
							
							

						
					

					
							
							Acabar con la corrupción

						
							
							Desmantelar a las organizaciones criminales

						
							
							

						
					

					
							
							

						
							
							Mantener a las Fuerzas Armadas en las calles

						
							
							

						
					

				
			

			Fuente: Elaboración propia.




			Si bien es cierto que cada candidato presidencial planteó estrategias para combatir la violencia y la inseguridad, ningún contendiente propuso mecanismos institucionales para mejorar la coordinación entre los órdenes de gobierno, y sobre todo llamaron la atención los escasos pronunciamientos durante los actos de violencia política en el proceso electoral. Esto quizá se deba a la poca confianza que hay en la democracia (38%), y los partidos políticos (9%) (Latinobarómetro, 2017), además del elevado costo de la democracia mexicana (ine-tepjf-Financiamiento a partidos) de 28 mil 022.25 millones de pesos para el proceso electoral 2017-2018 (Integralia, 2018).

			En este mismo sentido, las propuestas de los candidatos Ricardo Anaya y José Antonio Meade para el combate a la inseguridad y la delincuencia no resultaron novedosas, debido a que lo propuesto ya se ha venido instrumentando desde la administración federal del expresidente Felipe Calderón (2006-2012) y del actual mandatario Enrique Peña Nieto (2012-2018). Por ejemplo, en el tema de la profesionalización de las corporaciones policiales, en 2008 se aprobó el Modelo Nacional de Evaluación y Control de Confianza; en materia tecnológica se creó la Plataforma México, y la confrontación al crimen organizado fue acompañada de una serie de cambios institucionales, como la Reforma al Código Nacional de Procedimientos Penales; Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública (lgsnsp); Ley Federal de Extinción de Dominio; Reforma a la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales (Ley de Narcomenudeo); Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro; y la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (Hernández, 2015). 

			En la administración federal 2012-2018 se le dio continuidad a estos cambios institucionales y se hizo hincapié en la prevención del delito a través del Plan Nacional de Prevención Social de Violencia y Delincuencia (pnpsvd). No obstante, el resultado ha sido un alza de los homicidios dolosos sin precedentes (gráfica 3). Con este contexto, y ante un descontento y preocupación de la ciudadanía por la crisis de inseguridad en el país, la propuesta del candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia» (Morena-pt-pes), Andrés Manuel López Obrador, sobre la de dar amnistía a los criminales –aunque la posible ley estaría enfocada para los campesinos que siembran droga– fue la que ocupó la agenda política y los debates en la campaña presidencial (Redacción, Animal Político, 2018), aunque la propuesta se puede entender si se analiza desde la postura de un candidato que apostó por ser la alternativa antisistema y como la opción de cambio a los recientes gobiernos federales que han compartido similitudes en la manera de gobernar. Pero es importante señalar que esta propuesta, más que resultar benéfica para el país, pareciera ser una salida fácil ante el problema de la violencia.

			Esto se menciona porque en caso de implementarse la amnistía no necesariamente implica la pacificación del país, debido a que la violencia y la inseguridad causadas por las organizaciones criminales recaen en la competencia económica por el mercado ilegal con reglas informales donde la única manera de hacer cumplir los acuerdos y hacer prevalecer un cierto tipo de estabilidad criminal es mediante el uso de la violencia. Así, la inseguridad no se relaciona intrínsecamente con variables como la falta de oportunidades o la pobreza. No obstante, el hecho de que las drogas sean un mercado ilegal no significa que este no se rija por la oferta y la demanda, lo que también modifica las dinámicas económicas y de violencia. Por ejemplo, en México entre 2017 y 2018 el precio del kilo de goma de opio pasó de 20 mil y 23 mil pesos a 7 mil y 8 mil kilos (Galeana, 2018). Esto pareciera tener una relación directa con la epidemia del consumo de opioides sintéticos en Estados Unidos –en 2017 hubo un registro de 64 000 muertes por sobredosis– (Massing, 2018). Uno de estos opioides es el fentanilo, con una potencia 100 veces mayor que la morfina, siendo más barata que la heroína (Redacción bbc Mundo, 2016; unodc, 2017). Este cambio en los equilibrios del mercado ilegal de las drogas afecta directamente a los campesinos en México, los cuales siembran amapola, es decir, una posible ley de amnistía, y de seguir incrementando la demanda de opioides sintéticos estaría destinada a un grupo reducido de personas, y como consecuencia no impactaría en la disminución de la violencia e inseguridad en el país, ya que al dejar de ser rentable el cultivo de amapola los campesinos buscarán otras alternativas de subsistencia.

			No obstante, otra de las interrogantes que se puede hacer y que se relaciona con el objetivo central del capítulo es: ¿la violencia política fue coyuntural o se repetirá en cada proceso electoral? Estas interrogantes se realizan considerando que las propuestas en materia de seguridad pública han sido poco claras. De esta manera, para responder a la pregunta es necesario considerar la joven democracia mexicana, la cual en 18 años ha vivido un proceso de alternancias en los cuales todo indicaría que son signos de buena salud. Empero, el debate durante los 18 años de vida democrática ha seguido centrado en los partidos políticos y su financiamiento, sin que esto se haya traducido en mejores condiciones de vida para los ciudadanos. 

			Los efectos de este equilibrio político ha sido dejar de lado los temas torales, como el de llevar a cabo cambios institucionales en seguridad o dejar en manos de las autoridades locales –muchos de ellos sin capacidades institucionales y políticas– los problemas de inseguridad que tienen alcance nacional, como el del crimen organizado. Ante un nuevo cambio político con el arribo del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), la dinámica del poder buscará crear una nueva estructura de mando, lo que generará resistencias de los enclaves políticos (gobiernos estatales) y de las élites de poder. Lo anterior, ya se ha empezado a mostrar con la intransigencia ante la propuesta de austeridad y recortes presupuestales, la cual no ha sido bien recibido por parte de los grupos de poder –en 2017; los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación rechazaron disminuir su salario como medida de austeridad (Redacción, 2017).

			Esto podría dar entrada al financiamiento ilícito a las campañas políticas en el país, sobre todo del crimen organizado en el orden de gobierno más endeble como lo son los municipios. Lo anterior no quiere decir que no haya dinero ilícito, pero como señala Casar y Ugalde, es un problema difícil de calcular (2018). Sin embargo, si la violencia política vivida en el proceso electoral 2017-2018 fue muy alta y donde el crimen organizado ha tenido un rol preponderante, un escenario donde no existan recursos públicos disponibles como en otros procesos electorales la rentabilidad del crimen organizado como financiador será mayor. La violencia política no solo podría darse durante el proceso, sino también una vez que los agentes asuman los cargos y cuando los que arriesgaron su dinero –el crimen organizado– buscan el rendimiento de su inversión. De ahí la importancia de darle seguimiento al comportamiento de los agentes políticos, sobre todo de la nueva dinámica del federalismo mexicano.

			Conclusiones

			El objetivo del capítulo fue analizar la violencia política ocurrida en el proceso electoral 2017-2018, calificado como la elección más grande de la historia por el gran número de puestos de representación a elegir por los ciudadanos. El contexto del proceso electoral fue el gran descontento ciudadano con los resultados del gobierno del presidente Enrique Peña Nieto 2012-2018 y la clase política en general. A esto se le sumó el grave problema de la inseguridad y violencia que ha dejado el combate al crimen organizado y cómo este agente criminal ha respondido no solo a sus competidores directos, sino también al Estado mismo.

			De lo anterior, se asume que el crimen organizado en la atomización de la violencia que se vive en el país se ha consolidado como un agente fáctico con capacidad para influir en las decisiones políticas de la sociedad en México. El caso de los alcaldes, exalcaldes y candidatos asesinados, así como el gran número de renuncias de candidatos a los puestos de elección popular reflejan una realidad al que poca atención se le ha querido prestar, sobre todo por el contexto de cambio que se ha dado con la elección federal y el triunfo del partido Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) en la Presidencia de la República. La coyuntura política que representa el cambio de gobierno a escala federal puede tener un efecto a corto plazo bajando los índices delictivos que como todo mercado especula con el comportamiento de los actores involucrados (políticos-criminales-sociedad).

			No obstante, el nuevo equilibrio político presentará fallas en el momento en que los grupos de actores crean que los costos están superando su rentabilidad abriendo nuevos espacios para la negociación. Este escenario es el que se experimentó con la administración del presidente Enrique Peña Nieto (2012-2018), la cual, en el inicio de funciones tuvo una aceptación social por el cambio que representaba ante la crisis de inseguridad que se vivía con la estrategia de seguridad del ejecutivo federal Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012). El resultado en seguridad, como se expuso en el texto, ha sido una fragmentación no solo del orden social, sino también de las estructuras de poder y el de federalismo. 

			Sobre este tema es donde el gobierno que representa el presidente electo, Andrés Manuel López Obrador, busca reestructurar el orden político del federalismo en México. Su plan de gobierno no puede ser viable si no existe la coordinación efectiva entre poderes; de ahí que se busque suprimir las Delegaciones Federales por Coordinadores Estatales de Desarrollo. Por tal motivo, es que el panorama político toma nuevos tintes, sobre todo debido a que surge la interrogante de cuál será el rol que tomarán los gobernadores en la designación e influencia de los nombramientos de los puestos de elección popular en las legislaturas estatales y ayuntamientos sin el uso discrecional de los recursos federales. En ese punto es donde la dinámica de poder parece tener su mayor riesgo en un Estado donde la institucionalidad y el control territorial es frágil y, por ende, se abren oportunidades para que el crimen organizado sea el contrapeso económico a la política de austeridad y de control presupuestal del gobierno central. De ahí que el próximo gobierno federal considere que la violencia e inseguridad no se le puede enfrentar únicamente desde la retórica; se requiere robustecer al Estado con capacidad de fuerza y presencia en todo el territorio nacional. De no hacerlo, la violencia política será común denominador en cada uno de los procesos electorales futuros.
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					2	Incluso, el federalismo, que se puede ubicar en los periodos de 1823-1847 y 1867-1911, también presentó la falta de obtención de los apoyos y objetivos con los cuales se crearon. En el primer federalismo, la finalidad fue superar las limitaciones con que había surgido el federalismo y su inhabilidad para sortear las dos funciones básicas para el control del territorio virtual heredado de la Nueva España, el fiscal y el del orden y defensa. Aunado a esto, se presentaron como una amenaza la pobreza del gobierno federal frente a la riqueza de algunos estados y el despilfarro de autoridades municipales. Esas dos tendencias junto a los abusos de poder por el Legislativo y el Ejecutivo, más la amenaza de pérdida de Texas, conducirían a intentar la solución centralista en 1835. En segundo, llamado el Federalismo liberal, en ese periodo comienzan a manifestarse los primeros signos negativos derivados esencialmente de la mayor fuerza que adquieren los poderes federales por efecto de la centralización política. El crecimiento de las funciones y competencias de la federación tiende así a menoscabar a los estados y a reducir la colaboración inaugurada en 1867 y acelerada a partir de los años 1870. La tendencia estatista tiende a concentrarse en manos del Ejecutivo e, incluso, a personalizarse en la figura de un presidente autoritario: Porfirio Díaz. El resultado fue la progresiva disociación de la colaboración que se había dado entre federación y estados y entre ciudadanos y poderes federales. El federalismo se convierte así en una realidad inerte sin que desaparezca del imaginario colectivo, véase Vázquez (1993, p.176) y Carmagnani (1993, p.17).

				

				
					3	En la reforma de 1989-1990 se redujo la cláusula de gobernabilidad a 35% de la votación; se creó el Instituto Federal Electoral (ife). El Tribunal Federal Electoral (trife) funcionaría como instancia vinculante con los colegios electorales. La fórmula de asignación de diputados de Representación Proporcional se modificó con el fin de que ningún partido pudiera contar con más de 350 diputados (70 %) por ambos principios. Lo anterior garantizó 150 (30%) curules a repartirse entre la oposición, lo que significó que un solo partido no podría hacer cambios institucionales a la Constitución, debido a que no tendría la mayoría calificada de dos tercios (334 diputados) para llevarlo a cabo (Santiago, 2010). En la reforma de 1993 se eliminó la cláusula de gobernabilidad, pero se incrementó la Representación Proporcional en el partido mayoritario. Disminuyó a 63% (315 diputados) el máximo de asientos que podía obtener un partido. Se duplicó el número de senadores al introducir el sistema de primera minoría. Un aporte importante también fue la desaparición de la autocalificación de la elección por parte de los diputados. Esta facultad se dejó en manos del ife. De igual forma, los miembros del Consejo General del ife pasaron de ser magistrados a consejeros ciudadanos, la consecuencia fue una amplia observación electoral. Por último, se modificaron las reglas del financiamiento público. En la reforma de 1994 se estableció la independencia del ife y se mantuvo la representación de los partidos políticos con voz, pero sin voto. En 1996 se elevó el umbral para obtener el registro como partido político a 2 por ciento. Se redujo a 60% (300 diputados) el número de escaños a un mismo partido. El máximo de sobre representación quedó en 8 por ciento. El ife obtuvo plena autonomía y recursos públicos para que pudiera operar. Se eligieron ocho consejeros electorales y el presidente por la Cámara de Diputados. También se proporcionó el acceso equitativo a los medios de comunicación masiva. Se creó el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) (Casar, 2007).

				

				
					4	En el estado de Guerrero, el secretario de Seguridad Pública estatal, Pedro Almazán Cervantes, informó que 19 grupos delincuenciales se disputan el territorio de la entidad federativa, (Quadratín, 2018).

				

			

		
		
			 


El contexto internacional de las elecciones de 2018

			Laura del Alizal Arriaga1

			Introducción

			Las elecciones mexicanas del 1 de julio de 2018 se desarrollaron en un contexto internacional dominado por la incertidumbre. La pérdida de certezas provocada por el auge de ideas proteccionistas que ponen en riesgo la expansión del comercio mundial y de nacionalismos agresivos que acrecientan las tensiones en la política internacional, recuerdan los momentos oscuros que condujeron a la segunda guerra mundial en el siglo veinte. Socios y aliados son puestos en duda con el señalamiento de enemigos, noción que se amplía para incluir a viejos o previsibles rivales junto a inesperados adversarios.

			Las dificultades para superar los efectos de la crisis económica mundial de 2007-2008 se vieron acrecentadas por las promesas de líderes nacionalistas detractores del liberalismo, el cual aparecía tres lustros atrás como triunfador en la contienda económica, política e ideológica librada contra los regímenes de partido único o autoritarios. La tesis del fin de la historia de Francis Fukuyama (1992) ha sido cuestionada no solo por los conflictos derivados de visiones religiosas opuestas a las ideas occidentales, sino, de manera fundamental, por la exacerbación de los conflictos internos en los países liberales, con sistemas políticos democráticos y economías tecnológicamente avanzadas. La desigualdad –o tal vez tendría que hablarse de múltiples desigualdades– que acompaña la globalización económica, se traduce en la quiebra de expectativas de millones de hombres y mujeres. De allí que el nacionalismo, en apariencia derrotado a lo largo del siglo xx, es retomado como bandera en Estados Unidos, países de la Unión Europea –integrantes del proyecto original y recién sumados–, Rusia y otras economías emergentes de las diversas regiones del mundo, con la promesa de revivir un supuesto pasado glorioso y, en sus posturas extremas, frenar los flujos masivos de migrantes y refugiados que abandonan sus lugares de origen huyendo de la pobreza, la falta de oportunidades o la violencia política y delincuencial. Los políticos autoritarios, autócratas y dictadores de estos días, presentan a los extranjeros que buscan inmigrar a sus países como una amenaza para la seguridad y el bienestar de los nacionales. 

			En este trabajo se consideran elementos destacados para el análisis contextual de las elecciones de 2018 en México, la compleja situación internacional y el deterioro de la relación bilateral de México con Estados Unidos, iniciado durante la campaña para elegir al sucesor de Barack Obama, confirmado tras el triunfo, contra todos los pronósticos, de Donald Trump en las elecciones de noviembre de 2016, y traducido en acciones de gobierno a partir de enero de 2017.

			El orden liberal desafiado

			El siglo xxi ha sido escenario del ascenso de partidos de extrema derecha, nacionalistas y populistas en diversas regiones del planeta, así como del regreso de liderazgos autoritarios y autocráticos que representan un reto a la continuidad del orden liberal asentado en la economía de mercado e instituciones políticas democráticas. El descontento provocado por la globalización y sus implicaciones en términos de la reestructuración de los procesos productivos; la valorización del capital humano; la profundización de la desigualdad económica y social dentro de y entre los países –esta última expresada como ampliación de la brecha tecnológica, financiera, industrial y comercial entre países avanzados y países en desarrollo–, así como la aparición de nuevos polos de dinamismo económico en detrimento de los tradicionales, con el consecuente crecimiento de las clases medias en los países emergentes y el estancamiento de los salarios en los países desarrollados, son algunas causas de incertidumbre y riesgo que agobian a una parte importante de la población del mundo (Reich, 1993; Giddens, 2000).

			La globalización ha creado, además, las condiciones para la multiplicación de los flujos migratorios internacionales que responden a la demanda generada en los mercados laborales por razones diversas (cambios demográficos, costos salariales, nuevas habilidades y capacidades requeridas…). Una consecuencia de la movilidad laboral es la creciente importancia de las remesas que los trabajadores migrantes envían a sus familias, las cuales se han constituido en un factor que acrecienta la interdependencia entre economías de distinto nivel de desarrollo. 

			De manera paralela, las crisis económicas, las guerras civiles, los desastres naturales y la violencia delincuencial son causas de la salida obligada de miles de seres humanos de sus lugares de origen para convertirse en refugiados, obligando a gobiernos, organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales a buscar mecanismos que permitan proteger los derechos humanos y crear las condiciones socioeconómicas para incorporar a los recién llegados (Wihtol de Wenden, 2013). 

			El tema migratorio explica en gran medida la fuerza alcanzada por los partidos de extrema derecha en países de la Unión Europea, y la elección de un empresario populista y sin experiencia política en Estados Unidos. Los migrantes son el blanco de diatribas xenófobas y racistas de candidatos y gobernantes, quienes despiertan temor y odio hacia los inmigrantes. El nacionalismo, que para muchos estudiosos había declinado ineluctablemente a lo largo de la segunda mitad del siglo xx, ha cobrado fuerza de nuevo. En Estados Unidos se ha hablado de una brecha entre las «convicciones cosmopolitas y transnacionales de la élite y los valores altamente nacionalistas y patrióticos de la población norteamericana en general» (Huntington, 2004, p.168). Argumento que ayuda a explicar parte del apoyo recibido por Donald Trump en las elecciones de 2016 y lo que sucede en países de la Unión Europea en donde los votantes han decidido abandonar el silencio y apoyar a quienes dicen lo que ellos piensan y ofrecen lo que quieren oír.

			La incertidumbre, inseguridad, el temor, provocados por las transformaciones económicas y las migraciones internacionales, han contribuido al debilitamiento de las ideas democráticas aun en aquellos lugares en donde nacieron y se crearon instituciones políticas sólidas. La fragmentación social y la polarización política caracterizan a buena parte de las sociedades contemporáneas. Una de las decisiones más sorpresivas de los últimos años –la salida de Reino Unido de la Unión Europea (ue)– es un ejemplo de fractura del electorado. Los resultados del referéndum organizado por el gobierno conservador del primer ministro James Cameron el 23 de junio de 2016 fueron 17’410 742 votos a favor del brexit y 16’577 342 por permanecer como miembros de la ue (bbc, 2016). Más de dos años después de la consulta y de complicadas negociaciones, el gobierno del Reino Unido y las autoridades de la Unión Europea se encuentran ante la necesidad de alcanzar un acuerdo sobre el futuro de sus relaciones que reúna los elementos que lo hagan aceptable para los 27 países miembros de la ue y el Parlamento británico. La posibilidad de un nuevo referéndum que pudiera registrar un cambio en la opinión ciudadana se mantiene, aunque es vista como un riesgo para la estabilidad del gobierno de Theresa May, fuertemente cuestionado y con poca capacidad de negociación en el Parlamento (Jiménez, 2018). El peor escenario, la «salida sin acuerdo», sigue siendo una fuente de incertidumbre ante el caos que pudiera provocarse en la región.

			La cuestión británica dista de ser la única preocupación europea. La lenta salida de la recesión mundial de 2008, finalmente superada casi una década después, dejó secuelas en cada país, principalmente la elevada tasa de desempleo, de dos dígitos, aún en las principales economías. Los saldos de la crisis alimentan un creciente sentimiento antieuropeo en miembros recientemente adheridos al proyecto comunitario, como los que pertenecieron al bloque del Este en la Guerra Fría –Hungría, Polonia, la República Checa, Bulgaria–, pero también en países signatarios del Tratado de Roma en 1957. Los euroescépticos de extrema derecha y extrema izquierda amenazan la continuidad del proyecto integracionista.

			Las posturas contrarias al orden liberal en la Unión Europea son aún minoritarias en el conjunto, pero avanzan a cada elección. En Francia, núcleo del proyecto europeo junto con Alemania, las elecciones presidenciales de mayo de 2017 las ganó Emmanuel Macron, centrista, en la segunda vuelta electoral, en la cual derrotó a Marine Le Pen, del Frente Nacional, organización de extrema derecha, quien obtuvo 34.2% de los votos, en una jornada caracterizada por una abstención récord superior al 25% (Le Monde, 2017). Esta última familia ideológica gobierna en Hungría y Polonia, en donde supera el 40% de los votos; es la primera fuerza política en Suiza y la segunda en Holanda; está representada en 18 parlamentos de los 27 países de la Unión Europea –ya sin Reino Unido– y en Alemania un partido ultraderechista de reciente creación, animado por empresarios y economistas, logró 92 escaños de 709 en el Bundestag (Domínguez, 2018). El proyecto de unión económica y monetaria en una Europa políticamente fuerte, unida por una sólida cooperación, busca ser revertido en un momento en que el aliado tradicional, Estados Unidos, pone en duda las bases de la relación.

			En efecto, las relaciones políticas y económicas entre los países de la Unión Europea y Estados Unidos se deterioran día a día desde la llegada de Donald Trump a la Presidencia. El diálogo con los principales líderes es difícil, y Europa no ha sido eximida de los cargos que Trump ha hecho a los países con los cuales su país mantiene una balanza comercial deficitaria. Los aranceles impuestos a las compras estadunidenses de acero y aluminio en el mercado externo se dirigieron en contra de México, Canadá, la Unión Europea y China. 

			Estas medidas fueron un instrumento de presión en la negociación en marcha de tratados comerciales. El tlcan (o nafta, por sus siglas en inglés) fue renegociado por las exigencias de Washington a partir del 16 de agosto de 2017; y el tratado trasatlántico cuyo objetivo inicial –cuando comenzaron los acercamientos en 2013– era incrementar el comercio de bienes y servicios y los flujos de inversión interbloques tlcan-Unión Europea (Financial Times, 2013), ha quedado reducido a una negociación bilateral Estados Unidos-Unión Europea. La imposición de aranceles a las importaciones de acero (25%) y aluminio (10%) por el gobierno de Trump se hizo efectiva para la Unión Europea, integrada por países socios y aliados, a partir del 1 de junio de 2018, lo cual aumentó los temores de una guerra comercial.2 

			La tensión comercial con China, la segunda economía del mundo, es la que provoca mayor incertidumbre debido al monto de los intercambios entre las dos potencias y las implicaciones para la economía mundial. En el mes de julio, Estados Unidos sumó otras a las sanciones generales a las importaciones de acero y aluminio, hasta gravar 34 mil millones de exportaciones chinas a su mercado, medida a la que Beijing respondió aplicando el mismo arancel, por una cuantía similar, a las importaciones provenientes de Estados Unidos (Le Xia, 2018). Poco después, el 24 de septiembre de 2018, entraron en vigor sanciones bilaterales impuestas mutuamente por los dos países. Las aplicadas por Estados Unidos representan 200 mil millones de dólares, mientras que las decididas por el gobierno chino alcanzan 60 mil millones de dólares. A pesar de los discursos, lo cierto es que no hay avances en la búsqueda de un acuerdo. Por el contrario, a la guerra comercial se han sumado desacuerdos y desencuentros político-diplomáticos, como el generado por la compra de armamento ruso por las autoridades chinas (Reuters, 2018). La tensión se está moviendo fuera del ámbito comercial para complicar el escenario político mundial.

			La guerra comercial y otros temas, como el comportamiento del precio del petróleo, provocan inquietud en los mercados, a pesar de que hasta hoy las economías más grandes del planeta siguen creciendo y –todo indica– lo seguirán haciendo en los próximos meses. La sombra de la recesión está presente, pero no por ahora; hay coincidencia en los pronósticos, por ejemplo, de que en Estados Unidos –que sigue siendo la locomotora del crecimiento mundial y registra un periodo de expansión de duración excepcional– la caída no se hará evidente antes de que finalice 2019. 

			Por el contrario, los movimientos en el mercado petrolero provocan un nerviosismo que afecta los futuros del precio del barril de crudo. De acuerdo con PrecioPetroleo.net, 2009 marcó la recuperación de este precio después de la recesión de 2007-2008, el cual pasó de 45 dólares el barril del petróleo marcador estadunidense (wti) a 79.36 el último día de ese año, nivel que comienza a bajar a partir del segundo semestre de 2014. A lo largo de 2018 se han producido altibajos en el precio del petróleo, aunque la tendencia a la baja se ha mantenido como resultado del exceso de oferta mundial de crudo y la suave desaceleración del crecimiento económico internacional. 

			Los tropiezos del orden liberal mundial no han afectado hasta ahora el crecimiento económico en Estados Unidos. Desde el inicio de la administración de Donald Trump, en enero de 2017, y a pesar de los reveses a la cooperación internacional tras la decisión del retiro del Acuerdo de Asociación Transpacífica (tpp) firmado en 2016,3 el rechazo a los compromisos globales en materia medioambiental adquiridos mediante el Acuerdo de París de 2015, y las amenazas de cancelar el tlcan, la economía estadunidense ha continuado su expansión. 

			La principal consecuencia del ciclo prolongado de crecimiento es la reducción del desempleo en Estados Unidos, el cual se ubica en los niveles más bajos en cinco décadas. Para México y otros países que cuentan con gran número de migrantes trabajando en Estados Unidos, las remesas muestran un crecimiento sostenido a lo largo de los dos últimos años para colocarlas, en el caso de México, en niveles máximos históricos (bbva Research, 2018). La paradoja actual es que, a pesar de las medidas contrarias al libre comercio y la interdependencia mundial, la economía estadunidense mantiene su crecimiento, lo cual constituye un factor de atracción para la inmigración y una mejoría en los ingresos de los inmigrantes incorporados al mercado laboral. Aspectos indeseados por el presidente estadunidense, pues contradicen sus posturas racistas y xenófobas. 

			En este terreno de los inmigrantes –y en general de los extranjeros–, algunos analistas observan riesgos inminentes. La insistencia de Donald Trump de presentarlos como una amenaza a la seguridad de los ciudadanos estadunidenses, sea por radicar sin documentos en el país –lo cual los convierte en criminales a los ojos de Trump–, sea por sus vínculos con el terrorismo –por el solo hecho de ser musulmanes–, exacerba los sentimientos de temor y enojo. Las crisis de seguridad han sido aprovechadas históricamente por los autócratas para debilitar los límites institucionales a la democracia: «las crisis de seguridad […] son momentos de peligro para la democracia». Los líderes a quienes se autorizan poderes especiales «pueden infligir graves daños a las instituciones» (Levitsky & Ziblatt, 2018, p.224). Estos autores consideran que

 

			si Trump tuviera que afrontar una guerra o un atentado terrorista, aprovecharía la crisis al máximo y la utilizaría para arremeter contra sus adversarios políticos y recortar libertades que los estadunidenses damos por sentadas. A nuestro parecer, tal escenario representa el gran peligro que afronta la democracia estadunidense en el presente. (Levitsky & Ziblatt, 2018, p.225).




			Basta recordar lo ocurrido desde la llegada de Trump a la Presidencia en enero de 2017 para ver cuántas «amenazas» a la seguridad ha denunciado en su peculiar estilo de comunicación: México –sus emigrantes, sus mercancías–, los países de mayoría musulmana, Corea del Norte, China y más recientemente Rusia y su presidente Vladimir Putin, quien ha dejado de ser objeto de adulación para convertirse en rival en la disputa por la hegemonía político-militar internacional. El cambio radical llama la atención. Para Peter Baker, 




			la relación entre las dos potencias [Estados Unidos y Rusia] podría ser volátil en los meses venideros, sujeta a las reacciones impulsivas de un presidente sin ninguna experiencia en política exterior, las respuestas a menudo estridentes de un líder ruso atribuidas a ciertos momentos de rencor y los intereses nacionales en disputa que ambos países tienen en áreas clave del mundo. (Baker, 2017). 




			La abierta confrontación respecto a Siria, los desacuerdos en relación con Norcorea, el acercamiento Beijing-Moscú son ejemplos de que la cordialidad en la relación de Donald Trump y Vladimir Putin ha cambiado notoriamente después de que el primero se convirtiera en el presidente de Estados Unidos en medio de investigaciones todavía inconclusas acerca de los vínculos del empresario Trump con Rusia y las acusaciones de interferencia de este país en las elecciones de noviembre de 2016. 

			Preocupan en la actualidad los intentos por poner fin a la normalidad democrática que se pensaba afianzada en buena parte del mundo hace apenas dos décadas, después de las transiciones en Europa del Este y América Latina. En esta última región, los gobiernos autoritarios están de regreso y el embate a las instituciones democráticas es una realidad en países como Venezuela, Nicaragua y Bolivia.4 O, en otros casos, esas instituciones son amenazadas y los gobiernos puestos en jaque por la violencia de grupos criminales, como sucede en México y los países centroamericanos del llamado Triángulo del Norte (Guatemala, Honduras y El Salvador). 

			México vive además un deterioro de su relación con el gobierno de Estados Unidos, no visto desde los años ochenta e impensable después de la puesta en marcha del tlcan, y el giro de la política exterior mexicana hacia privilegiar el acuerdo sobre las diferencias con Estados Unidos. La animadversión del hoy presidente de este país sobrepasa a la expresada, al menos públicamente, por un jefe de Estado sobre su vecino del Sur. Sin embargo, no puede ignorarse que el sentimiento antiinmigrante de una parte de la sociedad estadunidense, la frustración provocada por la pérdida de empleos y el estancamiento salarial de otra parte de ella, crecieron lentamente a lo largo de las dos décadas anteriores. Fueron pocas las voces que alertaron sobre el descontento que generaba la globalización y todavía menos las que previeron un desenlace autoritario. Joseph Stiglitz, crítico de la desigualdad generada por la transformación económica y las políticas insensibles a la situación que enfrentaban los sectores desfavorecidos por el proceso en marcha, veía una salida distinta a la que estamos viviendo. Para él:

 

			Constituimos una comunidad global, y como todas las comunidades debemos cumplir una serie de reglas para convivir. Estas reglas deben ser –y deben parecer– equitativas y justas, deben atender a los pobres y a los poderosos y reflejar un sentimiento básico de decencia y justicia social. En el mundo de hoy, dichas reglas deben ser el desenlace de procesos democráticos; las reglas bajo las que operan las autoridades y cuerpos gubernativos deben asegurar que escuchen y respondan a los deseos y necesidades de los afectados por políticas y decisiones adoptadas en lugares distantes (Stiglitz, 2002, p.17).




			Tres lustros después de que el Premio Nobel de Economía señalara un camino a transitar para atender las necesidades de todos en un ambiente de creciente malestar por los cambios tecnológicos y económicos en marcha, la realidad es diferente: la ira de los electores en contra de la clase política tradicional y las élites económicas ha llevado al poder a demagogos ultranacionalistas y populistas que polarizan internamente y no dudan en poner en riesgo la paz internacional destruyendo alianzas y tratados. México ha tenido que enfrentar a este tipo de políticos en la persona de Donald Trump. 

			El deterioro de la relación bilateral México-Estados Unidos 

			El martes 8 de noviembre de 2016, los votantes estadunidenses acudieron a las urnas para elegir al presidente número 45 de la Unión Americana. El triunfo de la candidata del Partido Demócrata, Hillary Clinton, era esperado; se creía que sería la primera mujer en ocupar la Presidencia del país, lo cual sucedería debido a las características del contrincante: un empresario millonario, con una fortuna poco transparente, experto en evadir impuestos, sin experiencia política, quien desde los primeros momentos de la campaña para lograr la nominación del Partido Republicano se había ganado el rechazo de figuras de este partido por sus comentarios ofensivos en contra de políticos respetados, como el senador John McCain, al mismo tiempo que su discurso violento con tintes racistas y sus desplantes hacían que un buen número de comentaristas lo descalificara por su campaña de «insultos y circo» (Ximénez, 2015). A pesar de críticas y pronósticos, a la 1:00 a.m., hora del Este, del 9 de noviembre, se anunció el triunfo del candidato republicano al obtener 290 votos electorales, 52.9% del total.

			La polarización política observada en países europeos o latinoamericanos se hizo presente en Estados Unidos de manera preocupante porque, desde la crisis de 2008, en las diferencias entre demócratas y republicanos, Dworkin, estudioso de la vida política estadunidense, percibía un «sentimiento de odio»:

 

			La política estadunidense se encuentra en un estado lamentable. Discrepamos, ferozmente, sobre casi todo. Discrepamos sobre el terror y la seguridad, sobre la justicia social, sobre la religión en la política, sobre quién es apto para ser juez y sobre qué es la democracia (Dworkin, 2008, p. 15). 




			El debate político nunca había impedido la expresión de los desacuerdos, normal en los regímenes democráticos. Pero, continúa este autor, algo había cambiado: la forma de manifestarlos, tanto entre los ciudadanos como entre los políticos. Y, entre estos, además de una falta de respeto a las posturas de unos y otros, comenzó a evidenciarse, considera Dworkin, el fin de la cooperación entre poderes del Estado que había caracterizado desde sus inicios al sistema presidencial estadunidense.

			El tono ríspido del debate y el abandono de las formas que hacían posible un comportamiento civilizado entre opositores políticos se llevó también a la política exterior. Para Joseph S. Nye Jr., la fragmentación política y la demagogia están disminuyendo la capacidad de Estados Unidos para mantener su liderazgo mundial. A su juicio, las elecciones de 2016 revelaron la fragmentación del electorado de su país, y el Congreso, al obstruir la ratificación de tratados internacionales o aprobar leyes contrarias al derecho internacional, está creando desde dentro las condiciones para que Estados Unidos, a pesar de tener «más recursos militares, económicos y de poder blando5 que los demás países, [decida] no utilizarlos para proveer bienes públicos al sistema internacional». (Nye, Jr., 2017, p.81). 

			Estados Unidos durante el gobierno de Trump no solo está poniendo en riesgo su liderazgo mundial, sino que busca imponerse mediante la intimidación. El trato que ha dado a México y los mexicanos es muestra de ello. Al inicio de su gobierno, en enero de 2017, el presidente estadunidense insistió en hacer realidad las promesas de campaña que tanto entusiasmo despertaban entre sus seguidores, tales como el endurecimiento de la política de inmigración, incluida la construcción de un muro en la frontera sur pagado por México, y la cancelación del tlcan, al cual calificaba como el peor tratado en la historia de Estados Unidos. Los comentarios agresivos y las declaraciones hostiles, que fueron una constante en el discurso de Trump desde las elecciones primarias del Partido Republicano, han continuado durante su estancia en la Casa Blanca. 

			El incidente que provocó la cancelación de la visita de Estado del presidente Enrique Peña Nieto a Washington, prevista para el 31 de enero, pocos días después de la toma de posesión de Trump, es un ejemplo del desprecio del presidente estadunidense por las viejas reglas de la diplomacia, entre las cuales se encuentra no humillar a la contraparte. Este es el significado de que Donald Trump firmara la orden ejecutiva para construir el muro fronterizo prometido en la campaña electoral a sus seguidores, mientras el secretario de Relaciones Exteriores, Luis Videgaray, y de Economía, Ildefonso Guajardo, se encontraban en Washington, D.C., para iniciar los trabajos previos al encuentro entre los jefes de Estado de los dos países.

			Para detener el flujo de migrantes indocumentados, Trump ha planteado construir un muro a lo largo de la frontera México-Estados Unidos, la cual tiene una longitud de 3152 kilómetros (inegi). La propuesta suena descabellada por las complicaciones para su construcción y el costo que implicaría, pero debe considerarse que ya existe una valla fronteriza a lo largo de cerca de 600 kilómetros que comenzó a construirse en el gobierno del presidente Clinton, la cual cuenta con medidas de seguridad que utilizan tecnología de punta para frenar el paso de inmigrantes indocumentados. Se ha calculado que la erogación para financiar la construcción del muro de Trump es cercana a ocho mil millones de dólares, y que «México tendrá que pagar». Esta posibilidad fue rechazada de manera reiterada por el presidente Enrique Peña, sin mover al presidente estadunidense de su posición.

			La postura del gobierno mexicano no se comprendió en Estados Unidos, aun entre los críticos de Trump. Michael Wolff, periodista que publicó un libro sobre el primer año en la Casa Blanca y que levantó una fuerte polémica por los comentarios negativos obtenidos de personas cercanas al mandatario, considera que el presidente Peña Nieto «no entendió o fue reacio a jugar el nuevo juego. El presidente mexicano se negó a crear un pretexto para pagar el muro [lo cual] habría redundado en una gran ventaja (sin tener de hecho que pagar por el muro)». (Wolff, 2018, p.182). 

			Difícil aceptar el nuevo juego, sobre todo cuando el empecinamiento proviene de quien un colaborador cercano ha dicho: que «no solo está loco […] es estúpido». (Wolff, 2018, p.186). O, como declaró Roberta Jacobson, exembajadora de Estados Unidos en México hasta mayo de 2018, quien fue nombrada por el presidente Barack Obama y mantenida en el cargo por su sucesor hasta que decidió renunciar por diferencias con la administración Trump, después de 31 años en el Departamento de Estado. Para ella, «el nivel de caos durante el gobierno de Trump es extremo […] y la confianza lentamente creada en México respecto de Estados Unidos se está destruyendo ahora». (Crónica, 2018).

			El otro gran tema de controversia en las relaciones méxico-estadunidenses es el comercial, en particular el Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Durante la campaña, Trump rechazó el Tratado por considerarlo contrario a los intereses de la primera potencia del mundo y una vez en el gobierno decidió aplicar aranceles a la importación de productos mexicanos y canadienses, y ha intentado persuadir a empresas que operan en México, principalmente del sector automotriz, de ampliar sus inversiones en territorio estadunidense para cumplir su promesa de crear nuevos empleos en la industria manufacturera de su país.

			Cabe preguntarse por qué la frustración estadunidense ante el tlcan, un acuerdo trinacional que ha traído beneficios para todas las partes. Nye aporta elementos para comprender este sentimiento: 

			Las elecciones presidenciales de 2016 estuvieron marcadas por reacciones populistas en contra de la globalización y los acuerdos de comercio en los dos partidos principales, y el orden internacional liberal es precisamente un proyecto de élites cosmopolitas, a quienes los populistas ven como enemigos (Nye, Jr., 2017, p.82).

			Pero ¿cómo entender el encono contra México, a quien se dirigieron las principales descalificaciones por los resultados del tlcan? Algunas cifras ayudan a explicar cuál es, desde el punto de vista de Donald Trump y otros críticos del Tratado, la amenaza que México representa para la economía estadunidense. El comercio exterior mexicano se transformó profundamente a partir de la entrada en vigor de dicho Tratado en enero de 1994. En términos de su composición, el peso de las exportaciones de materias primas, en particular de petróleo crudo, se ha reducido de forma muy importante. En 2017, según cifras del Banco de México, las exportaciones petroleras representaron 5.8% de las exportaciones totales, cuando en 1981 representaban las dos terceras partes del total exportado. En la actualidad, 89% de las exportaciones corresponde a productos manufacturados. Por el lado de las importaciones, 10% son petroleras, resultado de los problemas que enfrenta Pemex para abastecer el mercado interno; en términos de su composición, 13.6% son bienes de consumo, 76.6% bienes de uso intermedio –es decir, insumos para la producción– y 9.8% bienes de capital (Banco de México, 2018). El esquema de un país exportador de materias primas e importador de bienes de capital, que caracterizó a México en la etapa de industrialización por sustitución de importaciones, fue dejado atrás con el tlcan. 

			El otro cambio tiene que ver con el saldo de la balanza comercial. El déficit que históricamente había registrado el comercio de México con Estados Unidos se transformó en superávit. En 2017, de acuerdo con cifras del gobierno estadunidense,6 las exportaciones mexicanas a Estados Unidos sumaron 314 267.3 millones de dólares mientras que las importaciones adquiridas en el mercado estadunidense fueron de 243 314.4 millones de dólares. Es decir, un superávit favorable a México de 70 952.9 millones de dólares, en el marco de intercambios comerciales México-Estados Unidos, que se multiplicaron 6.8 veces entre 1993 y 2017, al pasar de 81 498.3 a 557 581.7 millones de dólares (United States Census Bureau, 2018a).

			En este contexto, una hipotética cancelación del tlcan significaría un daño severo para la economía mexicana, la cual envía 79.8% de sus exportaciones totales al mercado estadunidense. Sin embargo, Estados Unidos también vería afectadas sus relaciones comerciales en un porcentaje relevante. México es el tercer socio comercial de Estados Unidos a escala mundial,7 solo por debajo de China y Canadá. El comercio con China representa 16.3% del comercio total de Estados Unidos; con Canadá, 15.0%; con México, 14.3%, y detrás de este, muy alejado, como cuarto socio, aparece Japón con 5.3% (United States Census Bureau, 2018b). Según puede observarse en la siguiente tabla, México o China están lejos de ser la causa de los problemas de la balanza comercial de Estados Unidos. De sus 15 principales socios comerciales, en solo tres casos –Reino Unido, Países Bajos y Brasil– se registra un superávit para Estados Unidos.

			Tabla 1

			Estados Unidos: principales socios comerciales 2017 (miles de millones de dólares)
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			Fuente: United States Census Bureau (2018b) Foreign Trade. U.S. International Trade Data. Highligths.

			*Exportaciones 

			**Importaciones.




			Durante la campaña presidencial estadunidense, Trump habló de renegociar el Tratado, pero una vez en la Presidencia amagó con cancelarlo, lo cual revela la presión que ejerció cuando los representantes de los tres países revisaban el acuerdo vigente.8 La renegociación del tlcan inició en agosto de 2017 y fue el trasfondo de la campaña presidencial en México. Los altibajos del mercado cambiario y la bolsa de valores, las presiones y las amenazas de que Estados Unidos solo aceptaría un Tratado favorable a sus intereses, acapararon las noticias en la prensa extranjera, opacando los pormenores de una campaña electoral en la que ninguno de los tres candidatos habló de poner fin al acuerdo trilateral vigente. López Obrador se había pronunciado ante empresarios extranjeros por continuar con el Tratado, pero incluyendo el tema migratorio y buscando homologar salarios entre los tres países (Jiménez, 10 de abril de 2018).

			En México, la postura era clara a favor de dar continuidad al proceso de integración iniciado en 1994. La salida del tlcan está prevista en el texto original, pero se vio siempre como una postura extrema.9 Sin embargo, hubo momentos de tensión en la negociación. Como sucede normalmente en la diplomacia, hubo disposición de las partes a negociar. Un Tratado vigente durante más de 24 años requería que los representantes de cada gobierno se pusieran a trabajar en aquellos objetivos originales o recientes incumplidos y en las metas futuras. La renegociación podría traer beneficios a los tres países signatarios. 

			La tarea de los equipos negociadores nunca se percibió sencilla. Cuando Trump ganó las elecciones, el panorama que se vislumbraba era que México y Canadá recibirían un trato diferenciado, favorable a este último,10 debido a que el rencor contra México contrastaba con lo que parecía un buen entendimiento entre el primer ministro Justin Trudeau y el presidente Trump. Al final, este último logró dividir la negociación de manera bilateral: México-Estados Unidos y Canadá-Estados Unidos. Pero, contrario a lo que se pensó inicialmente, la postura estadunidense se manifestó en la mesa con dureza similar para los dos gobiernos.

			La incertidumbre para México acerca del futuro del tlcan se mantuvo durante doce meses, en los cuales se enfrentaron especulación, depreciación del peso mexicano y cautela respecto a nuevas inversiones, aunque es preciso señalar que los intercambios comerciales mantuvieron su crecimiento a la par del ritmo de la economía estadunidense. El presidente de ese país logró incluir en la discusión temas importantes para México, como la necesidad de aumentar los salarios de la industria manufacturera, pero que, según los indicios, el gobierno mexicano no llevó a la mesa. Fue la contraparte la que lo hizo como una forma de defensa de los trabajos en Estados Unidos. El otro tema novedoso fue la inclusión de una cláusula anticorrupción semejante a la acordada entre México y la Unión Europea. La actualización del Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Política y Cooperación (Acuerdo Global) entre estas dos Partes, firmado en 1997, se llevó a cabo de forma paralela a la renegociación del tlcan hasta su firma en abril de 2018. El Acuerdo fue interpretado como una señal enviada a Donald Trump por países socios «dispuestos a defender un comercio abierto, justo y basado en reglas». (Swanson & Schreuer, 2018).

			La economía mexicana vivió meses bajo presión por otro tema, el energético, motivo de una de las reformas del Pacto por México con el que inició su gobierno Enrique Peña Nieto en diciembre de 2012. Revistas especializadas del sector petrolero dieron seguimiento a la campaña presidencial de México en 2018, primero por el peso del país en el mercado energético, pero sobre todo por la preocupación acerca del futuro de la reforma energética de 2013, debido a las posturas de dos de los tres candidatos, Andrés Manuel López Obrador y Ricardo Anaya. El panorama negativo de la industria petrolera en el país: declive de la producción, pérdida de empleos, crecimiento del robo de combustibles –720% de 2012 a 2018– se complicó con el aumento en el precio de las gasolinas como resultado de la debilidad del peso, los vaivenes en el precio del crudo y la eliminación de los subsidios gubernamentales. Sin embargo, consideran Padilla y Wood, «el debate público no ha logrado distinguir las circunstancias globales y de Pemex [de] las consecuencias reales de la reforma energética por sí misma».11 (Padilla & Wood, 2018). Por tanto, concluyen, hay mucho trabajo por hacer para que la reforma energética de México esté en condiciones de cumplir las expectativas creadas.

			Durante la campaña electoral, los empresarios mostraron interés por conocer de manera puntual las propuestas del candidato López Obrador sobre el sector energético. La posibilidad de echar atrás la reforma y, por ende, los contratos otorgados o las licitaciones previstas para inversiones privadas en actividades de exploración y producción, antes de 2013 reservadas a Petróleos Mexicanos (Pemex), fue causa de inquietud entre líderes empresariales y tema obligado en una reunión con empresarios de Monterrey en febrero de 2018. La respuesta del candidato de la coalición «Juntos Haremos Historia» de que no tenía la intención de cancelar los contratos valuados en 153 mil millones de dólares, «a menos que se comprobaran actos de corrupción», pareció dejar abierta la puerta para revertir una reforma a la que abiertamente se había opuesto durante el gobierno que llegaba a su etapa final (Cattan & Reel, 10 de mayo de 2018). La duda se mantuvo a lo largo de todo el periodo de campaña y después de conocerse los resultados de las elecciones presidencial y legislativas: ¿qué haría el presidente en funciones a partir del 1 de diciembre de 2018 en el sector energético, considerando que su partido contaría con mayoría absoluta en el Congreso federal y la posibilidad de establecer un acuerdo con algunos legisladores de la oposición para alcanzar la mayoría calificada que le permitiera revertir la reforma constitucional de Enrique Peña Nieto? 

			Con el presidente Trump interesado en desalentar la inversión de los empresarios de su país en el exterior y con un sector petrolero estadunidense en pleno auge, la posibilidad de echar atrás la reforma energética no tuvo el impacto esperado en el gobierno y la prensa del país vecino. En efecto, la producción de crudo en Estados Unidos ha ido a la alza desde hace varios años y en julio de 2018 alcanzó un récord histórico de 11 millones de barriles diarios de petróleo, según datos del Departamento de Energía (Reuters, 18 de julio de 2018). De esta manera, Estados Unidos disputa a veces a Rusia y a veces a Arabia Saudita el primer lugar como productor mundial de petróleo. Este aumento se produjo en un periodo de crecimiento de los precios del crudo en el mercado internacional, que en Estados Unidos fue de 12% en el primer semestre de 2018. Este país ha visto disminuir sus importaciones petroleras después de la primera década del siglo xxi, aunque sigue dependiendo de la adquisición del 40-45% de su consumo en el mercado internacional (nueve millones de barriles diarios), la mayor parte de los cuales son importaciones provenientes de sus socios del tlcan. Sin embargo, las importaciones del crudo canadiense se encuentran en una relación de 5/1 a las de crudo mexicano. En 2017, el valor de las compras estadunidenses de crudo a Canadá fue de 50.1 mil millones de dólares, mientras que las de México sumaron 10.05 mil millones de dólares (United States Census Bureau, 2018c). Las importaciones de Arabia Saudita se encuentran por debajo de las de América del Norte, más cercanas a las de México que a las de Canadá (17.5 mil millones de dólares). Es decir, el tlcan ha coadyuvado a que Estados Unidos reduzca la vulnerabilidad política y comercial evidenciada décadas atrás cuando tenía como principales abastecedores de una materia prima estratégica a los países de la Organización de Países Exportadores de Petróleo (opep).

			Los argumentos que niegan validez a la percepción del presidente Donald Trump y sus seguidores de que el tlcan es contrario a los intereses fundamentales de Estados Unidos se apoyan en datos incontrovertibles. Es evidente que, como cualquier política pública, el proceso de integración económica exige de un balance cuidadoso de los avances logrados y los asuntos discutibles, la mayoría de los cuales reclama una revisión de los objetivos originales para atender los efectos negativos o las expectativas no cumplidas, como la convergencia en ingresos y salarios entre los tres países, además de la necesidad de mejorar los mecanismos para la discusión y solución de problemas comunes. Como han demostrado Smith y Selee, las discusiones sobre integración económica, migración, seguridad, crimen organizado y protección ambiental, no pueden seguir considerándose por los responsables de la toma de decisiones en México y Estados Unidos como juegos de suma cero o suma negativa, cuando la realidad permite construir opciones de políticas para ofrecer respuestas satisfactorias en áreas de interés común (Smith & Sellee, 2013). Aunque ahora es más evidente que cuando lo escribieron, los momentos de hostilidad y distancia entre los dos países se han seguido produciendo, independientemente del diálogo bilateral sustantivo que logró construirse a lo largo de más de cinco lustros de cooperación. Y considerando la polarización política en los dos países, es posible «visualizar recriminaciones mutuas en el futuro». (Smith & Sellee, 2013, p.193). 

			Según Andrew Selee, la visión de Andrés Manuel López Obrador sobre las relaciones exteriores de México y, en particular, con Estados Unidos, coincide con la de Donald Trump:

 

			López Obrador quiere un México más autocontenido, menos sujeto a los caprichos del mercado global y la política global. Sus puntos de vista podrían ser etiquetados como ‘México primero’ en el mismo sentido de Trump y sus aliados cuando hablan de ‘America First’. (Selee, 2018, p.277). 




			Cuando entrevistó al candidato presidencial poco antes del arranque oficial de la campaña, le preguntó cómo podría ser la comunicación con Trump. López Obrador minimizó la posibilidad de conflictos: «Pienso que podemos tener una buena relación, de respeto y mutua cooperación», aunque no especificó cómo haría para abordar una agenda política cada día más complicada (Selee, 2018, p.277). 

			Las relaciones con Estados Unidos reclamarán, sin duda alguna, más que la buena voluntad del presidente de México y su decisión de no confrontarse con Donald Trump. Después de 18 meses al frente del gobierno de Estados Unidos, resulta claro que Trump carece de los atributos de un jefe de Estado y sus acciones en temas relevantes para México podrían poner al gobierno mexicano en una situación difícil. Independientemente de las intenciones del presidente de México a partir del primer día del último mes del año, el gobierno deberá formular una política exterior para tener respuestas a los retos provenientes del entorno exterior. La falta de definición de prioridades y estrategias dejará al gobierno mexicano a merced de las decisiones unilaterales y las imposiciones del presidente estadunidense.

			Consideraciones finales

			El triunfo de Andrés Manuel López Obrador en la contienda electoral de 2018 se produjo en un ambiente internacional de incertidumbre política y económica. El rechazo a la globalización económica y la migración ha servido como pretexto a la intolerancia, la discriminación, el nacionalismo y la xenofobia que avanzan en el mundo desafiando las instituciones democráticas, la cohesión social y la paz internacional. El ascenso al poder de gobiernos de extrema derecha y populistas pone a prueba los controles democráticos, tanto los previstos constitucionalmente de parte de los otros poderes del Estado e instituciones públicas como aquellos provenientes de la sociedad civil y la opinión pública. Estos líderes se confrontan o apartan recelosos de los medios de comunicación convencionales, críticos o vigilantes, y rechazan las opiniones o juicios de intelectuales independientes.

			La polarización y fragmentación de la vida política está produciendo divisiones en sociedades que cada día encuentran mayores dificultades para identificar proyectos a futuro con una visión compartida por el conjunto de la sociedad. La retórica discriminatoria e intolerante ha llevado a buscar y señalar culpables de los males que aquejan a grupos sociales afectados por la creciente interdependencia mundial. La solidaridad social ha cedido ante el temor a lo diferente, al extranjero, y la construcción de una democracia incluyente quedó reducida a una pretensión abandonada. 

			Trasladada esta visión al plano internacional, la cooperación para resolver los problemas que atañen a todos los países del orbe está siendo sustituida por un nacionalismo excluyente y retrógada. El conflicto entre potencias vuelve a aparecer y las alianzas se recomponen o, de manera preocupante, se debilitan por la postura de líderes demagogos. Las acciones del presidente Donald Trump encaminadas a abandonar alianzas, acuerdos y principios que cimentan el orden mundial, tienen hoy consecuencias perceptibles en la política internacional. El rechazo al libre mercado, la adopción de medidas proteccionistas en contra de países unidos por vínculos históricos o acuerdos formales y el inicio de una guerra comercial con China están deteriorando las relaciones entre las dos economías más grandes del mundo y conduciendo a China a abandonar la cooperación con Estados Unidos y establecer alianzas para enfrentar las presiones y encauzar sus pretensiones de liderazgo. Peor aún, las tensiones con Estados Unidos han llevado a China a fortalecer sus lazos con Rusia y, con esto, al reforzamiento de visiones y posturas autoritarias, que se suman a las amenazas en contra de la democracia liberal provenientes del populismo.

			El desafío que enfrenta el orden mundial construido bajo el liderazgo de Estados Unidos a partir del fin de la Segunda Guerra Mundial, y de manera más precisa en la última década del siglo xx, hace previsible que surjan respuestas de aquellos países que se oponen a revertir los avances de la cooperación en la búsqueda de solución a los problemas globales. México ha estado desde el inicio de esta etapa al lado de los países que apuestan por la diplomacia multilateral y el compromiso político para lograr los cambios que requiere el mundo para convertirlo en un lugar más pacífico y seguro. En años recientes, la actividad internacional desplegada por el país para lograr un acuerdo legalmente vinculante a escala mundial orientado a reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y con ello el incremento de la temperatura del planeta tuvo un resultado positivo, el Acuerdo de París, hoy desafiado por los negacionistas que tienen de su lado al presidente de Estados Unidos, país que aparece como el segundo mayor emisor de ese tipo de gases, solo superado por China. 

			De igual forma, México jugó, junto con Suiza, un papel activo y eficaz en las negociaciones intergubernamentales para la adopción, en el marco de la onu, de un pacto mundial sobre migración, el cual deberá aprobarse en la Conferencia de Marrakech en diciembre de 2018. El tema migratorio es crucial en la actualidad, cuando los flujos son masivos y responden a causas diversas, algunas distintas a las que desde tiempos inmemoriales han producido la movilidad humana. Para México, el tema es crucial no solo por el número de mexicanos que radican fuera de las fronteras nacionales, sino por ser país de tránsito de miles de extranjeros, principalmente centroamericanos, que cruzan el territorio mexicano para llegar a Estados Unidos. La animadversión de Donald Trump hacia la migración, compartida por una parte de la sociedad estadunidense, no deja duda de la importancia de que México insista en la responsabilidad compartida por la comunidad internacional para ordenar la migración y ofrecer protección a los derechos humanos de los migrantes.

			México ha estado comprometido durante más de siete decenios con los esfuerzos por encontrar soluciones negociadas, basadas en la cooperación, a los grandes problemas que afectan a la comunidad internacional. El orden mundial construido sobre la base de instituciones multilaterales no es solo económico, sino, de manera fundamental, político. Con todas las deficiencias y limitaciones de un orden que depende de la voluntad de los Estados para cumplir las normas que lo rigen, en donde el poder de un pequeño número de esos Estados se impone sobre cerca de 190 países, cuya realidad está limitada por la asimetría de poder, lo cierto es que ha sido posible avanzar lentamente en la generalización de prácticas democráticas, de búsqueda de consensos, del intercambio de ideas entre países profundamente desiguales, diversos, y la mayoría de ellos con historias cargadas de agravios y abusos, en el afán de hacer del diálogo y la negociación una forma de resolver los conflictos. 

			Desde esta perspectiva, el gobierno de Andrés Manuel López Obrador no puede dejar de lado la defensa de los intereses de México y la visión de los mexicanos sobre el futuro del mundo, los cuales se expresan en buena medida en la búsqueda de acuerdos, como los recientemente alcanzados, en los que la diplomacia mexicana ha jugado un papel destacado.
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					2	En esta misma fecha se aplicaron los aranceles a las importaciones de Canadá y México, mientras estaban en curso las negociaciones para la modernización del tlcan. 

				

				
					3	Tras el retiro de Estados Unidos, los restantes once países signatarios realizaron las negociaciones pertinentes y firmaron el Tratado Integral y Progresista de Asociación Transpacífico el 8 de marzo de 2018, que entrará en vigor cuando sea ratificado por el 50% más uno de los firmantes. 

				

				
					4	En octubre de 2018, Jair Bolsonaro, un exmilitar de ultraderecha, ganó la Presidencia en una elección calificada como «la más polarizada, tensa y violenta en décadas».

				

				
					5	Este concepto, acuñado por el autor, refiere la capacidad de obtener lo que se quiere de los demás –en este caso, de los otros Estados– mediante la atracción ejercida sobre ellos. 

				

				
					6	Las cifras que manejan el Banco de México, por una parte, y la Oficina del Censo de Estados Unidos, por la otra, difieren de manera significativa en el monto de las importaciones de México con su país vecino; las cifras estadunidenses reducen el monto del déficit en el comercio de bienes entre los dos países, aunque sigue siendo elevado. Se utiliza la fuente estadunidense con el fin de comparar la importancia de México en el comercio exterior de Estados Unidos.

				

				
					7	Si se observa por el lado de las importaciones de Estados Unidos, China aparece en primer lugar y México en el segundo, debido a que las ventas canadienses en el mercado estadunidense son menores a las mexicanas. 

				

				
					8	El resultado de la renegociación implicó para México cambios relevantes en materia de reglas de origen, salariales y laborales. El texto fue firmado por los presidentes de México (Enrique Peña Nieto) y Estados Unidos (Donald Trump) y el primer ministro de Canadá (Justin Trudeau) el 30 de noviembre de 2018. Queda pendiente la ratificación de los órganos legislativos de los tres países del Tratado, el cual hoy tiene un nuevo nombre: Tratado México, Estados Unidos y Canadá, t-mec, o United States, Mexico, and Canada Accord (usmca, por sus siglas en inglés). 

				

				
					9	La posibilidad de poner fin al Tratado estaba prevista en el artículo 2205 del tlcan, el cual prevé la denuncia del mismo en los siguientes términos: «una Parte podrá denunciar este Tratado seis meses después de notificar por escrito a las otras Partes su intención de hacerlo. Cuando una Parte lo haya denunciado, el Tratado permanecerá en vigor para las otras Partes». Texto Legal del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 

				

				
					10	Pocos días después del triunfo de Trump en la elección presidencial, el embajador de Canadá en México afirmó que su gobierno estaría dispuesto a sentarse a la mesa con Estados Unidos y México para renegociar algunos capítulos. Consideró, empero, que «nosotros [los canadienses] no estamos apurados, vamos a esperar a nuestros socios mexicanos y estadunidenses». (Villa y Caña, 15 de noviembre de 2016). En las últimas semanas del periodo prestablecido de negociación, fue México quien tuvo que esperar a que canadienses y estadunidenses se pusieran de acuerdo.

				

				
					11	Los autores del informe son John Padilla, managing director de ipd Latin America, una consultoría especializada, y Duncan Wood, director del Mexico Institute del Woodrow Wilson Center, think tank estadunidense con sede en Washington. Ambos organizaron una serie de foros financiados por el Woodrow Wilson Center, a inicios de 2018, en los que reunieron a directivos de la industria local que lideran negocios que van de la explotación y producción de hidrocarburos hasta su transformación industrial, de quienes obtuvieron información para la elaboración del reporte.

	

			


			

			Este libro se terminó de imprimir en noviembre de 2020 en los talleres de Ediciones del Lirio SA de CV, ubicados en Azucenas 10, San Juan Xalpa, Iztapalapa, CDMX, CP 09850. El tiraje consta de *** ejemplares.
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